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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia,  don José Antonio Viera-Gallo Quesney; la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay, y el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª y 12a, ordinaria, en 17 y 18 de abril del año en curso, que no han sido observadas 

Las actas de las sesiones 13ª, especial, y 14ª, ordinaria, en 2 de mayo del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros inicia un proyecto modificatorio de la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (boletín N° 5.031-07) (Véase en los Anexos documento 1), y hace presente la urgencia, con carácter de “discusión inmediata”, respecto de dicha iniciativa.



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el tercero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, con carácter de “suma”, en relación con el proyecto de ley que establece beneficios para el personal del sector Salud (boletín Nº 4.545-11).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la Corte Suprema, mediante el cual transcribe un certificado en respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, relativo al reconocimiento en Chile de un título de abogado obtenido en Bolivia.



--Queda a disposición de los  señores Senadores. 



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero comunica que acogió a tramitación un recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra del artículo 1° de la ley N° 18.865, decretando remitir copia al Senado con el fin de que en el plazo de 10 días presente sus observaciones y acompañe los datos que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se envían los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo acompaña copia autorizada de la sentencia dictada en relación con el proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales (boletín N° 3.278-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, mediante el cual adjunta copia de la Octava Cuenta Pública Anual de las actividades realizadas por dicha Institución.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a la prohibición de ingreso de la ciudadana chilena señorita Elisa Abedrapo Iglesias a los Territorios Palestinos ocupados por el Estado de Israel.



De la señora Ministra de Planificación, por medio del cual responde un oficio cursado en nombre del  Senador señor García, con el  que requirió considerar el envío de un proyecto de ley que conceda un beneficio económico a los funcionarios públicos que dominen la lengua de señas y la utilicen en la atención de las personas sordas que acuden a la Administración.



Del señor Ministro de Obras Públicas, por el cual atiende un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, atinente a obras y proyectos de infraestructura que se están ejecutando en la provincia de Palena y en la Región de Aisén, del General Carlos Ibáñez del Campo.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, tocante al “derecho a techo” en favor de las personas de la tercera edad.



Del señor Subsecretario de Pesca, por el cual da respuesta a un oficio mandado en nombre del Senador señor Navarro, relacionado con la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que establezca un seguro de vida y de accidentes en favor de los pescadores artesanales.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, a través del cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a los riesgos de salud a que estarían afectos los niños y profesores del jardín infantil San Vicente, establecimiento ubicado en la comuna de Calera de Tango, a consecuencia de la instalación de unas torres de alta tensión en su cercanía. 



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, referido a la instalación, en el marco del Programa Chile Barrio, de una planta de aguas servidas en la localidad de Melozal, comuna de San Javier, Séptima Región.



Del señor Director Ejecutivo (S) de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por el cual atiende un oficio enviado en nombre del  Senador señor Navarro, concerniente al ingreso de proyectos de inversión al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA).



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del  Senador señor Navarro, vinculado al funcionamiento del relleno sanitario Santa Alicia, de la Empresa Servicios Vertedero Los Maitenes Sociedad Anónima, ubicado en el sector de Patagual, Octava Región.



Del señor Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, por medio del cual contesta un oficio dirigido en nombre del  Senador señor Chadwick, relativo a la extensión del servicio de ferrocarriles en el ramal Pichilemu.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, sobre fiscalización de la pesca con red en los ríos que indica.



De la señora Intendenta de la Octava Región, del Biobío, a través del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto a información sobre proyectos asignados por la Dirección Regional de FOSIS y SERCOTEC.



Del señor Alcalde de Antofagasta, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, atinente a la contaminación acústica que afecta a algunos sectores de la mencionada comuna.



--Quedan a disposición de los  señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre pesca recreativa (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.424-21) (Véanse en los Anexos documentos 2 y 3). 



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los  Senadores señores Longueira, Novoa, Ominami, Prokurica y Sabag, que precisa información que debe proporcionarse a los contribuyentes de bienes raíces (boletín Nº 4.473-05) (Véase en los Anexos documento 4).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Paraguay, suscrito en Santiago el 5 de mayo de 2005 (boletín Nº 4.285-10) (Véanse en los Anexos documentos 5 y 6).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los  Senadores señores Muñoz Aburto y Ominami, que modifica el artículo 164 de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, en materia de información privilegiada (boletín N° 4.852-05) (Véase en los Anexos documento 7).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide, que prohíbe condicionar la atención de salud o exigir instrumentos mercantiles para garantizar su pago (boletín N° 4.269-11) (Véase en los Anexos documento 8).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley que modifica el sistema de otorgamiento de concesiones de radiodifusión sonora (boletín Nº 4.740-15) (Véase en los Anexos documento 9).



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 3.878-17) (Véase en los Anexos documento 10).



De la Comisión Especial relativa a misiones de paz (boletín N° S 958-12) (Véase en los Anexos documento 11).



--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el régimen de remuneraciones aplicable a los contratos de los trabajadores portuarios eventuales.



--Se declara inadmisible, por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el Nº 4º del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, al establecer condiciones de remuneraciones de los trabajadores privados que indica y alterar las bases para determinarlas.

Proyecto de acuerdo



De los  Senadores señores Horvath, García, Navarro y Romero, mediante el cual solicitan la aplicación de un conjunto de medidas en relación con el reciente terremoto ocurrido en el fiordo Aisén y otras situaciones de emergencias naturales (boletín N° S 959-12) (Véase en los Anexos documento 12).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Comunicación



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, por medio de la cual, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 36 bis del Reglamento del Senado, solicita el acuerdo de la Sala para archivar el proyecto, iniciado en moción del Senador señor Cantero, que modifica la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, regulando el enlace de transmisiones radiales de concesionarios de distintas zonas de servicios (boletín N° 2.316-15).



--Se accede a lo solicitado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor BIANCHI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra Su Señoría.

El señor BIANCHI.- Pido recabar el patrocinio del Ejecutivo para la iniciativa que modifica el régimen de remuneraciones aplicable a los contratos de los trabajadores portuarios eventuales, la cual fue declarada inadmisible por Su Señoría.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala se enviará el oficio correspondiente.



Acordado

El señor BIANCHI.- Muchas gracias.
V. ORDEN DEL DÍA

ADECUACIÓN DE LEY ORGÁNICA  DEL TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL A CARTA REFORMADA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de "suma".



--Los antecedentes sobre el proyecto (4059-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 8ª, en 18 de abril de 2006.



Informes de Comisión:



Constitución, sesión 15ª, en 10 de mayo de 2006.



Constitución (segundo), sesión 14ª, en 2 de mayo de 2007.



Hacienda, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2007.



Discusión:



Sesión 19ª, en 6 de junio de 2006 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, la Sala aprobó en general el proyecto el 6 de junio del año recién pasado.



Las Comisiones informantes dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones las siguiente normas del artículo único: los números 1), 2), 4), 9), 14), 15), 16), 18), 20), 24), 33), 40) y 41); del número 54), el artículo 47 M; del número 55), el artículo 47 W; del número 62, el artículo 50 D; los números 64), 65) y 69); del número 71, los artículos 72 D y 72 F; los números 73), 75), 79) y 81), y del número 82), el artículo 1º transitorio.



Todas esas normas conservan el mismo texto con el que aparecen en la iniciativa aprobada en general y, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, deben darse por aprobadas.



--Se aprueban reglamentariamente, dejándose constancia de que emitieron pronunciamiento 22 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Gran parte de las modificaciones efectuadas por las Comisiones de Constitución y de Hacienda al proyecto acogido en general fue acordada por unanimidad. Las que sólo fueron aprobadas por mayoría serán oportunamente puestas en discusión y votación por el señor Presidente.



En cuanto a las primeras -esto es, las enmiendas acordadas por unanimidad-, cabe tener presente que, en virtud de lo preceptuado por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite debatirlas o que existan indicaciones renovadas. Por tener, todas, carácter orgánico constitucional, requieren el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, se darían por aprobadas. 

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente, hay algunas modificaciones que quiero que se voten.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Esperemos que termine la relación primero.



Puede continuar el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Gracias, señor Presidente.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cinco columnas que transcriben el texto de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional; el proyecto aprobado en general; las modificaciones propuestas por las dos Comisiones informantes, y el texto final que resultaría de aprobarse tales enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, disculpe que intervenga al comienzo del debate pero, desgraciadamente, tengo un compromiso que me obliga a abandonar el Hemiciclo.



Para el Gobierno, es muy importante que se despache luego la iniciativa en discusión, que adecua la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional a las reformas a la Carta aprobadas por el Congreso el año 2005, a fin de que dicho organismo cuente con un cuerpo normativo claro y actualizado para su funcionamiento en orden. 



Asimismo, estamos de acuerdo con muchas de las ideas recogidas en los informes, en especial con la de permitir una clara independencia del Tribunal. En efecto, el proyecto establece un régimen de incompatibilidades e inhabilidades; consagra la inamovilidad en el cargo de los Ministros, y hace posible la aplicación de causales de implicancia bastante explícitas.



Por otra parte, es muy positivo que el Tribunal tenga que fundar sus resoluciones y señalar expresamente cuándo se está apartando de su propia jurisprudencia.



Además, parece lógico el denominado "principio de la deferencia razonada", en cuanto a dar traslado a ambas ramas del Congreso Nacional cuando se interponga un recurso de inaplicabilidad o de inconstitucionalidad. Lo mismo se puede decir de la transparencia y la publicidad.



Sin embargo, señor Presidente, quiero hacer presente al Senado algunas preocupaciones del mismo Tribunal Constitucional, que, si no fueran recogidas por la Sala esta tarde, deberían ser replanteadas en los trámites posteriores de la iniciativa.



Las expondré en forma muy sucinta.



En primer término, no se estima adecuado suprimir los abogados integrantes. De ser así, el Tribunal Constitucional sería el único órgano jurisdiccional de la República que no contaría con esa figura ni con ningún sistema de suplencias conforme a la ley, lo que podría implicar su paralización si el día de mañana dos o tres de sus miembros no pudieran integrar una de sus salas.



Por eso, si el tema va a ser analizado durante la discusión particular de la iniciativa, deseo pedir al Senado que revea la situación de los abogados integrantes, de tal manera de buscar, en un trámite posterior, una forma más consensuada de suplencia de los Ministros.



En cuanto al plazo para dictar sentencia en los casos no específicamente contemplados en la Constitución, que es de 10 días prorrogables por otros 10,  ha de dejarse en claro que no se trata de un plazo preclusivo. Sería absurdo que el Tribunal no pudiera dictar sentencia una vez transcurrido ese lapso.



En seguida, la iniciativa exige alegatos para los efectos de la admisibilidad de los recursos. Esto es algo muy engorroso, que demoraría enormemente la tramitación de aquellos, en circunstancias de que la mayor parte de las admisibilidades son de mero trámite y se resuelven casi sin discusión. Por consiguiente, habría que buscar una fórmula -la esperamos encontrar en la etapa posterior o en la comisión mixta- para que no siempre se deban oír alegatos para definir una admisibilidad.



En lo relativo a la integración de las salas, parece más lógico que sea el propio Tribunal el que establezca su composición y no que ello se determine por sorteo, conforme a una disposición análoga a la que existe para la Excelentísima Corte Suprema en el artículo 95 de la Carta.



En cuanto a la obligación de conferir traslado cuando surja en la deliberación de una sentencia la posibilidad de resolver la cuestión aplicando una norma constitucional no invocada, se trata de algo que también paralizaría al Tribunal, el cual perfectamente puede zanjar una materia a través de un precepto fundamental no invocado sin necesidad de dar traslado a las partes.



Asimismo, no parece lógico que el control de constitucionalidad de los decretos supremos y de los autos acordados de la Excelentísima Corte Suprema sea realizado por una sala y no por el pleno, pues ello podría dar lugar a jurisprudencia contradictoria según la composición de cada una de las salas del Tribunal. Además, no se trata de casos frecuentes.



Al respecto, traigo a colación el decreto relativo a normas de fertilidad, sobre el cual se habría resuelto de una manera u otra dependiendo de la sala que lo hubiese examinado, cuando lo lógico era que lo hubiera estudiado el pleno, como en definitiva ocurrió.



La Constitución establece que sólo determinadas materias deben ir al pleno. El resto queda entregado al legislador.



Por lo tanto, parece racional que al menos los decretos del Presidente de la República y los autos acordados de la Corte Suprema sean resueltos por el pleno y no por una sala. Distinto podría ser el caso de los autos acordados de las cortes de apelaciones, que son más frecuentes.



Por último, señor Presidente, me voy a referir al tema de los tratados internacionales.



Resulta completamente lógico y consecuente con el Texto Fundamental que exista el control preventivo de constitucionalidad de los tratados, conforme lo establece la propia Carta.



Sin embargo, es bastante más discutible que el Tribunal tenga competencia para un control represivo de tales instrumentos, una vez promulgados, porque ahí hay un compromiso del Estado de Chile -asumido como tal- ante la comunidad internacional. Y sería anómalo que un órgano estatal echara abajo un convenio plenamente vigente, del cual han tomado nota la comunidad mundial y el Derecho Internacional.



Ahora, solamente quiero indicar que, si uno hace un análisis adecuado del texto de la Ley Suprema y de la reforma de 2005, verá que ese control represivo -por decirlo así- no se encuentra entre las facultades del Tribunal. En cambio, sí está el preventivo.



Señor Presidente, doy excusas por estas observaciones, pero he estimado de mi deber que los señores Senadores tengan en consideración estos elementos de juicio. De todas maneras, como el proyecto cumplirá un tercer trámite constitucional, es muy probable que muchas de estas disposiciones se traten en la Comisión Mixta, donde pueden resolverse en forma adecuada. Pero las pongo en conocimiento de esta Corporación por un deber de lealtad. Esperamos que, de alguna forma, estos asuntos sean conocidos por esa instancia para su correcta resolución.



El Tribunal Constitucional hizo llegar sus planteamientos al Ejecutivo, los cuales nos parecen atendibles.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En la página correspondiente del boletín comparado, la tercera columna dice: “Artículo 47 B.- De conformidad con el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, no procederá la inaplicabilidad respecto de tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.



Esta norma fue aprobada con los votos favorables de los Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto, y la abstención de los Honorables señores Espina y Larraín.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en verdad, algunos de los puntos planteados por el Ministro señor Viera-Gallo son  absolutamente razonables.  Nosotros -entre paréntesis- estuvimos esperando durante varias semanas la opinión del Tribunal Constitucional, la que no llegó en su momento.



Me parece absurdo avanzar ahora en la Sala en el análisis del proyecto, ya que podemos resolver en la Comisión prácticamente 90 por ciento de las materias. Estoy del todo seguro de que habrá acuerdo. Se trata de temas opinables y sólo el órgano técnico puede dar una solución, por su experiencia. Los legisladores podemos apreciar en teoría las cosas de una manera. Pero para el Tribunal Constitucional, viéndolas en la práctica, son distintas.



Por lo tanto, sugiero que el proyecto vuelva a la Comisión de Constitución -creo que 90 por ciento de las materias van a ser consensuadas en forma unánime-, a objeto de que podamos resolver estas cuestiones y evitar, así, prolongar el tratamiento de una iniciativa que tendrá un tercer trámite.



Me parece que es lo correcto. Es la sugerencia que formulo. Pienso que la próxima semana -o, quizás, en pocos días- se puede solucionar el problema. Son cinco o seis los temas. Están  bastante acotados y son específicos; o sea, en treinta minutos podemos tratarlos.



Ésa es mi petición.



Hablé sobre el particular con el Presidente de la Comisión de Constitución, a quien solicité su venia, como corresponde. Coincidió en que si es posible proceder así, lo hagamos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, el proyecto volverá a la Comisión.

El señor LARRAÍN.- ¡Por supuesto!



--El proyecto vuelve a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente al señor Ministro que tenemos problemas con la urgencia. Habría que cambiarla.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Así se hará, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Es necesario fijar un plazo para la presentación de las indicaciones que señaló el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Hasta el lunes.

El señor GÓMEZ.- ¡No, señor Presidente! Tenemos muchos proyectos en la Comisión. Sugiero que se contemple una fecha posterior a la semana regional, que es lo razonable.

El señor LONGUEIRA.- Esta vez son dos semanas.

El señor GÓMEZ.- El 4 de junio, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no existen objeciones, se fijará como plazo el lunes 4 de junio, a las 12, para que puedan trabajar después.



--Así se  acuerda.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Hago presente que las indicaciones deben presentarse en la Secretaría de la Corporación, como es habitual.

)------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, pido recabar el asentimiento de la Sala a objeto de que se amplíe el plazo para la presentación de indicaciones respecto del proyecto de ley iniciado en mociones de los Senadores señores Frei y Naranjo, sobre modificación de la sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas, y de la Honorable señora Alvear, relativa a cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de las tarifas o peajes de obras concesionadas, que están consignadas en los boletines 4.838-09 y 4.840-09, refundidos. Lo solicito en atención a lo sucedido hoy en la Comisión de Obras Públicas.



Ignoro si en el plazo acordado podremos cumplir nuestro cometido, dado que habremos de hacer varias consultas a otras Comisiones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Qué fecha se había fijado?

El señor KUSCHEL.- El 14 de mayo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Y cuál es la propuesta?

El señor KUSCHEL.- Un mes más.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Hasta el 4 de junio, señor Senador?

El señor KUSCHEL.- Conforme, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como nuevo plazo para presentar indicaciones el lunes 4 de junio, a las l2.



Acordado.

BENEFICIO A DEUDORES DE CRÉDITO UNIVERSITARIO POR PRETACIÓN DE SERVICIOS REMUNERADOS EN COMUNAS DE MENOR DESARROLLO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país, con segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (4237-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 24ª, en 20 de junio de 2006.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 50ª, en 6 de septiembre de 2006.


Educación (segundo), sesión 11ª, en 17 de abril de 2007.


Hacienda, sesión 11ª, en 17 de abril de 2007.


Discusión:



Sesión 60ª, en 11 de octubre de 2006 (se aprueba en general); 14ª, en 2 de mayo de 2007 (queda pendiente su discusión particular).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, la discusión de la iniciativa se inició el 2 de este mes.



Cabe recordar que las dos Comisiones dejaron constancia en sus informes, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 4º, 5º, 7º y 8º, disposiciones que, obviamente, conservan el mismo texto despachado en general, por lo cual se dieron por aprobadas en la sesión anterior, de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento.



Corresponde también recordar que todas las enmiendas al proyecto aprobado en general por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología fueron resueltas por unanimidad.



La Comisión de Hacienda, por su parte, realizó cinco cambios al texto despachado por la Comisión de Educación. Uno de ellos se aprobó por mayoría, por lo que será puesto oportunamente en discusión y votación por el señor Presidente.



Asimismo, en virtud de lo preceptuado en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, las enmiendas que se aprobaron en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas, que es el caso.



Con todo, la modificación al artículo 6º debe ser votada sin debate.



Además, se debe tener presente que el Honorable señor Longueira ha solicitado votación separada de algunas proposiciones de las Comisiones informantes.



La Comisión de Hacienda, respecto del artículo 1º, propone intercalar, a continuación de la expresión “que disponga el reglamento,”, la frase “excluyéndose las comunas de la región metropolitana y las capitales regionales,”.



El Honorable señor Longueira pidió votar separadamente esa norma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra al Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Seré breve, señor Presidente.



Como lo señalé en la sesión pasada, la Comisión de Hacienda incorporó la exclusión de ciertas comunas para que los universitarios con deuda trabajen allí y reciban el beneficio de esta normativa. Así, no podrán acceder a él quienes presten servicios y colaboren en cualquiera de los municipios de la Región Metropolitana. Vale decir, no se contempla a esta última, como tampoco a las capitales regionales.



En verdad, a mi juicio, no tendría por qué limitarse el beneficio a los jóvenes que durante tres años presten servicios en distintas comunas del país. 



El que los parlamentarios voten en contra de la proposición de la Comisión de Hacienda permitirá beneficiar no sólo a quienes trabajen en municipios pequeños, de menos de 30 mil habitantes, sino también a los que lo hagan en comunas populares, pobres, de la Región Metropolitana y en las capitales de Región.



Por lo tanto, mi proposición es votar en forma separada la frase “excluyéndose las comunas de la región metropolitana y las capitales regionales”, como también el inciso segundo que se sugiere agregar, que dice: “Asimismo, podrán acceder a los beneficios…”, etcétera.



En consecuencia, el artículo original propuesto por el Ejecutivo al Senado quedaría exactamente igual. Dicho precepto fue acogido favorablemente al votarse la idea de legislar.



En virtud de lo anterior, sugiero realizar en forma  simultánea las dos votaciones al artículo 1º, porque en ambos casos se apunta a lo mismo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra al Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor LONGUEIRA.- Excúseme, señor Presidente. Cometí un error y quiero hacer una rectificación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- La votación en el artículo 1º sólo se refiere a su inciso primero, porque el segundo que se agregó permite que reciban también los beneficios los profesionales que presten servicio, a través de fundaciones, corporaciones u organizaciones no gubernamentales, a distintos municipios. Así que habría que mantener esta última norma.



En definitiva, sólo pido votación separada para la frase “excluyéndose las comunas de la región metropolitana y las capitales regionales”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, me alegro de que se haya retirado la objeción respecto del inciso segundo. Parecía lógico.



Fue muy discutido lo referente a las comunas en la Comisión de Educación, la que incluso había decidido introducir la frase “de menos de 25.000 habitantes”. Pero eso también se cuestionó por la de Hacienda.



El espíritu del proyecto es que, francamente, sólo a las comunas más necesitadas de profesionales les sea aplicable esta normativa. ¿Cuáles son ellas? Hay varios parámetros para llegar a determinarlas: primero, el menor número de habitantes, pues es habitual que registren menos presencia de profesionales; segundo, un nivel de pobreza clásica, tradicional y conocida por la SUBDERE; tercero, la lejanía, por cuanto quienes ostentan un título no van a lugares muy apartados, y cuarto, el nivel de concentración intrarregional o…

El señor CANTERO.- ¡Subcentralismo!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- …subcentralismo, como dice el señor Senador.

El señor CANTERO.- O, también, centralismo intrarregional.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Yo lo denomino “centralismo intrarregional”. Puede llamarse como se quiera.



Entonces, la única manera de lograr que la normativa tenga efecto es poner alguna limitación.



Entiendo el argumento del Honorable señor Longueira. La cuestión la discutimos personalmente el otro día. Es evidente que, en la Región Metropolitana, algunas comunas pobres no están alejadas y se encuentran cercanas a otras desde donde se trasladan de manera habitual los profesionales, sea durante la mañana o la tarde. De modo que no surge una visión específica con los más débiles, en ese sentido.



En virtud de lo anterior, hemos insistido en que se excluya a las capitales regionales, por lo que señalé. Si bien algunas de las comunas de la Región Metropolitana exhiben cierta pobreza, no presentan las condiciones explícitas, claras y amplias de otras que requieren más profesionales. Y si uno brinda más espacio para que éstos se puedan ir, resulta evidente que se van a restar de las demás.



Aquí no se trata de rechazar la totalidad de las ideas tendientes a mejorar el proyecto. 



No sé si el día de mañana se podrá decir que las comunas rurales de la Región Metropolitana van a ser objeto de esta misma preocupación. Pero incorporarlas a todas sólo por el hecho de que efectivamente hay pobreza en ellas creo que desdibuja el sentido de lo que se persigue -se podrá hacer en otra oportunidad, con un mecanismo distinto- y, además, implica terminar mezquinando lo que se busca con esta iniciativa legal.



Cuando la Comisión estudió la proposición del Ejecutivo -y termino con esto, señor Presidente-, quisimos transformar el proyecto en un instrumento mucho más amplio y que no sólo apunte al aspecto educacional, sino a algo más general, a una especie de mecanismo de regionalización real. Porque la experiencia de todos los Senadores de Regiones que no son la Metropolitana es que, pese a los esfuerzos estatales para efectuar importantes inversiones, se observa que comunas y provincias enteras no caminan. Tal vez el problema obedece a que ello o no coincide con una inversión privada o no coincide con un número mínimo -yo diría crítico- de trabajadores o profesionales con cierta especialización.



Por eso, apuntamos específicamente a este objetivo.



Estoy dispuesto -y creo que también los Senadores de la Comisión- a buscar un sistema para que en la Región Metropolitana, privilegiada por otros asuntos y diferentes medios, también se pueda percibir algo similar. Pero no es conveniente hacerlo en la forma como se pretende ahora, o sea, eliminando lo que se propone, porque, honestamente, creo que así desperfilamos el proyecto y perdemos su objetivo. 



Los Senadores de las demás Regiones estamos seguros de que vamos a ayudar a la Metropolitana en lo que corresponda, porque, como en ella la concentración es muy fuerte, queremos algo distinto y específico para ese tipo de comunas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, el artículo 1º fue bastante discutido, no sólo en la Comisión de Educación, sino también en la de Hacienda,  la cual analizó determinados artículos.



El sentido de la norma es que los profesionales deudores de crédito universitario que se acojan a la ley en proyecto sean incentivados para trabajar en comunas de menor desarrollo, básicamente de Regiones más alejadas, porque existen muy pocos estímulos para que vayan a desempeñarse en esos lugares. Incluso, a veces los incentivos son tan reducidos que, en numerosas comunas rurales o de poco desarrollo -para asegurar, por ejemplo, servicios de salud adecuados, como en el caso de la Región que represento: la del Maule-, el llevar un médico para la atención primaria implica mucho más gasto que en las capitales regionales.



O sea, hay un desincentivo real que tiene múltiples causas, entre ellas, la pobreza, la distancia, el abandono, etcétera.



Se discutió en la Comisión de Hacienda lo relativo al límite de población que venía del trámite anterior, en el sentido de que el beneficio sólo se otorgaría en las comunas de menos de 25 mil habitantes. Nos pareció que dicha limitación era demasiado rígida, por cuanto hay comunas que se hallan aisladas, presentan muy poco desarrollo y tienen más de 25 mil habitantes. Por lo tanto, se cambió el criterio de tamaño de población por el de menores niveles de desarrollo.



Es evidente que en la Región Metropolitana existen muchos estímulos para que disponga de profesionales. Y, de hecho, los concentra en gran número. 



Entonces, carece de sentido incluir a la Capital en esta disposición concreta. Llamo a la Sala a acogerla tal como la propuso la Comisión de Hacienda, donde la mayoría, incluso quienes representamos a Regiones, excluimos también a las capitales de estas, porque, en general, sus comunas poseen mayores recursos y cuentan con profesionales. Tal vez enfrenten problemas de gestión, de financiamiento u otros; pero si uno observa los municipios desde Arica (en la Región recién creada), Iquique, Antofagasta hasta Punta Arenas, concluye que todos reúnen condiciones para atraer a los profesionales. Pero no ocurre así en las comunas de menor desarrollo, sean urbanas o rurales, de otras zonas.





A mi juicio, está bien el criterio de exclusión de las comunas de la Región Metropolitana. No es arbitrario. Tiene un sentido descentralizador, al igual que el hecho de excluir las de las capitales de nuestras propias Regiones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, concuerdo con lo expresado por los dos señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



Sólo quiero dar una información.



En el Hospital de Temuco se ha producido un gran retraso en las operaciones quirúrgicas, por falta de anestesistas. Sin embargo, está tratando de conseguirlos -no es fácil- otorgando incentivos. Y lo va a lograr. Según la información que me proporcionó su Director, existe la posibilidad de contar con 4 anestesistas y, con ello, de terminar antes de un año la totalidad de la lista de espera. Pero dotar de anestesista a un hospital inaugurado ayer, como el de Puerto Saavedra, o el año pasado, como el de Nueva Imperial, es sensiblemente más difícil.



El propósito de la iniciativa es que los profesionales que no han podido o no han querido cumplir con la obligación de pagar su deuda, lo hagan mediante el acceso a ciertos beneficios por la vía de un servicio civil. Y resulta evidente que debe destinárseles a zonas adonde no les interesa ir a trabajar; pero, por las razones consignadas en el propio proyecto, necesariamente tienen que entrar a cooperar con el país de una forma diferente.



Eso explica que, aun existiendo reconocidas falencias en las capitales de Regiones, el servicio civil haya de prestarse en las condiciones y lugares establecidos en el articulado.



De allí que soy partidario del texto propuesto por la Comisión de Hacienda, el cual votaré favorablemente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el artículo 1º aprobado en general por el Senado señala que los beneficios de la ley en proyecto se otorgarán a los profesionales que trabajen en “comunas con menores niveles de desarrollo del país, definidas como tales conforme a lo que disponga el reglamento,”.



Creo que ese es el texto adecuado. Y el reglamento tendrá que señalar las características de tales comunas: a algunas se las considerará por su ubicación en zonas extremas; a otras, por ser pequeñas o bien muy grandes, pero con muchos habitantes y pocos ingresos. 



El tratar de definir en el cuerpo legal todas las condiciones que se deben reunir para el acceso a los beneficios, constituye una pretensión algo absurda y bastante inútil.



Prefiero que el Poder Ejecutivo, en uso de sus facultades, dicte el reglamento -este podrá ser modificado en el tiempo, a medida que cambien las circunstancias- y determine las exigencias para que las comunas que necesiten de un estímulo especial califiquen, sea que se hallen ubicadas en la capital de una Región o en la Metropolitana. 



Repito: me parecería más apropiado mantener el texto aprobado en general, sin la frase introducida por la Comisión de Hacienda. De esa manera tendríamos una norma que podría ser aplicada con flexibilidad, conforme cambien las circunstancias en el país.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, producto de la discusión desarrollada aquí surge una contradicción, a la que ya se refirieron algunos señores Senadores. 



En el artículo 1º se busca beneficiar a las comunas más pobres. Y, ¡claro!, lo normal es que ellas se encuentren en el sector rural. Pero no necesariamente. En lugares poblados o en los grandes conglomerados urbanos también hay condiciones de pobreza, de marginalidad o de aislamiento que muchas veces no tienen que ver con su realidad geográfica. Y es preciso tomarlas en consideración.



No estimo conveniente la exclusión total y absoluta de las comunas de la Región Metropolitana. Varias de ellas presentan alta ruralidad y extrema pobreza. Sería absurdo negarlo. No sé si la gente de Tiltil, de Alhué o de otras comunas difiere de la que vive en las más pobres de la Cuarta Región -que represento-, de la Quinta, de la Décima o de cualquier otra como para excluirla de la posibilidad de recibir a profesionales que deseen ir a hacer un aporte. Porque lo que se ha dicho acá es cierto: cuesta mucho llevar a los sectores rurales a profesionales que presten servicios sociales y de todo tipo. 



No resulta justificable esa discriminación.



La realidad de algunas comunas urbanas puede ser tan difícil como la de las rurales. En Santiago seguramente se pueden dar las mayores complicaciones. Ignoro qué pasa, por ejemplo, en La Pintana; si los profesionales se hallan con las mismas dificultades que existen para llegar a comunas como Punitaqui, Río Hurtado o Canela, en mi Región. A lo mejor enfrentan más problemas, porque en un sector urbano las complejidades tienen que ver con acceso, seguridad, disposición a desarrollar un trabajo;  en fin, con múltiples factores.



Esta mañana, la Senadora señora Alvear me planteó su inquietud en esa línea. Y la encontré del todo razonable. 



Tal vez la propuesta formulada por el Honorable señor Novoa sea la más sensata de todas: establecer el principio de resguardar que los servicios se presten en comunas de menor desarrollo, de alta ruralidad y de gran necesidad, y que el Ejecutivo, mediante un reglamento, determine cuáles son.



Eso es mucho más sensato; permite salvar las diferencias que aquí se han expuesto y, además, no discriminar al revés. Yo, como representante y habitante de una Región, obviamente reclamo contra el centralismo. Pero no me gustaría caer en el mismo ejercicio de discriminar a algunas comunas, que tienen tantas necesidades como las de cualquier otra zona del territorio, por el solo hecho de pertenecer a la Región Metropolitana, pero que no gozan de ninguna de las ventajas con que cuentan otras existentes en ella. 



Señor Presidente, pienso que es perfectamente posible conciliar ambos elementos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, como ya se señaló, esta norma fue discutida en forma amplia en la Comisión de Hacienda, donde le efectuamos algunas modificaciones.



El texto aprobado por la Comisión de Educación consignaba que los deudores de los créditos de que se trata podrían acceder a los beneficios siempre que prestaran servicios en comunas “en situación de aislamiento, de menos de 25.000 habitantes”. Es decir, el universo de beneficiarios estaba mucho más acotado todavía al hablar de “aislamiento”.



¿Y existen algunas en esa situación?



Con el progreso habido en nuestro país en los últimos años, todas las comunas tienen sus caminos pavimentados; no están aisladas, pero son pobres. Si bien cuentan con vías pavimentadas y exhiben avances en muchos aspectos de infraestructura, son comunas pobres a las que ningún profesional desea irse a trabajar.



Entonces, quisimos acotar más claramente ese aspecto, y por eso propusimos que el beneficio se otorgara en las comunas con menores niveles de desarrollo del país, definidas como tales conforme lo establezca un reglamento.



También encuentro razón a algunos señores Senadores cuando hablan, por ejemplo, de Alhué o de Tiltil, porque si bien pertenecen a la Región Metropolitana, son comunas que se encuentran más alejadas y presentan condiciones de pobreza similares a muchas de las rurales para las cuales está dirigido el proyecto en análisis.



En todo caso, la iniciativa se orienta hacia las comunas con menor desarrollo del país. Esa fue la razón fundamental por la que aprobamos esta materia en la Comisión de Hacienda. Comprendo la inquietud de algunos señores Senadores, pero esa fue la redacción que acordamos en ese órgano técnico. Y nosotros la vamos a apoyar, salvo que hubiera otra proposición más adecuada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, creo importante ilustrar a los señores Senadores al respecto.



El proyecto otorga un beneficio a los profesionales que presten servicios por un máximo de tres años y que tengan deudas a través de dos instrumentos establecidos en las leyes números 19.287 y 20.027. Dicho beneficio, durante los dos primeros años, tendrá un tope anual de 16 UTM, es decir, alrededor de 500 mil pesos. Hablamos de un monto máximo, porque el beneficio real es el valor de la cuota anual que le correspondería pagar al deudor durante ese año. Y en el tercer año, si trabaja tres consecutivos en un municipio, el deudor puede recibir 48 UTM, o sea, un máximo de un millón y medio de pesos. Ese es el beneficio que estamos entregando.



El universo de profesionales que queda con algún grado de endeudamiento en el país es tal que me parece absurdo que la ley en proyecto restrinja su colaboración o cooperación y establezca que sólo pueden recibir el beneficio quienes trabajan en municipios pequeños. En la Comisión de Hacienda se incorporó la frase que excluye a todas las comunas de la Región Metropolitana y a las de las capitales de Regiones. Me parece -ya lo he señalado- que varias de ellas, como Tiltil, Alhué o San José de Maipo, son rurales, pequeñas, exactamente iguales a muchas que existen en el resto del país, con niveles de pobreza y necesidad de profesionales a lo mejor incomparablemente mayores, por su cantidad de habitantes, que los de diversas comunas pequeñas y rurales que no necesariamente requieren esos profesionales. Sin embargo, están siendo excluidas por razones que para mí no tienen sentido.



Pero se agrega un párrafo que al final terminará siendo el instrumento que se usará para sortear esta exclusión, que dice: “Asimismo, podrán acceder a los beneficios establecidos en el artículo segundo” -los ya mencionados- “aquellos deudores que, cumpliendo los requisitos que señala esta ley, se incorporen a prestar servicios remunerados en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios de las comunas referidas en el inciso anterior”. Por lo tanto, ¿qué ocurrirá? Que en las cabeceras regionales o en la Región Metropolitana muchos profesionales, a fin de obtener este beneficio, se van a incorporar a ONG, fundaciones o corporaciones y prestarán un servicio en este universo de comunas pequeñas. Y por el solo hecho de estar en dichas entidades -no sé si en la planta, porque no se especifica por cuánto tiempo ni lo que tienen que hacer en ellas-, son posibles beneficiarios de este instrumento legal. Y no me opongo a que sea así. 



Porque estoy en la línea de permitir que la mayor cantidad de profesionales jóvenes acceda a este beneficio -además, hay una serie de exigencias adicionales- para poder pagar y devolver lo que se les otorgó en la etapa universitaria.



Pero también veo el proyecto desde otra perspectiva. 



Hoy existe un gran universo de profesionales y muchos de ellos se van al mundo privado. Con esta iniciativa existirá una mayor opción de que trabajen en los municipios del país y puedan recibir el beneficio que en ella se consigna. De ese modo, tendrán la oportunidad de pagar la deuda que contrajeron porque no tenían los recursos necesarios en su etapa de educación superior.



Por lo tanto -insisto-, el proyecto igual resolverá la inquietud de los señores Senadores que no quieren excluir dicha expresión, pues por el solo hecho de que se pueda, a través de la participación en cualquier municipio del país o mediante alguna fundación, corporación u ONG que preste servicios a dichas instituciones, recibir esta ayuda para pagar la deuda universitaria, obviamente hará que se cuente con un universo de profesionales que hoy no están en el circuito del mundo local, del mundo municipal, porque allí las remuneraciones son menores a las que se pagan en el ámbito privado.



Por ello, señor Presidente, no veo razón alguna para que se excluyan las comunas de la Región Metropolitana, muchas de ellas con necesidades iguales o superiores que localidades pequeñas, y tampoco las capitales de Regiones del resto del país.



Y, sobre este aspecto, quiero entregar un punto de vista personal. 



Creo que si las eliminamos, se usará el resquicio de incorporarse a cualquiera de estas instituciones que presten servicios. Y se instalarán en Rancagua, en Concepción; en fin. En todas las capitales de Regiones del país -que quedarían excluidas- se radicarán las ONG, las corporaciones, las fundaciones que van a prestar servicios -porque aquí no se especifica ni qué tipo de servicios ni se los restringe- y este grupo de profesionales, por ser parte de una de las instituciones mencionadas, estará sujeto al beneficio en comento. Por lo tanto, igual se emplazarán en las capitales regionales y también en la Región Metropolitana.



Por consiguiente, creo que lo más correcto, lo más limpio, lo más claro es no prescindir de ningún municipio y que la mayor cantidad de jóvenes profesionales pueda acceder al referido beneficio. 



Y, por eso -insisto-, lo correcto es eliminar esta exigencia y conservar el artículo 1º en la forma propuesta por el Ejecutivo. Agregando, por cierto, el párrafo que permite que dichos deudores no sólo sean contratados por los municipios sino que también participen a través de las distintas organizaciones que he mencionado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero ilustrar que el inciso segundo, aprobado en la Comisión de Hacienda, que establece: “Asimismo, podrán acceder a los beneficios establecidos en el artículo segundo, aquellos deudores que, cumpliendo los requisitos que señala esta ley, se incorporen a prestar servicios remunerados en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios de las comunas referidas en el inciso anterior, en los ámbitos social o productivo, conforme a lo que disponga el reglamento.”, debe necesariamente entenderse referido a que trabajen desde esas corporaciones o fundaciones para municipios con menores niveles de desarrollo, excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales. Es decir, tienen que cumplir el mismo requisito señalado en el inciso primero del artículo 1º y no buscar excepciones. 



En el referido órgano técnico ha estado lejos de nuestro ánimo pensar que una fundación, una ONG instalada en Santiago porque le hace un informe a la comuna de Cholchol, termine beneficiando con una rebaja en su deuda por crédito universitario al profesional que allí labora.



Eso jamás estuvo en nuestro ánimo, nunca fue nuestra voluntad. 



O sea, tiene que tratarse de organizaciones no gubernamentales que pongan a los profesionales a disposición del municipio correspondiente para que trabajen en las comunas respectivas, las cuales deben tener como característica -repito- ser de aquellas con menores niveles de desarrollo, excluidas las de la Región Metropolitana y las capitales regionales. 



Por otra parte, se ha preguntado aquí por la diferencia que existe entre la pobreza de las comunas de Alhué o Tiltil y las de Cholchol, Carahue, Nueva Imperial, Saavedra.



Hay una diferencia grande e importante, señor Presidente: los profesionales en comento perfectamente pueden vivir en una comuna vecina de la Región Metropolitana, y será cosa de algunas horas más en locomoción colectiva -¡o un lapso menor, si se logra que el Transantiago funcione bien…!- para llegar a Tiltil o a Alhué. 

El señor PIZARRO.- ¡El Transantiago no llega a Tiltil ni a Alhué…!

El señor GARCÍA.- Efectivamente. Pero lo ideal sería que llegara.



En todo caso, lo que deseo señalar es que la diferencia está en que los profesionales que cumplen tareas en localidades aisladas deben, normalmente, instalarse en ellas y pagar pensión o arrendar una vivienda. Y eso por cierto hace más difícil, por las bajas rentas asignadas -como aquí se dijo-, entusiasmarlos para permanecer en comunas de menor desarrollo. 



Por ello se justifica excluir las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales, para que el beneficio quede focalizado en las comunas de menor desarrollo, de mayor aislamiento y donde se encuentran los núcleos de pobreza más dura del país. 



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Procederemos a tomar la votación. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¿no se votará la propuesta del Honorable señor Novoa?

El señor NARANJO.- Hay que pronunciarse a favor o en contra del informe. 

El señor PIZARRO.- Pero se hizo una sugerencia que podría solucionar el problema planteado. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, entiendo que se está pidiendo votar separadamente la frase “excluyéndose las comunas de la región metropolitana y las capitales regionales”. De rechazarse dicha expresión, el texto de la norma quedaría referido a las comunas de menor desarrollo, definidas como tales conforme a lo que señale el reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Entonces, habría que votar lo propuesto en el informe de la Comisión de Hacienda.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se ha pedido votar separadamente la frase “excluyéndose las comunas de la región metropolitana y las capitales regionales”. 



Por tanto, votar “sí” significa mantener dicha expresión -lo que correspondería a la proposición de la Comisión de Hacienda-, y “no”, suprimirla. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, entiendo que, de aprobarse lo propuesto por el Senador señor Novoa, la calificación de las comunas quedaría supeditada a lo que dispusiera el reglamento.



Sin embargo, no hemos fijado ningún criterio a este respecto.



En consecuencia, si el Senado quiere sentar su opinión sobre el particular, tiene dos caminos: aprobar o rechazar lo propuesto. Pero no podemos hacer interpretaciones en el sentido de que el reglamento apuntará a aquello en lo que todos estamos de acuerdo: ayudar a las comunas más pobres y lejanas.



Yo convengo en aprobar la proposición hecha en la Sala, pero siempre y cuando tengamos claros los criterios con que vamos a trabajar, que son a lo menos seis. De lo contrario, la rechazaré. 



Y cito tales criterios:



1.- Que las comunas tengan baja población; 



2.- Que existan en ellas niveles de pobreza medidos con los actuales mecanismos; 



3.- Que haya dependencia del Fondo Común Municipal (es una ratificación de lo anterior); 



4.- Que se considere el número de profesionales existentes en cada comuna; 



5.- Que se trate de comunas aisladas (es un elemento preferente en la materia), y 



6.- Que los profesionales (y así lo he sostenido siempre) residan en las comunas, porque sus aportes sólo serán efectivos si se incorporan a la vida local.



Si tal ocurre, excluyamos las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales, pero en la medida en que haya una propuesta positiva y clara para responder a nuestra aspiración. De lo contrario, terminaremos en algo muy simple: una acumulación de deudores del crédito universitario trabajando cerca de Santiago. 



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, a lo mejor el ánimo de la Sala es que el proyecto vuelva a Comisión. 

El señor NARANJO.- No. 

El señor NÚÑEZ.- No, señor Senador. 

El señor LONGUEIRA.- Entonces, debo señalar que el efecto de rechazar la proposición de la Comisión de Hacienda y, por ende, excluir a las comunas de la Región Metropolitana y a las capitales regionales queda claramente expresado en el artículo 1º, que habla de las “comunas con menores niveles de desarrollo del país”. Y, para la definición de las comunas como tales, dicho precepto se remite al reglamento que deberá dictar el Ejecutivo.



Se plantea asimismo lo relativo al tamaño de las comunas, aspecto que la Comisión de Educación incorporó en el artículo 1º y que la de Hacienda eliminó. Pero la discusión está pendiente. 



Por lo tanto, si no queremos excluir comunas con problemas de pobreza -independiente de su tamaño- y permitimos que también en ellas los profesionales reciban el beneficio, en el fondo quedará todo entregado al reglamento, que habrá de definir cuáles son las comunas con menores niveles de desarrollo del país.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La señora Ministra de Educación quiere hacer una aclaración.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, sólo deseo reiterar que el proyecto en análisis busca incentivar la presencia de profesionales en Regiones que, como aquí se ha señalado, tienen menores niveles de desarrollo. 



Y el Ejecutivo comparte los criterios señalados por el Senador señor Ruiz-Esquide en cuanto a considerar grados de dependencia del Fondo Común Municipal; número de profesionales del municipio; niveles de pobreza, y, además, densidad poblacional de las comunas. 



Se trata de requisitos ajustados al espíritu de esta iniciativa, la cual busca, por un lado, generar mecanismos de apoyo a los deudores de crédito universitario, y por otro, incentivar la presencia de profesionales en comunas con más dependencia del Fondo Común Municipal, mayores niveles de pobreza y menos densidad poblacional, donde muchas veces es muy escasa la posibilidad de que lleguen aquellos. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Reitero que para mantener la modificación introducida por la Comisión de Hacienda hay que votar que sí (porque el Reglamento establece que se vota el informe). Si se está en desacuerdo, hay que pronunciarse negativamente, para suprimir la frase.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Hacienda (23 votos contra 12 y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Pizarro.



Se abstuvo el señor Espina.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El inciso segundo que la Comisión de Hacienda sugiere incorporar al artículo 1º fue aprobado por mayoría, con los votos favorables de los Senadores señores Escalona, Gazmuri y Sabag, y la abstención del Honorable señor García.



En consecuencia, conforme al Reglamento, corresponde discutirlo, por no haber sido aprobado unánimemente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



-Se aprueba el inciso segundo propuesto por la Comisión de Hacienda (19 votos contra 15).



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Horvath, Kuschel, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, respecto del artículo 2°, los Honorables señores Muñoz Aburto, Bianchi, Zaldívar, Ruiz-Esquide, Muñoz Barra, Prokurica, Gómez, Orpis, García y Ávila renovaron la indicación Nº 5, consistente en sustituir, en el encabezado del inciso primero, la frase “del crédito solidario universitario y los deudores del crédito para estudios de educación superior a que se refiere la ley Nº 20.027” por la palabra “beneficiarios”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, esta indicación trata de sacar el estigma que tienen los jóvenes que han obtenido crédito universitario de ser tratados como “deudores”, en circunstancias de que son “beneficiarios” de un sistema que les permite…

El señor PIZARRO.- Está bien.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Pero ocurre que la indicación fue rechazada en la Comisión de Hacienda. Y por eso la renovamos. 



Entonces, pido a la Sala su aprobación.

El señor LONGUEIRA.- El artículo 1º dice lo mismo, Honorable colega. Y el artículo 2º…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Eviten los diálogos, señores Senadores. 

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, yo pensé que se trataba de una cuestión redaccional, en el sentido de que parece coherente no repetir el mismo encabezamiento del artículo 1º. Pero si el motivo de la indicación es el que señaló el Senador señor Muñoz Aburto, lo correcto es proponer los cambios en los artículos 1º y 2º y en todas las normas que hagan referencia a las dos leyes involucradas.

El señor PIZARRO.- Tiene razón. Es lo que hay que hacer.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no es sólo un concepto de carácter social el que hace la diferencia entre deudores y beneficiarios (tal parece que Hacienda sólo quiere tener deudores). En concreto -y ésta es una pregunta para la señora Ministra-, debe determinarse si se trata únicamente de quienes se acogieron a la ley Nº 20.027. Porque hay un número importante de personas que no repactaron. Y lo señalé en mi intervención de la semana pasada. La verdad es que muchos, por diversas razones, no comprendieron lo que significaba la repactación y no alcanzaron a hacerla.



En consecuencia, el cambio de “deudores” por “beneficiarios” de la ley 20.927 los incluye a todos, hayan repactado o no. Porque algunos no lo hicieron debido a que deseaban pagar, pero su situación puede haber cambiado.



Yo soy partidario de que el artículo 2º comprenda a todos los que hayan sido beneficiarios, independiente de si repactaron en los términos de la ley Nº 20.027. Y hablar de “beneficiarios” significa que podríamos, en vez de limitar la normativa a quienes repactaron al tenor del referido cuerpo legal, aplicarla a todos los endeudados por concepto de crédito fiscal (no sé si me explico). De otro modo estaremos señalando que sólo se favorece a aquellos que repactaron en virtud de la ley Nº 20.027. Pero circunscribir el beneficio sólo a los que repactaron me parece muy restrictivo e injusto para con quienes no renegociaron porque pensaron que podían pagar y en definitiva no lo hicieron. 



Tal vez la señora Ministra pueda explicarlo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, nos interesa ser muy claros en este punto.



La indicación renovada no sólo implica una diferencia semántica, sino cambiar el objetivo del proyecto, cual es incentivar a los profesionales que estudiaron gozando de un beneficio a que estén al día en la devolución de los recursos que se les otorgaron.



Y esa es la única manera de motivar a quienes en determinado momento recibieron apoyo estatal para que devuelvan lo que recibieron, que servirá para conceder créditos a otros educandos.



Tal es la razón para consignar en la norma pertinente “que deben encontrarse al día en el pago de las obligaciones derivadas del crédito a que se refiere el numeral anterior”.



Aquí no estamos abriendo posibilidades a quienes se hallan en deuda. Todos los años la Operación Renta permite recaudar más de cinco mil millones de pesos de los profesionales que pudiendo pagar no lo hacen. Y, en tal sentido, no queremos desviarnos del espíritu que anima a esta iniciativa.



Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Entonces, vamos a votar.

El señor LONGUEIRA.- ¿Puedo hacer un comentario, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Lo que pasa es que ante la renovación de la indicación se han dado dos argumentos radicalmente distintos.



Ahora bien, si es válido el que adujo el Senador Navarro, se está ampliando el grupo de beneficiarios. Por lo tanto, Su Señoría convendrá conmigo en que para ello requiere patrocinio del Ejecutivo.

El señor ESCALONA.- Claro.

El señor LONGUEIRA.- Entonces…

El señor ESCALONA.- ¡Se cayó, se murió…!

El señor LETELIER.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Votar que sí es para aprobar la indicación renovada.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, ella es inadmisible, porque amplía el número de beneficiarios.

El señor LONGUEIRA.- Tal como está redactada. 

El señor CANTERO.- Mejor retírela, Honorable señor Navarro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La indicación fue suscrita por los Senadores señores Muñoz Aburto, Bianchi, Zaldívar, Ruiz-Esquide, Muñoz Barra, Prokurica, Gómez, Orpis, García y Ávila. Basta que uno solo retire su firma para que no siga adelante.

La señora MATTHEI.- Declare la inadmisibilidad, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la intención de la proposición no era extender el número de personas consideradas, sino cambiar la denominación “beneficiarios”, quienes serán favorecidos por el hecho de ir a trabajar a comunas apartadas. Porque el término “deudor”, de alguna forma, estigmatiza.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no existen objeciones, se dará por retirada la indicación, para no producir más conflictos.



--Queda retirada la indicación Nº 5.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Indicación renovada, suscrita por los Honorables señores Muñoz Aburto, Bianchi, Zaldívar, Ruiz-Esquide, Muñoz Barra, Prokurica, Gómez, Orpis, García y Ávila, para agregar al artículo 1º un inciso, nuevo, del siguiente tenor:



“Podrán acceder, además, a los beneficios de esta ley, en las mismas condiciones, los médicos cirujanos y cirujanos dentistas, deudores de los créditos señalados en el inciso precedente, que hayan obtenido una especialidad y que se desempeñen en dichas comunas en establecimientos dependientes de los Servicios de Salud.”.



Esta proposición estaría en la misma situación anterior.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Cabría darla por retirada, entonces, para no declararla inadmisible.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- 
Señor Presidente, nos hallamos ante una cuestión que, de alguna manera, fue planteada por el Senador señor Gómez. El texto que nos ocupa, tal como estaba, no podía considerar lo que señala la indicación.



Ahora bien, ¿de qué se trata?



En el ámbito de la salud, el mayor problema es que sólo se van médicos generales, internistas o de grandes especialidades, pero no los de especialidades escasas. Y ello sucede en todas las regiones. Si uno agrega esta norma en el proyecto, es posible encontrar algún mecanismo por el cual anestesistas y oftalmólogos -la falta de esos profesionales ha constituido un motivo de permanente reclamo de parte de los Senadores- puedan acceder al beneficio, como un incentivo para trasladarse.



Porque, de lo contrario -esta es la realidad objetiva-, al egresar se firma un documento de resguardo, en el sentido de que los profesionales deben pagar si no cumplen con las funciones que se asignen. Pero aparecen instituciones privadas que cancelan la obligación, de modo que la persona queda libre y termina ejerciendo una especialización en las grandes ciudades.



A mi juicio, la indicación no es inconstitucional ni significa una ampliación del número de personas contempladas, en la medida en que se trata de profesionales que pueden ser deudores o beneficiarios. Ese es su objetivo.



Sin embargo, si el Senado considera que debe ser retirada por las razones ya expuestas o porque no parece adecuada, conforme. Sólo deseaba explicar por qué se tomó esa decisión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, la preocupación a que se hace referencia se halla recogida en el texto final, al establecer el número 5 del artículo 3º que, en el caso de profesionales que ejerzan labores en dos o más municipalidades, “se entenderá cumplido este requisito si a lo menos 22 horas semanales de trabajo se desarrollan” en una de ellas que reúna las condiciones que se señalan. Y eso se encuentra vinculado con profesionales fundamentalmente de la salud.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, la indicación no incrementa el número de beneficiarios, porque son personas que cumplen exactamente con todos los requisitos que se establecen. Sólo aumentan las entidades en las cuales los profesionales pueden prestar servicios, que es una cosa radicalmente distinta.



Y, en verdad, si algo falta en las comunas y las Regiones son los médicos especialistas, porque, como decía el Senador señor Ruiz-Esquide, cuesta mucho llevarlos.



En consecuencia, nos hallamos ante una situación diferente.



Estimo que la indicación es plenamente admisible, pues no irroga mayor gasto, sino que se señala que no sólo los municipios son receptores de este tipo de profesionales, ya que también se puede prestar servicios en los respectivos servicios de Salud, pero sobre la base de que las personas califiquen de acuerdo a las normas generales que establece el proyecto.

El señor CHADWICK.- Tiene razón el Senador señor Orpis.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La señora Ministra ha declarado que la situación se resuelve en el número 5 del artículo 3º.

El señor ORPIS.- Dejémoslo expresado en forma más explícita.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- El Ejecutivo no tiene mayores inconvenientes ante la cuestión planteada, porque forma parte del espíritu del texto. Repito que lo propuesto ya está recogido.



Si se desea reiterarlo,...

El señor ORPIS.- Señor Presidente, no está claro que el punto se encuentra incluido. Por eso, prefiero que se vote la indicación y que quede expresamente establecida la idea, tal como se propone. Porque es importante llevar, especialmente a comunas rurales y a Regiones, médicos especialistas que no sólo atiendan en las municipalidades, sino también en los servicios de Salud.

El señor PROKURICA.- Lo que abunda no daña.

El señor SABAG.- Estamos de acuerdo, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Procederemos a votar la indicación, entonces.

El señor SABAG.- ¡Que se apruebe por unanimidad!

El señor NÚÑEZ.- Votemos, señor Presidente, porque estoy en contra.

El señor NARANJO.- Yo también.

El señor LARRAÍN.- Que se tome la votación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica la indicación renovada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada Nº 4 (24 votos contra 4 y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Flores, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Girardi, Muñoz Barra, Naranjo y Núñez.



Se abstuvo el señor Pizarro.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Senadores señores Muñoz Aburto, Bianchi, Zaldívar, Ruiz-Esquide, Muñoz Barra, Prokurica, Gómez, Orpis, García y Ávila han renovado la indicación número 7, que dice:



“Modifíquese el inciso primero del artículo 3º del modo que sigue: 



“Reemplácese, en su numeral 1.- la conjunción “o” que antecede a “programa” por una coma (,) y agréguese a continuación de dicha palabra la expresión “o especialidad”.”.



En consecuencia, la norma quedaría de la siguiente manera: “Haber obtenido un título de una carrera, programa o especialidad”, etcétera.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Es para hacerla coherente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la indicación renovada.



--Se aprueba.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente? Un punto previo.



En la sesión pasada solicité votación separada respecto del número 2. No sé cuál va a ser el orden.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Conforme a lo que tengo anotado, Su Señoría pidió votación separada del número 2 del artículo 3º. Se acaba de despachar el número 1.



En seguida, los Honorables señores Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Bianchi, Zaldívar, Ruiz-Esquide, Prokurica, Gómez, Orpis, García y Ávila han renovado la indicación número 10, que dice:



”Incorpórese, en su numeral 2.- entre la palabra “titulación” y el punto aparte (.) que le sucede la frase “o la obtención de la especialidad”.



Por otro lado, el Honorable señor Longueira pidió votación separada respecto de esta disposición.



De aprobarse ambas cosas, el número 2 quedaría de la siguiente manera:



“Que al momento de incorporarse a prestar alguno de los servicios señalados en el artículo 1º, no hayan transcurrido más de diez años desde la fecha de titulación o la obtención de la especialidad.”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor LARRAÍN.- La indicación es completamente innecesaria, porque una persona que tiene la especialidad tiene también el título. Por lo tanto, estando en posesión de este, cumple los requisitos.

El señor NARANJO.- Sería un postítulo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no estaba equivocado al hacerle presente mi inquietud al señor Secretario, porque mi indicación recae precisamente en el número 2. Y, en concreto, lo que propongo es rechazar el requisito establecido en esa norma. 



No sé de qué manera ello se someterá a votación, porque lo que hizo la Comisión de Educación fue extender el beneficio de cinco a diez años, desde la fecha de titulación. 



Primero que nada, debo señalar que no encuentro ninguna razón para establecer un plazo de cinco años. ¿Por qué no puede darse el caso de un profesional que sigue aún con deuda y que, después de trabajar seis años en el mundo privado, por ejemplo, quiere volver a un municipio o a prestar una colaboración, con la experiencia ganada? Desconozco los motivos por los cuales originalmente se dispuso que los profesionales endeudados conforme a las leyes que se mencionan pierden el derecho a acogerse a esta normativa si han pasado cinco años desde la fecha de titulación.



Consciente de que lo anterior no tiene mucho sentido, la Comisión de Educación extendió el plazo a diez años. Pero, en virtud de la ley Nº 20.027, algunas personas, por lagunas laborales, pueden superar los diez años de endeudamiento. 



Y otra exigencia posterior se refiere a estar al día en el pago del crédito.



Por lo tanto, no veo ningún motivo para que, por un plazo de titulación, se excluya a un profesional de la posibilidad de acogerse al beneficio. No lo veo ni con cinco años ni con diez. Obviamente, prefiero esta última alternativa, porque incorpora un universo mayor. Pero se sigue dejando al margen a gente que sobrepasa los diez años por lagunas laborales que le han impedido pagar. Me parece casi absurdo. Al contrario: este debiera ser, precisamente, el segmento de profesionales a quienes debiéramos permitirles recibir el beneficio.



Entonces, no sé cómo debiera votarse para los efectos de obtener mi objetivo al pedir la votación separada: eliminar el requisito del número 2 y no rechazar la incorporación que hizo la Comisión de Educación, porque, de no proceder así, quedaríamos con el plazo de 5 años.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, entiendo que es preciso votar primero la norma respecto de la cual Su Señoría pidió votación separada. De ser mantenida, corresponde pronunciarse a favor o en contra de la indicación que propone agregarle una frase.

El señor LETELIER.- ¡Votemos la norma!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Con relación al número 2, vamos a votar primero lo que propone la Comisión de Educación, ¿no es así?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Exactamente, señor Senador.



De acogerse lo propuesto por ese órgano técnico, se votará la indicación del Senador señor Longueira.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Y ella consiste en suprimir la expresión “diez años”. ¿Es eso?

El señor NAVARRO.- No, señor Senador. Se trata del número 2 completo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La indicación renovada por los señores Senadores que mencioné propone agregar la frase “o la obtención de la especialidad”.  En consecuencia, primero habría que aprobar el número 2: “Que al momento de incorporarse a prestar alguno de los servicios señalados en el artículo 1º, no hayan transcurrido más de diez años desde la fecha de titulación.”, y luego, las palabras citadas.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, primero debe votarse si se elimina o no el numeral, y después, dependiendo del resultado, el resto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No se vota la eliminación, señor Senador. Conforme al Reglamento, la Sala debe resolver si aprueba lo que la Comisión ha planteado. El no hacerlo, obviamente, implica el rechazo y, en tal caso, no tendría sentido pronunciarse respecto de la indicación renovada.

El señor CHADWICK.- ¡Hay que votar la norma!

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor NOVOA.- Aquí hay una proposición para que no exista en la ley el número 2. Entonces, eso es lo primero que se debe votar. 

El señor NÚÑEZ.- ¡Así es!

El señor NOVOA.- Si estamos de acuerdo en que no exista el número 2, no hay indicación renovada ni nada.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Pero, de todas maneras, ya está aprobado en general el número 2 inicial.

El señor NARANJO.- El que establece los cinco años.

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?



El punto es si es posible eliminar el requisito del número 2.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿El actual?

El señor NOVOA.- El actual, el original, todo. O sea, que no exista el número 2.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Para ello, tendría que rechazarse después el que se aprobó en general.

El señor NOVOA.- En tal caso, ¿por qué no partimos con eso?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, quiero explicar cómo entiende el problema la Secretaría. La Comisión propone reemplazar el numeral 2 del proyecto aprobado en general. Si se rechaza ese reemplazo, queda el texto original.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El aprobado en general.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Así es. Ya fue acogido por la Sala. 

El señor LETELIER.- ¡Pero no en particular!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En consecuencia, si tampoco se quiere que quede ese número, debe ser votado en contra, porque fue aprobado sólo en general y, por tanto, resta aún aprobarlo en particular.

El señor LONGUEIRA.- O sea, son dos votaciones.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Senador. Y podrían ser tres, porque, de aprobarse el texto aludido, queda la indicación renovada. 

El señor CANTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, ¿por qué no procedemos de acuerdo al trámite legislativo habitual? Existe una propuesta de la Comisión que se debe votar. Si se aprueba, tenemos que contrastarla con la indicación renovada. De acogerse esta, se agrega la frase pertinente, y, de rechazarse, quedan vigentes los diez años.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, sólo deseo recordar a los señores Senadores que, en su texto original, la iniciativa proponía cinco años. Como en la Comisión de Educación se aprobó una indicación para extender ese lapso a diez años, se configura un universo elegible de 120 mil beneficiarios.



Sin embargo, no es posible dejar la situación abierta, porque ello impacta en los retornos para generar nuevos créditos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Bien.



Vamos a votar.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NAVARRO.-  Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el artículo 5º del proyecto consagra una clara limitación respecto de cuántas personas se beneficiarán con esta iniciativa.

El señor CHADWICK.- Se lo deja a la Ley de Presupuestos.

El señor LONGUEIRA.- Por lo tanto, lo único que estamos discutiendo aquí son requisitos.

El señor ORPIS.- Nada más.

El señor LONGUEIRA.- No estamos aumentando el universo, sino estableciendo requisitos para acceder a los beneficios. Y tenemos facultades para hacerlo.



Inicialmente, se exigía que no hubieran transcurrido más de cinco años desde la fecha de titulación. No obstante, considero que esa no es una razón válida para impedir que ciertos profesionales presten sus servicios en alguna de las comunas de menor desarrollo del país. No sé por qué no podrían optar al beneficio después de transcurridos cinco años desde su titulación.



La Comisión de Educación aumentó el plazo a diez años.



Entonces, he pedido que se vote la eliminación del número 2 original, que establece el requisito relativo a la fecha de titulación, a fin de que cualquier profesional que haya pasado por una laguna de cesantía y cuyo plazo de endeudamiento supere los diez años igualmente pueda ser beneficiario de la ley en proyecto. 



Para eso, habría que votar primero la norma tal como se plantea, y a continuación, si ella es rechazada, la disposición aprobada en general. Y si esta última también fuera rechazada, no tendría sentido insistir en la indicación. Ahora, si se aprobara la norma tal como se propone, que establece el plazo de diez años, habría que votar en seguida la indicación.



Creo que están claras las votaciones y los efectos de cada una de ellas.

El señor CANTERO.- ¡Eso fue lo que propuse denantes!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sólo deseo aclarar que el universo de beneficiarios no se va a alterar, pues, si bien el artículo 5º del proyecto establece que será un reglamento el que defina su número máximo, los beneficiarios reales serán los que contraten los municipios. La cantidad depende de las contrataciones que se efectúen, no del número de becas que se fije. Y la situación se materializa cuando existe contrato.



Por lo tanto, no es posible predeterminar el universo efectivo de beneficiarios, dado que eso se halla supeditado al mercado laboral. Además, muchos ya están contratados por algunos municipios; de manera que para ellos será un incentivo menor esta normativa, que no alterará la cantidad.



En definitiva, soy partidario de eliminar el requisito relativo a los años transcurridos desde la titulación, de tal forma que el número de beneficiarios quede abierto. Y en ese sentido me voy a pronunciar, cualquiera que sea el modo en que se planteen las votaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si la inquietud manifestada por los Senadores señores Longueira y Navarro apunta a la validez del requisito, lo primero que debemos hacer es votar si resulta necesario fijar un plazo, y después, si la votación es favorable, determinar el número de años.



En consecuencia, en primer lugar habría que someter a la consideración de la Sala la conveniencia de establecer semejante requisito para el acceso a los beneficios. Porque, si se estima que no es indispensable, el plazo sería indiferente. Y tengo la impresión de que el ánimo de los señores Senadores se orienta más bien a suprimirlo, pues no se divisa ninguna razón para imponer tal restricción.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, el universo total de beneficiarios será determinado cada año por la Ley de Presupuestos. Y lo dice expresamente el proyecto. Ahí se establecerán los recursos. Así que -repito- la cantidad va a depender de esa Ley.

El señor RUIZ-ESQUIDE.-  Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  La tiene, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.-  Señor Presidente, creo que el asunto puede ser analizado desde varias perspectivas.



Desde el punto de vista del beneficio a los deudores -o como se los quiera llamar-, no debería fijarse plazo. Por lo demás, es probable que no haya personas con deudas superiores a los diez años.



En verdad, cuando el requisito fue discutido en la Comisión, sus miembros tuvimos muy en cuenta la realidad de las provincias y de las comunas. Nuestro objetivo es llevar ahí a profesionales recién titulados, de modo que el esfuerzo que ellos desplieguen no sólo les sirva para el perfeccionamiento de su especialidad, sino que también vaya en beneficio de las comunas.



Ese es el sentido profundo del proyecto. Se trata de resolver el problema de los deudores. Pero, más allá de eso, se busca llevar a los lugares de menor desarrollo del país a profesionales para que desarrollen por un tiempo su actividad y de esa forma realicen un aporte real y de permanente progreso.



No quiero decirlo en términos inadecuados o peyorativos, pero deseamos gente que sea capaz de producir una gran transformación en las comunas, pues quienes vivimos en Regiones sabemos que el problema radica en dar a esas unidades territoriales un impulso tal que les cambie la cara. Si no, la regionalización no tiene sentido.



Pongamos el caso de los médicos, que es el ejemplo clásico. Al respecto, también existiría un error en el número 1, donde habría que hablar de "especialistas", porque la idea es llevar no sólo a personas que hayan obtenido el título de médico, sino igualmente a especialistas.



Un señor Senador preguntaba por qué se establece una suma. Y esa es la razón profunda. Queremos que se trate de gente que además se quede a vivir en las Regiones. De otra manera, se limitaría su capacidad de contribución y se debilitaría el propósito del proyecto. 



Ello, sin perjuicio de que puedan existir otras opiniones, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  En votación electrónica.

El señor LARRAÍN.-  ¿Qué se vota, señor Presidente?

El señor CANTERO.- Que se aclare lo que se vota.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario explicará la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El señor Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Educación recaída en el número 2 del artículo 3º, que consiste en reemplazarlo por el siguiente:



"Que al momento de incorporarse a prestar alguno de los servicios señalados en el artículo 1º, no hayan transcurrido más de diez años desde la fecha de titulación.".



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Comisión recaída en el número 2 del artículo 3º (19 votos por la negativa, 11 por la afirmativa y una abstención).


Votaron por la negativa los señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Vásquez.



Votaron por la afirmativa los señores Bianchi, Cantero, Flores, García, Horvath, Naranjo, Núñez, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Se abstuvo el señor Pizarro.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- A continuación, la Sala debe pronunciarse sobre el número 2 del artículo 3º aprobado en general, cuyo texto es el siguiente:



"2.- Que no hayan transcurrido más de cinco años desde la fecha de titulación".

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Algunos señores Senadores están pidiendo que sea rechazado con la misma votación anterior.

El señor LONGUEIRA.- Entiendo que se rechazaría por unanimidad, pues hay colegas que no desean que el plazo quede en cinco años.



Por lo tanto, me parece que la votación no debería darse por repetida.

La señora MATTHEI.-  Se había entendido de otra manera.

El señor LONGUEIRA.- Está bien. Pero lo que estoy pidiendo es que la norma sea sometida a votación, pues no necesariamente los Senadores van a votar igual. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Entonces, se pondrá en votación el número 2 del artículo 3º aprobado en general, que dice:



"2.- Que no hayan transcurrido más de cinco años desde la fecha de titulación.".

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Perdón, señor Presidente. Quiero plantear un asunto de procedimiento.



El plazo de cinco años fue aprobado en general. El texto propuesto por la Comisión, que lo elevaba a diez, fue rechazado. Y no existe ninguna indicación renovada  para suprimir el plazo de cinco años.



Por lo tanto, no puede ser votado.

El señor CHADWICK.-  Se pidió votación separada.

El señor RUIZ-ESQUIDE.-  No.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, el número 2 del artículo 3º fue aprobado en general, pero no lo ha sido aún en particular.



Al comienzo se dieron por aprobadas todas las normas que no fueron objeto de indicaciones. La que nos ocupa sí lo fue. No obstante, la modificación que propuso la Comisión de Educación fue rechazada.



En consecuencia, ahora habría que aprobar en particular el texto aprobado en general.

El señor CANTERO.- O rechazar.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Naturalmente: aprobar o rechazar.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el número 2 del artículo 3º aprobado en general (27 votos por la negativa y 2 por la afirmativa).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Vásquez.



Votaron por la afirmativa los señores Sabag y Zaldívar. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, el Honorable señor Navarro ha pedido votación separada para el número 4 del artículo 3º, que dice: “Encontrarse al día en el pago de las obligaciones derivadas de los créditos a que se refiere el numeral anterior al momento de postular al beneficio y durante todo el período en que se presten los servicios conforme a lo dispuesto en esta ley.”.



Esta norma, aprobada en general por la Sala, no fue objeto de indicaciones en las Comisiones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se ha reiterado que queremos que el beneficio llegue a la mayor cantidad de profesionales para que los municipios vulnerables y rurales puedan contar con ellos.



La exigencia de encontrarse al día en el pago de las obligaciones es un contrasentido, porque mucha gente no ha podido pagar sus créditos universitarios precisamente por no tener empleo, por sus lagunas laborales. Por lo tanto, el requisito de encontrarse al día en el pago envuelve una doble sanción. Y, en todo caso, no debería exigirse a la entrada, sino a la salida, al término de las labores en un municipio. O sea, es al revés: estar al día no debería ser requisito para el acceso al empleo, sino para el egreso de este. Ahí, necesariamente, la situación tendría que estar regularizada.



De ese modo, se facilitaría el cumplimiento de la recaudación que espera la señora Ministra y no se castigaría a quien, por estar desempleado, no ha podido pagar sus cuotas.



En consecuencia, sugiero, o eliminar el número 4, o modificar el sentido de la exigencia, trasladándola desde la entrada hacia la salida.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el señor Senador que me ha antecedido en el uso de la palabra está equivocado, porque hay mecanismos para los deudores que no están al día, especialmente cuando no tienen trabajo o lo han perdido. En tales situaciones no son considerados morosos.



A mi juicio, la propuesta es una medida sana. En Chile siempre se favorece a quienes no se hallan al día en el pago de las contribuciones, de los impuestos. Y los que sí cumplen, para lo cual dejan de darse algún gusto -viajar o cualquier otro-, jamás reciben un beneficio. 



Por eso, soy partidario de mantener el requisito de encontrarse al día en el pago de las obligaciones.

El señor NAVARRO.- La norma no es clara, señor Senador.

El señor GARCÍA.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero corroborar lo dicho por el Honorable señor Prokurica en el sentido de que existe un mecanismo para los deudores que se encuentran cesantes. Ellos pueden comunicar esta circunstancia a la entidad pertinente y, en tal caso, no están obligados a continuar pagando sus cuotas.



No debemos olvidar, además, que la cantidad por pagar equivale a un porcentaje del ingreso y que para tener un ingreso es necesario estar trabajando.



En consecuencia, resulta razonable mantener el requisito de encontrarse al día en los pagos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el número 4 es categórico: “Encontrarse al día en el pago de las obligaciones”. No excluye a los deudores que hayan comunicado su situación de desempleo. No es explícito en ese aspecto. Si lo fuera, se remediaría en parte el problema, pero igual persistiría la discriminación respecto de quienes se encuentren cesantes y no hayan dado noticia de tal circunstancia.



Yo conozco muchos casos de deudores sin trabajo que no han podido pagar. Algunos avisan, otros no. Pero la norma ni siquiera es explícita en cuanto a los que sí lo hacen, los cuales -se lo digo a la señora Ministra- no se encuentran al día, por cuanto esto último significa haber pagado, aun cuando el afectado se haya acogido a la causal de excepción por desempleo transitorio.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, uno de los argumentos para eliminar la exigencia del número 2 del artículo 3º apuntaba precisamente a no excluir a los profesionales que pasaran por una situación transitoria de no pago de sus créditos. En ese caso, las cuotas atrasadas se agregaban al período posterior, y por esa razón era posible que la deuda no se extinguiera al cabo de diez años desde la fecha de titulación.



Eliminada esa exigencia, soy partidario de mantener el requisito establecido en el número 4, el cual, en el fondo, constituye un premio para quienes se encuentren al día. Los interesados en postular pueden regularizar su situación precisamente para incorporarse a una municipalidad y recibir el beneficio, que es de 16 UTM, o de 18, a partir del tercer año.



Por eso, creo que el requisito contenido en el número 4 va en el sentido correcto. La eliminación del número 2 permite justamente no excluir a quienes en algún minuto no han estado al día -los que han postergado sus pagos, quedando en un estado de morosidad latente- pero finalmente deciden cumplir con sus obligaciones.



Por lo tanto, señor Presidente, estoy de acuerdo en mantener la exigencia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, el Honorable señor Navarro pidió votar separadamente el número 4 del artículo 3º aprobado en general.



Quienes deseen mantener el referido numeral deben votar "sí";  los que quieran suprimirlo, "no".



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se acuerda mantener el número 4 del artículo 3º (25 votos por la afirmativa y 3 por la negativa).


Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Girardi, Navarro y Novoa.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En cuanto al número 5 del artículo 3º, el Honorable señor Longueira pidió votación separada. Además, existe una indicación renovada a su respecto.



La Sala debe pronunciarse, en primer lugar, sobre la norma en cuanto tal.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, pedí votar separadamente el número 5 para la eventualidad de que se modificara el criterio contenido en el artículo 1º. Dado que no fue así, parece coherente conservar el número 5 tal como viene propuesto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En consecuencia, queda retirada la solicitud de votación separada formulada por Su Señoría.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El texto final del número 5 dice: “Efectuar la prestación de servicios remunerados en alguna de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, asociaciones municipales o en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales”, etcétera.



Los Senadores señores Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Bianchi, Zaldívar, Ruiz-Esquide, Prokurica, Gómez, Orpis, García y Ávila han renovado la indicación Nº 13, para intercalar, a continuación de las palabras "asociaciones municipales", la frase “o establecimientos dependientes de los Servicios de Salud, según el caso”, con lo cual la norma quedaría redactada de la siguiente manera: “Efectuar la prestación de servicios remunerados en alguna de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, asociaciones municipales o establecimientos dependientes de los Servicios de Salud, según el caso”. 

El señor LONGUEIRA.- Es coherente con lo ya aprobado.

El señor NÚÑEZ.- Que se apruebe.

El señor SABAG.- Conforme.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿No hay acuerdo?



En votación electrónica.

El señor NOVOA.- ¿Qué se vota?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La indicación renovada número 13, que propone agregar, entre la frase "asociaciones municipales" y la coma que sigue, la expresión "o establecimientos dependientes de los Servicios de Salud, según el caso".



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación renovada número 13 (25 votos contra 3) y queda terminada la discusión del proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa los señores Gazmuri, Naranjo y Núñez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PROVOSTE (Ministra de Educación).- Señor Presidente, quiero agradecer al Senado la aprobación del proyecto, que otorga beneficios a los deudores de créditos universitarios.



¡Muchas gracias a todos!

SISTEMA DE CÓMPUTO PARA PRESCRIPCIÓN DE DELITOS

SEXUALES CONTRA MENORES DE EDAD

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece que la prescripción en delitos sexuales contra menores de edad se computará desde el día en que estos alcancen la mayoría de edad, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3786-07 y 3799-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 13 de julio de 2005.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 12ª, en 18 de abril de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Con relación a esta iniciativa, cabe hacer presente que tanto el Comité Radical Social Demócrata como el Honorable señor Espina han solicitado que vuelva a Comisión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo pedido.



--Así se acuerda.
CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA,

 A DON HELMUT FRENZ

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Honorables señores Frei y Naranjo, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena a don Helmut Frenz, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4493-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Frei y Naranjo).


En primer trámite, sesión 50ª, en 6 de septiembre de 2006.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 6ª, en 3 de abril de 2007.


Discusión:



Sesión 10ª, en 11 de abril de 2007 (queda para segunda discusión).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Esta iniciativa inició su discusión general y particular el 11 de abril pasado y la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables señores Ávila, Naranjo y Sabag, consideró que don Helmut Frenz es merecedor de la nacionalidad chilena, por especial gracia, en atención a la valiosa labor desarrollada en favor de los sectores desposeídos y por la actividad dedicada a la defensa de los derechos humanos.



Cabe recordar que, en la oportunidad indicada, el Comité Unión Demócrata Independiente solicitó segunda discusión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, junto con Su Señoría presentamos esta moción  por considerar que don Helmut Frenz ha tenido una larga presencia en Chile. Particularmente, en la defensa de los derechos humanos, en momentos difíciles para nosotros, cumplió una labor muy destacada.



Por consiguiente, en nuestra opinión, reúne todos los méritos para que nuestro país le conceda la nacionalidad chilena por especial gracia.



Es sabido que, desde el mismo momento en que llegó a Chile,  en 1965, desarrolló una muy meritoria labor a favor de los desposeídos y de los más humildes de Concepción. Y, como fruto de ello, por su compromiso eclesiástico y por su labor en favor de los más pobres, en 1970 fue elegido  Obispo de la Iglesia Evangélica Luterana de Chile.



De esa ciudad fue trasladado a la Capital. Fue precisamente en estas circunstancias cuando se produjo el Golpe Militar en 1973. 



Contribuyó, de manera muy especial, a constituir la Comisión Nacional de Ayuda a los Refugiados (CONAR), organismo reconocido en su momento por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas y por el propio Gobierno Militar.



Dentro de ese campo, el Obispo Frenz cumplió una labor social, espiritual y jurídica que le permitió apoyar a siete mil refugiados en nuestro país. Por eso, para nadie fue sorpresa que junto con el Cardenal Silva Henríquez constituyeran el Comité Pro Paz, que sirvió de base fundamental para respaldar a las personas perseguidas y afectadas en sus derechos humanos.



Todos esos méritos, en mi opinión, son más que suficientes para que se conceda la nacionalidad chilena, por especial gracia, al Obispo Helmut Frenz.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate. 



En votación electrónica. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y particular por unanimidad el proyecto (17 votos a favor).



Votaron los señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

MODIFICACIÓN DE INCISO SÉPTIMO DE ARTÍCULO 162

 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que interpreta lo preceptuado en el inciso séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo para efectos de precisar el monto de lo que corresponde pagar por concepto de cotizaciones previsionales morosas en la situación que indica, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3506-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 19ª, en 6 de diciembre de 2004.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2007.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es determinar con exactitud las obligaciones pecuniarias del empleador moroso en el pago de las cotizaciones previsionales al trabajador despedido.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto sólo en general y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier, Longueira y Muñoz Aburto), en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.



El texto pertinente se transcribe en el informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, de acuerdo con lo expuesto por el señor Secretario, hay claridad en relación con esta iniciativa del Ejecutivo, la cual interpreta una moción presentada por los entonces Diputados señores Bustos y Seguel.



Como hubo unanimidad en la Comisión de Trabajo y Previsión Social, solicito aprobar el proyecto en la misma forma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, reitero lo señalado por el Honorable señor Muñoz Aburto en el sentido de que el proyecto en debate se relaciona con una moción  presentada por los Parlamentarios mencionados. Y creo que una manera de reconocer y homenajear a don Manuel Bustos sería aprobarlo por unanimidad. Por lo demás, como es obvio, en él se recoge muy bien una inquietud del mundo laboral.



Por tanto, solicito aprobarlo en la forma indicada.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación general.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la idea de legislar (24 votos).



Votaron los señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones el lunes 4 de junio, a las 12.



--Así se acuerda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.




PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)--------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y Director de Vialidad de la Novena Región, solicitándole ASFALTADO DE CAMINO CURACAUTÍN-TERMAS DE TOLHUACA Y REPARACIÓN DE PUENTE TOLHUACA, EN CURACAUTÍN; al señor Ministro de Agricultura, requiriéndole pronunciamiento sobre PROYECTO DE REGADÍO EN CANAL VICTORIA, LAUTARO, TRAIGUÉN; a los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, Fiscal Nacional Económico y Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, pidiéndoles pronunciamiento sobre EVENTUAL COMPETENCIA DESLEAL DE FERROCARRILES DEL ESTADO A EMPRESARIOS DE TRANSPORTE DE MERCADERÍAS; a los señores Alcalde de Angol y Director Regional del Servicio de Vivienda y Urbanismo, recabándoles solución a PROBLEMAS POR REBASE DE CANAL POCHOCHINGE EN SECTOR CHILLANCITO, EN COMUNA DE ANGOL;  a los señores Presidentes de las Ilustrísimas Cortes de Apelaciones del país, solicitándoles informar sobre EVENTUALES DIFICULTADES Y FALENCIAS PARA EFICAZ APLICACIÓN DE LEY SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL JUVENIL; al Secretario Ministerial de Transportes de la Novena Región, haciendo presente lo relativo a IMPLEMENTACIÓN DE SERVICIO DE TRANSPORTE PÚBLICO EN CURACAUTÍN Y EN TERMAS DE TOLHUACA; al Director Nacional del Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario, demandándole MEDIDAS PARA EVITAR EXCLUSIÓN DE CAMPESINOS DE BENEFICIO POR ACTIVIDAD COMPLEMENTARIA A LA AGRÍCOLA (casi todos de la Región de La Araucanía).



Del señor FREI:



A los señores Ministros de Defensa Nacional, de la Comisión Nacional de Energía, de Transportes y Telecomunicaciones y de Bienes Nacionales; a las señoras Subsecretaria de Marina e Intendenta de la Región de Antofagasta, y a los señores Alcalde de Mejillones, Director de DIRECTEMAR y Gerente General del Complejo Portuario Mejillones S.A., requiriéndoles información sobre COMPATIBILIDAD DE PROYECTOS ENERGÉTICOS CON DESARROLLO DE COMPLEJO PORTUARIO Y PLAN MAESTRO PORTUARIO EN ZONA DE MEJILLONES (REGIÓN DE ANTOFAGASTA); a los señores Ministros de Hacienda, de Trabajo y Previsión Social y de Educación, poniendo en su conocimiento la necesidad de MEJORAS LABORALES PARA MANIPULADORAS DE ALIMENTOS DEPENDIENTES DE LA JUNAEB; a los señores Ministros de Hacienda,  de Economía, de Trabajo y Previsión Social, y a la señora Subsecretaria de Previsión Social, solicitándoles información sobre SOLUCIÓN A PROBLEMA DE AGRUPACIÓN DE EX TRABAJADORES DE FRIGORÍFICO SOCOAGRO DE OSORNO; al señor Ministro de Obras Públicas, recabando su atención respecto de RETRASO DE OBRAS EN COLECTOR PHILLIPI, DE VALDIVIA (DÉCIMA REGIÓN) e información sobre EXISTENCIA DE PROYECTOS DE MEJORAMIENTO EN TRÁNSITO TERRESTRE ENTRE AISÉN Y PALENA (REGIÓN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO); a los señores Ministro de Obras Públicas, Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado y Gerente General de Inmobiliaria INVIA, en lo referente a CESIÓN DE TERRENOS PARA CONSTRUCCIÓN DE NUEVO PUENTE SAN PEDRO EN COMUNA DE OSORNO; a la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitándole AUMENTO DE CUPOS PARA TÍTULOS DE DOMINIO EN COMUNA DE LA UNIÓN (DÉCIMA REGIÓN), y al señor Intendente de la Décima Región, pidiéndole antecedentes sobre PROYECTO DE REPOSICIÓN DE COMPLEJO DE LA POLICÍA DE INVESTIGACIONES DE REGIÓN DE LOS LAGOS.



Del señor HORVATH: 



A Su Excelencia la Presidenta de la República, poniendo en su conocimiento lo referente a INCORPORACIÓN DE DEFENSORÍA PENAL PÚBLICA A ASIGNACIÓN DE MODERNIZACIÓN DE LEY Nº 19.553; a Su Excelencia la Presidenta de la República y al señor Ministro del Interior, requiriendo ADOPCIÓN DE DIVERSAS MEDIDAS EN BENEFICIO DE REGIÓN DE AISÉN FRENTE A ÚLTIMOS SISMOS; ); a los señores Ministro de Hacienda, Tesorero General de la República y Presidente del BancoEstado, solicitándoles SUSPENSIÓN DE EMBARGO DE PYMES EN AISÉN (UNDÉCIMA REGIÓN); a la señora Ministra de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y a los señores Intendente Regional de Valparaíso y Director Regional de la CONAMA de Valparaíso, pidiéndoles INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO CENTRAL COMBINADO PARA EMPRESA REFINERÍAS ACONCAGUA (QUINTA REGIÓN).



Del señor ROMERO:



A los señores Intendente Regional de Valparaíso, Secretario Regional Ministerial de Salud y Director Regional de la CONAMA, demandándoles que informen sobre RELLENOS SANITARIOS EN REEMPLAZO DE VERTEDEROS EN REGIÓN DE VALPARAÍSO.

)---------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:30.







Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción
ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 355
ACTAS APROBADAS

SESION 11ª, ORDINARIA, EN MARTES 17 DE ABRIL DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, además, los señores Ministros de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes, Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney, Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber, de Economía, Fomento y Reconstrucción, don Alejandro Ferreiro Yazigi, de Justicia, don Carlos Maldonado Curti y del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara. Asiste, asimismo, la señora Subsecretaria de Hacienda, doña María Olivia Recart Herrera.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

VISITA DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DEL SENADO 

DE LA 

REPÚBLICA DE POLONIA 



El señor Presidente anuncia la visita de Su Excelencia el Presidente del Senado de la República de Polonia, don Bogdan Borusewicz, y de la delegación que lo acompaña.



En seguida, hace uso de la palabra el señor Presidente del Senado quien, al término de su intervención, impone a Su Excelencia el Presidente del Senado de la República de Polonia, don Bogdan Borusewicz, la condecoración Orden al Mérito del Senado de la República de Chile.



A continuación, hace uso de la palabra Su Excelencia el Presidente del Senado de la República de Polonia, don Bogdan Borusewicz.



El señor Presidente anuncia que se suspenderá la sesión por unos minutos para despedir al señor Presidente del Senado de la República de Polonia.



Se suspende la sesión.



Se reanuda la sesión.

_______________

ACTAS



Las actas de las sesiones novena y décima, ambas ordinaria, de 10 y 11  de Abril de 2.007, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_______________

CUENTA



Diez de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los cuatro primeros, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Observaciones de Su Excelencia, la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (Boletín Nº 3.953-04).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín Nº 4.059-07).



3) Proyecto de ley que modifica las normas relativas al subsidio familiar y a la adopción (Boletín Nº 4.812-13).



4) Proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de reemplazo de la inscripción en el Registro de Pesca Artesanal (Boletín Nº 4.956-21).



- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 



Con los seis restantes, hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución Nº 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 ( Boletín Nº 1.265-10).



2) Proyecto de ley que crea el Instituto de Propiedad Industrial (Boletín Nº 2.469-03).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre pesca recreativa (Boletín Nº 3.424-21).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una regalía minera ad-valorem y crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



5) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la figura de las personas competentes y crea la Comisión Calificadora de Competencias de Recursos y Reservas Mineras (Boletín Nº 4.065-08).



6) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica, por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país (Boletín Nº 4.237-04).



- Se tiene presente las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, comunica, en cumplimiento con lo dispuesto en el artículo 25 de la Constitución Política de la República, que se ausentará del territorio nacional, en las fechas que a continuación se señalan, con el propósito que en cada caso se indica:



Los  días 16 y 17 de abril del presente año, con el fin de asistir a la Cumbre de Energía de Jefes de Estado y de Gobierno de Países Sudamericanos, en Isla Margarita, República Bolivariana de Venezuela.


Los días 17 y 18 de abril del actual año, visita oficial, en la ciudad de Caracas, República Bolivariana de Venezuela.


Los días 18 y 19 de abril del año en curso, visita oficial, en la ciudad de Bogotá, República de Colombia.



Informa que arribará a territorio nacional, en la madrugada del día 20 de abril del presente año.



Finalmente, agrega que, durante su ausencia, será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Belisario Velasco Baraona, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Carta Fundamental.



- Se toma conocimiento.



Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la autorización de permanencia en Haití de tropas y medios nacionales (Boletín Nº S 956-05).



Agrega que, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, hace presente la urgencia para el despacho del acuerdo que recaba.



- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, informa que ha prestado su aprobación, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, a las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, que autoriza la construcción de un monumento, en la ciudad de Santiago, en memoria del cantautor y director de teatro señor Víctor Jara Martínez (Boletín Nº 3.335-04).



2) Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Horvath, que autoriza la construcción de un monumento, archivo y museo en memoria del geógrafo señor Juan Steffen Hoffmann (Boletín Nº 3.545-04).



- Se toma conocimiento, se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República y se remite los documentos al archivo junto a sus antecedentes.  



Con el tercero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que crea el Instituto de Propiedad Industrial (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 2.469-03).



- Pasa a las Comisiones de Economía y de Hacienda, en su caso.



Con el cuarto, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de reemplazo de la inscripción en el Registro de Pesca Artesanal (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.956-21).



- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Con el último, manifiesta que ha prestado su aprobación a las enmiendas  propuestas por el Senado, al proyecto de ley que faculta designación de administrador provisional en establecimientos educacionales subvencionados en casos que indica (Boletín Nº 4.503-04).



- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, por el que emite su parecer respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Vásquez, que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas (Boletín Nº 4.908-03).



- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Cuatro del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros, comunica que ha acogido a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulados en relación con los siguientes preceptos: el artículo 231 del Código Procesal Penal, el artículo 96 del Código de Minería y, finalmente, los artículos 1°, 3°, 4°, 5°, 7°, 10, 12 y 16 de la ley Nº 17.235, artículo 2° de la ley 20.033 y el artículo 2° de la ley 17.235, en la parte que indica, decretándose, respecto de cada uno de ellos, remitir copia al Senado, con el fin de que en plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el último, envía copia autorizada de la sentencia dictada en relación con un recurso  de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, formulado respecto del artículo 11 de la Ley Nº 19.806.



- Se toma conocimiento.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero, da respuesta al proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, en relación a la posibilidad de suscribir la “Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas”, el 13 de diciembre de 2006.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Cantero y Prokurica, referido a la cantidad de personas que solicitaron internar medicamentos desde el extranjero.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre obras pendientes en la Carretera Austral, particularmente en el tramo situado entre Caleta Puelche y Caleta Pichanco, comuna de Hualaihué.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la transformación institucional de las oficinas de la Empresa de Abastecimiento de las Zonas Aisladas (EMAZA) y las consecuencias para sus trabajadores.



Dos de la señora Ministra de Planificación:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, al cual adhirieron los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero, referido al perfeccionamiento del Sistema de Beca Presidente de la República e información asociada a dicho sistema.



Con el segundo, informa que se ha abierto un período de consulta, en relación con los contenidos de una propuesta de cambios legislativos a la normativa que rige el Sistema de Beca Presidente de la República para estudios de postgrado en el extranjero.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, al cual adhirió el Honorable Senador señor Pérez Varela, relativo a subsidios habitacionales otorgados con ocasión de los temporales acaecidos el año pasado en la VIII Región.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, referido a la cantidad de subsidios habitacionales otorgados y pagados durante el año 2006.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la tasa de accidentes ferroviarios en el país.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, por el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre proyecto de Reglamento del Servicio Público de Telecomunicaciones de Voz sobre Internet.



Del señor Tesorero General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a las medidas adoptadas para informar a los contribuyentes que tienen cheques de devolución sin retirar.



De la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a las obras de reposición del Jardín Infantil Las Ardillitas, de Parral.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, por el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en que requirió información estadística sobre accidentes de tránsito acaecidos durante el año 2007.



Del señor Fiscal Regional de la XI Región, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a información sobre villas y poblaciones de la referida Región, que presentan altos índices de delitos graves de tráfico y micro tráfico de drogas.



Del señor Fiscal Regional subrogante del Ministerio Público de la Región de La Araucanía, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a información sobre villas y poblaciones de la IX Región, que presentan altos índices de delitos graves de tráfico y micro tráfico de drogas.



Cuatro del señor Director del SERVIU de la IX Región, mediante los cuales contesta igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor García, referidos, respectivamente, a las siguientes materias: dominio de un bien raíz ocupado por la sede del “Club de Adulto Mayor Renacer de Cholchol”; pavimentación de la calle Volta, en la comuna de Temuco; expropiación de un inmueble en la calle Andes, de la misma comuna y, petición del Centro de Padres y Apoderados del Grupo Juvenil G.S Saint George, de la comuna de Temuco.



Del señor Director Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la X Región, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, con la adhesión del Honorable Senador señor Frei, relativo a la construcción de una planta elevadora de la red sanitaria de aguas servidas del Lago Ranco.



De la señora Gerente de Desarrollo y Gestión de Canales del Banco Estado, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, referido a la instalación de una sucursal de dicho Banco en la comuna de Teodoro Schmidt.



Del señor Gerente de Responsabilidad Social de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre políticas para la incorporación de personas discapacitadas al mundo laboral. 



Del señor Gerente General de la Compañía General de Electricidad (CGE), por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre fallas en la línea de transmisión que derivaron en cortes de luz, en la comuna de Angol.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Complementario del nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley Nº 20.050, que reformó la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 3.962-07). 



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto  de ley, en primer trámite constitucional, que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica, por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 4.237-04).



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República) (Boletín Nº S 949-05).



- Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Ominami, Girardi, Gómez y Muñoz Barra, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.947, que establece nueva Ley de Matrimonio Civil, y la ley Nº 19.968, que crea los Tribunales de Familia, en lo referente al trámite de divorcio de común acuerdo (Boletín Nº 4.985-07).



Del Honorable Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.947, que establece nueva Ley de Matrimonio Civil, y la ley Nº 19.968, que crea los Tribunales de Familia, en materia de procedimiento aplicable a los divorcios de común acuerdo. (Boletín Nº 4.990-07).



- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, se manda ponerlos en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 



De los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Cantero, Núñez, Ruiz-Esquide y Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley que establece fuero laboral para los dirigentes del Colegio de Profesores de Chile A.G (Boletín Nº 4.986-13).



- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señor Gómez, señora Alvear y señores Escalona, Ruiz-Esquide y Vásquez, con la que inician un proyecto de ley que modifica el régimen de reclutamiento en beneficio de las personas que indican.



-- Se declara inadmisible por tratarse de una iniciativa legislativa que sólo puede tener origen en la Cámara de Diputados, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de Acuerdo



De diversos Honorables señores Senadores, mediante el cual proponen que el Senado se sume a la campaña de apagar las luces el día 17 de abril de 2007, como gesto de preocupación  por el gasto energético y su relación con el cambio climático (Boletín Nº S 955-12).



- Por acuerdo de los Comités, queda para el Tiempo de Votaciones de esta Sesión.

Permisos Constitucionales



Comunicación del Honorable Senador señor Naranjo, por medio de la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país, a contar del día 11 de abril de 2007.



Comunicación del Honorable Senador señor Navarro, por medio de la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 16 de abril del presente año.



- Se otorgan los permisos solicitados.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala, de acuerdo a lo establecido por el artículo 35 del Reglamento del Senado.



Así se acuerda.

______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada, 

con informe de la Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, acerca del cual el Comité Partido Socialista, en la sesión 10ª, ordinaria de 11 de abril de 2007,  solicitó segunda discusión.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece transitoriamente una cuota extraordinaria de depreciación acelerada, correspondiente al Boletín Nº 4.922-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que los antecedentes de este proyecto constan en las actas de las sesiones 9ª y 10ª, ambas ordinarias, de 10 y 11 de abril recién pasado.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala de la señora Subsecretaria de Hacienda, doña María Olivia Recart Herrera.



Así se acuerda.

- - -



En la segunda discusión del proyecto, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ávila, a los señores Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción y a los Honorables Senadores señores Escalona, Larraín, Ominami, García, Gazmuri y Novoa.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Novoa solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 141 del Reglamento del Senado, la clausura del debate.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia e, inmediatamente después, somete a votación la solicitud de clausura del debate formulada por el Honorable Senador señor Novoa.



En votación la clausura del debate, se produce el siguiente resultado: por su aprobación 17 votos y por su rechazo 17 votos.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



El señor Secretario General señala que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, corresponde repetir la votación.



Repetida la votación de la solicitud de clausura del debate, es aprobada por 18 votos a favor y 17 en contra.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Queda clausurado el debate.



A continuación, el señor Presidente anuncia que, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 141, corresponde votar en general el proyecto.



Luego el señor Presidente, recogiendo el planteamiento formulado por el Honorable Senador señor Novoa, señala que los señores Senadores inscritos para hacer uso de la palabra que aún no han intervenido podrán fundamentar su voto.



Sometido a votación en general el proyecto, es rechazado por 21 votos contra 14.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Coloma, Kuschel, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica y Zaldívar.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Flores, Muñoz Aburto, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Queda terminada la discusión de este asunto.



A continuación, el señor Presidente anuncia, conforme lo dispone el artículo 45 del Reglamento del Senado, que corresponde la formación de una Comisión Mixta, según lo prevé el artículo 70 de la Carta Fundamental, y señala que la representación del Senado en esta instancia corresponderá a los Honorables Senadores señores integrantes de la Comisión de Hacienda.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

________________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo de diversos Honorables señores Senadores, mediante el cual proponen que el Senado se sume a la campaña de apagar las luces el día 17 de abril de 2007, como gesto de preocupación  por el gasto energético y su relación 

con el cambio climático.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



A continuación, el señor Presidente señala que, por no haber quórum en la Sala, el proyecto de acuerdo no puede ser votado.
_____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) A los señores Ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social y a la señora Ministra de Salud, en relación con la posibilidad de efectuar una rebaja en los descuentos para salud que se realiza al sector pasivo.



2) A la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitando su apoyo para la ejecución del proyecto “Construcción Casetas Sector La Aguada”, presentado por la Ilustre Municipalidad de Corral.



3) A la señora Subsecretaria de Marina y al señor Director del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, a fin de que se agilicen los trámites pertinentes para poder concluir las obras de saneamiento integral de la comuna de Lago Ranco.



4) A la señora Subsecretaria de Carabineros, adjuntando los antecedentes relativos a la situación que afecta a un ex oficial de la Secretaría de Carabineros de Chile que indica y requiriendo una posible solución al problema que lo afecta.



5) Al señor Subsecretario Director del Instituto Nacional del Deporte, solicitando un pronunciamiento acerca de la petición efectuada por el Club de Tenis de Valdivia, en cuanto a poder ser propietario del bien raíz que ocupa desde el año 1948.



6) A la señora Intendenta de la I Región, solicitando su opinión en relación con la presentación efectuada por la Sociedad Terminal Agropecuario S.A. de la ciudad de Iquique.



7) Al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de la V Región, solicitando un pronunciamiento respecto de la presentación efectuada por el representante de la empresa Áridos Cano para poder desarrollar sus actividades en la ribera del Río Maipo, requiriendo una posible solución al problema que lo aqueja.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, solicitando adoptar las medidas conducentes para que la Isla de Pascua sea incluida entre las Nuevas Siete Maravillas del Mundo.



2) Al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y al señor Vicepresidente de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, EMAZA, solicitando la revisión de las condiciones bajo las cuales se externalizó a los encargados de los distintos puntos de distribución de dicha Empresa en la XI Región.



3) A las señoras Ministras de Educación y  Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional de Monumentos, solicitando que se adopten las medidas necesarias para declarar Santuario de la Naturaleza al Humedal de la Laguna Cartagena, ubicado en la comuna de Cartagena, V Región.



4) Al señor Ministro de Obras Públicas y, por su intermedio, al señor Secretario Regional Ministerial de esa Cartera de Estado en la XI Región, y al señor Director Regional de Vialidad de la misma Región, requiriendo que se efectúe un estudio de la situación que afecta a los vecinos del Comité Campesino Alianza Río Blanco-Lago Zenteno, de la comuna de Aysén, en cuanto a la construcción del camino que una el tramo Lago Atravesado-Blanco.


5) Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Intendenta de la XI Región, al señor Director Nacional de Vialidad y, por su intermedio, al señor Director Regional de Vialidad de la misma Región, solicitando la habilitación para el tráfico de buses y camiones que une a las comunas de Aysén y Chaitén.



6) A las señoras Ministras de Salud y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriendo la creación de una comisión interministerial, con la participación de agentes sociales, medioambientales y técnicos especializados, que analice la contaminación electromagnética ocasionada por la proliferación de antenas de telefonía celular en diversas áreas de nuestro país.



- Del Honorable Senador señor Orpis, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando que, a la brevedad, se construyan los muros de contención y se reconstruyan las viviendas de la población Mauque, de la ciudad de Iquique, que fue afectada por el terremoto ocurrido el 13 de junio de 2005, obras que a la fecha aún no han sido realizadas.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión, ninguno de los Comités.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA 
Secretario General (S) del Senado
SESION 12ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 18 DE ABRIL DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asiste, además, el señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones novena y décima, ambas ordinarias, de 10 y 11  de Abril de 2.007, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



De la Excelentísima Corte Suprema, por el que comunica su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (Boletín N° 4.886-07).



-Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del señor Gerente General de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP), mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al proyecto Etileno/Polietileno (Petropacífico) en la Región del Biobío.



- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y el marido iguales derechos y obligaciones (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín Nº 1.707-18).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece que la prescripción, en delitos sexuales contra menores de edad, se computará desde el día en que éstos alcancen la mayoría de edad (Boletines Nos 3.786-07 y 3.799-07, refundidos).



-- Quedan para Tabla.


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de reemplazo de la inscripción en el Registro de Pesca Artesanal (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.956-21).



-- Por acuerdo de Comités adoptado en el día de hoy, se tratará en el primer lugar de la Tabla de esta sesión.

Mociones



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que exime a los pensionados de la obligación de cancelar intereses por el no pago oportuno de consumos de energía eléctrica, agua o gas (Boletín N° 4.993-03).



--Pasa a la Comisión de Economía.



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo con el fin de obligar a los empleadores a proporcionar una alimentación balanceada a sus trabajadores (Boletín N° 4.994-13).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Dos de los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath:



Con la primera, inician un proyecto de reforma constitucional, que modifica el inciso segundo del artículo 49 de la Constitución Política de la República, en lo relativo al período de renovación del mandato senatorial (Boletín N° 4.998-07).



-- Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con la segunda, inician un proyecto de ley, que modifica la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el fin de determinar la forma de renovación del cargo de Senador (Boletín N° 4.997- 06).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Comunicación 



De la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, por la cual informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Camilo Escalona Medina.



-- Se toma conocimiento.
- - -



Durante el curso de la Sesión, la Mesa da cuenta de la Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, por la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (Boletín N° 4.999-11).


- Pasa a la Comisión de Salud.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Tributario en lo relativo a derechos de los contribuyentes, correspondiente al Boletín Nº 3.845-05, hasta las 12 horas del día lunes 30 de abril próximo.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Kuschel, quien solicita que se recabe idéntico acuerdo para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica sanción por no pago de tarifa o peaje en obras concesionadas y sobre cobro de indemnizaciones compensatorias a los infractores de tarifas o peajes de obras concesionadas, correspondiente a los Boletines números 4.838-09 y 4.840-09, refundidos, por una semana más, ésto es, hasta las 12 horas del día lunes 14 de mayo próximo.


No habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien se refiere al procedimiento para tomar la votación electrónica de los Honorables señores Senadores.



Sobre el particular, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica.

______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de reemplazo de la inscripción en el Registro de Pesca Artesanal, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, 

Pesca y Acuicultura.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, conforme al acuerdo adoptado por los Comités.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de reemplazo de la inscripción en el Registro de Pesca Artesanal, correspondiente al Boletín Nº 4.956-21, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Añade que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió este proyecto en general y en particular a la vez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, por tratarse de aquéllos de artículo único y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Gazmuri y Horvath. 



Añade que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura efectuó las siguientes modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo único.

1) 

Letra a)



Reemplazar el inciso o párrafo tercero del número 15) en el que se incluye la definición de embarcación artesanal, por el siguiente:



“En el evento que sea constatada la operación de una embarcación artesanal que no cumpla lo dispuesto en el reglamento antes mencionado en relación a su volumen o superficie, se suspenderán sus actividades extractivas quedando prohibido el zarpe de la embarcación infractora hasta que se certifique la adecuación de sus características a dicho texto.”.
Letra b)



Sustituir el inciso o párrafo primero de la definición de armador artesanal consignada en la letra a) del nuevo número 29), por el siguiente:



“a) Armador artesanal: es el pescador artesanal, la persona jurídica o la comunidad, en los términos que establece el Código Civil, propietaria de hasta dos embarcaciones artesanales. Tratándose de las personas naturales y de las empresas individuales de responsabilidad limitada, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de cien metros cúbicos. En el caso de las personas jurídicas y de las comunidades, entendiendo por tales las contempladas en el Código Civil, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de ciento sesenta metros cúbicos.”.

2)

Letra d) 



1) Reemplazar los incisos segundo y tercero que propone este literal, por los siguientes:



“Se entenderá por habitualidad el registro de un mínimo del 50% de viajes de pesca, continuos o alternados, o días de actividad pesquera extractiva, según corresponda, en relación al promedio anual de la totalidad de viajes de pesca o días de actividad pesquera extractiva en que se hayan efectuado capturas, en la región correspondiente, en una de las pesquerías que tenga inscrita en la categoría invocada, en los últimos tres años. En el caso de especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, la habitualidad  será considerada en relación con la o las regiones en que se ha ejercido actividad pesquera.



Se entenderá por viajes de pesca los que consten en formularios de desembarque artesanal, entregados de conformidad con el artículo 63, y que den cuenta de capturas efectuadas en la pesquería respectiva. En el caso de los buzos y de los pescadores propiamente tales se acreditará la habitualidad mediante la información de los zarpes de embarcaciones en cuya tripulación hubiere participado el reemplazante, que consten ante la autoridad marítima.”.



2) Sustituir en el penúltimo de los incisos propuestos por este literal el vocablo “directa” por “recta”.

3)



Agregar a este numeral la siguiente letra e):



“e) Incorpórase la siguiente letra d), nueva:



“d) Los pescadores artesanales, para estar en el registro, deberán acreditar residencia efectiva de al menos tres años consecutivos en la región respectiva.”.”.

- - -

Artículos Transitorios

Artículo 1°



Reemplazar en su inciso primero la frase “a la fecha de la solicitud.” y la oración “se exigirá una habitualidad de los dos años calendarios inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud.”, respectivamente, por “a la fecha de publicación de esta ley.” y “el requisito de habitualidad que será exigido al reemplazante corresponderá a los dos años calendarios inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud.”.

Artículo 3°



Reemplazar en su inciso primero el guarismo “4” por “2”. 

- - -



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que todas las enmiendas acordadas por la Comisión fueron aprobadas por unanimidad.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gazmuri, en su calidad de Presidente de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, Horvath, Ávila y Sabag.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto, es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY



Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto N° 430/1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:



1. Introdúcense las siguientes modificaciones en el  artículo 2°.



a) Sustitúyese el número 15), por el siguiente:



“15) Embarcación pesquera artesanal o embarcación artesanal: es aquella explotada por un armador artesanal e inscrita en el Registro Pesquero Artesanal, de una eslora máxima no superior a 18 metros, 80 metros cúbicos de capacidad de bodega, y de hasta 50 toneladas de registro grueso.



Por reglamento se establecerán categorías de embarcaciones artesanales por eslora. Asimismo, se determinará para cada categoría, su capacidad de carga máxima, el volumen máximo de bodega y la superficie mínima destinada a habitabilidad, teniendo en consideración la explotación racional de los recursos hidrobiológicos y las condiciones de trabajo a bordo.  En todo caso, la capacidad de carga máxima por viaje de pesca de la categoría correspondiente a la mayor eslora, no podrá exceder de 80 toneladas.



En el evento que sea constatada la operación de una embarcación artesanal que no cumpla lo dispuesto en el reglamento antes mencionado en relación a su volumen o superficie, se suspenderán sus actividades extractivas quedando prohibido el zarpe de la embarcación infractora hasta que se certifique la adecuación de sus características a dicho texto.



Si se constata por tres veces, en el plazo dos años, que una embarcación artesanal ha desembarcado capturas que exceden la capacidad máxima por viaje de pesca, se suspenderán los derechos derivados de la inscripción en el registro pesquero artesanal por el plazo de tres meses, quedando prohibido el zarpe de la embarcación infractora desde que se comunique dicha circunstancia.”.



b) Reemplázase el número 29, por el siguiente:



“29) Pesca artesanal: actividad pesquera extractiva realizada por personas naturales que, en forma personal, directa y habitual, trabajan como pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal, con o sin el empleo de una embarcación artesanal.



Sin perjuicio de lo anterior, se considerará también como pesca artesanal la actividad pesquera extractiva realizada por personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales inscritas como pescadores artesanales en los términos establecidos en esta ley. Esta excepción será aplicable sólo a armadores y a organizaciones de pescadores artesanales.



Para los efectos de esta ley, la actividad pesquera artesanal se ejerce a través de una o más de las siguientes categorías: armador artesanal, pescador artesanal propiamente tal, buzo, recolector de orilla, alguero o buzo apnea:



a) Armador artesanal: es el pescador artesanal, la persona jurídica o la comunidad, en los términos que establece el Código Civil, propietaria de hasta dos embarcaciones artesanales. Tratándose de las personas naturales y de las empresas individuales de responsabilidad limitada, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de cien metros cúbicos. En el caso de las personas jurídicas y de las comunidades, entendiendo por tales las contempladas en el Código Civil, las dos embarcaciones artesanales de que pueden ser propietarias, no podrán tener, en conjunto, una capacidad de bodega que exceda de ciento sesenta metros cúbicos.



Para efectos de determinar la limitación de titularidad de embarcaciones artesanales, se considerará la calidad de socio que revista la persona natural en cualquier persona jurídica o comunidad que, a su vez, tenga la calidad de armador artesanal.



En el caso que el armador sea una comunidad, deberá estar integrada sólo por pescadores artesanales, existiendo siempre responsabilidad solidaria entre todos ellos para el pago de las patentes y de las multas que se deriven de las sanciones pecuniarias impuestas de acuerdo con esta ley, según corresponda.



Sólo podrán inscribirse en esta categoría los pescadores artesanales propiamente tales y los buzos.



b) Pescador artesanal propiamente tal: es aquel que se desempeña como patrón o tripulante en una embarcación artesanal, cualquiera que sea su régimen de retribución.



c) Buzo: es la persona que realiza actividad extractiva de recursos hidrobiológicos mediante buceo con aire, abastecido desde superficie o en forma autónoma.



d) Recolector de orilla, alguero o buzo apnea: es la persona que realiza actividades de extracción, recolección o segado de recursos hibrobiológicos.



Las categorías antes señaladas no serán excluyentes unas de otras, pudiendo, por tanto, una persona ser calificada y actuar simultánea o sucesivamente en dos o más de ellas, siempre que todas se ejerciten en la misma región, sin perjuicio de las excepciones que contempla el título IV de la presente ley.”.



2. Modifícase el artículo 50 A, de la siguiente forma: 



a) Elimínase en el inciso primero la oración “En el caso de los buzos, serán reemplazables además por incapacidad total y permanente.”.



b) Intercálanse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, ordenándose los demás correlativamente:



“El reemplazo operará en forma indivisible respecto de todas las pesquerías cerradas y vigentes que el reemplazado tenga inscritas en el Registro, en cualquier categoría, quedando sin efecto la inscripción respecto de las pesquerías con acceso abierto, por el sólo ministerio de la ley.



Para estos efectos, el Servicio otorgará, a petición del titular de la inscripción, un certificado que acredite la individualización del titular de aquélla, las características básicas de la nave, en su caso, y la individualización de la o las pesquerías inscritas que mantiene vigentes.



Este certificado tendrá una duración indefinida, mientras se mantenga la vigencia de la suspensión del acceso y no se vea afectado por la causal de caducidad en que pueda incurrir el titular de la inscripción.”.



c) Elimínase en el inciso final la expresión “o tenencia”.



d) Agréganse los siguientes incisos, a continuación del inciso final:



“El reemplazante deberá ser pescador artesanal, inscrito en el Registro Artesanal, debiendo acreditar habitualidad en la actividad pesquera extractiva conforme a lo dispuesto en los incisos siguientes.



Se entenderá por habitualidad el registro de un mínimo del 50% de viajes de pesca, continuos o alternados, o días de actividad pesquera extractiva, según corresponda, en relación al promedio anual de la totalidad de viajes de pesca o días de actividad pesquera extractiva en que se hayan efectuado capturas, en la región correspondiente, en una de las pesquerías que tenga inscrita en la categoría invocada, en los últimos tres años. En el caso de especies altamente migratorias o demersales de gran profundidad, la habitualidad  será considerada en relación con la o las regiones en que se ha ejercido actividad pesquera.



Se entenderá por viajes de pesca los que consten en formularios de desembarque artesanal, entregados de conformidad con el artículo 63, y que den cuenta de capturas efectuadas en la pesquería respectiva. En el caso de los buzos y de los pescadores propiamente tales se acreditará la habitualidad mediante la información de los zarpes de embarcaciones en cuya tripulación hubiere participado el reemplazante, que consten ante la autoridad marítima.



En el caso que se modifique parcialmente la integración de una comunidad o persona jurídica, el o los nuevos integrantes o socios deberán cumplir con el requisito de habitualidad antes señalado. En el evento que la modificación de la integración sea total, la inscripción se someterá a las normas del reemplazo.



El requisito de habitualidad no será exigible en los casos en que el reemplazante sea descendiente del reemplazado, hasta el cuarto grado de consanguinidad en línea recta.



El reemplazo no operará respecto de la categoría de recolector de orilla, alguero y buzo apnea, ni podrá ser invocada por el reemplazante.”.



3. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 51:



a) Sustitúyese el encabezado del inciso primero por el siguiente:



“Artículo 51.- Para inscribirse en el Registro Artesanal deberán cumplirse los siguientes requisitos:”.



b) Reemplázanse las letras a) y b) por las siguientes:



“a) Ser persona natural, chilena o extranjera con permanencia definitiva, o ser persona jurídica de conformidad con el artículo 2°, N° 29, de esta ley.



b) Haber obtenido el título o matrícula de la Autoridad Marítima que lo habilite para desempeñarse como tal. Este requisito no será aplicable a la categoría de recolector de orilla, alguero y buzo apnea.”.



c) Elimínase la letra c).



d) Sustitúyese en la letra d), que pasó a ser c), la expresión “provincia, comuna y localidad”, por “comuna y caleta base”.



e) Incorpórase la siguiente letra d), nueva:



“d) Los pescadores artesanales, para estar en el registro, deberán acreditar residencia efectiva de al menos tres años consecutivos en la región respectiva.”.



4. Incorpóranse las siguientes modificaciones en el  artículo 52:



a) Intercálase en su encabezamiento, entre la palabra “embarcaciones” y la expresión “en el registro artesanal”, la frase “con sus respectivos armadores y caleta base”.



b) Reemplázase la letra b), por la siguiente:



“b) Acreditar las características principales de la embarcación artesanal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2°, N°. 15, de esta ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo 1°.- En el caso de las solicitudes de reemplazo que se presenten al Servicio Nacional de Pesca entre el 26 de diciembre de 2002 y el 31 de diciembre del año de publicación de la presente ley, el requisito de habitualidad que será exigido al reemplazante que no se encuentre en la categoría de armador artesanal, corresponderá al año calendario inmediatamente anterior a la fecha de publicación de esta ley. Respecto de aquellas que se presenten durante el segundo año calendario de vigencia de la presente ley, el requisito de habitualidad que será exigido al reemplazante corresponderá a los dos años calendarios inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud. En estos casos, la habitualidad será acreditada mediante la información de los zarpes de embarcaciones en cuya tripulación hubiere participado el reemplazante, que consten ante la autoridad marítima.  En el caso del armador artesanal, el requisito de habitualidad se acreditará del modo previsto en el artículo 50 A.



No será exigible el requisito de habitualidad a las peticiones de reemplazos que hubieren sido presentadas entre el 26 de diciembre de 2002 y la fecha de vigencia de la presente ley, si el reemplazante se encontrare inscrito en el registro pesquero artesanal con anterioridad al 27 de diciembre de 2002.



Artículo 2°.- El Servicio Nacional de Pesca, dentro del plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, deberá reestructurar el Registro Artesanal conforme al número 29 del artículo 2º, incorporando de oficio, en la categoría que corresponda, a los pescadores artesanales y a las personas jurídicas que tengan inscripción vigente.



Artículo 3°.- Las personas naturales que, directamente, y a través de personas jurídicas o comunidades, tengan bajo su titularidad más de dos embarcaciones artesanales inscritas en el Registro Pesquero Artesanal a la fecha de publicación de la presente ley deberán, dentro del plazo de 2 años, optar por las dos inscripciones que mantendrán bajo su titularidad, renunciando o siendo reemplazado en las demás.



La limitación para inscribirse como armador artesanal establecida para los algueros, recolectores de orilla y buzos apnea se aplicará a las inscripciones que se efectúen a partir de la fecha de publicación de la presente ley.



Artículo 4°.- Las embarcaciones artesanales que se encuentren inscritas en el Registro Pesquero Artesanal a la fecha de publicación de la presente ley, deberán adecuar sus características principales en el plazo de dos años contado desde la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el artículo 2°, N° 15, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Mientras no se dicte el reglamento antes mencionado, ninguna embarcación artesanal podrá desembarcar más de 80 toneladas por viaje de pesca.”.

________________

Oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República en que solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de 

Defensa Nacional, unidas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del oficio de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, en que solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, correspondiente al Boletín Nº S 949-05, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Añade que el oficio del Ejecutivo expresa que el Gobierno ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo las modalidades promovidas por las Naciones Unidas, integrando la misión multinacional desplegada en Bosnia y Herzegovina desde el año 2.003, mediante la formula de inclusión del personal chileno en las fuerzas británicas. El Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte comunicó el cese de su participación en la operación ALTHEA, informando que la extensión del apoyo a las fuerzas chilenas se verificará hasta el 30 de Abril de 2.007.  Sin embargo, el Ministro de Defensa del Reino de Holanda, país que asume el reemplazo del Reino Unido, ofreció mantener el mismo apoyo logístico a nuestras tropas.



El señor Secretario General agrega que la solicitud indica que la autorización de permanencia de tropas y medios nacionales es a contar del 1º de Mayo de 2.007 y por un período de 8 meses.



Hace presente que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, conocieron la referida solicitud y de sus fundamentos, resolviendo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma (como integrante de ambas Comisiones), Muñoz Barra, Ominami, Prokurica y Romero, recomendar a la Sala que otorgue el acuerdo requerido por Su Excelencia la Presidenta de la República.



Recuerda que la Corporación, para otorgar su acuerdo, requiere de la mayoría absoluta de los señores Senadores presentes.

- - -



A continuación, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala del señor Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino.


No habiendo oposición, se accede a lo solicitado.

- - -



En discusión la proposición de Su Excelencia la Presidenta de la República, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Prokurica y Coloma.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 29 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Gazmuri.


Queda despachado este asunto.

______________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce en la Ley Orgánica del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley Nº 20.050, que reforma la Constitución Política de la República, con informe complementario del nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce en la Ley Orgánica del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley Nº 20.050, que reforma la Constitución Política de la República, correspondiente al Boletín Nº 3.962-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Agrega que la Sala, en sesión 6ª, ordinaria, del día 3 de este mes, despachó las modificaciones efectuadas al proyecto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con excepción de las contenidas en el numeral 4) del artículo único, que se refieren al artículo 5º B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las que se enviaron a la Comisión para un informe complementario. 



El señor Secretario General añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en cumplimiento del cometido encargado por la Sala, propuso efectuar la siguiente modificación al numeral 4) del artículo único:

Artículo único

Número 4



Sustituirlo por el siguiente:



“4.- Incorpóranse al artículo 5° B, como incisos tercero, cuarto y quinto, los siguientes:



“Los diputados y senadores no podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante los Tribunales de Justicia, salvo que se trate de un asunto que le ataña directamente al parlamentario, a su cónyuge o a sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o por afinidad hasta el segundo grado y a las personas ligadas a él por adopción.



Asimismo, podrán ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante dichos Tribunales, tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública. También podrán hacerlo tratándose de decisiones arbitrarias de funcionarios públicos que afecten derechos de las personas garantizados por la Constitución Política y de los recursos de protección a que alude el inciso segundo del artículo 20 de la misma.



Los diputados y senadores tampoco podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante el Tribunal Constitucional.”.


El señor Secretario General hace presente que la eliminación del término “superiores” en el inciso tercero y la incorporación de una nueva oración final al inciso cuarto fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.


Por su parte, agrega, la mantención del inciso quinto se aprobó por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto y dos en contra, de los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín.



El señor Secretario General, finalmente, recuerda a la Sala que esta disposición tiene el carácter de norma orgánica constitucional, conforme lo dispone el artículo 55 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



En discusión la modificación propuesta por la Comisión al número 4) del artículo único del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez y Larraín, señora Alvear y señores Ávila, Vásquez, Gazmuri, Allamand, Espina, Longueira, Chadwick y Muñoz Aburto. 

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Gómez hace presente al señor Presidente que, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, después de haber dado cuenta del informe complementario, juzgó necesario no considerar en el texto del inciso cuarto que se propone para el artículo 5º B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la palabra “arbitrarias”, ya que con esa redacción se dará una  mayor amplitud a la norma en cuanto a la posibilidad de interponer la acción de protección, por lo que solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para que cuando se vote la disposición, no se considere esa palabra.



El señor Presidente consulta el parecer de la Sala en el sentido de que, al momento de votar esa disposición, se entienda que en ella no debe considerarse la palabra “arbitrarias”.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente hace presente a la Sala que diversos Honorables señores Senadores han solicitado que se abra la votación.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los  Honorables Senador señores Larraín y Gazmuri.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Gazmuri solicita que se divida la votación de la modificación en discusión, recaída en el número 4) del artículo único, que se refiere al artículo 5º B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, de forma de votar de separadamente las enmiendas que fueron aprobadas por unanimidad en la Comisión de aquélla que lo fue por mayoría, proponiendo el siguiente procedimiento:



i) En primer lugar, votar el inciso cuarto que se agrega, eliminando la palabra “arbitrarias”, tal cual fue señalado por el Honorable Senador señor Gómez; 



ii) Luego, votar la supresión de la segunda frase del inciso tercero que se agrega, que permite a los parlamentarios actuar como apoderados o abogados patrocinantes en causas propias, y 



iii) Finalmente, votar el inciso quinto del precepto.



En relación con la proposición de votación separada efectuada por el Honorable Senador señor Gazmuri, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien propone que, en vez de suprimir la segunda frase del inciso tercero, se precise que los diputados y senadores sólo podrán intervenir como abogados patrocinantes o apoderados ante los Tribunales de Justicia cuando se trate de causas personales de índole criminal.

- - -



Cerrado el debate, y conforme a lo solicitado por el Honorable Senador señor Gazmuri, el señor Presidente somete a votación la enmienda consistente en agregar un inciso cuarto al artículo 5º B, con excepción de la palabra “arbitrarias”, la que es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes, dejándose constancia que hay 28 señores Senadores, de un total de 35 en ejercicio, dándose cumplimiento, de forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -



A continuación, el señor Presidente somete a votación la segunda oración del inciso tercero que se propone agregar al artículo 5º B, produciéndose el siguiente resultado: 13 votos por su aprobación, 12 votos por su rechazo y 6 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Novoa, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Cantero, Escalona, Gazmuri, Girardi, Longueira, Muñoz Barra, Ominami, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Flores, Frei, Gómez, Muñoz Aburto y Vásquez.



El señor Secretario General señala que, al no reunirse el quórum constitucional para la aprobación de la norma, ésta queda rechazada.

- - -



A continuación, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gazmuri, quien hace presente que, como consecuencia de la supresión de la segunda oración del inciso tercero que se agrega al artículo 5º B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, debe enmendarse la redacción con la cual comienza el nuevo inciso cuarto.



Sobre el particular, el señor Secretario General informa que la Secretaría está autorizada para hacer ese tipo de adecuaciones.

- - -



Luego, el señor Presidente somete a votación el inciso quinto que se propone agregar al artículo 5º B, el que es rechazado por 17 votos contra 13.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Ominami, Sabag y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional:



1.- Modifícase el artículo 2º en la siguiente forma:



a) Sustitúyese su inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 2°.- Quedarán sujetas a las normas de esta ley, además de lo dispuesto en el artículo anterior, la tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.”, y



b) Reemplázase, en su inciso séptimo, la expresión “de acuerdo al Reglamento”, por “en su calidad de jefes superiores de Servicio”.



2.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5º por los tres siguientes:



“Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.



El cuadrienio que se inicia con la instalación del Congreso Nacional constituirá un período legislativo.



La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la de instalación.”.



3.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A, por los siguientes:



“El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.



Las sesiones de Sala de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas.



Serán públicos los acuerdos adoptados por las comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la asistencia de los Parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas. Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios.



Los informes de comisión serán públicos desde que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizado.



Las sesiones de comisión se realizarán sin la asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por los dos tercios de sus miembros presentes.



Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados por la Sala y las comisiones afectaren el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.



Dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.”.



“4.- Incorpóranse al artículo 5° B, como incisos tercero, cuarto y quinto, los siguientes:



“Los diputados y senadores no podrán ejercer como abogados patrocinantes o apoderados ante los Tribunales de Justicia.



No obstante, podrán ejercer en forma gratuita como abogados patrocinantes o apoderados ante dichos Tribunales, tratándose de la persecución de hechos punibles que constituyan delitos terroristas o tipificados en la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o que hayan sido cometidos por funcionarios públicos contra la probidad pública. También podrán hacerlo tratándose de decisiones de funcionarios públicos que afecten derechos de las personas garantizados por la Constitución Política y de los recursos de protección a que alude el inciso segundo del artículo 20 de la misma.”.


5.- Incorpórase el siguiente artículo 5° E, nuevo: 



“Artículo 5° E.- Es deber de los parlamentarios asistir a las sesiones de la Cámara a que pertenezcan, salvo que la ocurrencia de una causa grave justifique su ausencia.”.



6.- Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:



“Artículo 6º.- Cada período de sesiones del Congreso se extenderá entre el 11 de marzo de cada año y el 10 de marzo del año siguiente.



Las reuniones que celebren el Senado, la Cámara de Diputados o el Congreso Pleno se denominarán sesiones.”.



7.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, el guarismo “58” por “61”.



8.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:



“Artículo 9°.- Los órganos del Estado deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las Cámaras, por los parlamentarios o por los organismos internos en conformidad a sus respectivos reglamentos.



Los informes y antecedentes solicitados que revistan carácter secreto o reservado de acuerdo con la ley, conforme a lo prescrito en el artículo 8° de la Constitución Política de la República, serán proporcionados en esa misma calidad por el respectivo servicio, organismo o entidad, por medio del Ministro de que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno o, en caso de organismos autónomos, por la autoridad superior de la institución o por quien la represente, a la comisión o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre. Los documentos, informes y antecedentes proporcionados de conformidad a este inciso serán mantenidos en reserva o secreto.



El incumplimiento de las obligaciones contempladas en los incisos precedentes podrá constituir antecedente para iniciar el procedimiento destinado a hacer efectivas las responsabilidades del caso.



Todo lo anterior es sin perjuicio de lo previsto en el inciso segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.



9.- Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:



“Artículo 10.- Tratándose de los organismos que constituyen la Administración del Estado en los términos del artículo 1° de la ley N° 18.575, el jefe superior, requerido en conformidad al artículo anterior, que no diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República con la medida disciplinaria de multa equivalente a una remuneración mensual. Asimismo, será responsable y tendrá idéntica sanción por su falta de comparecencia a la sesión de una comisión de alguna de las Cámaras a la que hubiere sido citado, o la de los funcionarios de su dependencia, cuando la ausencia de éstos le sea imputable. Para estos efectos, la Contraloría General aplicará las normas del sumario administrativo previstas en el Título V de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.



Igual sanción será aplicable a los representantes legales de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, que no concurran a la sesión de una comisión a la que hubieren sido citados o no proporcionen los antecedentes que se les soliciten o no dispongan medidas efectivas para la concurrencia o envío de antecedentes por el personal de su dependencia.



Para los efectos del cobro de la multa, la Contraloría General de la República oficiará directamente a la oficina pagadora del respectivo órgano público o empresa a fin de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado las cantidades correspondientes y a enterarlas en arcas fiscales, acompañando los comprobantes al Órgano Contralor.



Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se diere cumplimiento al nuevo plazo que fije la Contraloría General, el infractor podrá ser sancionado con la suspensión del empleo desde treinta días a tres meses, con goce de un cincuenta a un setenta por ciento de las remuneraciones y sin poder hacer uso de los derechos y prerrogativas inherentes al cargo, o con la destitución o el término del contrato, según resultare del mérito de los antecedentes.



En caso que en el respectivo órgano público o empresa cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción que corresponda, de conformidad al referido Título V de la ley N° 18.834.



En aquellos casos en que no pueda aplicarse la medida de destitución o término de contrato por ser incompatible con la modalidad de cesación en el cargo contemplada por la Constitución Política, la Contraloría General, sin perjuicio de imponer las demás sanciones señaladas en los incisos anteriores, oficiará a la autoridad llamada a disponer la expiración de funciones y a la Cámara de Diputados, para los efectos que procedan constitucionalmente.”.



10.- Agrégase al artículo 13 el siguiente inciso final:



“En caso que, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir al Presidente de la República el envío de un mensaje referido a las materias señaladas en el inciso anterior, éste último deberá responder la solicitud, afirmativa o negativamente, por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del plazo de 30 días. En caso de no evacuarse dicha respuesta en el plazo indicado, podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.”.



11.- Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:



“Artículo 15.- La declaración de inadmisibilidad de un proyecto de ley o de reforma constitucional o de la solicitud que formule el Presidente de la República en conformidad al artículo 68 de la Constitución Política será efectuada por el presidente de la sala. No obstante, la sala podrá reconsiderar dicha declaración.



La circunstancia de que no se haya declarado tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla. Dicha declaración podrá ser revisada por la sala.



En ningún caso se admitirá a tramitación proyecto alguno que proponga conjuntamente normas de ley y de reforma constitucional, o que no cumpla con los requisitos establecidos en los artículos anteriores.”.



12.- Sustitúyese en el artículo 16 el guarismo “74” por “77”.



13.- Incorpórase, como artículo 17 bis, nuevo, el siguiente:



“Artículo 17 bis.- La sala, a propuesta de la comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados en esa cámara, siempre que todos se encuentren en el primer trámite constitucional y sus ideas matrices o fundamentales tengan entre sí relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.”.



14.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 19 la frase “antes del término de la legislatura ordinaria” por la siguiente: “dentro del mes de septiembre de cada año”.



15.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:



“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de cada Cámara, conforme a lo que establezcan las normas reglamentarias que ambas acuerden, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los senadores y diputados.



Estas comisiones serán presididas por el senador que presida la respectiva Comisión del Senado, se reunirán en las salas de comisiones del Senado y podrán entrar en sesión con la mayoría de los miembros de cada corporación que las conformen.”.



16.- Incorpórase, como inciso segundo del artículo 24, el siguiente, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:



“Las indicaciones podrán expresar sus fundamentos, los cuales serán incorporados en los respectivos informes.”.



17.- Sustituir el artículo 25, por el siguiente:



“Artículo 25.- Corresponderá al presidente de la sala o comisión la facultad de resolver la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de las indicaciones a que se refiere el artículo anterior. No obstante, a petición de cualquiera de sus miembros, la sala o la comisión, en su caso, podrá reconsiderar de inmediato la resolución de su presidente.



La declaración de inadmisibilidad puede ser hecha por el presidente de la Cámara respectiva o de una comisión, de propia iniciativa o a petición de algún miembro de la corporación, en cualquier momento de la discusión del proyecto.



La circunstancia de que no se haya planteado la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación durante la discusión general en la sala, no obsta a la facultad del presidente de la comisión para hacer la declaración correspondiente o para consultar a la comisión en caso de duda.



Una vez resuelta por la sala o por su presidente la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación, ella no podrá ser revisada en comisiones.



La cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de indicaciones resuelta en comisiones no obsta a la facultad del presidente de la Cámara respectiva para hacer la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de tales indicaciones o para consultar a la sala, en su caso.”.



18.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 26 por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser cuarto y quinto, respectivamente:



“Artículo 26.- El Presidente de la República, de conformidad con el artículo 74 de la Constitución, podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.



La calificación deberá hacerla en el correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.”.



19.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:



a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 27.- Cuando un proyecto sea calificado de simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia, ese plazo será de quince días, y si se solicitare discusión inmediata, será de seis días.”.



b) Agrégase en el inciso segundo, sustituyendo el punto final por un punto seguido, la siguiente oración:



“Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.



20.- Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:



a) Reemplázanse en el inciso segundo los términos “cuatro días” y “tres días” por “cinco días”.



b) Sustitúyense en el inciso tercero los términos “un día” y “uno” por los siguientes: “dos días” y “dos”, respectivamente.



21.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:



“Artículo 29.- El término del respectivo período de sesiones dará lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan presentado en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.”.



22.- Agrégase al inciso tercero del artículo 32, la siguiente oración:



“La circunstancia de que no se haya declarado tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla. Dicha declaración podrá ser revisada por la sala.”.



23.- Sustitúyese en los artículos 37, 39 y 47 el guarismo “48” por “52”.



24.- Intercálanse, a continuación del artículo 52, los siguientes Títulos V y VI, nuevos, pasando los actuales artículos 53, 54, 55 y 56 del Título Final, a ser 65, 66, 67 y 68, respectivamente, sin modificaciones.

Título V

DE LAS COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS



“Artículo 53.- La Cámara de Diputados creará, con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio, comisiones especiales investigadoras con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.



Estas comisiones, ni aún por la unanimidad de sus integrantes, podrán extender su cometido al conocimiento de materias no incluidas en el objeto o finalidad para el que se creen.



Las comisiones especiales de investigación estarán integradas por el número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados, quienes serán elegidos por sorteo.



La competencia de estas comisiones se extinguirá al expirar el plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de su vencimiento.



La última sesión que una comisión especial investigadora celebre dentro del plazo, se entenderá prorrogada hasta por quince días, exclusivamente para que aquella acuerde las conclusiones y proposiciones sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.



En todo caso, el término del respectivo período legislativo importará la disolución de las comisiones especiales investigadoras.



Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar en forma veraz y completa los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos y que se refieran a su cometido. En caso de incumplimiento de estas obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el artículo 10. Tratándose de Ministros de Estado, podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.



Los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.



Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.



Las citaciones podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación a este último para el solo efecto de su conocimiento.



Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes ostenten su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de las personas que designe el órgano de administración correspondiente.



En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.



Las autoridades, funcionarios y personas citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la comisión.



Si los antecedentes y las informaciones que les solicite la comisión se refieran a asuntos que conforme a una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos, sólo podrán proporcionarse en sesión secreta, por el Ministro de cuya cartera dependa o se relacione el organismo al que pertenezca el funcionario requerido, o por el representante legal de la empresa en que labora la persona que deba proporcionarlos.



Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o al jefe superior del servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes ostenten su representación legal.



Artículo 55.- Las personas citadas por una comisión especial investigadora que se encontraren en alguna de las situaciones de excepción descritas en los artículos 302, 303 y 305 del Código Procesal Penal, no estarán obligadas a prestar declaración. Sin embargo, deberán concurrir a la citación y dejar constancia de los motivos que dan origen a la facultad de abstenerse que invoquen.



Artículo 56.- Si fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por acuerdo de la mayoría de los miembros se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los antecedentes que se estimen pertinentes y necesarios para el cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.



Artículo 57.- Quienes concurran a las sesiones de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañados de un asesor o letrado con el fin de que les preste asesoría  y les proporcione los antecedentes escritos u orales que necesiten para responder a las consultas que se les formulen.



Al Presidente de la comisión especial investigadora le corresponderá cuidar porque se respeten los derechos de quienes concurran a sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo especial, velará porque no se les falte el respeto debido con acciones o palabras descomedidas o con imputaciones mediante las cuales se les atribuyan intenciones o sentimientos opuestos a sus deberes; y porque se salvaguarden el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los demás derechos constitucionales. Para la filmación y transmisión televisiva de las sesiones que celebren las comisiones especiales investigadoras se requerirá del acuerdo de la mayoría simple de sus integrantes.



Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, el Presidente podrá adoptar medidas destinadas a resguardar los derechos de las personas citadas o mencionadas en la investigación, tales como hacer llamados al orden, suspender la sesión, excusar temporalmente al afectado de permanecer en la sesión, prescindir de la declaración de quien ha incurrido en la falta o solicitar la amonestación o censura del o los diputados infractores, en conformidad al reglamento.



Las personas ofendidas o injustamente aludidas en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar tales alusiones, si así lo estimaren pertinente.



La comparecencia de una persona a una comisión especial investigadora, constituirá siempre justificación suficiente cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para cumplir obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.



Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento interno de la Cámara de Diputados.



Sin perjuicio de lo anterior, en caso de concluirse que existen responsabilidades políticas derivadas de los hechos que fueron materia de su investigación, el informe deberá individualizar a quienes afecta tal responsabilidad y la forma en que ella se concreta.



Las eventuales responsabilidades políticas que pudieren desprenderse de las conclusiones de una comisión especial investigadora, serán establecidas y perseguidas a través de los mecanismos constitucionales o legales que procedan.


Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.

Título VI

DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES



Artículo 59.- La aprobación de un tratado requerirá de los quórum que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 54 y 66 de la Constitución Política de la República, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.



Para los efectos del inciso anterior, las Cámaras se pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación única y con el quórum más elevado que corresponda a las materias reguladas por sus normas, dejando constancia de cuales son las que han requerido quórum calificado u orgánico constitucional.



Durante la discusión de los tratados, sólo podrá corregirse el texto de la parte dispositiva del proyecto de acuerdo propuesto por el Presidente de la República, con el único objeto de precisar el título o composición formal del tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en el texto autenticado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, sometido a la consideración del Congreso Nacional.



Artículo 60.- Si el tratado contiene alguna disposición que incida en la organización y atribuciones de los tribunales, deberá oírse previamente a la Corte Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución.



Artículo 61.- El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.



Artículo 62.- En el curso del trámite de su aprobación, cada Cámara podrá sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas a un tratado, siempre que ellas procedan en conformidad a lo previsto en el propio tratado o de acuerdo a las normas generales del Derecho Internacional.



Para los efectos de lo dispuesto en el párrafo octavo del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política, el Presidente de la Cámara de origen, en la comunicación que informe al Presidente de la República la aprobación del tratado por el Congreso Nacional, consignará las reservas que éste ha tenido en consideración al momento de aprobarlo.



Artículo 63.- Si el Presidente de la República adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste.



El Congreso dará a conocer su opinión, por escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita dicha opinión. Transcurrido este lapso sin que el Congreso emita su parecer, el Presidente de la República podrá prescindir de éste para efectuar la denuncia o el retiro.



La Cámara a la que se le pida opinión en primer término deberá emitir su parecer en un plazo no superior a quince días, al término del cual, con o sin su pronunciamiento, pasará a la otra para que se manifieste dentro del mismo plazo.



Producida la denuncia o el retiro, el Presidente de la República deberá informar de ello, dentro de los quince días siguientes, al Congreso Nacional.



Artículo 64.- El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste en conformidad con lo establecido en la presente ley.



El oficio por el cual el Presidente de la República solicita el acuerdo señalado en el inciso anterior será presentado a una de las Cámaras, la que deberá aprobarlo o rechazarlo en un plazo no superior a quince días contados desde la recepción del oficio pertinente, al término de los cuales, habiéndose aprobado la solicitud o sin haberse pronunciado sobre la misma, pasará a la otra para que se manifieste dentro de igual plazo. Si transcurridos treinta días desde que fuere recibido el oficio sin que el Congreso Nacional se pronuncie, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva, debiendo el Presidente de la Cámara en que se presentó la petición comunicar tal circunstancia al Presidente de la República.”.



25.- Reemplázase, en el artículo 3° transitorio, el guarismo “48” por “52”.



26.- Agrégase el siguiente artículo transitorio, nuevo:



“Artículo 4º.- No obstante la modificación incorporada por esta ley al inciso primero del artículo 9º y lo previsto en el nuevo artículo 54, de conformidad  a la disposición cuarta transitoria de la Constitución, se entenderá que cumplen con la exigencia de quórum calificado, los preceptos legales actualmente vigentes y dictados con anterioridad a la promulgación de la ley Nº 20.050, que establecen secreto o reserva respecto de determinados actos o documentos.”.”.
- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del día de esta sesión.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se indican, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Presidente de la Excelentísima Corte Suprema, acerca del procedimiento establecido para el reconocimiento del título de abogado obtenido en el extranjero, indicando el estado en el cual se encuentra la solicitud de la persona que indica.



2) Al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la II Región y, por su intermedio, al señor Director del Hospital Regional de Antofagasta, en relación con los trámites que deben cumplirse para que una persona sea intervenida quirúrgicamente e informe la situación que afecta a persona que indica, quien desde el mes de julio del año 2005 se encuentra a la espera de ser operada. 



3) Al señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la II Región y al señor Alcalde la Ilustre Municipalidad de Calama, para que informen acerca de presuntas irregularidades cometidas en un reemplazo docente en la Escuela D 4, de la Población Villa Ayquina de esa Comuna.



4) Al señor Secretario Regional Ministerial de Medio Ambiente de la II Región, requiriendo información acerca de los efectos contaminantes que se producen por las soldaduras con arco eléctrico que ejecuta la maestranza CONYMET, ubicada en la Villa Kamac, de la ciudad de Calama. 



5) Al señor Superintendente de Servicios Sanitarios, para que remita a esta Corporación, en el más breve plazo, los informes de gestión de la marcha de la Planta de Aguas Servidas de la ciudad de Calama.



6) Al señor Director del Servicio de Salud de la II Región y, por su intermedio, al señor Director de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez de esa Región, en relación con el procedimiento existente para el pago de las licencias médicas por esa institución, informando de la situación que afecta a persona que indica.



- Del Honorable Senador señor Chadwick a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitando que se analice la posibilidad de entregar recursos extraordinarios a la Ilustre Municipalidad de Peumo, a fin de que pueda pagar la deuda que mantiene esa Corporación con la Compañía General de Electricidad.



- Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Contralor General de la República, solicitando que se instruya la investigación de los proyectos “Fondo Social Presidente de la República” para la construcción de diferentes obras en la multicancha de la ex Escuela F-43, en el sector de Retiro, de la ciudad de Angol y acerca de eventuales responsabilidades funcionarias de las autoridades del Gobierno Regional, de la Gobernación Provincial de Malleco y de la Ilustre Municipalidad de Angol, en el uso de recursos públicos.



2) Al señor Ministro de Hacienda y a la señora Ministra de Planificación, solicitando que se analice la posibilidad de aumentar el número de cupos para subsidios de consumo de agua potable y alcantarillado en la comuna de Curacautín.



- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, en relación con la forma en que debe aplicarse la normativa legal que regula el otorgamiento de las pensiones de orfandad y para que informe de la situación que afecta a persona que indica.



- Del Honorable Senador señor Novoa al señor Director Regional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena de la X Región, para que informe el procedimiento que se aplica para la venta y adquisición de tierras indígenas, indicando el que se utilizó para la compra del predio que indica.



Del Honorable Senador señor Romero:



1) A la señora Ministra de Salud, solicitando información acerca de la posibilidad de habilitar un centro de salud en la localidad de Loncura, comuna de Quintero.



2) A las señoras Ministra de Salud y Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, requiriendo información acerca de los niveles de contaminación que afectan a las comunas de Quintero y Puchuncaví.



3) Al señor Director Nacional de Aduanas, solicitando información acerca del proceso de recepción de mercaderías en la Aduana de la ciudad de Los Andes y de los planes del Gobierno para que el Puerto Terrestre de dicha ciudad  cuente con una aparcadero-camping que permiten acoger a la gran cantidad de camiones que transitan por esa ciudad.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Mixto Partido Radical Social Demócrata, Partido Por la Democracia e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Vásquez, quien se refiere al Programa de Concesiones de Infraestructura Penitenciaria y a la necesidad de incorporar en él a la ciudad de Temuco y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros de Justicia y de Obras Públicas, para que estudien la posibilidad de implementar las medidas en infraestructura carcelaria que vayan en beneficio de los habitantes de la IX Región, adjuntando copia de su intervención.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable Senador señor Vásquez, de conformidad al Reglamento del Senado.

______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien se refiere al aumento de la carga impositiva en el país, la creación de instituciones públicas y la transferencia de fondos públicos al sector privado y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción, adjuntando copia de su intervención.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión, el Comité Partido Socialista, el Comité Partido Demócrata Cristiano y el Comité Partido Unión Demócrata Independiente.

- - -



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA 
Secretario General (S) del Senado
DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.084, QUE ESTABLECE UN SISTEMA DE RESPONSABILIDAD DE ADOLESCENTES POR INFRACCIONES A LA LEY PENAL

(5031-07)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, someto a vuestra consideración un proyecto de ley con el objeto de introducir modificaciones en la ley N°20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.  

ANTECEDENTES DEL PROYECTO.

En los próximos meses, nuestro país se verá enfrentado al gran desafío que impone la implementación de una nueva justicia penal adolescente. Con ella se pretende, además de dar cumplimiento a numerosos y diversos instrumentos internacionales en materia de infancia y adolescencia, generar un cambio estructural sin precedentes en materia de administración de justicia penal para los menores de 18 años. 

Pero esta nueva justicia requiere para su exitosa ejecución, de una estructura, organización e interacción de los diversos actores, que cumpla con los altos estándares de calidad y coordinación que la ley impone.

Por ello, el Ejecutivo se ha planteado la necesidad de introducir precisos, pero necesarios ajustes a la ley, de modo de cumplir con los fines que la inspiran, esto es, la responsabilización y la reinserción social del adolescente. 

En efecto, esta iniciativa legal responde a las inquietudes planteadas desde diversos sectores de la sociedad, en especial, a las directrices entregadas por la Comisión de Expertos,  órgano creado por la ley N°20.110, que suspendió la entrada en vigencia de la ley que ahora se modifica.

En este sentido, la propuesta que ahora presentamos apunta a perfeccionar algunos aspectos procesales y otros sustantivos que permitirán que ella sea aplicada de manera más uniforme, previniendo dudas interpretativas y problemas de operatividad del nuevo sistema de justicia penal para adolescentes.

CONTENIDO DE LA PROPUESTA.

Las modificaciones que sometemos a vuestra consideración, se estructuran a partir de cuatro aspectos fundamentales. 

El primero dice relación con la reordenación de los artículos referidos a la determinación de penas, a objeto de distinguir entre la pena a imponer y la pena considerada en abstracto. 

El segundo, en lo que respecta a la procedencia de la internación provisoria, clarifica cuál será la pena a considerar por el juez para determinar si ella es o no procedente. 

El tercer aspecto consiste en establecer en el caso de detención por flagrancia, nuevos elementos que deben presentarse durante el tiempo anterior al que el adolescente es puesto a disposición del tribunal. 

En cuarto, y último lugar, en lo que se refiere a los centros semicerrados, se otorga la posibilidad al Servicio Nacional de Menores de celebrar convenios con colaboradores acreditados para efectos de la oferta en materia de estos centros. Además, se contempla también facultar al juez para optar por la aplicación de una libertad asistida especial, en aquellos casos en que sea procedente una sanción de internación en régimen semicerrado.  

En atención a lo anterior las modificaciones son las siguientes: 

1.
Determinación de las penas.

Una de las cuestiones que puede producir incertidumbre en el operador de la ley que se modifica, es la diversidad de interpretaciones a que, eventualmente, dan lugar algunas de sus disposiciones. Ello acontece con aquellas contenidas en los artículos 6, 21, 22, 23 y 32, las que están determinadas por el sentido que se le atribuya a las expresiones “crimen”, “simple delito” o “falta”.  

Dichas dudas interpretativas se solucionan estableciendo que la pena a considerar en estas disposiciones, será aquella abstracta que el delito tenga asignada, de acuerdo a la normativa penal general o especial, según sea el caso. 

Por tanto, la sanción quedará determinada por el mínimo establecido para el delito en cuestión, a la que se le rebaja un grado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley N°20.084. 

2.
Internación provisoria.

En lo que respecta, específicamente al artículo 32 de la ley, la modificación que se introduce resuelve los problemas de interpretación que podrían suscitarse con respecto a la internación provisoria, estableciendo en la norma la procedencia de esta cautelar personal cuando la pena en abstracto lo permita. 

3.
Flagrancia.

Otro aspecto central del que se hace cargo esta ley, dice relación con cuestiones procesales que resultan especialmente relevantes para el buen funcionamiento del sistema de aplicación de justicia penal adolescente. 

En tal sentido, se modifica el artículo 31, que regula la detención por flagrancia. 

Se propone, como medida de garantía, establecer obligaciones para el fiscal y las policías durante las horas previas a la puesta a disposición del tribunal del adolescente, lo que en ningún caso podrá exceder de 24 horas. 

Para ello se establecen cuatro elementos que dan cuenta de estas garantías: el deber de  disposición directa al tribunal; la necesidad de que ello ocurra en el menor tiempo posible; con preferencia en la programación de la audiencia y, con presencia del defensor cuando la diligencia exceda de la simple acreditación de identidad. Lo anterior se estima, cumple de mejor forma los fines de la ley, que establecer un mero plazo máximo, subsanando los problemas de operatividad a que la norma podría dar origen. 

4.
Centros de internación semicerrados.

Por último, en cuanto a los centros para la internación en régimen semicerrado se introducen dos modificaciones. 

Con respecto a la administración de los centros semicerrados se propone modificar el artículo 43, en el sentido de ampliar las posibilidades para dar cobertura a la demanda a través de colaboradores acreditados que hayan celebrado convenios con el Servicio Nacional de Menores, pero a la vez manteniendo la responsabilidad directa por la correcta administración en este último organismo. 

Razones estratégicas indican que tanto la cobertura como la calidad de estos centros resultan indispensables, pues sólo de esta forma se puede asegurar razonablemente el adecuado cumplimiento de la sanción y disminuir los incentivos para su quebrantamiento. 

Desde un punto de vista normativo tanto la cobertura como la calidad de estos centros son obligaciones del Estado derivadas de su deber general de tratar con igual consideración y respeto a todos los sometidos a este régimen. 

Finalmente, otra de las cuestiones que se ha planteado como problemática en la implementación de esta ley ha sido la de contar con la debida capacidad material que permita una óptima reinserción para aquellas personas que son condenadas de acuerdo a las disposiciones de este cuerpo normativo. Por ello, se ha decidido otorgar la posibilidad al juez de optar por una sanción distinta de la de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, conforme la apreciación que tenga de las necesidades de reinserción del adolescente y las condiciones existentes para el cumplimiento de la misma, pudiendo de esta forma aplicar la libertad asistida especial, cuando ello fuere procedente. Todo lo anterior con estricta sujeción al mandato impuesto por el artículo 20 de la misma ley.  

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.-
Para introducir las siguientes modificaciones a la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal:


1)
Para sustituir los artículos 6, 21, 22 por los siguientes: 



“Artículo 6. Sanciones. En sustitución de las penas contempladas en el Código Penal y en las leyes complementarias, a las personas condenadas según esta ley sólo se aplicará la siguiente Escala General de Sanciones Penales para Adolescentes:



a) Internación en Régimen Cerrado con programa de reinserción social;



b) Internación en Régimen Semicerrado con programa de reinserción social;



c) Libertad Asistida Especial;



d) Libertad Asistida;



e) Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad;



f) Reparación del daño causado;



g) Multa;



h) Amonestación;



Penas accesorias:



a) Prohibición de Conducción de Vehículos Motorizados; 



b) Comiso e incautación de los objetos documentos e instrumentos de los delitos según lo dispuesto en el Código Penal, el Código Procesal Penal y leyes complementarias.



Artículo 21. Reglas de determinación de la extensión de las penas. Para establecer la duración de la sanción que deba imponerse con arreglo a la presente ley, el tribunal deberá aplicar, a partir de la pena inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el ilícito correspondiente, las reglas previstas en el Párrafo 4 del Título III del Libro I del Código Penal, con excepción de lo dispuesto en el artículo 69 de dicho Código.



Artículo 22. Aplicación de los límites máximos de las penas privativas de libertad. Si la sanción calculada en la forma dispuesta en el artículo precedente supera los límites máximos dispuestos en el artículo 18, su extensión definitiva deberá ajustarse a dichos límites.


2)
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 23: 



a) Para sustituir el numeral 1° la frase “resulta equivalente a una pena de crimen” por la siguiente “supera los cinco años”. 



b) Para agregar un inciso segundo del siguiente tenor: “La duración de las sanciones de libertad asistida, libertad asistida especial y prestación de servicios a la comunidad, se regirá por lo dispuesto en los artículos 11, 13 y 14 de la presente ley.”.


3)
Para sustituir el inciso 1 del artículo 31 por el siguiente: 



“Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones, en sus respectivos ámbitos de competencia, deberán poner a los adolescentes que se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 129 y 131 del Código Procesal Penal, a disposición del juez de garantía, de manera directa y en el menor tiempo posible. La audiencia judicial que se celebre gozará de preferencia en su programación, no pudiendo en caso alguno exceder de 24 horas. El adolescente sólo podrá declarar ante el fiscal en presencia de un defensor, cuya participación será indispensable en cualquier actuación en que se requiera al adolescente y que exceda de la mera acreditación de su identidad. Dicha detención se regulará, salvo en los aspectos previstos en este artículo, por el párrafo 3° del Título V, del Libro I del Código Procesal Penal. Si se diere lugar a la ampliación del plazo de la detención conforme al artículo 132 de dicho Código, ésta sólo podrá ser ejecutada en los centros de internación provisoria de que trata la presente ley.”.


4)
Para sustituir en el artículo 32 la expresión “crímenes” por la siguiente frase “las conductas que de ser cometidas por una persona mayor de dieciocho años constituirían crímenes”. 


5)
Para sustituir el artículo 43 por el siguiente: 



“Artículo 43.- Centros de privación de libertad. La administración de los Centros Cerrados de Privación de Libertad y de los recintos donde se cumpla la medida de internación provisoria, corresponderá siempre y en forma directa al Servicio Nacional de Menores, con excepción de los señalados en la letra a) siguiente, cuya administración podrá corresponder en forma directa al Servicio Nacional de Menores o a los colaboradores acreditados que hayan celebrado los convenios respectivos con dicha institución.


Para dar cumplimiento a las sanciones privativas de libertad y a la medida de internación provisoria contenidas en esta ley, existirán tres tipos de centros:


a) Los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado.


b) Los Centros Cerrados de Privación de Libertad.


c) Los Centros de Internación Provisoria.


Para garantizar la seguridad y la permanencia de los infractores en los centros a que se refieren las letras b) y c) precedentes, se establecerá en ellos una guardia armada de carácter externo, a cargo de Gendarmería de Chile. Ésta permanecerá fuera del recinto, pero estará autorizada para ingresar en caso de motín o en otras situaciones de grave riesgo para los adolescentes y revisar sus dependencias con el solo objeto de evitarlas.


La organización y funcionamiento de los recintos aludidos en el presente artículo se regulará en un reglamento dictado por decreto supremo, expedido por medio del Ministerio de Justicia, conforme a las normas contenidas en el presente Título.”

6)
Para agregar un artículo 5° transitorio del siguiente tenor: 


“Artículo 5. Durante el primer año de vigencia de esta ley, en todos los casos en que resulte procedente la aplicación de la sanción de internación en régimen semicerrado con programa de reinserción social, el juez podrá aplicar en su reemplazo y por el mismo tiempo de duración, la sanción de libertad asistida especial.



Para estos efectos, el juez tendrá especialmente presente la oferta efectivamente disponible, el lugar de residencia habitual del adolescente y el mejor servicio a los propósitos de integración social de la medida.” 
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.):MICHELLE BACHELET JERIA,

CARLOS MALDONADO CURTI,

Presidenta de la República




Ministro de Justicia
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE PESCA RECREATIVA

(3424-21)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir un segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos Escobar.


A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, el Subsecretario de Pesca, señor Carlos Hernández; la Encargada de Asuntos Internacionales de la Subsecretaría de Pesca, señora Valeria Carvajal; la Jefa de la División Jurídica de esa Subsecretaría, señora Jessica Fuentes y los asesores de esa Subsecretaría, señores Alex Brown y Osvaldo Urrutia.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento de la Corporación, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1º, 2º, 4º, 5º, 9º, 10, 12, 25, 28, 30, 32, 34, 35, 40, 45, 46, 51, 52, 53, 55 y 58 permanentes, y artículos 1º y 3º transitorios.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las signadas con los números 1, 3, 6, 8 a), 20, 23 b), 23 c), 23 d), 25, 26, 27, 33, 50, 53, 54, 55, 55 a), 56, 57, 58, 59, 60, 62, 67 y 68 a).


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: las identificadas con los números 2, 5, 7, 9, 12, 14, 17, 21, 23, 23 a), 30, 32, 34, 35, 37, 38, 39, 43, 44, 45, 47, 48, 49, 61, 63 y 65.


4. Indicaciones rechazadas: las numeradas 19, 24, 51 y 68.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: las contenidas en los números 10 y 29.


6. Indicaciones retiradas: las de los números 4, 8, 11, 13, 15, 16, 18, 22, 28, 31, 36, 40, 41, 42, 46, 52, 64 y 66.

- - -

CUESTIÓN PREVIA


1. Hacemos presente que tanto el Honorable Senado como la Honorable Cámara de Diputados consultaron a la Excma. Corte Suprema de Justicia, de conformidad con el artículo 77 de la Constitución Política, acerca de las normas sobre infracciones y procedimientos sancionatorios que contiene el proyecto, por incidir en las atribuciones y organización del Poder Judicial.


Posteriormente, durante la discusión particular de la iniciativa, S.E. la señora Presidenta de la República formuló una indicación -la signada con el Nº 61- que incorpora una norma que faculta al juez para imponer, como pena accesoria a las multas de que tratan los artículos 49 y 50, la prestación de servicios a la comunidad, lo que dio origen a un nuevo oficio a la Excma. Corte consultándole su opinión sobre dicha norma.


2. Igualmente, prevenimos que los artículos 12, 13, 15, 17, 19, 20, 22, 24, 25, 27, 28, 29, 30, 31, 42, 43, 51, 52 y 59, Nº 3, letra a) del texto despachado por la Comisión, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional pues afectan normas de esa jerarquía. (Atribuciones de los consejos regionales y municipios; la organización básica de la administración del Estado, y la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia).


Los artículos 6º, 7º, 26, 38 y 39 del mismo texto, deben ser aprobados con quórum calificado, pues recaen en limitaciones o requisitos para adquirir el dominio de ciertos bienes.


3. Prevenimos finalmente que la intercalación de un artículo 19, nuevo, varió la numeración correlativa de los artículos 19 y siguientes del texto aprobado en general. Igualmente, hubo de reemplazar, en todo el articulado, las referencias que éste hace a los preceptos de esta ley, atendida la nueva numeración.


El acuerdo correspondiente fue adoptado por los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath, y en lo que respecta a los cambios de referencia de todo el articulado del proyecto, recayó en los artículos 14, 17, 19, 20, 22, 23, 24, 26, 31, 47 y 49, permanentes, y 2º y 5º transitorios del texto aprobado en general.

- - -

CONTENIDO Y DISCUSIÓN DE LAS INDICACIONES


Consignamos a continuación una descripción de las indicaciones formuladas, los preceptos sobre las cuales ellas recaen y los acuerdos adoptados.

Artículo 3º


Este precepto del texto aprobado en general contiene diversas definiciones de conceptos que complementan o se emplean en esta ley.

Letra e)


La indicación Nº 1, de S.E. la señora Presidenta de la República, propone trasladar la letra e), que define a la pesca submarina como “la captura de fauna íctica marina, mediante buceo deportivo apnea y el empleo de uno o más arpones de elástico o de aire comprimido”, al penúltimo lugar de los literales que conforman este artículo.


Esta indicación fue aprobada en los términos propuestos con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi y Horvath.


Hacemos presente que con ocasión del debate recaído en esta indicación, la Comisión observó que el título de la letra d) de este artículo, “caudal mínimo pesquero”, puede tener una vinculación más cercana a la pesca industrial que a la pesca recreativa, razón por la que, también con la unanimidad de los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi y Horvath, y conforme lo autoriza el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, sustituyó la expresión “pesquero” por la frase “para efectos de pesca recreativa”, que ilustra con mayor propiedad la idea que ese título representa.

Letra g)


En la indicación Nº 2, el Honorable Senador señor Horvath propone reemplazar en la letra g) de este artículo la palabra “Zonal” por “Regional”. (Este literal expresa que por “Director Zonal” debe entenderse el de la Subsecretaría de Pesca).


Esta indicación fue objeto de un debate acerca de su admisibilidad y oportunidad, expresándose por su autor que la idea que persigue es reforzar la dirección y fiscalización de la pesca en una autoridad con jurisdicción en áreas que tengan mayor identificación geográfica, al tiempo que también es conveniente que regiones contiguas de alta actividad pesquera, como son las Regiones X y XI estén bajo la jurisdicción de distintos funcionarios.


Sobre la base de este antecedente, el Ejecutivo propuso una nueva norma transitoria que dispone que en tanto no haya un Director Zonal exclusivo para la XI Región de Aysén, cumplirá sus funciones el de la Duodécima Región. Reglamentariamente habilitada por el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, esta Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath, acogió esta proposición en los términos propuestos por el Ejecutivo, en el entendido que la indicación que originó este debate -que se repite en diversas otras normas de este proyecto- también queda aprobada, modificada y subsumida en el nuevo texto pues satisface la inquietud que la motivó. La referida norma se incluye como artículo 6º transitorio del proyecto.
- - -


Enseguida, en la indicación Nº 3, el Honorable Senador señor Arancibia agrega una nueva letra en el artículo 3º, que define las “medidas de garantía reproductiva de las especies de interés recreativo” como “el conjunto de medidas que garantizan la viabilidad y continuidad de los procesos reproductivos de las especies recreativas”, indicación que contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi y Horvath.

La referida indicación se incorpora al proyecto como una nueva letra p) del artículo 3º, en los mismos términos en que fue propuesta.

- - -

Artículo 6º


Esta norma del proyecto de ley aprobado en general regula la denominada “licencia de pesca recreativa”.


En su inciso quinto dispone que el Servicio Nacional de Pesca, junto con la licencia de pesca, debe informar al titular de la licencia acerca de las medidas de administración que regulan la actividad. Impone también al Servicio la obligación de mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, que será de acceso público.


El Honorable Senador señor Arancibia, en la indicación Nº 4, suprime la frase subrayada. Esta indicación fue retirada por su autor.
Artículo 7º


Este artículo que encabeza el Título III del proyecto , “De las medidas generales de administración”, declara que podrán adoptarse como medidas de conservación para la pesca recreativa las consignadas en la Ley General de Pesca y las que contiene este título.


El inciso segundo prevé que en las aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva, las medidas se adoptarán por resolución fundada de la Subsecretaría, y en las aguas terrestres por el Director Zonal respecto de las áreas comprendidas en su jurisdicción.


En la indicación Nº 5, el Honorable Senador señor Horvath reemplaza la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”, indicación que como se explicó, ha de darse por aprobada subsumida en el nuevo precepto transitorio que se incorporó al proyecto, del que hemos dado cuenta con ocasión del debate de la indicación Nº 2 (Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath).
Artículo 8º


Se refiere a las medidas de conservación establecidas en la Ley General de Pesca.


Dispone que sin perjuicio de las regulaciones del artículo precedente, en la pesca recreativa habrán de respetarse las prohibiciones y medidas de administración consignadas en la Ley General de Pesca, a menos que el acto administrativo correspondiente excluya expresamente su cumplimiento.


En la indicación Nº 6, el Honorable Senador señor Arancibia propone suprimir la frase subrayada.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi.


Con la misma unanimidad y conforme lo autoriza el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la Comisión intercaló, a continuación del vocablo “administración” en el texto propuesto, la frase “aplicables a la pesca extractiva”, para precisar que son las normas de la Ley de Pesca relativas a ese segmento pesquero las que importan para el efecto de este artículo.

Artículo 11


Regula la repoblación y la siembra de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa.


En su inciso segundo preceptúa que las personas (naturales o jurídicas), para realizar actividades de siembra o repoblación, deben solicitar autorización a la Subsecretaría o al Director Zonal, según corresponda, acompañando los antecedentes que establezca el reglamento.


En la indicación Nº 7, el Honorable Senador señor Horvath reemplaza las expresiones “Director Zonal” por “Director Regional”.


Cual se señaló, fue aprobada subsumida en otra redacción por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.
Artículo 13


Anuncia el procedimiento previo a la declaración de área preferencial.


Expresa que el Intendente identificará secciones de cursos o cuerpos de agua terrestre susceptible de ser declaradas áreas preferenciales, previa elaboración de estudios técnicos y consulta al consejo de pesca recreativa de la región, a las autoridades competentes y al municipio o municipios donde se ubique el área (inciso primero).


El inciso segundo prevé que los informes solicitados por el Intendente se emitirán en el plazo de sesenta días corridos, prescindiéndose de ellos si no se emiten.


El inciso tercero dispone que no serán declaradas áreas preferenciales las que no cuenten con la aprobación de la Subsecretaría de Marina cuando se trate de establecerlas en ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas; o en otros cuerpos de aguas que no siendo navegables por buques de más de cien toneladas, sean de propiedad fiscal. En este último caso no serán declaradas áreas preferenciales en la extensión en que queden afectados por las mareas.


El siguiente inciso, el cuarto, prescribe que la declaración de áreas preferenciales se publica en el Diario Oficial y en un diario de circulación local para que pueda ser objeto de observaciones, dentro de treinta días corridos contados desde la fecha de la última publicación.


El inciso final -el quinto- señala que dentro de los treinta días corridos, siguientes al vencimiento del plazo previsto en el inciso precedente, el Intendente emitirá un informe con los pronunciamientos y observaciones recaídos en la iniciativa (declaración) y convocará al consejo regional a sesión extraordinaria, la que se celebrará entre los quince y los treinta días corridos siguientes a la convocatoria.


En la indicación Nº 8, el Honorable Senador señor Bianchi propone la sustitución de este precepto por otro que:


Uno) En su inciso primero prevé las mismas actuaciones que los incisos primero y segundo del texto sustituido, pero reemplaza el sujeto activo -es decir- la autoridad que identifica el área susceptible de ser declarada área preferencial, esto es, el Intendente, por el municipio y su alcalde.


Los incisos siguientes del texto de reemplazo, los incisos segundo y tercero, reproducen en sus mismos términos los incisos tercero y cuarto del precepto aprobado en general, en tanto que el inciso final de la indicación dispone que transcurridos los plazos mencionados en el último inciso del texto sustituido el Intendente emitirá un informe que considere “los pronunciamientos y observaciones a las iniciativas presentadas por las distintas municipalidades” y convocará al consejo regional adjuntando el informe.


En la indicación Nº 8 a) S.E. la señora Presidenta de la República propone tres enmiendas a este artículo 13:


Uno) La primera consiste en reemplazar en el inciso segundo la expresión “informes” por “pronunciamientos” e “informe” por “pronunciamiento”.


Dos) La segunda sustituye en el inciso tercero el vocablo “identificadas” por “propuestas”, y


Tres) La tercera también reemplaza en el inciso cuarto la voz “identificadas” por “propuestas”.


La indicación Nº 8 fue retirada por su autor, en tanto que la indicación Nº 8 a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi, sin enmiendas.
Artículo 15


Trata acerca de la declaración del área preferencial.


El inciso primero atribuye al consejo regional competencia para aprobar la declaración del área preferencial.


Su inciso segundo dispone que con posterioridad a la aprobación de la declaración, el Intendente dictará una resolución que incluya las áreas preferenciales por un plazo de veinte años, o de treinta en el caso de las áreas degradadas, con indicación de su ubicación geográfica y deslindes. Además, señalará el caudal mínimo pesquero del correspondiente curso o cuerpo de agua.


En la indicación Nº 9, el Honorable Senador señor Arancibia, intercala en este inciso, a continuación de la frase “caudal mínimo pesquero“ la oración “o medidas de garantía según corresponda”.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath, con la sola enmienda de reemplazar la conjunción disyuntiva “o” por la conjunción copulativa “y”. Además, con la misma votación y reglamentariamente habilitada (artículo 121 del Reglamento de la Corporación), sustituyó la expresión “pesquero” escrita a continuación de las palabras “caudal mínimo” por el vocablo “respectivo”; suprimió la palabra “correspondiente” e intercaló una coma (,) entre las palabras “garantía” y “según”, que emplea la indicación Nº 9.

Artículo 16

Esta norma del texto aprobado en general regula el “caudal mínimo pesquero”. En su inciso primero dispone que en las áreas preferenciales existirá un caudal mínimo pesquero establecido por la Dirección General de Aguas en la resolución que declara el área preferencial.


En su inciso segundo establece que para la determinación de dicho caudal, la Dirección General de Aguas utilizará una metodología previamente visada por la Subsecretaría.


Finalmente, su inciso tercero prescribe que los derechos de aprovechamiento que se otorguen en el área preferencial no podrán afectar el caudal mínimo pesquero.


Respecto de este artículo se formularon las indicaciones Nºs 10 a 12, todas de autoría del Honorable Senador señor Arancibia.


La indicación Nº 10 reemplaza en el inciso primero la expresión “Dirección General de Aguas” por “Subsecretaría de Pesca”; la indicación Nº 11 suprime el inciso segundo, y la indicación N° 12 sustituye el inciso tercero por otro que dispone que los derechos de agua sobre el área preferencial deberán asegurar el desarrollo de las especies de interés recreativo que allí existan, en virtud del caudal mínimo o de las medidas de garantía reproductivas que se proponen en el artículo siguiente. (El que se incorpora mediante la indicación Nº 13, del mismo autor).


La indicación Nº 10 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República; la indicación Nº 11 fue retirada por su autor, en tanto que la indicación Nº 12 fue aprobada con enmiendas, esto es, incorporando al texto de la Honorable Cámara una norma que señala que esos derechos de aprovechamiento no podrán afectar el caudal mínimo ni las medidas de garantía reproductivas, precedida de una coma (,). También se suprimió el vocablo “pesquero”, en correspondencia con lo actuado en indicaciones anteriores.


El acuerdo precedente fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath.

- - -


En la indicación Nº 13, el Honorable Senador señor Arancibia sugiere la incorporación de un nuevo artículo, a continuación del artículo 16, para garantizar la reproducción de las especies de interés recreativo. A ese efecto, dispone que existirán garantías reproductivas de dichas especies en las áreas preferenciales, las que serán fijadas por la Subsecretaría de Pesca en la resolución que declara el área preferencial.


Esta indicación fue retirada por su autor.
- - -

Artículo 17


Este precepto reglamenta la elaboración y aprobación del plan de manejo. 

En su inciso primero prescribe que para cada área preferencial existirá un plan de manejo que deberá contar con la aprobación del Director Zonal previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


En lo que interesa a este informe, el inciso segundo prevé que los planes de manejo se financiarán con cargo al Fondo de Investigación Pesquera y se adjudicarán en pública subasta, sin perjuicio del financiamiento que puedan obtenerse con cargo a otros fondos.


El inciso final declara que el plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, según de conformidad con la ley Nº 19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente, con excepción de lo dispuesto en la letra p) de su artículo 10.


Este artículo fue objeto de las indicaciones números 14, 15 y 16.


La indicación Nº 14, del Honorable Senador señor Horvath, propone reemplazar, en el inciso primero, la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”.


La indicación Nº 15, del Honorable Senador señor Arancibia, intercala en el inciso segundo, a continuación de la primera oración, la siguiente: “Este plan deberá ser sometido a la declaración o evaluación de impacto ambiental de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 19.300, con excepción de lo dispuesto en la letra p) de su artículo 10.”.

La indicación Nº 16, del Honorable Senador señor Arancibia sugiere la supresión del inciso final.


La indicación Nº 14 fue aprobada con las modificaciones explicadas con ocasión del debate de la indicación Nº 2, con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath, y las indicaciones Nºs. 15 y 16 fueron retiradas por su autor.


Con la misma unanimidad y habilitada por el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la Comisión enmendó el inciso final de este precepto en el sentido de precisar que el plan de manejo se somete al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300, pues es esa norma la que obliga a aplicar el sistema de evaluación de impacto ambiental a los proyectos recaídos en obras, programas o actividades en parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, parques marinos y reservas marinas, entre otros y, en general, en las áreas colocadas bajo protección oficial, siendo la pesca recreativa una actividad que puede afectar las áreas y lugares que esta disposición cautela.

Artículo 18


El texto aprobado en general para este artículo regula el contenido del plan de manejo. 


En su letra d) dispone que el plan expresará los objetivos principales y secundarios del mismo.

La indicación Nº 17, del Honorable Senador señor Arancibia, sugiere agregarle la frase “que incluya una descripción de la metodología de intervención y mecanismos de verificación de indicadores de eficiencia”.


La letra g) de este artículo señala que las acciones de repoblación deberán cumplir con las disposiciones del reglamento a que hace alusión el artículo 11 (a propósito de la repoblación y siembra, dispone que será un reglamento del Ministerio el que fijará la forma y condiciones en que estas acciones podrán realizarse).


La indicación Nº 18, del Honorable Senador señor Arancibia, intercala, a continuación de la frase “Acciones de repoblación”, la expresión “y siembra”.


Por su parte, la letra h) preceptúa que el plan contendrá también actividades compatibles con la pesca recreativa. 


La indicación Nº 19 del mismo autor de la precedente suprime esta letra.


La indicación Nº 20, de autoría de S.E. la señora Presidenta de la República, agrega una letra i), nueva, del siguiente tenor:


“i) En el caso de áreas degradadas, el plan de manejo deberá comprender un plan de restauración, que tendrá por objeto la recuperación del hábitat de las especies hidrobiológicas de dicho lugar, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población.”.

El inciso cuarto del texto aprobado en general prescribe que para el caso de que existan modificaciones ocasionadas por los programas de seguimiento, éstas deberán ser aprobadas por el Director Zonal con consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


La indicación Nº 21, del Honorable Senador señor Horvath, sugiere, en este inciso, la sustitución de la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”.


El inciso quinto de este artículo ordena publicar en extracto el plan de manejo y sus modificaciones. El extracto, además, deberá contener las medidas de administración, limitaciones, y prohibiciones fijadas para la pesca recreativa y otras actividades deportivas.


La indicación Nº 22, del Honorable Senador señor Arancibia, propone la supresión de esta norma.


La indicación Nºs. 17 fue aprobada con una enmienda formal y la Nº 20 sin enmiendas, ambas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath; las indicaciones Nºs. 18 y 22 fueron retiradas por su autor. La indicación Nº 19 fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Horvath y Avila, y el voto a favor del Honorable Senador señor Arancibia, en tanto que la indicación Nº 21 fue aprobada enmendada con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath, en correspondencia con otros acuerdos de que se ha dado cuenta en acápites anteriores de este informe. (Indicación Nº 2).

Finalmente, antes de concluir el debate, la Comisión, habilitada por el artículo 121 del Reglamento de la Corporación acordó:


Acoger una proposición del Ejecutivo que incorpora una letra j) y una frase al inciso final, nuevos, al artículo 18, nueva, del siguiente tenor:


“j) Acciones de formación y educación relacionadas con la pesca recreativa y el medio ambiente.”.


(La aprobación de este literal y su inclusión en el artículo 18 guarda relación con la indicación Nº 28, que sugiere consignar su contenido en el artículo 21, como un criterio que debe tenerse en consideración para la adjudicación de la administración del área preferencial).


Agregar al inciso quinto, la frase final:


“La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.”.


Los acuerdos precedentes fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.

- - -


Enseguida, en la indicación Nº 23, S.E. la señora Presidenta de la República intercala un nuevo artículo, a continuación del artículo 18, que establece en términos generales las opciones de administración de las áreas preferenciales.


El nuevo precepto, en los dos incisos que lo conforman, admite dos formas de administración: directamente por el municipio o municipios involucrados si en el territorio de éstos se encuentra parte del área, en cuyo caso quedan facultados para constituir asociaciones municipales o corporaciones o fundaciones de derecho privado, sin fines de lucro, o bien, entregarla a personas naturales o jurídicas, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Esta indicación, y el nuevo artículo sobre el que recae, que se intercala en el proyecto como antecedente previo a las normas que regulan el procedimiento de licitación del área preferencial, fue aprobada en la siguiente forma, con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath:

1. Se mantuvo la disposición que proponía como antecedente previo a cualquiera actuación respecto de la administración de las áreas preferenciales, la aprobación del plan de manejo aplicable al área.


2. Se precisó que el o los municipios en cuyo territorio se ubique toda o parte del área podrán asumir dicha administración directamente o en asociación con otros municipios, “cuando corresponda.”. (Esta última expresión pretende precisar que la administración en asociación con otros municipios procede sólo en el caso de que esos municipios compartan territorialmente el área preferencial.).


3. Se reconoce a los municipios la facultad de optar por la entrega de la administración a terceros:


a) En pública subasta.


b) A personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, inclusas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Del modo dicho, la Comisión desestimó incluir otras formas de administración colectiva por los municipios, como las corporaciones y fundaciones que proponía la indicación, pues éstas, en la legislación municipal, están concebidas para ocuparse de la promoción y difusión de arte y de la cultura.


La norma así explicada se incorpora al proyecto como artículo 19.

- - -

Artículo 19


Pasa a ser artículo 20.


Esta norma aprobada en general trata acerca de la licitación de la administración del área preferencial. Prescribe en su inciso primero que se podrá licitar la administración, para lo cual en las bases de licitación se deberán considerar, a lo menos, los siguientes aspectos: duración del convenio; requisitos que deberán cumplir los participantes; montos a consignar por el adjudicatario para compensar los gastos de la licitación, y la parte del permiso de pesca que beneficiará al municipio; criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas; individualización de los sectores liberados de pago; beneficios para los residentes aledaños al área preferencial; multas por incumplimiento de obligaciones contractuales y, por último, los datos referentes al lugar, fecha y hora de cierre de las ofertas técnicas y económicas, como también de su apertura. 


En el inciso segundo declara que las multas se duplicarán en el caso de que el incumplimiento ocurra dentro de los dos últimos años del contrato. 


Respecto de este artículo se formularon las indicaciones signadas con los numerales 23 a), 23 b), 23 c) y 23 d) del Boletín.


La indicación 23 a), del Honorable Senador señor Arancibia, reemplaza en el inciso primero de la norma descrita la oración “Se podrá licitar la administración del área preferencial.” Por “La administración del área preferencial se adquiere por una licitación pública.”.


Las indicaciones 23 b), 23 c) y 23 d) son de autoría de S.E. la señora Presidenta de la República. 


La indicación Nº 23 b) sugiere el reemplazo del encabezamiento del inciso primero por el siguiente:


“Licitación para la administración del área preferencial. La municipalidad podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación por decreto alcaldicio, el que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:”.


La indicación Nº 23 c) precisa que el monto a pagar por las compensaciones de los gastos de licitación y el porcentaje de los permisos deben hacerse, en ambos casos, al municipio.

Finalmente, la indicación Nº 23 d) incorpora el siguiente inciso final a este artículo:


“Un extracto del decreto alcaldicio (que convoca a la licitación) se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.”.


A esta última indicación se agregó otra, también del Ejecutivo, que se aprobó en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, que incorpora a este inciso final la frase: “y será complementado (el extracto) mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.”.


La indicación Nºs. 23 a) fue aprobada subsumida en el nuevo artículo 19 a que dio origen la indicación Nº 23, con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath. Las indicaciones Nºs. 23 b), 23 c), 23 d) y la complementaria de que hemos dado cuenta, fueron aprobadas en los mismos términos sugeridos, y con una enmienda formal la última, con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.

- - -


Al finalizar el debate sobre este precepto y el del nuevo artículo 19, la Comisión rechazó una proposición del Ejecutivo que incorporaba un segundo inciso al referido nuevo artículo 19, aclarando que para el solo efecto de esta ley (ley de pesca recreativa) y no obstante lo dispuesto en el artículo 127 de la ley municipal, los municipios podrán constituir corporaciones o fundaciones para administrar las áreas preferenciales.


Cual se señaló con ocasión del debate de ese nuevo precepto, las corporaciones y fundaciones municipales sólo pueden tener por objeto la promoción y difusión del arte y la cultura, razón por la cual la Comisión desestimó incluir tal indicación en el precepto; y optó por facultar a los municipios para administrar las áreas preferenciales directamente o en asociación con otros municipios, modalidad que sí está permitida en la legislación municipal.


La propuesta del Ejecutivo se rechazó con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.

- - -

Artículo 20


Pasa a ser artículo 21.


Esta disposición aprobado en general regula la forma para participar en la licitación del área preferencial.


Su inciso segundo prescribe que en presencia de dos o más áreas preferenciales en una región, la autoridad no podrá entregar a una misma persona más del cincuenta por ciento de las áreas declaradas en esa región. (La “misma persona” a que alude el precepto comprende a las personas naturales o jurídicas o personas vinculadas a ellas como el cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad; los socios de una sociedad de personas y determinadas otras sociedades).


Este artículo fue objeto de las indicaciones Nºs. 24 y 25. 


La indicación Nº 24 del Honorable Senador señor Horvath, sugiere la supresión del inciso segundo; y la indicación Nº 25, del Honorable Senador señor Arancibia, intercala a continuación de la frase inicial “Si en una misma región se declararen dos o más áreas preferenciales”, la expresión “la administración”.


La indicación Nº 24 fue rechazada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Escalona, en tanto que la indicación Nº 25 contó con la aprobación de esa misma unanimidad, a la que se sumó el Honorable Senador señor Horvath, sin enmiendas. Además, en razón de la aprobación de la indicación Nº 25, y también con esa unanimidad, la Comisión reemplazó el vocablo “podrán” por “podrá” escrito a continuación.
Artículo 21


Pasó a ser artículo 22.


Esta norma se ocupa de la adjudicación de la administración del área preferencial.


En su inciso segundo prevé que las ofertas técnicas recaídas en la licitación serán calificadas por el Director Zonal y por el Director Regional de Turismo con competencia en la región donde se encuentra el área licitada, de acuerdo a los criterios fijados en las bases, dentro del plazo de 20 días corridos. Las ofertas económicas no serán abiertas y quedarán en custodia de un notario público.


El inciso tercero expresa que serán abiertas por el notario público las ofertas económicas asociadas a las ofertas técnicas aprobadas.


El inciso cuarto declara que la administración del área será adjudicada al licitante que tenga el permiso especial de menor precio diario. Para la fijación de dicho monto no se considerarán los derechos para la adquisición de permisos por parte de extranjeros no residentes. Agrega que no se aceptarán ofertas que excedan del precio máximo diario fijado previamente por la municipalidad.


Los preceptos descritos fueron objeto de tres indicaciones, signadas con los Nºs. 26, 27 y 28, todas de autoría del Honorable Senador señor Arancibia.


La indicación Nº 26 -que se estimó admisible y después corroborada por el Ejecutivo- sustituye el inciso segundo por otro que entrega la calificación de las ofertas técnicas al Director Zonal que corresponda, con consulta al Director Regional de Turismo en el plazo de veinte días corridos. Reproduce, finalmente, la prohibición que el texto original dispone respecto de las ofertas económicas.


En correspondencia con la anterior, la indicación Nº 27, también calificada de admisible por la Comisión, suprime en el inciso tercero, la expresión “el Director Regional de Turismo”, y la indicación Nº 28 reemplaza el inciso cuarto por otro que ordena los criterios según los cuales deberá adjudicarse la administración del área preferencial respectiva, esto es:


a) Precio diario ponderado;


b) Margen de contribución real al municipio;


c) Mérito ambiental de la propuesta;


d) Mérito innovativo de la propuesta en la medida que densifica la apertura del territorio;


e) Mérito del proyecto en acciones de formación y educación;


f) Generación de empleo productivo, y


g) Inversiones que agreguen valor permanente al territorio o al cuerpo de agua.


Las indicaciones Nºs. 26 y 27 fueron aprobadas sin enmiendas, con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Escalona y Horvath, y la indicación Nº 28 fue retirada por su autor.


Prevenimos que no obstante el retiro de la indicación Nº 28, el literal e), contenido en la norma de reemplazo sugerida en ella se ha incorporado como letra j) del nuevo artículo 18, según se explicó en su oportunidad.

Artículo 23


Pasa a ser artículo 24.


Consigna las condiciones para que la licitación del área preferencial sea practicada por el gobierno regional.


El inciso quinto establece que las multas cursadas por incumplimiento del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el Intendente a beneficio del gobierno regional.


La indicación Nº 29 del Honorable Senador señor Arancibia recayó sobre este artículo, y propone la sustitución de la frase “intendente y de beneficio del gobierno regional” por “municipio o municipios en que se encuentre situada el área preferencial de pesca recreativa”.

Si bien la unanimidad de la Comisión concordó con esta indicación, hubo de declararse inadmisible en razón de su contenido. No obstante el Ejecutivo, que también coincidió con la indicación, formuló una proposición de igual contenido que el de la desestimada, (con modificaciones de redacción y otra que precisa que la multa es de beneficio comunal), que fue acogida de conformidad con el artículo 121 del Reglamento de la Corporación por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi, Escalona y Horvath.
Artículo 26


Pasa a ser artículo 27.


Este precepto aprobado en general establece reglas relativas al permiso especial de pesca en el área preferencial.


En su inciso segundo dispone que el administrador estará facultado para cobrar por los permisos especiales. Como excepción, libera de pago un tramo que corresponda hasta el 20% del área en que sea posible la pesca recreativa, para lo cual habrán de otorgarse permisos especiales liberados de pago.


A su turno, el inciso cuarto expresa que podrán fijarse montos diferenciados de derechos para extranjeros, salvo que opere reciprocidad de trato a los chilenos en igualdad de condiciones con los nacionales del país extranjero. Agrega que los chilenos residentes en la zona del área preferencial; los guías de pesca que estén certificados en la región y los pescadores que se desempeñen habitualmente en esa área, podrán gozar de beneficios para la adquisición de los permisos especiales.


Este artículo fue objeto de las indicaciones Nºs. 30 y 31, ambas de autoría del Honorable Senador señor Arancibia.


La indicación Nº 30 intercala en la frase final de su inciso segundo, luego de la forma verbal “otorgará” (la norma que permite otorgar permisos liberados de pago), la expresión “diariamente un número determinado de permisos especiales determinado en el respectivo plan de manejo”; y la indicación Nº 31 suprime en el inciso cuarto las frases “guías de pesca certificados en la región respectiva, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 39, y pescadores que ejerzan la actividad frecuentemente en el área”.


La indicación Nº 30 fue aprobada con enmiendas de redacción por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath. La indicación Nº 31 fue retirada por su autor.

Artículo 27


Pasa a ser artículo 28.


En las ocho letras que lo conforman, este artículo del proyecto aprobado en general enuncia las causales de término del convenio de administración.


Las indicaciones Nºs. 32 y 33 se refieren, respectivamente a los literales b) y d) de este precepto.

Letra b)


Declara como causal de término el incumplimiento del plan de manejo aprobado por el Director Zonal.


La indicación Nº 32 del Honorable Senador señor Horvath propone el reemplazo de la expresión “Director Zonal”, por “Director Regional”.

Letra d)


Consigna como causal de terminación del convenio el incumplimiento negligente de la obligación de supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa en el área preferencial. Presume, también, incumplimiento negligente el hecho de haber sido sancionado el administrador por cinco infracciones graves dentro de un año calendario, denunciadas por funcionarios del Servicio o por personal de la Armada o Carabineros.


La indicación Nº 33 de autoría de S.E. la señora Presidenta de la República, intercala entre las expresiones “Servicio” y “o por el personal”, la frase “inspectores municipales” precedida de una coma (,).


La indicación Nº 32, como se ha explicado en otros acápites de este informe (indicación Nº 2), fue aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath, subsumida en una proposición del Ejecutivo. La indicación Nº 33 fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath.

Artículo 29


Pasa a ser artículo 30.


Establece el procedimiento que pone término al área preferencial.


El inciso primero dispone que si transcurrido cinco años desde que se declaró el área preferencial la municipalidad no hubiere ejercido la administración ni el gobierno regional haberla entregado a terceros, queda sin efecto esa afectación por el solo ministerio de esta ley. Lo mismo ocurrirá si el área pierde las condiciones que hicieron posible su establecimiento, circunstancia que deberá certificar el Director Zonal.


Este precepto fue objeto de las indicaciones Nºs. 34 y 35.


La indicación Nº 34 del Honorable Senador señor Arancibia sugiere la sustitución, en su inciso primero, de la frase “ejercido la administración” por “llamado a licitación”.


La indicación Nº 35 del Honorable Senador señor Horvath propone el reemplazo de la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”.


La indicación Nº 35 fue aprobada en la misma forma y por iguales razones que la indicación Nº 32 (Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath), en tanto que la indicación Nº 34 fue aprobada con la enmienda de consignarse el texto que propone como una alternativa de la causal que contiene el proyecto original. Es decir, que el término del área preferencial procederá, en este caso, si transcurrido cinco años el municipio no hubiere llamado a licitación o ejercido la administración del área. Además, la Comisión acordó hacer constar en el informe, a sugerencia del Honorable Senador señor Bianchi, que aprueba esta norma en el entendido de que para que ella opere por la inacción del municipio, debe tratarse de una administración directa de éste. (Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath).

Artículo 33


Pasa a ser artículo 34.


Expresa que ambas, siembra o repoblación en cotos de pesca, serán autorizadas por el Director Zonal en la forma dispuesta en el artículo 11. (Remite al reglamento la fijación de condiciones para efectuarlas previa autorización de la Subsecretaría o del Director Zonal).


Este precepto fue objeto de las indicaciones Nºs. 36 y 37.


La indicación Nº 36, del Honorable Senador señor Arancibia sustituye la conjunción disyuntiva “o” por la copulativa “y” entre los vocablos “siembra” y “repoblación”; y la indicación Nº 37, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”.


La primera de las indicaciones fue retirada por su autor, y la segunda fue aprobada en los términos a que se ha hecho mención en acápites precedentes (indicación Nº 2), con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.

Artículo 36


Pasa a ser artículo 37.


El precepto aprobado en general declara que en las reservas marinas establecidas de acuerdo con la Ley de Pesca bajo la tuición del Servicio Nacional de Pesca, podrá practicarse pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine la Subsecretaría o el Director Zonal, previo informe técnico del Servicio.


Este artículo fue objeto de las indicaciones Nºs. 38 y 39 del Boletín.


La indicación Nº 38, del Honorable Senador señor Arancibia, sustituye las frases finales “la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, previo informe técnico del Servicio” por “el reglamento que dictará para estos efectos el Ministerio de Economía”.


La indicación Nº 39, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”.


La indicación Nº 38 fue aprobada subsumida con otra redacción, a proposición del Honorable Senador señor Avila, que en lugar de remitir al reglamento la forma en que ha de practicarse la pesca recreativa en las reservas marinas, la reenvía al plan de administración. La Comisión -que estimó admisible la alternativa propuesta- aprobó esta nueva redacción con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.


Con la misma unanimidad prestó su aprobación a la indicación Nº 39, en los términos ya explicados en acápites anteriores de este informe. (Indicación Nº 2).

Artículo 37


Pasa a ser artículo 38.


Dispone que en los cursos de agua ubicados en parques nacionales que no cuenten con una declaración de área preferencial, queda prohibida la pesca embarcada, y sólo podrá practicarse pesca con devolución en los lugares habilitados al efecto.


Las indicaciones Nºs. 40 a 42 recayeron en este precepto, todas de autoría del Honorable Senador señor Arancibia.


La indicación Nº 40 intercala a continuación de la frase “Parques Nacionales.”, la expresión “Zonas Protegidas”; la indicación Nº 41 suprime la frase “no podrá realizarse pesca embarcada”, y la indicación Nº 42 elimina la frase “en lugares especialmente habilitados con dichos fines”.


Estas indicaciones Nºs. 40, 41 y 42 fueron retiradas por su autor.
Artículo 38


Pasa a ser artículo 39.


En lo que interesa a este informe, dispone que los planes de manejo de áreas preferenciales ubicadas en zonas protegidas deben ser aprobados por la Subsecretaría o por el Director Zonal.


La indicación Nº 43 del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”, y fue aprobada bajo la modalidad sustitutiva de que ya se ha dado cuenta, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath. (Indicación Nº 2).
Artículo 39


Pasa a ser artículo 40.


Esta norma aprobada en general, contenida en el Título V del proyecto, “De los Guías de Pesca”, señala los requisitos que han de cumplir quienes quieran solicitar voluntariamente al Servicio Nacional de Turismo una certificación para operar como guía de pesca en una región.


El literal a) exige al peticionario ser chileno o extranjero con permanencia definitiva.


La indicación Nº 44, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza este literal por otro que exige como requisito para los efectos de este artículo ser chileno o extranjero bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo beneficio a los chilenos.


La indicación Nº 45, del Honorable Senador señor Arancibia, sustituye la frase “con permanencia definitiva” por “de acuerdo al principio de reciprocidad del derecho internacional”.


La Comisión, con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Horvath, aprobó ambas indicaciones subsumidas en otra redacción, esto es, que respecto de los extranjeros el requisito se cumple si tienen residencia definitiva, y en caso de no tenerla, tal exigencia se satisface cuando por condición de reciprocidad en su país de origen se otorgue este mismo beneficio a los chilenos (el de que previa solicitud del interesado, el Servicio extiende una certificación de guía de pesca).

Artículo 41


Pasa a ser artículo 42.


Esta norma aprobada en general consigna la integración de los consejos de pesca recreativa. Señala que el Director Zonal creará en cada región, cuando proceda, un consejo de pesca recreativa que actuará como asesor para el fomento y desarrollo de esta actividad.


En un inciso segundo señala a los integrantes del consejo:


a) El Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;


b) El Director Regional de Turismo;


c) El Director Regional de Pesca;


d) Un representante del gobierno regional designado por el intendente;


e) Cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, (las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y demás organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente).

f) Un representante de las universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a las ciencias del mar o limnología.


Enseguida, el inciso tercero admite la participación en el consejo, como invitados, al SEREMI de Economía; y a un representante de Carabineros, de la Armada, de las asociaciones municipales y de las cámaras de turismo de la región.


Finalmente, señala este artículo que los integrantes del consejo no percibirán remuneración.


Este precepto fue objeto de las indicaciones Nºs. 46, 47 y 48.


La indicación Nº 46, del Honorable Senador señor Arancibia, reemplaza este artículo por otro que guarda las siguientes diferencias con el anterior:


Uno) Por lo que hace a su integración, formula una nueva proposición:


a) Un representante del consejo regional designado por el Intendente;


b) Un representante de los municipios de la región;


c) Un representante de los operadores de pesca recreativa;


d) Un representante de los guías de pesca recreativa;


e) Un representante de los clubes y asociaciones de pesca recreativa, y


f) Un representante de las universidades o institutos tecnológicos de la región.


Dos) En el inciso final, agrega el adjetivo “alguna” a continuación del vocablo “remuneración”.


Las indicaciones Nºs. 47 y 48, del Honorable Senador señor Horvath, sustituyen la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”, las dos veces que aparecen en el texto del precepto.


La indicación Nº 46 fue retirada por su autor, en tanto que las indicaciones Nºs. 47 y 48 fueron aprobadas subsumidas en la forma que da cuenta la indicación Nº 2, con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.

Artículo 42


Pasa a ser artículo 43.


Enuncia las funciones de los consejos de pesca recreativa, señalando en su inciso primero que éstos deberán ser consultados por el Director Zonal respecto de los asuntos que ese mismo precepto señala. El inciso segundo asigna a los consejos la facultad de proponer al Fondo de Administración Pesquera proyectos prioritarios de inversión en materia de pesca recreativa y los planes para su financiamiento. Podrán también efectuar al mismo Fondo u “otros organismos” propuestas para la declaración de áreas preferenciales.


Este precepto fue objeto de las indicaciones Nºs. 49 y 50.


La indicación Nº 49, del Honorable Senador señor Horvath propone sustituir la expresión “Director Zonal” por “Director Regional”, en su inciso primero.


La indicación Nº 50, del Honorable Senador señor Arancibia reemplaza en su inciso segundo la mención al Fondo o a otros organismos, por la frase “según lo establece la ley”.


La indicación Nº 49 fue aprobada en la misma forma y quórum que las precedentes Nºs. 47 y 48, y la indicación Nº 50 también lo fue con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi, sin enmiendas.
Artículo 43


Pasa a ser artículo 44.


Este artículo encabeza el Título VII del proyecto, “De la educación y difusión”.


El precepto señala que los textos escolares de enseñanza básica y media que tengan relación con la pesca recreativa, facilitarán (“procurarán”) la inclusión de guías que ayuden a la identificación de la fauna íctica silvestre, y propondrán orientaciones para el amparo de las especies y para la pesca responsable.


En un inciso segundo, agrega que los programas de educación básica y media propenderán a que los estudiantes tomen contacto con el medio natural para conocer la fauna íctica.


La indicación Nº 51, del Honorable Senador señor Arancibia, sugiere la supresión de este artículo, y fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Avila y Bianchi. Se pronunció por su aprobación su autor, el Honorable Senador señor Arancibia.

Artículo 44


Pasa a ser artículo 45.


Esta norma prescribe que el Ministerio de Educación elaborará directamente o por terceros, luego de transcurrido un año de la publicación de esta ley, un manual que fomente el ejercicio responsable de la pesca recreativa.


En la indicación Nº 52, el Honorable Senador señor Arancibia propone suprimir la expresión “directamente o”.


Posteriormente, su autor retiró esta indicación.

Artículo 47


Pasa a ser artículo 48.


Esta norma aprobada en general, conformada por los literales a) a d) consigna las infracciones menos graves contra los preceptos de esta ley.


En el literal a) declara tal la práctica de la pesca recreativa o submarina sin la licencia a que alude el artículo 6º. (Esta licencia habilita al portador para pescar en aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva; es personal e intransferible y dura un año. Su valor es de 0,7 unidades de fomento para los chilenos y extranjeros residentes y de 1,5 unidades de fomento para los turistas extranjeros. Se exceptúan del pago de este derecho las personas con discapacidad, los mayores de 65 años y los menores de 12).


El literal b) tipifica como infracción menos grave no inscribir el coto de pesca a que se refiere el artículo 34. (La inscripción, según el precepto mencionado, constituye una solemnidad habilitante para la explotación comercial del coto de pesca).


El literal c) preceptúa que es tal infracción menos grave la de efectuar labores de pesca contraviniendo el Título III de esta ley. (Consigna las medidas de administración de la pesca recreativa).


El literal d) previene que es infracción de este grado desobedecer las prohibiciones o limitaciones para actividades distintas a la pesca en áreas preferenciales.


Sobre este artículo recayeron las indicaciones Nºs. 53, del Honorable Senador señor Arancibia, y 54 de S.E. la señora Presidenta de la República, que sugieren suprimir, respectivamente, los literales a) y c). (En rigor, la supresión propuesta habilita a sus autores para proponer que ambas conductas se incluyan en la clasificación de infracciones grave, según se dirá enseguida).


Las referidas proposiciones fueron aprobadas, en sus mismos términos, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi.

Artículo 48


Pasa a ser artículo 49.


Se ocupa de las infracciones graves en los cuatro literales que lo conforman: practicar la pesca recreativa en áreas preferenciales sin el permiso del artículo 26 (permiso especial para estas áreas, distinto de la licencia general establecida en el artículo 6º), o en contravención con el plan de manejo. (Literales a) y b)). También es infracción grave la pesca recreativa en aguas protegidas (áreas de manejo; reservas marinas; parques nacionales), contraviniendo las normas del párrafo 3º del Título IV, y cualquier vejación o apremios ilegítimos cometidos por inspectores ad honorem, o exceder éstos las atribuciones de la ley Nº 18.465, en caso de que esas conductas no constituyan delito. (Literales c) y d)).


También, es infracción grave, en los términos de este artículo, comercializar especies capturadas con aparejos de uso personal (literal e)).

Las indicaciones Nº 55 y 55 a), del Honorable Senador señor Arancibia y de S.E. la señora Presidenta de la República, respectivamente, proponen la intercalación de una letra a), nueva, que castiga como infracción grave la práctica de la pesca recreativa sin la licencia del artículo 6º, y el reemplazo de la letra a) actual, por otra que consigna como causal grave efectuar esta actividad contraviniendo las medidas de administración del Título III de esta ley. Ambas fueron comentadas con ocasión del análisis de las indicaciones Nºs. 53 y 54.


Finalmente, las indicaciones Nºs. 56 y 57, recaídas en este artículo 48, de autoría de S.E. la señora Presidenta de la República, proponen, respectivamente, suprimir la letra b) -pesca recreativa contraviniendo el plan de manejo- y complementar el literal e) -comercializar especies capturadas con aparejos personales- con una norma que aclara que la sanción se impondrá por cada ejemplar capturado.


Las referidas indicaciones Nºs. 55, 55 a), 56 y 57 fueron aprobadas sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi.

Artículo 49


Pasa a ser artículo 50.


Le da el carácter de infracciones gravísimas a la de efectuar siembra o repoblación sin autorización (literal a)); practicar esta actividad contraviniendo las medidas de administración acordadas con países vecinos en aguas limítrofes (literal b)); efectuar la actividad con elementos tóxicos o nocivos: explosivos, armas de fuego; sustancias tóxicas o electricidad, en el caso que no constituyan delito (literal c)), y construir cotos de pesca contraviniendo las medidas ambientales establecidas en el reglamento previsto en el artículo 31.


En la indicación Nº 58, S.E. la señora Presidenta de la República propone consignar como nueva letra e) el contenido de la letra a) que reemplazó en el artículo 48 en virtud de la indicación Nº 55 a), y agregar también una nueva letra f) que incluye entre las infracciones gravísimas la prevista en la letra b) del artículo anterior, suprimido por la indicación Nº 56.


En consecuencia, los dos literales propuestos prescriben que serán infracciones gravísimas las de practicar pesca recreativa sin el permiso especial o en contravención al plan de manejo, en ambos casos, en áreas preferenciales.


Esta indicación Nº 58 contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi, que se la prestaron sin enmiendas.

Artículo 50


Pasa a ser artículo 51.


Establece las multas en función de las infracciones previstas en los artículos 47, 48 y 49 precedentes, que han pasado a ser artículos 48, 49 y 50, respectivamente.


De esta modo, prevé que las infracciones menos graves serán sancionadas con multas de una a tres unidades tributarias mensuales; las graves, con multa de tres a diez unidades tributarias mensuales, y las gravísimas, con multa de treinta a cien unidades tributarias mensuales.


Previene, finalmente, que las infracciones que en esta ley no tuvieren una sanción especial serán multadas con una a treinta unidades tributarias mensuales.


Las indicaciones Nºs. 59 y 60, de S.E. la señora Presidenta de la República, propone, respectivamente, reemplazar en los incisos segundo y tercero, las palabras “tres” y “treinta” por “treinta” y “cincuenta”. Fueron aprobadas en sus mismos términos con la misma unanimidad con que se aprobaron las indicaciones precedentes.

La indicación Nº 61, también de S.E. la señora Presidenta de la República, sugiere la agregación de dos incisos a este artículo que, respectivamente, preceptúan que tratándose de los artículos 48 y 49 -ahora artículos 49 y 50 en virtud de la intercalación de un nuevo artículo 19 según quedó constancia en otro acápite de este informe- el juez puede imponer como accesoria la pena de prestación de servicios no remunerados a favor de la comunidad, la que no excederá de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral del infractor, y que dicha sanción tendrá una extensión máxima de 120 horas, debiéndose requerir el consentimiento del infractor para imponerla. Si éste se negare, se le impondrá una sanción superior.


Esta indicación también fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi, enmendada en el sentido de suprimir, en el inciso segundo propuesto, la norma que requiere el consentimiento del infractor para imponer la sanción y la de aumentar la penalidad en caso de que aquél se negare a realizar los trabajos no remunerados.
Artículo 54


Pasa a ser artículo 55.


Regula el registro de consultores, disponiendo que en él se inscribirán las personas (naturales o jurídicas) habilitadas para elaborar los planes de manejos de áreas preferenciales y realizar sus seguimientos.


Además, y en lo que interesa a este informe, en su letra a) exige para inscribirse en el registro, en el caso de las personas naturales, ser chileno o extranjero residente; y en una letra b), impone como requisito estar en posesión de un título profesional en el área de las ciencias marinas o limnología con especialización en biología pesquera.


En la indicación Nº 62, S.E. la señora Presidenta de la República, sugiere reemplazar en su encabezamiento, el vocablo “manejos” por “manejo”, y en la indicación Nº 63, el Honorable Senador señor Arancibia sustituye las palabras “residente” por la frase “de acuerdo al principio de reciprocidad internacional”.


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi, aprobó ambas indicaciones, la Nº 62, sin enmiendas, y la Nº 63 modificada en el sentido de emplear, para el caso de los extranjeros, la misma nomenclatura con que se reguló la participación de éstos en el artículo 41 de este proyecto, es decir, ser extranjero con residencia definitiva. Si el extranjero no reúne ese requisito podrá optar por la inscripción bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos.


Finalmente, por lo que hace a este artículo, el Honorable Senador señor Arancibia, en la indicación Nº 64, reemplaza su literal b) por otro que exige como requisito para la inscripción en el registro que el solicitante esté en posesión de un título profesional o técnico expedido por una universidad o instituto profesional reconocido por el Estado.


Esta indicación fue retirada por su autor.

Artículo 56


Pasa a ser artículo 57.


Prescribe que el presupuesto del Servicio Nacional de Pesca incluirá anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa y guías de pesca y de los documentos informativos a que se refiere el artículo 6º (información sobre las medidas de administración que estén vigentes).


En la indicación Nº 65, el Honorable Senador señor Arancibia sugiere reemplazar en este artículo las expresiones “guías de pesca” por “manual de pesca recreativa”, proposición que contó con el asentimiento unánime de la Comisión, que se lo prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi, con una enmienda de forma.
Artículo 57


Pasa a ser artículo 58.


Este precepto del proyecto aprobado en general, en los cuatro numerales que lo conforman, propone otras tantas enmiendas a la Ley General de Pesca y Acuicultura.


En su numeral 4 agrega al artículo 173 una norma que incluye como otro objetivo o función del Fondo de Administración Pesquero financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies de importancia para la pesca recreativa, restauración del hábitat de las especies, y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de esta actividad.


En la indicación Nº 66, el Honorable Senador señor Arancibia sugiere el reemplazo del precepto transcrito por otro que asigna al Fondo la función de financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies de importancia para la pesca recreativa y para la restauración del hábitat de las especies.

Esta indicación fue retirada por su autor.

Artículo 58

Pasa a ser artículo 59, sin modificaciones.

- - -


Enseguida, en la indicación Nº 67, S.E. la señora Presidenta de la República, en un nuevo artículo 60 del proyecto, propone crear en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, cinco cargo de Directores Zonales, grado 5º, que serán considerados como jefes de división para efectos de la exclusiva confianza.


En un inciso segundo, el referido artículo 60 traspasa a la Planta de Directivos de la Subsecretaría los cargos creados en el inciso anterior, que serán servidos por los funcionarios que a la fecha de esta ley ocupen como titulares los cargos de Directores Zonales, grado 5º, de la Planta de Directivos del Servicio Nacional de Pesca.


Enseguida, suprime de pleno derecho los cargos que queden vacantes en virtud del inciso anterior en la Planta del Servicio, traspasándose los recursos correspondientes al presupuesto de la Subsecretaría.


El inciso cuarto previene que los traspasos referidos no constituirán causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


El siguiente inciso de este nuevo artículo 60 -el quinto- consigna una norma de protección usual en las modificaciones de planta, cual es que las disposiciones de este artículo no significarán pérdida de empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos provisionales de los funcionarios traspasados. Las diferencias de remuneraciones se pagarán por planilla suplementaria hasta que sean absorbidas con los futuros mejoramientos que correspondan a los funcionarios, excepto los reajustes generales.


Finalmente, prevé que los funcionarios traspasados conservarán sus bienios y el tiempo computable para uno nuevo; y para efectos de incremento por desempeño que les corresponda percibir en la Subsecretaría, conservarán las últimas calificaciones obtenidas en el Servicio.


Esta indicación contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi, sin enmiendas.
Artículos transitorios

Artículo 4º


El artículo 4º transitorio del texto aprobado en general, previene que mientras no se desconcentre la Subsecretaría mediante Directores Zonales, las atribuciones y funciones de esos funcionarios serán ejercidas por el Subsecretario de Pesca.


En la indicación Nº 68, el Honorable Senador señor Horvath sugiere el reemplazo de la expresión “Directores Zonales” por “Directores Regionales”, indicación que se rechazó habida consideración que en virtud de la indicación siguiente -la Nº 68 a)- se reemplazó este precepto por otro que trata una materia distinta a la que motivó la indicación. Se pronunciaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.

A su turno, en la indicación Nº 68 a), S.E. la señora Presidenta de la República propone reemplazar este artículo 4º por otro que reduce en cinco cupos la dotación máxima del Servicio y aumenta en cinco cupos la de la Subsecretaría.


Esta indicación fue aprobada en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Bianchi.

- - -


Finalmente, cual se señaló al inicio de este informe, con ocasión del debate recaído en la indicación Nº 2, S.E. la señora Presidenta de la República propuso incluir un nuevo precepto transitorio -el artículo 6º- que prescribe que mientras no exista un Director Zonal exclusivo para la XI Región, el Director Zonal de la XII Región ejercerá en la XI Región las competencias de estos funcionarios en materia de pesca recreativa.


Esta sugerencia que se acogió a debate en virtud del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, contó con la aprobación unánime de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila, Bianchi y Horvath.

- - -


Con el mérito de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la consideración de la Sala la aprobación de este proyecto en los términos del texto de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

Artículo 3º


Uno) Sustituir, en la letra d), la expresión “pesquero” por la frase “para efectos de pesca recreativa, en adelante “caudal mínimo”.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 3x0).

Dos) Trasladar su actual letra e) a una nueva letra j), pasando las letras f), g), h), i) y j) a ser letras e), f), g), h) e i), respectivamente.

(Indicación Nº 1. Unanimidad 3x0).

Tres) Incorporar el siguiente literal p), nuevo:


“p) Medidas de garantía reproductiva de las especies de interés recreativo: Es el conjunto de medidas que garantizan la viabilidad y continuidad de los procesos reproductivos de las especies recreativas.”.

(Indicación Nº 3. Unanimidad 3x0).
Artículo 8º


Uno) Intercalar entre las palabras “administración” y “adoptadas” las expresiones “aplicables a la pesca extractiva,”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 3x0).

Dos) Suprimir la frase final “a menos que el acto administrativo correspondiente excluya expresamente su cumplimiento”, y la coma (,) que la precede.

(Indicación Nº 6. Unanimidad 3x0).
Artículo 13


Sustituir, en su inciso segundo, las palabras “informes” e informe” por “pronunciamientos” y “pronunciamiento”, respectivamente, y, en sus incisos tercero y cuarto, los vocablos “identificadas” por “propuestas”, escritos en cada uno de ellos.

(Indicación Nº 8 a). Unanimidad 3x0).
Artículo 14


Reemplazar el guarismo “54” por “55” en su inciso segundo.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 15


Reemplazar en su inciso segundo la frase “Además, deberá indicar el caudal mínimo pesquero del correspondiente cuerpo o curso de agua” por “Además, deberá indicar el caudal mínimo del respectivo cuerpo o curso de agua y las medidas de garantía, según corresponda”.

(Indicación Nº 9. Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 3x0).
Artículo 16


Reemplazar su inciso tercero por el siguiente:


“Los derechos de aprovechamiento de aguas que se otorguen en el área preferencial no podrán afectar el caudal mínimo fijado de conformidad con los incisos anteriores, ni las medidas de garantía, según corresponda.”.

(Indicación Nº 12. Unanimidad 3x0).
Artículo 17


Uno) En su inciso primero, reemplazar el guarismo “54” por “55”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).

Dos) Sustituir en su inciso final la frase “la ley Nº 19.300, con excepción de lo dispuesto en la letra p) de su artículo 10” por “la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 18


Uno) En el literal d) de su inciso primero, suprimir el punto y coma (;) escrito a continuación de la palabra “plan” e incorporar, enseguida, la siguiente frase final: “que incluyan una descripción de la metodología de intervención y mecanismos de verificación de indicadores de eficiencia;”.

(Indicación Nº 17. Unanimidad 3x0).

Dos) En el literal g) de dicho inciso primero, sustituir la coma (,) y la conjunción “y” que la sigue por un punto y coma (;).

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 3x0).

Tres) En el literal h), reemplazar por un punto y coma (;) el punto aparte (.).

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 3x0).

Cuatro) Incorporar las siguientes letras i) y j), nuevas a ese inciso primero:


“i) En el caso de áreas degradadas, el plan de manejo deberá comprender un plan de restauración, que tendrá por objeto la recuperación del hábitat de las especies hidrobiológicas de dicho lugar, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población, y

(Indicación Nº 20. Unanimidad 3x0).

j) Acciones de formación y educación relacionadas con la pesca recreativa y el medio ambiente.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).

Cinco) En su inciso quinto, agregar la siguiente frase final: “La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
- - -


Intercalar, a continuación, un nuevo artículo 19 del siguiente tenor:


“Artículo 19.- Administración del área preferencial. Aprobado el plan de manejo en la forma indicada en los artículos anteriores, la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio se ubique toda o parte del área podrá asumir directamente o en asociación con otros municipios su administración, cuando corresponda, o entregarla, mediante licitación, a personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.”.

(Indicación Nº 23. Unanimidad 4x0).
Artículo 19


Pasa a ser artículo 20.


Uno) Reemplazar el dativo “Se” escrito antes de la forma verbal “podrá”, por “La municipalidad”.

(Indicación Nº 23 b). Unanimidad 4x0).

Dos) En el literal c) del inciso primero, intercalar las expresiones “a la municipalidad” entre la forma verbal “pagar” y la preposición “con”, y agregar esas mismas expresiones a continuación de la palabra “entregará”.

(Indicación Nº 23 c). Unanimidad 4x0).

Tres) En el literal e), reemplazar el guarismo “26” por “27”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).

Cuatro) Incorporar a su texto el siguiente inciso final:


“Un extracto del decreto alcaldicio se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y será complementado mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.”.

(Indicación Nº 23 d). Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 20


Pasa a ser artículo 21.


Uno) En su inciso segundo, intercalar las voces “la administración” entre el vocablo “preferenciales” y el adverbio “no”, y sustituir la forma verbal “podrán” por “podrá”.

(Indicación Nº 25. Unanimidad 5x0. Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).

Dos) En el numeral 1 del inciso tercero, reemplazar el guarismo “26” por “27”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 21


Pasa a ser artículo 22.


Uno) En su inciso segundo, reemplazar la oración “y al Director Regional de Turismo quienes deberán calificarlas técnicamente” por “quien deberá calificarlas técnicamente previa consulta al Director Regional de Turismo,”.

(Indicación Nº 26. Unanimidad 5x0).

Dos) En su inciso tercero, suprimir las expresiones “y el Director Regional de Turismo”.

(Indicación Nº 27. Unanimidad 5x0).
Artículo 22


Pasa a ser artículo 23.


En el literal c), reemplazar el guarismo “26” por “27”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 23


Pasa a ser artículo 24.


Uno) Reemplazar el guarismo “19” por “20” las cuatro veces que aparece en su texto.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).

Dos) Reemplazar, en su inciso final, la frase “el intendente y de beneficio del gobierno regional” por “el municipio en donde se ubique el área preferencial de pesca recreativa y serán de beneficio de la comuna.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 5x0).
Artículo 24


Pasa a ser artículo 25.


Uno) En su letra g), reemplazar los guarismos “54” y “20” por “55” y “21”, respectivamente.


Dos) En su letra h), sustituir el guarismo “26” por “27”.


Tres) En el inciso quinto, reemplazar el guarismo “27” por “28”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 25


Pasa a ser artículo 26, sin enmiendas.

Artículo 26


Pasa a ser artículo 27.


Uno) En su inciso segundo sustituir la oración “permisos especiales liberados de pago” por “diariamente un número determinado de permisos especiales incluidos en el respectivo plan de manejo”.

(Indicación Nº 30. Unanimidad 3x0).

Dos) En su inciso cuarto, reemplazar el guarismo “39” por “40”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 27


Pasa a ser artículo 28.


Intercalar en el literal d) del inciso primero, a continuación de la palabra “Servicio”, las expresiones “inspectores municipales” precedidas de una coma (,).

(Indicación Nº 33. Unanimidad 3x0).
Artículo 28


Pasa a ser artículo 29, sin modificaciones.

Artículo 29


Pasa a ser artículo 30.


En el inciso primero, intercalar la frase “llamado a licitación o”, entre las palabras “hubiere” y “ejercido”.

(Indicación Nº 34. Unanimidad 4x0).
Artículos 30, 32, 33, 34 y 35


Pasan a ser artículos 31, 33, 34, 35 y 36, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 31

Pasa a ser artículo 32.


Reemplazar el guarismo “34” por “35”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 36


Pasa a ser artículo 37.


Reemplazar la frase “determine la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, previo informe técnico del Servicio” por “se determine en el plan de administración respectivo”.

(Indicación Nº 38. Unanimidad 4x0).
Artículos 37 y 38


Pasan a ser artículos 38 y 39, sin modificaciones.

Artículo 39


Pasa a ser artículo 40.


Reemplazar el literal a) por el siguiente:


“a) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Los extranjeros que no reúnan el requisito de residencia definitiva podrán solicitar la certificación bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos;”.

(Indicaciones Nºs. 44 y 45. Unanimidad 3x0).
Artículos 40 y 41


Pasan a ser artículos 41 y 42, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 42


Pasa a ser artículo 43.


En su inciso segundo, reemplazar la frase “al Fondo de Investigación Pesquera o a otros organismos” por “según lo establece la ley”.

(Indicación Nº 50. Unanimidad 3x0).
Artículos 43, 44, 45 y 46


Pasan a ser artículos 44, 45, 46 y 47, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 47


Pasa a ser artículo 48.


Uno) Suprimir sus letras a) y c), pasando las letras b) y d) a ser letras a) y b), respectivamente.

(Indicaciones Nºs. 53 y 54. Unanimidad 3x0).

Dos) Reemplazar, en la letra b), que ha pasado a ser letra a), las expresiones “34;” por “35, y”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 48


Pasa a ser artículo 49.


Uno) Intercalar la siguiente letra a), nueva:


“a) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6º;”.

(Indicación Nº 55. Unanimidad 3x0).

Dos) Reemplazar el literal a), que pasa a ser literal b), por el siguiente:


“b) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina con infracción a las medidas de administración establecidas en el Título III de esta ley;”.

(Indicación Nº 55 a). Unanimidad 3x0).

Tres) Suprimir el literal b)

(Indicación Nº 56. Unanimidad 3x0).

Cuatro) Agregar en la letra e) la siguiente frase final: “En este caso, la sanción se aplicará por cada ejemplar capturado.”.

(Indicación Nº 57. Unanimidad 3x0).
Artículo 49


Pasa a ser artículo 50.


Uno) En el literal d), reemplazar el guarismo “31” por “32”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).

Dos) Incorporar los siguientes literales e) y f): 


“e) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales, sin el permiso especial a que se refiere el artículo 27.


f) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales en contravención al plan de manejo vigente.”.

(Indicación Nº 58. Unanimidad 3x0 para ambos literales).
Artículo 50


Pasa a ser artículo 51.


Uno) En su inciso segundo, reemplazar la expresión “tres” por “cuatro”, y en su inciso tercero, el vocablo “treinta” por “cincuenta”.

(Indicaciones Nºs. 59 y 60. Unanimidad 3x0).

Dos) Incorporar los siguientes incisos finales:


“Tratándose de las infracciones a que se refieren los artículos 49 y 50 el juez podrán imponer, como sanción accesoria, la prestación de servicios no remunerados en favor de la comuna. Dicha prestación no podrá exceder de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el infractor realice.


La sanción tendrá una extensión máxima de 120 horas.”.

(Indicación Nº 61. Unanimidad 3x0).
Artículos 51, 52 y 53


Pasan a ser artículos 52, 53 y 54, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 54


Pasa a ser artículo 55.


Uno) En su inciso primero, sustituir la voz “manejos” por “manejo”.

(Indicación Nº 62. Unanimidad 3x0).

Dos) Reemplazar el literal a) del inciso segundo por el siguiente:


“a) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Los extranjeros que no reúnan el requisito de residencia definitiva podrán solicitar la inscripción bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos.”.

(Indicación Nº 63. Unanimidad 3x0).
Artículo 55


Pasa a ser artículo 56, sin enmiendas.

Artículo 56


Pasa a ser artículo 57.


Sustituir la oración “y guías de pesca” por “del manual de pesca recreativa”, precedida de una coma (,).

(Indicación Nº 65. Unanimidad 3x0).
Artículos 57 y 58


Pasan a ser artículos 58 y 59, sin modificaciones.

- - -


Incorporar, a continuación, un artículo 60, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 60.- Créanse, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, cinco cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, que para el solo efecto del artículo 7° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerarán equivalentes a los de Jefe de División.


Traspásase a la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, mediante nombramientos, sin solución de continuidad, a los cargos creados en el inciso precedente, los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley ocupen en calidad de titulares los cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, de la Planta de Directivos del Servicio Nacional de Pesca.


Los cargos de planta que queden vacantes en razón del traspaso dispuesto en el inciso anterior, se suprimirán de pleno derecho en la planta del Servicio Nacional de Pesca. Los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho, deberán ser traspasados desde el presupuesto del Servicio Nacional de Pesca al presupuesto de la Subsecretaría de Pesca.


Los traspasos de personal que se dispongan en conformidad a este artículo no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


La aplicación de lo dispuesto en el presente artículo no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad que la de las remuneraciones contempladas en ella.


Los funcionarios traspasados conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo. Para efectos del incremento por desempeño individual del artículo 7° de la Ley N° 19.553 que les corresponda percibir en la Subsecretaría de Pesca durante el año en que tenga lugar el traslado, conservarán el porcentaje que determinaron las últimas calificaciones ejecutoriadas a que estuvieron afectos en el Servicio Nacional de Pesca.”.

(Indicación Nº 67. Unanimidad 3x0).
Artículos transitorios

Artículo 2º


Reemplazar el guarismo “53” por “54”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
Artículo 4º


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 4º.- Redúcese en cinco cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Nacional de Pesca y auméntase en cinco cupos la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Pesca.”.

(Indicación Nº 68 a). Unanimidad 3x0).
Artículo 5º


Reemplazar el guarismo “54” por “55”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
- - -


Agregar el siguiente artículo 6º, nuevo:


“Artículo 6º.- Mientras no exista un Director Zonal de Pesca exclusivo para la XI Región, corresponderá al Director Zonal de la XII Región ejercer en la XI Región las competencias en materia de pesca recreativa a que se refiere la presente ley.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Unanimidad 4x0).
- - -


En virtud de la relación precedente, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1º.- Ámbito de aplicación de la ley. A las disposiciones de la presente ley quedarán sometidas las actividades de pesca recreativa que se realicen en las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República. 


Se entenderá por pesca recreativa la actividad pesquera realizada por personas naturales que tiene por objeto la captura de especies hidrobiológicas con aparejos de pesca de uso personal, sin fines de lucro para el pescador y con propósito de deporte, turismo o entretención.


Quedará también sometida a las disposiciones de esta ley la pesca submarina, sólo en cuanto dicha actividad sea realizada sin fines de lucro y con los propósitos señalados en el inciso anterior.


Artículo 2º.- Principios y objetivos de la ley. El objetivo de la presente ley será fomentar la actividad de pesca recreativa, conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema, fomentar las actividades económicas y turísticas asociadas a la pesca recreativa y fortalecer la participación regional.


Artículo 3º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Área preferencial para la pesca recreativa o área preferencial: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que comprende sectores interdependientes que requieren de un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica y el desarrollo de actividades de pesca recreativa.


Podrán declararse áreas preferenciales las áreas degradadas.


b) Área degradada: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que ha sido alterada por acción antrópica o natural, produciendo la disminución significativa de la abundancia de las especies de importancia para la pesca recreativa o de la fauna íctica nativa.


El manejo de estas áreas se orientará hacia la recuperación del hábitat de dichas especies, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población.


c) Aparejo de pesca de uso personal: todo sistema o artificio preparado para la captura de especies hidrobiológicas, asociado a una modalidad de pesca recreativa, formado por una línea, lastrada o no, dotada de anzuelo o anzuelos, manipulada directamente o a través de una estructura que facilite su operación.


d) Caudal mínimo para efectos de pesca recreativa, en adelante “caudal mínimo”: cantidad de agua que asegura la adecuada disponibilidad de hábitat para los distintos estadios vitales de las especies hidrobiológicas presentes en un área preferencial y el adecuado ejercicio de las actividades de pesca recreativa.


e) Coto de pesca: curso de aguas superficiales que escurren por cauces artificiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial, destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, con fines de lucro para su dueño.


Se entiende asimismo por coto de pesca el curso o cuerpo de agua que se encuentra en la situación prevista en el artículo 20, inciso segundo, del Código de Aguas y destinado al mismo fin. Si durante la vigencia de un área preferencial se produjera la situación antes aludida, continuará el régimen de administración hasta el vencimiento de su plazo, a partir del cual el curso o cuerpo de agua será considerado un coto de pesca.


f) Director Zonal: el de la Subsecretaría de Pesca.


g) Guía de pesca: persona natural con conocimiento o experiencia en pesca recreativa que desarrolla actividades de turismo por cuenta propia o ajena, dirigiendo personalmente expediciones de pesca recreativa.


h) Ministerio: el de Economía, Fomento y Reconstrucción.


i) Operador de pesca: persona natural o jurídica que organiza expediciones turísticas para realizar actividades de pesca recreativa, con fines de lucro.


j) Pesca submarina: captura de fauna íctica marina, mediante buceo deportivo apnea y el empleo de uno o más arpones de elástico o de aire comprimido.

k) Repoblación: acción que tiene por objeto introducir especies hidrobiológicas a un cuerpo de agua, en el cual se encuentren o se hayan encontrado anteriormente, con la finalidad de aumentar o reestablecer poblaciones originales. 


l) Servicio: el Servicio Nacional de Pesca.


m) Siembra: acción que tiene por objeto introducir, en un área determinada, especies hidrobiológicas sin presencia natural en esa área.


n) Subsecretaría: la de Pesca.


ñ) Consejo o Consejos: el o los de Pesca Recreativa.


o) Plan de manejo del área preferencial o plan de manejo: conjunto de medidas que regulan las actividades de pesca recreativa y otras actividades compatibles en un área preferencial.


p) Medidas de garantía reproductiva de las especies de interés recreativo: Es el conjunto de medidas que garantizan la viabilidad y continuidad de los procesos reproductivos de las especies recreativas.

TÍTULO II

CONDICIONES GENERALES PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA


Artículo 4º.- Los aparejos de pesca. Las actividades de pesca recreativa deberán realizarse exclusivamente con aparejos de pesca de uso personal. Por decreto del Ministerio, previo informe técnico de la Subsecretaría, se establecerán los aparejos de pesca de uso personal que calificarán a estos efectos como propios de la pesca recreativa, considerándose a los demás como de pesca artesanal o industrial. Las actividades que se realicen con artes o aparejos de pesca no definidos en el reglamento respectivo, se regirán por las disposiciones de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Se prohíbe la realización de actividades de pesca recreativa mediante el uso de sistemas o elementos tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas, electricidad.


Artículo 5º.- Prohibición de comercialización. Se prohíbe la comercialización de las especies capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 6º.- Licencia de pesca recreativa. Toda persona natural, nacional o extranjera, que realice actividades de pesca recreativa o pesca submarina en aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva, deberá estar en posesión de una licencia otorgada por el Servicio.


La licencia de pesca recreativa será personal e intransferible, deberá portarse durante la práctica de la actividad y el transporte de especies capturadas, y exhibirse junto con la cédula de identidad o pasaporte, según corresponda, a los fiscalizadores de la presente ley, cuando lo requieran.


La licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 unidades de fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 unidades de fomento para turistas extranjeros.


Quedarán exentos del pago de derechos, pero no del porte de la licencia, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley Nº 19.284, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.


El Servicio deberá proporcionar al interesado, junto con la licencia de pesca recreativa, información sobre las medidas de administración vigentes que regulan la actividad. Deberá también mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, la que será de acceso público.

TÍTULO III

DE LAS MEDIDAS GENERALES DE ADMINISTRACIÓN


Artículo 7º.- Medidas de conservación para la pesca recreativa. En la regulación de las actividades de pesca recreativa que se realicen en aguas marítimas y terrestres, podrán adoptarse las medidas de administración contempladas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las medidas especiales de conservación que se regulan en el presente artículo.


En las aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva, dichas medidas serán adoptadas por resolución fundada de la Subsecretaría. En las aguas terrestres, las medidas serán adoptadas por resolución fundada del Director Zonal, respecto de las regiones comprendidas en la zona respectiva.


Las medidas especiales de conservación para la pesca recreativa son las siguientes:


a) Límites diarios de captura por pescador, expresados en número de ejemplares o peso total de ejemplares, los que podrán ser fijados por área y por especie;


b) Talla o peso máximo o rango de tallas o pesos permitido en la captura, de una especie en un área determinada;


c) Prohibición de captura en áreas vulnerables;


d) Prohibición de pesca embarcada en un área determinada;


e) Establecimiento de horarios para el ejercicio de la pesca recreativa;


f) Establecimiento del método de pesca con devolución en un área determinada o para una especie en un área determinada, y


g) Regulación de las dimensiones y características de los aparejos de pesca de uso personal, incluyendo sus elementos complementarios y carnadas.


Con el objeto de asegurar una protección eficaz a las especies cuyo ciclo vital se desarrolle tanto en aguas terrestres como marítimas, las medidas de administración que se adopten a su respecto deberán establecerse con la debida coordinación de las autoridades correspondientes. Si en el sector de aguas terrestres han sido declaradas una o más áreas preferenciales, de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de esta ley, las autoridades correspondientes deberán dictar para las demás áreas, en el más breve plazo, las medidas de administración que complementen las contempladas en el plan de manejo respectivo.


Artículo 8º.- Medidas de conservación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en el ejercicio de la pesca recreativa deberán respetarse las prohibiciones y medidas de administración aplicables a la pesca extractiva, adoptadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 9º.- Medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes. El Ministerio, mediante decreto supremo, previa consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores, podrá, en conjunto con los organismos que corresponda de los países limítrofes, establecer medidas de administración en áreas fronterizas sobre especies hidrobiológicas compartidas.


Artículo 10.- De los campeonatos de pesca. Los campeonatos de pesca, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser comunicadas previamente al Director Regional del Servicio que corresponda y en ningún caso podrán contravenir las medidas de administración vigentes.


En todo caso, los participantes en campeonatos de pesca deberán dar cumplimiento a las condiciones generales establecidas en el Título II de la presente ley y sin perjuicio de las demás autorizaciones que corresponda otorgar a otros organismos en el ámbito de su competencia.


Artículo 11.- La repoblación y la siembra. Un reglamento del Ministerio regulará la forma y condiciones en que se podrán efectuar la siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo de asegurar la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental, en especial la biodiversidad.


Las personas naturales o jurídicas interesadas en realizar actividades de siembra o repoblación, deberán solicitar autorización a la Subsecretaría o al Director Zonal, según corresponda, acompañando los antecedentes que establezca el reglamento.


La Subsecretaría o el Director Zonal se pronunciará sobre la solicitud mediante resolución fundada y documentada, la que deberá ser publicada en extracto en el Diario Oficial por cuenta del interesado, dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde su fecha.

TÍTULO IV

AGUAS ESPECIALMENTE REGULADAS PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA

Párrafo 1º

De las áreas preferenciales


Artículo 12.- Autoridad competente para declarar un área preferencial. Las áreas preferenciales serán declaradas por resolución del gobierno regional en cuya jurisdicción se encuentre el respectivo curso o cuerpo de agua terrestre.


Artículo 13.- Procedimiento previo a la declaración de área preferencial. El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al consejo de pesca recreativa de la región, a las autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, y a la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área, identificará una o más secciones de curso o cuerpos de aguas terrestre susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.


Los pronunciamientos solicitados por el intendente deberán ser emitidos en el plazo de sesenta días corridos. Transcurrido dicho plazo se prescindirá del pronunciamiento respectivo.


En ningún caso podrán ser propuestas como áreas preferenciales las que no sean aprobadas como tales por la Subsecretaría de Marina, en el caso de ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas.


Las áreas preferenciales propuestas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde la última publicación.


Una vez transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, dentro de los treinta días corridos siguientes a él, el intendente deberá emitir un informe que considere los pronunciamientos y observaciones a la iniciativa y convocar a sesión extraordinaria al consejo regional, adjuntando el informe respectivo. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria.


Artículo 14.- Estudios técnicos para la declaración de áreas preferenciales. Los estudios técnicos que sirvan de fundamento para la declaración de áreas preferenciales serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que deberán ser adjudicados previa licitación pública. No obstante, también se podrá acceder a financiamiento a través de otros fondos.


Los participantes en la licitación deberán ser consultores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 55 de esta ley.


Artículo 15.- Declaración del área preferencial. Con los antecedentes indicados en los artículos precedentes, el consejo regional aprobará la declaración del área preferencial para la pesca recreativa por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes.


Una vez aprobada por el consejo, el intendente dictará una resolución que declare una o más áreas preferenciales para la pesca recreativa, por un período de veinte años o un máximo de treinta en el caso de las áreas degradadas, indicando su ubicación geográfica y deslindes. Además, deberá indicar el caudal mínimo del respectivo cuerpo o curso de agua y las medidas de garantía, según corresponda.

La resolución que declara el área deberá ser publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.


Publicada la resolución que declara el área preferencial se producirán de pleno derecho lo siguientes efectos:


a) En el área preferencial sólo podrá realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo;


b) La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental y, cuando corresponda, deberá certificarse por la Autoridad Marítima que no afecta la libre navegación. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación; 


c) Se limitará el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas en los términos establecidos en el artículo 16;


d) El área preferencial quedará bajo la tuición de la municipalidad o municipalidades en que se encontrare, y 


e) El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, cuando corresponda, deberá abstenerse de otorgar su uso particular o de afectarla de cualquier forma, quedando sometida dicha área exclusivamente al régimen previsto en la presente ley.


La declaración del área preferencial no afectará las concesiones, cualquiera sea su naturaleza, destinaciones o los derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos en conformidad con la ley a la fecha de la declaración.


Artículo 16.- Caudal mínimo pesquero. En las áreas preferenciales existirá un caudal mínimo pesquero, que será fijado por la Dirección General de Aguas y establecido en la resolución que declara el área preferencial.


La Dirección General de Aguas deberá determinar dicho caudal de acuerdo a la metodología que para estos efectos se establezca por resolución de dicho organismo, previo informe técnico de la Subsecretaría.


Los derechos de aprovechamiento de aguas que se otorguen en el área preferencial no podrán afectar el caudal mínimo fijado de conformidad con los incisos anteriores, ni las medidas de garantía, según corresponda.

Artículo 17.- Elaboración y aprobación del plan de manejo. En cada área preferencial existirá un plan de manejo elaborado por un consultor inscrito en el Registro a que se refiere el artículo 55, el que deberá ser aprobado por el Director Zonal correspondiente, dentro del plazo de noventa días corridos, contado desde su presentación, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Los planes de manejo serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que serán adjudicados previa licitación pública, sin perjuicio del financiamiento al que se pueda acceder a través de otros fondos. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área preferencial presentar el proyecto a licitación. Para estos efectos, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. 


El plan de manejo deberá ser elaborado y aprobado en el plazo máximo de dos años contados desde la publicación de la resolución que declara el área como preferencial.


Este plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300.

Artículo 18.- Contenido del plan de manejo. El plan de manejo contendrá, como mínimo, los siguientes aspectos:


a) Antecedentes generales del ecosistema, incluyendo zonas vulnerables, potenciales áreas de pesca y otras actividades desarrolladas en el área;


b) Identificación de las especies hidrobiológicas principales y secundarias presentes en el área, con indicación de su composición y abundancia;


c) Antecedentes o estudios previos realizados en el área, si los hubiere, acompañando copia de los informes o publicaciones;


d) Objetivos principales y secundarios del plan que incluyan una descripción de la metodología de intervención y mecanismos de verificación de indicadores de eficiencia;

e) Descripción y justificación de las acciones, prohibiciones y medidas de administración necesarias para el cumplimiento de los objetivos del plan;


f) Programa de seguimiento del estado de las especies hidrobiológicas; 


g) Acciones de repoblación, si corresponde, las que deberán dar cumplimiento a las disposiciones del reglamento a que se refiere el artículo 11;

h) Actividades compatibles con el ejercicio de la pesca recreativa;

i) En el caso de áreas degradadas, el plan de manejo deberá comprender un plan de restauración, que tendrá por objeto la recuperación del hábitat de las especies hidrobiológicas de dicho lugar, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población, y


j) Acciones de formación y educación relacionadas con la pesca recreativa y el medio ambiente.


Además, el plan de manejo podrá limitar el número de pescadores que podrán desarrollar la actividad cada día y contemplar la prohibición o limitación de otras actividades deportivas que puedan realizarse en el área. La no afectación de la libre navegación deberá ser certificada por la Autoridad Marítima. 


En el caso que se considere la alteración del lecho o las riberas para el manejo de las especies hidrobiológicas presentes en el área, se requerirá la autorización que para estos efectos exige el Código de Aguas. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo, bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación.


El plan de manejo y las modificaciones que surjan a partir de los resultados del programa de seguimiento, serán aprobados por el Director Zonal, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Un extracto del plan de manejo y sus modificaciones será publicado en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. Dicho extracto deberá contener las medidas de administración, limitaciones y prohibiciones establecidas para el ejercicio de las actividades de pesca recreativa y otras actividades deportivas. La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.

En las áreas preferenciales no se aplicarán las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con el Título III de la presente ley, rigiendo exclusivamente las consideradas en el respectivo plan de manejo.


Artículo 19.- Administración del área preferencial. Aprobado el plan de manejo en la forma indicada en los artículos anteriores, la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio se ubique toda o parte del área podrá asumir directamente o en asociación con otros municipios su administración, cuando corresponda, o entregarla, mediante licitación, a personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Artículo 20.- Licitación para la administración del área preferencial. La municipalidad podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:


a) Duración del convenio.


b) Requisitos que deberán cumplir los participantes.


c) El monto fijo que el adjudicatario deberá pagar a la municipalidad con el objeto de compensar los gastos en que se haya incurrido para efectuar la licitación, y el porcentaje del permiso especial de pesca que se entregará a la municipalidad.


d) Criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas.


e) Identificación de los sectores liberados de pago del permiso especial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.


f) Beneficios que deberán otorgarse a los residentes ribereños al área preferencial.


g) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.


h) Lugar, fecha y hora de cierre de la recepción de las ofertas técnicas y económicas y apertura de ambas.


Las multas señaladas en la letra g) se duplicarán en caso que el incumplimiento se produzca dentro de los dos últimos años del contrato.


Un extracto del decreto alcaldicio se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y será complementado mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.


Artículo 21.- Participación en la licitación. Podrán participar en la licitación las personas naturales chilenas o extranjeras y las personas jurídicas de derecho privado constituidas en Chile, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Si en una misma región se declararen dos o más áreas preferenciales la administración no podrá entregarse a una misma persona natural o jurídica o a personas vinculadas a ella, entendiéndose por tales las personas naturales que tengan entre si la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive; los socios de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona natural vinculada o persona jurídica; las sociedades de las personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente y las sociedades de capitales filiales o coligadas a que se refiere el título VIII de la ley Nº18.046 sobre Sociedades Anónimas, más del 50% de las áreas preferenciales declaradas en la región.


Los participantes deberán presentar, en el lugar, fecha y hora que indiquen las bases, los siguientes antecedentes:


1. La oferta económica deberá contener el monto de los derechos para la obtención del permiso especial a que se refiere el artículo 27 y su modalidad de reajuste, el sistema de oferta pública de permisos;


2. Indicar y acreditar la vía de acceso al área preferencial, y


3. Los demás antecedentes que señalen las bases.


Artículo 22.- Adjudicación. El día y hora fijados en las bases de la licitación y con la asistencia de un notario público, se levantará acta de las ofertas que se hubieren recibido.


Las ofertas técnicas serán entregadas al Director Zonal de la región correspondiente quien deberá calificarlas técnicamente previa consulta al Director Regional de Turismo, en el plazo de veinte días corridos, conforme a los criterios objetivos señalados en las bases. Las ofertas económicas no serán abiertas y serán entregadas en custodia al notario público.


El día y hora fijados en las bases, el notario público procederá sólo a la apertura de las ofertas económicas cuyas ofertas técnicas hayan sido aprobadas por el Director Zonal.

Se adjudicará la administración del área al licitante cuyo permiso especial tenga el menor precio diario. Para estos efectos, no se considerará el monto de los derechos establecidos para la adquisición de permisos por extranjeros no residentes. En todo caso, no se aceptarán ofertas que excedan el precio diario máximo fijado por la municipalidad en un acto anterior a la apertura de las ofertas.


Artículo 23.- Convenio de administración. El convenio de administración deberá considerar a lo menos los siguientes aspectos:


a) Individualización del administrador;


b) Duración del convenio;


c) Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27;


d) Sistema de oferta pública del permiso especial de pesca;


e) Obligación de dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área; 


f) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato, y


g) Otros que las partes acuerden.


Artículo 24.- Licitación de la administración del área preferencial por el gobierno regional. El gobierno regional deberá licitar la administración del área preferencial cuando ésta se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y concurra alguna de las siguientes circunstancias:


a) Si transcurrido un año desde la declaración del área preferencial ninguna de las municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área hubiere encargado la elaboración del plan de manejo, o


b) Si transcurridos dos años desde la declaración del área preferencial no se hubiere aprobado el plan de manejo.


La atribución indicada en el inciso anterior podrá ser ejercida de oficio o a petición de uno o más concejales de la comuna o comunas respectivas o de cualquier interesado en la administración del área preferencial. En este último caso, el interesado deberá entregar una boleta bancaria de garantía para asegurar su participación en la licitación. La boleta de garantía deberá ser equivalente al monto que sea fijado para estos efectos por el gobierno regional y no podrá ser superior al monto fijo que deba establecerse para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20.


La licitación de la administración del área preferencial se realizará de conformidad con los artículos 20 y siguientes, con las modificaciones que se indican:


i. El gobierno regional deberá, previamente, encargar la elaboración del plan de manejo, cuando corresponda;


ii. El proceso de licitación será realizado por el intendente y la adjudicación será aprobada por el consejo regional;


iii. El convenio de administración será aprobado por resolución del intendente, y


iv. El monto fijo para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20, será de beneficio del gobierno regional.


En estos casos, el porcentaje de permisos especiales de pesca que el adjudicatario debe entregar de conformidad con el artículo 20 letra c), será distribuido entre las municipalidades en que se ubique el área preferencial en forma proporcional a los ingresos generados en el territorio jurisdiccional de cada una de ellas.


Las multas que se apliquen por incumplimiento de las obligaciones del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el municipio en donde se ubique el área preferencial de pesca recreativa y serán de beneficio de la comuna.

Artículo 25.- Obligaciones del administrador del área preferencial. El administrador del área preferencial, o el adjudicatario, deberá cumplir las siguientes obligaciones:


a) Mantener debidamente señalizada el área;


b) Mantener el orden y limpieza del área;


c) Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área;


d) Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento;


e) Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, de acuerdo al plan de manejo; 


f) Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa en el área;


g) Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 55. El administrador no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 21;


h) Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 27 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados, e


i) Adoptar todas las medidas que aseguren la debida protección del área.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio.


El administrador deberá fiscalizar las medidas de administración previstas en el plan de manejo a través de personas que revistan la calidad de inspectores ad honorem designados en conformidad con la ley Nº 18.465 o inspectores municipales, en la forma en que se determine en el convenio de administración. 


Cuando la administración recaiga en el adjudicatario, éste deberá informar a la municipalidad acerca del o los inspectores ad honorem habilitados para ejercer la función de fiscalización en el área preferencial.


El adjudicatario responderá, en la forma que prescribe el artículo 28 de la presente ley, de los delitos e infracciones cometidos por el inspector ad honorem habilitado de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad de este último y de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros.


En los casos en que los organismos fiscalizadores constaten infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando así proceda.


Artículo 26.- Condiciones para desarrollar pesca recreativa en áreas preferenciales. Para realizar actividades de pesca recreativa en un área preferencial, el pescador deberá cumplir los requisitos generales establecidos en el Título II de esta ley, respetar las medidas de administración establecidas en el plan de manejo correspondiente, y estar en posesión del permiso especial otorgado por el administrador del área.


Artículo 27.- Permiso especial de pesca en el área preferencial. El administrador deberá exigir un permiso especial personal e intransferible para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial.


El administrador tendrá derecho a cobrar por los permisos especiales. Sin embargo, deberá siempre permitir el acceso liberado de pago en un tramo previamente determinado en las bases de la licitación, que corresponderá al menos al 20% del área en que sea posible el ejercicio de la pesca recreativa dentro del área preferencial; para estos efectos otorgará diariamente un número determinado de permisos especiales incluidos en el respectivo plan de manejo.

Deberá establecerse un sistema de oferta pública de los permisos especiales que garantice el acceso igualitario al área correspondiente. Para estos efectos, el administrador podrá celebrar convenios para la venta de los permisos especiales. Asimismo, el administrador deberá reservar el 10% de los permisos especiales para ser vendidos el mismo día de su vigencia. Tratándose de los permisos especiales liberados de pago, éstos serán entregados por orden de prelación, de acuerdo a la fecha de solicitud del permiso. 


Podrán fijarse montos diferenciados de derechos para turistas extranjeros, salvo que, aplicando el principio de reciprocidad internacional, deba otorgarse a los nacionales de un país extranjero el mismo tratamiento que a los chilenos. Además, podrán establecerse beneficios para la adquisición de permisos especiales por parte de los chilenos residentes en la comuna en que se ubique el área preferencial, guías de pesca certificados en la región respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40, y pescadores que ejerzan la actividad frecuentemente en el área. 


El monto de los derechos podrá ser modificado para una o más temporadas de pesca, con el acuerdo del concejo municipal, respetando en todo caso la sección liberada de pago y el precio máximo fijado en el proceso de licitación.


No podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de la pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo.


Artículo 28.- Término del convenio de administración. Son causales de término del convenio:


a) La quiebra o fallecimiento del administrador o disolución de la persona jurídica;


b) El incumplimiento del plan de manejo aprobado por el Director Zonal. En este caso, contra la resolución del Director Zonal que declare el incumplimiento procederá el recurso de reclamación ante el Subsecretario de Pesca;


c) Establecer cualquier obligación o requisito para el acceso al área con objeto de realizar pesca recreativa u otras actividades, con excepción de las expresamente previstas en esta ley o en el convenio de administración, cuando corresponda, o no dar cumplimiento al sistema de oferta pública de permisos especiales establecido en el convenio;


d) El incumplimiento negligente de la obligación de supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se realicen en el área preferencial. Para estos efectos, se considerará que ha existido incumplimiento negligente si han sido sancionadas cinco infracciones graves cometidas en el área en un año calendario, denunciadas por funcionarios del Servicio, inspectores municipales o por el personal de la Armada o Carabineros;


e) Haber sido sancionadas tres infracciones o delitos cometidos por uno o más de los inspectores ad honorem en el ejercicio de la fiscalización del área preferencial en un período de tres años;


f) El cumplimiento del plazo;


g) El acuerdo mutuo de la municipalidad o el gobierno regional, según corresponda, y el administrador; y


h) El incumplimiento grave de cualquier obligación establecida en el convenio.


Asimismo, el administrador podrá solicitar el término del convenio de administración por el acaecimiento de una fuerza mayor debidamente acreditada que haya modificado significativamente las condiciones naturales del área que se tuvieron en consideración al momento de elaborar el plan de manejo.


Un Reglamento del Ministerio de Interior determinará el procedimiento para poner término al convenio en los casos indicados en el inciso primero.


Si se pone término a un convenio por un hecho imputable al administrador, éste no podrá adjudicarse la administración de ningún área preferencial por el término de cinco años, contado desde la resolución respectiva.


En el caso que la administración hubiere sido licitada por el gobierno regional, previo al término del convenio deberá efectuar el correspondiente proceso de licitación para el nuevo período de administración, sin perjuicio de entregar la administración directa a las municipalidades correspondientes, previo acuerdo de todas ellas.


Artículo 29.- Cesión del convenio de administración. El convenio de administración podrá ser cedido a terceros que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley para la adjudicación del área preferencial, previa aprobación del concejo municipal respectivo. El cesionario deberá someterse a las condiciones y cumplir las obligaciones establecidas en el convenio original.


Con todo, no podrá cederse el convenio durante los tres primeros años ni el último año de su vigencia.


Artículo 30.- Término del área preferencial. Si en el plazo de 5 años, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que declaró el área preferencial, la municipalidad no hubiere llamado a licitación o ejercido la administración del área ni el gobierno regional hubiere entregado dicha administración a un tercero, quedará sin efecto por el sólo ministerio de la ley dicha afectación. Asimismo, si el área preferencial pierde las condiciones que determinaron su establecimiento, circunstancia que deberá ser certificada por el Director Zonal, su afectación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley. 


La desafectación del área será declarada, de oficio o a petición de parte, por resolución del intendente, la que deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y cuando corresponda, notificarse al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina.


El área desafectada quedará sometida al régimen general previsto en el ordenamiento jurídico.


Artículo 31.- Renovación del área preferencial. Dos años antes del vencimiento de la declaración de un área preferencial, el intendente deberá iniciar el procedimiento de renovación del área. Para estos efectos, deberá consultar a los demás organismos públicos que participaron en el proceso de declaración del área y al Consejo de Pesca Recreativa. Con los antecedentes reunidos elaborará un informe y convocará al consejo regional a sesión extraordinaria, adjuntando el informe respectivo. La renovación del área preferencial deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria. La resolución del intendente que declare la renovación del área será publicada en el Diario Oficial y un diario de circulación regional.

Párrafo 2º

De los cotos de pesca


Artículo 32.- Construcción de un coto de pesca artificial. El Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría, dictará un reglamento donde se establecerán las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Corresponderá al Director Regional de Pesca verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el mencionado reglamento, previo a su inscripción en el registro a que se refiere el artículo 35.


Artículo 33.- Condiciones de ejercicio de la pesca recreativa en cotos de pesca. Las personas que desarrollen actividades de pesca recreativa en los cotos de pesca estarán exentas del cumplimiento de  las condiciones generales establecidas en el Título II y de las medidas de administración adoptadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título III de esta ley.

Artículo 34.- Siembra y repoblación en cotos de pesca. La siembra o repoblación de especies hidrobiológicas en los cotos de pesca será autorizada por el Director Zonal, en la forma establecida en el artículo 11 de la presente ley.


Artículo 35.- Registro de cotos de pesca. Los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, por regiones. La inscripción constituirá una solemnidad habilitante para la explotación comercial del coto.

Párrafo 3º

De la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial


Artículo 36.- Áreas de manejo. En las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos decretadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán realizarse actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine el reglamento que se dictará por decreto del Ministerio.


Artículo 37.- Reservas marinas. En las reservas marinas declaradas en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura que se encuentren bajo la tuición del Servicio Nacional de Pesca, se podrán realizar actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que se determine en el plan de administración respectivo.

Artículo 38.- Parques Nacionales. En los cursos de agua situados en los Parques Nacionales, cuya declaración de área preferencial de pesca no se haya decretado, no podrá realizarse pesca embarcada y sólo podrá realizarse pesca con devolución en lugares especialmente habilitados con dichos fines.


Artículo 39.- Otras aguas bajo protección oficial. Los planes de manejo que se elaboren para las áreas que se encuentran bajo protección oficial del Estado, deberán ser aprobados por la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, en lo que se refiera a las actividades de pesca recreativa autorizadas en el área.


Para el financiamiento de la elaboración del plan de manejo de un área bajo protección oficial que comprenda actividades de pesca recreativa, el organismo encargado de su administración podrá presentar proyectos al Fondo de Investigación Pesquera, sin perjuicio del financiamiento que pueda obtener a través de otros fondos.


Asimismo, y sin perjuicio de las facultades que le otorgue la normativa que rige la administración del área bajo protección oficial, el organismo encargado de su administración podrá exigir la posesión de un permiso especial de pesca recreativa, establecer el monto de los derechos para su obtención y celebrar convenios para su entrega y cobro de los derechos correspondientes.


En el caso de Parques Nacionales los planes de manejo deberán privilegiar el estricto mantenimiento de los equilibrios ecológicos y la preservación de los ecosistemas naturales.

TÍTULO V

DE LOS GUÍAS DE PESCA


Artículo 40.- Certificación de guías de pesca. Los guías de pesca podrán solicitar voluntariamente al Servicio Nacional de Turismo su certificación para el ejercicio de la actividad en una determinada región. Para estos efectos deberán acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Los extranjeros que no reúnan el requisito de residencia definitiva podrán solicitar la certificación bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos;


b) Ser mayor de edad;


c) Acreditar, en la forma que determine el reglamento, conocimientos sobre naturaleza, geografía e historia local, regulación de la pesca recreativa, seguridad y primeros auxilios, así como conocimientos y experiencia en la actividad.


Cumplidos los requisitos anteriores, el Servicio Nacional de Turismo otorgará una credencial personal e intransferible. El reglamento a que se refiere la letra c) de este artículo establecerá el monto de los derechos para la obtención de dicha credencial.


Artículo 41.- Cancelación de la certificación. La certificación de guía de pesca quedará sin efecto en los siguientes casos:


a) Por fallecimiento;


b) Por haber sido sancionado por infracción a las normas de la presente ley, y


c) Por sentencia judicial firme o ejecutoriada que hubiere establecido la responsabilidad penal o civil en el ejercicio de la actividad.

TÍTULO VI

DE LOS CONSEJOS DE PESCA RECREATIVA


Artículo 42.- Creación e integración de los Consejos. El Director Zonal creará, cuando proceda, en cada región de la zona correspondiente, un Consejo de Pesca Recreativa como organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen según lo establecido en el artículo 1º.


Los Consejos estarán integrados de la siguiente manera:


a) Por el Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;


b) Por el Director Regional de Turismo;


c) Por el Director Regional de Pesca;


d) Por un representante del gobierno regional designado por el intendente;


e) Por cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y demás organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Los representantes designados en esta letra serán elegidos directamente por las organizaciones legalmente constituidas que tengan domicilio en la región, en conformidad con el procedimiento de elección que establezca un reglamento del Ministerio, y


f) Por un representante de universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a una unidad académica directamente relacionada con las ciencias del mar o limnología, el que será designado conforme al procedimiento previsto en la letra anterior.


Podrán ser invitados a participar en el Consejo el Secretario Regional Ministerial de Economía, cuando no lo integre, así como un representante de Carabineros de Chile, de la Armada de Chile, de las asociaciones municipales de la región y de las cámaras de turismo que tengan su domicilio en la región.


Los integrantes del Consejo no percibirán remuneración.


Artículo 43.- Funciones de los Consejos de Pesca Recreativa. Los Consejos deberán ser consultados sobre las materias que someta a su conocimiento el Director Zonal y, en particular, sobre las siguientes materias:


a) el decreto que establece los aparejos de pesca de uso personal.


b) el reglamento de siembra y repoblación a que se refiere el Título III.


c) las medidas de administración para la pesca recreativa.


d) el informe técnico para la declaración de las áreas preferenciales.


e) los planes de manejo de las áreas preferenciales de la región y de los resultados de sus programas de seguimiento.


Los Consejos podrán proponer al Fondo de Administración Pesquera prioridades de inversión para la pesca recreativa y presentar proyectos específicos para su financiamiento. Asimismo, los consejos podrán presentar propuestas para la declaración de áreas preferenciales según lo establece la ley.

Los Consejos deberán emitir sus pronunciamientos en el plazo de treinta días corridos contados desde el requerimiento respectivo. Se podrá prescindir de dicho pronunciamiento si no es emitido en el plazo señalado.

TÍTULO VII

DE LA EDUCACIÓN Y DIFUSIÓN


Artículo 44.- Planes de estudio. Los textos didácticos de enseñanza de educación básica y media aprobados por el Ministerio de Educación, que sean atinentes a la materia, procurarán incluir guías para la identificación del mayor número posible de especies de la fauna íctica silvestre del país; resaltarán la trascendencia ecológica de su preservación, orientarán sobre las medidas concretas que deben adoptarse para la salvaguarda de su supervivencia y para el ejercicio responsable de la pesca recreativa.


Asimismo, los programas de educación de nivel básico y medio propenderán al contacto de los educandos con el medio natural que les permita conocer e identificar directamente la fauna íctica silvestre del país.


Artículo 45.- Manual de pesca recreativa. El Ministerio, dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de la presente ley, deberá elaborar, directamente o mediante la contratación de servicios, un manual para el ejercicio responsable de la pesca recreativa, cuyo objetivo será incentivar la práctica de la actividad y difundir normas para su ejercicio responsable y seguro.

TÍTULO VIII

DE LA FISCALIZACIÓN, INFRACCIONES Y SANCIONES


Artículo 46.- Fiscalizadores de la presente ley. La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, y de las medidas de administración adoptadas conforme a ellas, será ejercida por los funcionarios del Servicio y personal de la Armada y Carabineros, según corresponda, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.


Las calidades, atribuciones y facultades para el ejercicio de su función fiscalizadora se regirán por sus respectivas leyes orgánicas y por las disposiciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Tendrán también la calidad de fiscalizadores de las actividades de pesca recreativa, los inspectores ad honorem designados por el Director Nacional de Pesca en conformidad con la ley Nº 18.465, así como los inspectores municipales y los guardaparques, en la forma y condiciones que se establecen en el presente Título.


Artículo 47.- Inspectores municipales y guardaparques. Los inspectores municipales y guardaparques deberán rendir y aprobar un examen ante el Servicio Nacional de Pesca para acreditar conocimientos especializados o experiencia en materias de pesca recreativa. Deberán ejercer labores de fiscalización en la jurisdicción de la municipalidad respectiva o en las áreas silvestres protegidas, según corresponda, y tendrán en el ejercicio de sus funciones las facultades y obligaciones establecidas en el artículo 3º letras a), b), c), d), h) e i) de la ley Nº 18.465.


Artículo 48.- Infracciones menos graves. Son infracciones menos graves los siguientes hechos:


a) No inscribir el coto de pesca en el registro a que se refiere el artículo 35, y

b) Contravenir las prohibiciones o limitaciones establecidas para actividades distintas de la pesca recreativa en el plan de manejo de un área preferencial.


Artículo 49.- Infracciones graves. Son infracciones graves los siguientes hechos:


a) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6º;


b) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina con infracción a las medidas de administración establecidas en el Título III de esta ley;


c) Realizar actividades de pesca recreativa en aguas protegidas en contravención a la regulación que en cada caso se establece en el párrafo 3º del Título IV de esta ley; 


d) Cometer cualquier vejación injusta en contra de las personas, usar apremios innecesarios o exceder las atribuciones otorgadas por la ley Nº 18.465, en el ejercicio de las funciones de los inspectores ad honorem, en los casos en que dichas acciones no constituyan delito, y


e) Comercializar especies hidrobiológicas capturadas con aparejos de pesca de uso personal. En este caso, la sanción se aplicará por cada ejemplar capturado.

Artículo 50.- Infracciones gravísimas. Son infracciones gravísimas los siguientes hechos:


a) Realizar siembra o repoblación sin la autorización a que se refiere el artículo 11;


b) Realizar actividades de pesca recreativa en contravención a las medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes.


c) Realizar actividades de pesca recreativa con sistemas o elementos de pesca tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas o electricidad, en los casos en que no constituyan el delito tipificado en el artículo 136 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


d) Construir un coto de pesca sin cumplir con las medidas de protección al medio ambiente establecidas en el reglamento a que se refiere el artículo 32.


e) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales, sin el permiso especial a que se refiere el artículo 27.


f) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales en contravención al plan de manejo vigente.


Artículo 51.- Sanciones. Las infracciones menos graves serán sancionadas con multa de una a tres unidades tributarias mensuales.


Las infracciones graves serán sancionadas con multa de cuatro a diez unidades tributarias mensuales.


Las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


A las infracciones de esta ley que no tuvieren prevista una sanción especial se les aplicará una multa de una a treinta unidades tributarias mensuales.


Tratándose de las infracciones a que se refieren los artículos 49 y 50 el juez podrán imponer, como sanción accesoria, la prestación de servicios no remunerados en favor de la comuna. Dicha prestación no podrá exceder de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el infractor realice.

La sanción tendrá una extensión máxima de 120 horas.

Artículo 52.- Tribunales competentes y procedimiento. Las infracciones a las normas establecidas en la presente ley se conocerán y sancionarán de acuerdo al procedimiento establecido en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Asimismo, en lo no regulado en este título, se aplicarán las normas contenidas en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 53.- Destino de las multas. Las multas aplicadas en conformidad con la presente ley se destinarán en beneficio municipal de la comuna en la que o frente a cuyas costas o riberas se hubiere cometido la infracción.

TÍTULO IX

DISPOSICIONES VARIAS


Artículo 54.- Registros. Corresponderá al Servicio Nacional de Pesca llevar los siguientes registros:


a) Registro de cotos de pesca, y


b) Registro de consultores.


Asimismo corresponderá al Servicio Nacional de Turismo llevar un registro de operadores de pesca, por región.


Un reglamento del Ministerio determinará los antecedentes que deberán acompañarse para solicitar la inscripción en alguno de los registros antes indicados, así como los casos en que podrá dejarse sin efecto la inscripción.


Artículo 55.- Registro de consultores. En el registro de consultores se inscribirán las personas naturales o jurídicas habilitadas para elaborar los planes de manejo de áreas preferenciales y realizar los seguimientos de dichos planes y proyectos.


Podrán inscribirse las personas naturales que cumplan los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Los extranjeros que no reúnan el requisito de residencia definitiva podrán solicitar la inscripción bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos.


b) Estar en posesión de un título profesional en el área de las ciencias marinas o limnología con especialización o experiencia en biología pesquera.


c) Asimismo, podrán inscribirse las personas jurídicas que contemplen dentro de su objeto social la realización de investigaciones o estudios en algunas de las materias indicadas en la letra b) y que tengan uno o más socios o trabajadores que cumplan con los requisitos establecidos en las letras precedentes.


El reglamento determinará la forma en que deberán acreditarse los requisitos para solicitar la inscripción en el Registro de Consultores.


Artículo 56.- Convenios para entrega de licencias. El Servicio podrá celebrar convenios con personas naturales o jurídicas para la entrega de las licencias de pesca recreativa y el cobro de los derechos correspondientes.


Artículo 57.- Financiamiento. El presupuesto del Servicio deberá consultar anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa, del manual de pesca recreativa y de los documentos informativos a que se refiere el artículo 6°.


Artículo 58.- Modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura en la forma que se indica:


1.- En el artículo 1º, sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “acuicultura” por la conjunción “y”, y elimínase la expresión “y deportiva”.


2.- Derógase el título VIII.


3.- Derógase el artículo 121.


4.- Agrégase la siguiente oración final en el inciso primero del artículo 173:


“Asimismo, el Fondo tendrá por objeto financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.”.


Artículo 59.- Modificaciones en materia de inspectores ad honorem. Modifícase la ley Nº 18.465 en la forma que se indica:


1.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1º por el siguiente:


“Las denuncias efectuadas por los inspectores ad honorem constituirán presunción de la existencia de los hechos denunciados.”.


2.- Modifícase el artículo 2º en la forma que se señala a continuación:


a) Intercálase en el inciso primero la siguiente letra b) pasando las actuales b) a d) a ser c) a e), respectivamente:


“b) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“La postulación para inspector ad honorem se abrirá en los plazos que establezca el Servicio mediante resolución, la que determinará, además,  los antecedentes que deben proporcionarse en la solicitud de postulación.”. 


3.- Modifícase el artículo 3º en la forma que se indica:


a) Sustitúyese en la letra c), la expresión “juzgado de policía local” por la expresión “tribunal competente”.


b) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


“d) Incautar las especies hidrobiológicas y los elementos con los que se cometió la infracción, con el solo objeto de ponerlos de inmediato a disposición del tribunal competente.”.


c) Agrégase las siguientes letras h) e i):


“h) Registrar embarcaciones y vehículos utilizados por pescadores, e


i) Citar al infractor a la audiencia del siguiente día hábil, bajo apercibimiento de arresto.”.


4.- Agrégase al artículo 4º las siguientes letras c), d), e) y f):


“c) Vencimiento del período de nombramiento establecido en la resolución correspondiente, si el interesado no manifiesta por escrito, su deseo de continuar ejerciendo dicho nombramiento;


d) No realizar actividades de fiscalización en dos períodos cuatrimestrales consecutivos;


e) Incumplimiento grave de las obligaciones señaladas en la presente ley o en el reglamento, y


f) Por haber sido condenado por delito o infracción cometido en el ejercicio de su función.”.


Artículo 60.- Créanse, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, cinco cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, que para el solo efecto del artículo 7° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerarán equivalentes a los de Jefe de División.


Traspásase a la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, mediante nombramientos, sin solución de continuidad, a los cargos creados en el inciso precedente, los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley ocupen en calidad de titulares los cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, de la Planta de Directivos del Servicio Nacional de Pesca.


Los cargos de planta que queden vacantes en razón del traspaso dispuesto en el inciso anterior, se suprimirán de pleno derecho en la planta del Servicio Nacional de Pesca. Los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho, deberán ser traspasados desde el presupuesto del Servicio Nacional de Pesca al presupuesto de la Subsecretaría de Pesca.


Los traspasos de personal que se dispongan en conformidad a este artículo no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


La aplicación de lo dispuesto en el presente artículo no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad que la de las remuneraciones contempladas en ella.


Los funcionarios traspasados conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo. Para efectos del incremento por desempeño individual del artículo 7° de la Ley N° 19.553 que les corresponda percibir en la Subsecretaría de Pesca durante el año en que tenga lugar el traslado, conservarán el porcentaje que determinaron las últimas calificaciones ejecutoriadas a que estuvieron afectos en el Servicio Nacional de Pesca.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- Las medidas de administración que a la fecha de vigencia de la presente ley hubieren sido dictadas por la autoridad para el ejercicio de la pesca recreativa mantendrán su vigencia, mientras no sean modificadas, para una especie o área determinada, de acuerdo a los procedimientos que en cada caso establece la presente ley.


Artículo 2º.- El Ministerio, dentro del plazo de ciento ochenta días corridos contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá dictar el reglamento de los registros a que se refiere el artículo 54.


Artículo 3º.- Dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la publicación del reglamento a que se refiere el artículo anterior, los titulares de cotos de pesca que se encuentren en funcionamiento deberán solicitar la inscripción correspondiente.


Artículo 4º.- Redúcese en cinco cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Nacional de Pesca y auméntase en cinco cupos la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Pesca.


Artículo 5°.- Mientras no se establezca el Registro de Consultores a que se refiere el artículo 55 de la presente ley, los términos técnicos de referencia de los proyectos que se liciten para la declaración de un área preferencial o para la elaboración de los planes de manejo de áreas preferenciales declaradas, deberán establecer los requisitos y condiciones que deberán cumplir los consultores.”.


Artículo 6º.- Mientras no exista un Director Zonal de Pesca exclusivo para la XI Región, corresponderá al Director Zonal de la XII Región ejercer en la XI Región las competencias en materia de pesca recreativa a que se refiere la presente ley.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 1 de agosto de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Carlos Bianchi Chelech y Antonio Horvath Kiss; 5 de septiembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Nelson Avila Contreras, Carlos Bianchi Chelech, Camilo Escalona Medina y Antonio Horvath Kiss; 3 de octubre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Nelson Avila Contreras y Antonio Horvath; 10 de octubre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Nelson Avila Contreras y Antonio Horvath Kiss; 17 de octubre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Carlos Bianchi Chelech y Antonio Horvath Kiss; 5 de diciembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Nelson Avila Contreras, Carlos Bianchi Chelech y Antonio Horvath Kiss, y 19 de diciembre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Nelson Avila Contreras, Carlos Bianchi Chelech y Antonio Horvath Kiss, y 9 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes (Presidente), Nelson Avila Contreras y Carlos Bianchi Chelech.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2007.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE PESCA RECREATIVA

(3424-21)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 2 diciembre de 2003.



Asistieron a la sesión en que se trató la iniciativa la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señora Jessica Fuentes y el asesor, señor Osvaldo Urrutia. 

- - -


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.
- - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

- - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: los señalados en el Segundo Informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, con excepción de los artículos 46 y 58.


II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Números 8 a), 50, 65, 67 y 68 a).

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hubo. 


IV.- Indicaciones rechazadas: no hubo.


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

- - - 


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 6°, incisos tercero y cuarto; 13, inciso cuarto; 15, inciso tercero; 17, inciso segundo; 18, inciso quinto; 24, 31, 35, 42, 43, inciso segundo; 45, 46, 47, 54, 56, 57, 58, N° 4 y 60 permanentes y el artículo 4º transitorio, del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, como reglamentariamente corresponde.

- - -

Discusión

Artículo 6°

Incisos tercero y cuarto

Esta disposición establece la licencia de pesca recreativa, y  sus incisos tercero y cuarto, fijan el valor de la licencia y las exenciones al pago. Los incisos indicados son del siguiente tenor:

“La licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 unidades de fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 unidades de fomento para turistas extranjeros.


Quedarán exentos del pago de derechos, pero no del porte de la licencia, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley Nº 19.284, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.”. 

La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señora Jessica Fuentes, dando respuesta a una consulta del Honorable Senador señor García, indicó que la licencia tiene una duración de un año y otorga derecho para pescar en todas las áreas que no sean preferenciales. Agregó que para la pesca en zonas preferenciales se requiere un permiso especial, que estará determinado en cuanto a su vigencia y demás aspectos por el plan de manejo. 


- Puesta en votación esta disposición fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 13

Inciso cuarto


El inciso cuarto prescribe que la declaración de áreas preferenciales se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación local para que pueda ser objeto de observaciones, dentro de treinta días corridos contados desde la fecha de la última publicación.

En la indicación Nº 8 a), S. E. la señora Presidenta de la República propone tres enmiendas a este artículo 13. En lo pertinente a la competencia de esta Comisión, introduce una modificación al inciso cuarto reemplazando la palabra “identificadas” por “propuestas”.

- Esta indicación fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 15

Inciso tercero


Esta norma se refiere a la declaración del área preferencial y en su inciso tercero establece que la resolución que declara el área deberá ser publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.

- Esta norma fue aprobada, en los mismos términos propuestos en el Segundo Informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 17

Inciso segundo


Este precepto reglamenta la elaboración y aprobación del plan de manejo. El inciso segundo prevé que los planes de manejo se financiarán con cargo al Fondo de Investigación Pesquera y se adjudicarán en pública subasta, sin perjuicio del financiamiento que puedan obtenerse con cargo a otros fondos.

El Honorable Senador señor García consultó sobre la responsabilidad que tendrán las municipalidades al presentar el proyecto a licitación y el costo que ello significara.
La señora Jessica Fuentes, expresó que el Fondo de Investigación Pesquera (FIP) opera sobre la base de una demanda de investigación, esta demanda es priorizada por el Fondo y luego toda la investigación es financiada por el mismo.

Los Honorables Senadores señores Escalona y García propusieron que, para una mayor claridad de la norma, se modifique el inciso segundo en el sentido que la municipalidad o municipalidades presenten su proyecto al Fondo de Investigación Pesquera.

- Esta norma fue aprobada con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 18

Inciso quinto

El inciso quinto de este artículo ordena publicar en extracto el plan de manejo y sus modificaciones. El extracto, además, deberá contener las medidas de administración, limitaciones y prohibiciones fijadas para la pesca recreativa y otras actividades deportivas.

Por acuerdo unánime de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, se agregó la siguiente frase final al inciso:


“La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.”.

Respecto de la norma recayó la indicación Nº 22, del Honorable Senador señor Arancibia, que propone la supresión de la misma, ella fue retirada por su autor por lo que vuestra Comisión de Hacienda no se pronunció.
- Esta disposición fue aprobada, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 24 

(23, en el texto aprobado en general)

Esta norma establece las condiciones para que la licitación del área preferencial sea practicada por el gobierno regional.

El texto propuesto por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura es del siguiente tenor:

“Artículo 24.- Licitación de la administración del área preferencial por el gobierno regional. El gobierno regional deberá licitar la administración del área preferencial cuando ésta se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y concurra alguna de las siguientes circunstancias:


a) Si transcurrido un año desde la declaración del área preferencial ninguna de las municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área hubiere encargado la elaboración del plan de manejo, o


b) Si transcurridos dos años desde la declaración del área preferencial no se hubiere aprobado el plan de manejo.


La atribución indicada en el inciso anterior podrá ser ejercida de oficio o a petición de uno o más concejales de la comuna o comunas respectivas o de cualquier interesado en la administración del área preferencial. En este último caso, el interesado deberá entregar una boleta bancaria de garantía para asegurar su participación en la licitación. La boleta de garantía deberá ser equivalente al monto que sea fijado para estos efectos por el gobierno regional y no podrá ser superior al monto fijo que deba establecerse para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20.


La licitación de la administración del área preferencial se realizará de conformidad con los artículos 20 y siguientes, con las modificaciones que se indican:


i. El gobierno regional deberá, previamente, encargar la elaboración del plan de manejo, cuando corresponda;


ii. El proceso de licitación será realizado por el intendente y la adjudicación será aprobada por el consejo regional;


iii. El convenio de administración será aprobado por resolución del intendente, y


iv. El monto fijo para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20, será de beneficio del gobierno regional.


En estos casos, el porcentaje de permisos especiales de pesca que el adjudicatario debe entregar de conformidad con el artículo 20 letra c), será distribuido entre las municipalidades en que se ubique el área preferencial en forma proporcional a los ingresos generados en el territorio jurisdiccional de cada una de ellas.


Las multas que se apliquen por incumplimiento de las obligaciones del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el municipio en donde se ubique el área preferencial de pesca recreativa y serán de beneficio de la comuna.”.

- Esta disposición fue aprobada en los mismos términos en que fue propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en su Segundo Informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag

Artículo 31

(30, en el texto aprobado en general)
Esta disposición se refiere a la renovación del área preferencial y prescribe que la resolución del intendente que declare la renovación del área será publicada en el Diario Oficial y un diario de circulación regional.

- Fue aprobada en los mismos términos propuestos en el Segundo Informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 35

(34, en el texto aprobado en general)
La norma crea el registro de cotos de pesca y prescribe que los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, por regiones. Agrega este artículo que la inscripción constituirá una solemnidad habilitante para la explotación comercial del coto.

- La disposición fue aprobada en los mismos términos propuestos en el Segundo Informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 42

(41, en el texto aprobado en general)
Esta disposición establece la creación e integración de los Consejos de Pesca Recreativa, que será un organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen según lo establecido en el artículo 1º.

Enseguida dispone su integración del modo que sigue:

a) Por el Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;


b) Por el Director Regional de Turismo;


c) Por el Director Regional de Pesca;


d) Por un representante del gobierno regional designado por el intendente;


e) Por cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y demás organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Los representantes designados en esta letra serán elegidos directamente por las organizaciones legalmente constituidas que tengan domicilio en la región, en conformidad con el procedimiento de elección que establezca un reglamento del Ministerio, y


f) Por un representante de universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a una unidad académica directamente relacionada con las ciencias del mar o limnología, el que será designado conforme al procedimiento previsto en la letra anterior.


Agrega la disposición que podrán ser invitados a participar en el Consejo el Secretario Regional Ministerial de Economía, cuando no lo integre, así como un representante de Carabineros de Chile, de la Armada de Chile, de las asociaciones municipales de la región y de las cámaras de turismo que tengan su domicilio en la región.


Finalmente señala que los integrantes del Consejo no percibirán remuneración.

El Honorable Senador señor García hizo presente que en la letra e) se señala a cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y demás organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Consultó si el intendente sólo determina a las organizaciones sin fines de lucro o a todas.

El representante del Ejecutivo indicó que el intendente sólo determinaba las últimas porque las primeras calificaban por su propia naturaleza.

El Honorable Senador señor Escalona propuso, para mejorar la redacción, que en lugar de expresar las “demás” organizaciones se señale simplemente “las organizaciones sin fines de lucro”.

Dicha proposición fue aceptada por la unanimidad de los miembros de la Comisión.

Enseguida, el Honorable Senador señor Escalona señaló que la letra f) de la norma, referida a la elección del representante de universidades de la zona, también quedará regulada por el reglamento que dicte el Ministerio de Economía, del mismo modo que la elección de representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, indicando que no le parece adecuada dicha fórmula. 

El Honorable Senador señor García propuso que se hiciera referencia en este caso al reglamento de la propia ley.

Esta redacción fue aprobada por los miembros de la Comisión.

- La norma, en consecuencia, fue aprobada con el texto propuesto por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en su Segundo Informe, y las enmiendas antes indicadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.
Artículo 43, inciso segundo
(42, en el texto aprobado en general)
Esta norma dispone las funciones de los consejos de pesca recreativa.

Y en su inciso segundo asigna a los consejos la facultad de proponer al Fondo de Administración Pesquera proyectos prioritarios de inversión en materia de pesca recreativa y los planes para su financiamiento.

Respecto del inciso segundo recayó la indicación Nº 50, del Honorable Senador señor Arancibia, que reemplaza la mención al Fondo o a otros organismos, por la frase “según lo establece la ley”.

La Comisión, asimismo, introdujo una enmienda formal, de conformidad al artículo 121 del Reglamento del Senado, según se consigna en el texto de este informe.

- La indicación y la enmienda formal fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.
Artículo 45

(44, en el texto aprobado en general)
Esta norma prescribe que el Ministerio de Educación elaborará directamente o por terceros, luego de transcurrido un año de la publicación de esta ley, un manual que fomente el ejercicio responsable de la pesca recreativa.


La indicación Nº 52, del Honorable Senador señor Arancibia propone suprimir la expresión “directamente o”.

Esta indicación fue retirada por su autor por lo que la Comisión no se pronunció sobre ella.

- La disposición fue aprobada en los mismos términos en que venía propuesta por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en su Segundo Informe, por  la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 46

(45, en el texto aprobado en general)
Establece los entes fiscalizadores de la presente ley y sus atribuciones.

La Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señora Jessica Fuentes, indicó que en esta norma lo nuevo es que se entregan facultades a los inspectores municipales y a los guardaparques de CONAF en materia de pesca recreativa, porque los otros entes ya cuentan con esa atribución en la Ley de Pesca.

El Honorable Senador señor Escalona propuso que se haga expresa mención a que se refiere a los guardaparques de CONAF.

El representante del Ejecutivo propuso que se haga una referencia a los guardaparques del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado.

- Con esta enmienda se acordó aprobar la disposición por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 47

(46, en el texto aprobado en general)
Establece normas sobre los requisitos que deben cumplir los inspectores municipales y a los guardaparques para ejercer estas atribuciones.

Como consecuencia de la modificación aprobada en el artículo anterior se acordó enmendar en el mismo sentido esta norma, incorporando el concepto de “Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado”.

- Con esta enmienda se acordó aprobar la disposición por la unanimidad y con la misma votación anterior.

Artículo 54

(53, en el texto aprobado en general)
Este artículo regula diversos registros que corresponderá llevar al Servicio Nacional de Pesca, tales son: el Registro de cotos de pesca y el Registro de consultores; y, el Servicio Nacional de Turismo que llevará un registro de operadores de pesca.

- La disposición fue aprobada en los mismos términos propuestos por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en su Segundo Informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 56

(55, en el texto aprobado en general)
Esta disposición otorga la facultad al Servicio Nacional de Pesca para celebrar convenios con personas naturales o jurídicas para la entrega de las licencias de pesca recreativa y el cobro de los derechos correspondientes.

- La disposición fue aprobada en los mismos términos por la unanimidad y con la misma votación anterior.
Artículo 57

(56, en el texto aprobado en general)
Prescribe que el presupuesto del Servicio Nacional de Pesca incluirá anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa y guías de pesca y de los demás documentos informativos.

Respecto de esta disposición recayó la indicación Nº 65, del Honorable Senador señor Arancibia que propone reemplazar en este artículo las expresiones “guías de pesca” por “manual de pesca recreativa”.

- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.
Artículo 58
Número 4
(57, en el texto aprobado en general)
Este artículo introduce modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura y mediante su N° 4, agrega una oración final al inciso primero del artículo 173 de la citada ley, que incluye como otro objetivo o función del Fondo de Administración Pesquero financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies de importancia para la pesca recreativa, restauración del hábitat de las especies, y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de esta actividad.


Respecto de esta norma se formuló la indicación Nº 66, del Honorable Senador señor Arancibia que propone el reemplazo del precepto transcrito por otro que asigna al Fondo la función de financiar total o parcialmente proyectos de investigación sobre especies de importancia para la pesca recreativa y para la restauración del hábitat de las especies. Esta indicación fue retirada por su autor, por lo que la Comisión no se pronunció.

La Comisión fue del parecer de eliminar la frase “total o parcialmente” que contiene la disposición, para evitar alguna interpretación errónea en el sentido que el Fondo pueda limitar el financiamiento total del proyecto de investigación.

- Con la enmienda señalada se aprobó la disposición por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.

Artículo 60
Este artículo, nuevo, fue incorporado por indicación N° 67 de S. E. la señora Presidenta de la República, que es del tenor siguiente: 


“Artículo 60.- Créanse, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, cinco cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, que para el solo efecto del artículo 7° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerarán equivalentes a los de Jefe de División.


Traspásase a la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, mediante nombramientos, sin solución de continuidad, a los cargos creados en el inciso precedente, los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley ocupen en calidad de titulares los cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, de la Planta de Directivos del Servicio Nacional de Pesca.


Los cargos de planta que queden vacantes en razón del traspaso dispuesto en el inciso anterior, se suprimirán de pleno derecho en la planta del Servicio Nacional de Pesca. Los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho, deberán ser traspasados desde el presupuesto del Servicio Nacional de Pesca al presupuesto de la Subsecretaría de Pesca.


Los traspasos de personal que se dispongan en conformidad a este artículo no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


La aplicación de lo dispuesto en el presente artículo no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad que la de las remuneraciones contempladas en ella.


Los funcionarios traspasados conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo. Para efectos del incremento por desempeño individual del artículo 7° de la Ley N° 19.553 que les corresponda percibir en la Subsecretaría de Pesca durante el año en que tenga lugar el traslado, conservarán el porcentaje que determinaron las últimas calificaciones ejecutoriadas a que estuvieron afectos en el Servicio Nacional de Pesca.”.
La señora Jessica Fuentes, expresó que el sentido de esta norma es que en la actualidad en la Planta del Servicio Nacional de Pesca hay Directores Regionales, uno por región, y Directores Zonales.

Estos últimos fundamentalmente han ido ejerciendo facultades de administración pesquera más que labores de fiscalización propiamente tal, las que son llevadas por los Directores Regionales. Hace ya varios años la Subsecretaría de Pesca ha decidido tomar estos funcionarios y mediante comisiones de servicio ha destinado a los Directores Zonales a trabajar directamente con la Subsecretaría. 
Con esta norma se busca formalizar el traspaso que se ha producido. Esto se relaciona con su participación en los Consejos Pesqueros que fijan normas de administración.

- La indicación fue aprobada en los mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag.
Artículo 4º transitorio

Respecto de este artículo se formuló la indicación Nº 68 a) de S. E. la señora Presidenta de la República que propone reemplazar su texto por otro que reduce en cinco cupos la dotación máxima del Servicio y aumenta en cinco cupos la de la Subsecretaría.

- La indicación fue aprobada en los mismos términos y con la misma votación anterior.
- - -

FINANCIAMIENTO


El Informe Financiero Sustitutivo, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señala que la iniciativa legal no irroga mayor gasto fiscal.

Agrega que el Servicio Nacional de Pesca obtendrá mayores ingresos por aproximadamente $900 millones anuales por concepto de otorgamiento de licencias de pesca recreativa; la administración y mantención de bases de datos de las licencias no implicará un mayor gasto para el señalado servicio.

Enseguida indica que esta iniciativa sólo generará ingresos y egresos para aquellas municipalidades que decidan incursionar en esta actividad voluntariamente, ya sea administrando directamente o bien licitando la administración de áreas preferenciales.

Finalmente, expresa que su artículo 60 crea en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca cinco cargos de Directores Zonales de Pesca, grado 5° EUS. No obstante lo anterior no tiene impacto fiscal al traspasarse a dichos cargos los funcionarios que a la fecha de publicación de la ley ocupen en calidad de titulares los cargos de Directores Zonales de Pesca, grado 5° EUS, de la Planta de Directivos del Servicio Nacional de Pesca, cuyos cargos se suprimirán de pleno derecho en la planta de ese servicio.

- - -


En virtud de los acuerdos anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, con las siguientes modificaciones:

Artículo 17
Inciso segundo






 Sustituir, la expresión “a licitación” por “al Fondo de Investigación Pesquera”.
(Unanimidad 4x0).

Artículo 42

Letra e)



Reemplazar la palabra “demás” por el artículo “las”. (Unanimidad 4x0).

Letra f)



Sustituir las expresiones: “al procedimiento previsto en la letra anterior” por “lo dispuesto en el reglamento de esta ley.”.

(Unanimidad 4x0).

Artículo 43

Inciso segundo


Comenzar con mayúscula, la segunda vez que aparece, la palabra “consejos”. (Unanimidad 4x0).

Artículo 46

Inciso tercero



Agregar después de la palabra “guardaparques” y antes de la coma que la sucede (,) lo siguiente: “señalados en el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado (SNASPE)”. (Unanimidad 4x0)

Artículo 47
Inciso primero


Añadir después de la palabra “guardaparques”, la segunda vez que aparece, lo siguiente: “señalados en el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado (SNASPE),”. (Unanimidad 4x0) (Artículo 121 del Reglamento)
Artículo 58

N° 4.-



Suprimir en la oración final que se agrega, por este numeral, en el inciso primero del artículo 173,  la expresión: “total o parcialmente”. (Unanimidad 4x0)
- - -
TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


De ser aprobadas las modificaciones propuestas por la Comisión, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1º.- Ámbito de aplicación de la ley. A las disposiciones de la presente ley quedarán sometidas las actividades de pesca recreativa que se realicen en las aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva de la República. 


Se entenderá por pesca recreativa la actividad pesquera realizada por personas naturales que tiene por objeto la captura de especies hidrobiológicas con aparejos de pesca de uso personal, sin fines de lucro para el pescador y con propósito de deporte, turismo o entretención.


Quedará también sometida a las disposiciones de esta ley la pesca submarina, sólo en cuanto dicha actividad sea realizada sin fines de lucro y con los propósitos señalados en el inciso anterior.


Artículo 2º.- Principios y objetivos de la ley. El objetivo de la presente ley será fomentar la actividad de pesca recreativa, conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema, fomentar las actividades económicas y turísticas asociadas a la pesca recreativa y fortalecer la participación regional.


Artículo 3º.- Definiciones. Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Área preferencial para la pesca recreativa o área preferencial: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que comprende sectores interdependientes que requieren de un manejo integrado para la conservación de la fauna íctica y el desarrollo de actividades de pesca recreativa.


Podrán declararse áreas preferenciales las áreas degradadas.


b) Área degradada: sección de cursos o cuerpos de aguas terrestres de una cuenca, que ha sido alterada por acción antrópica o natural, produciendo la disminución significativa de la abundancia de las especies de importancia para la pesca recreativa o de la fauna íctica nativa.


El manejo de estas áreas se orientará hacia la recuperación del hábitat de dichas especies, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población.


c) Aparejo de pesca de uso personal: todo sistema o artificio preparado para la captura de especies hidrobiológicas, asociado a una modalidad de pesca recreativa, formado por una línea, lastrada o no, dotada de anzuelo o anzuelos, manipulada directamente o a través de una estructura que facilite su operación.


d) Caudal mínimo para efectos de pesca recreativa, en adelante “caudal mínimo”: cantidad de agua que asegura la adecuada disponibilidad de hábitat para los distintos estadios vitales de las especies hidrobiológicas presentes en un área preferencial y el adecuado ejercicio de las actividades de pesca recreativa.


e) Coto de pesca: curso de aguas superficiales que escurren por cauces artificiales o cuerpo de agua que se acumula en un depósito artificial, destinado al desarrollo de actividades de pesca recreativa, con fines de lucro para su dueño.


Se entiende asimismo por coto de pesca el curso o cuerpo de agua que se encuentra en la situación prevista en el artículo 20, inciso segundo, del Código de Aguas y destinado al mismo fin. Si durante la vigencia de un área preferencial se produjera la situación antes aludida, continuará el régimen de administración hasta el vencimiento de su plazo, a partir del cual el curso o cuerpo de agua será considerado un coto de pesca.


f) Director Zonal: el de la Subsecretaría de Pesca.


g) Guía de pesca: persona natural con conocimiento o experiencia en pesca recreativa que desarrolla actividades de turismo por cuenta propia o ajena, dirigiendo personalmente expediciones de pesca recreativa.


h) Ministerio: el de Economía, Fomento y Reconstrucción.


i) Operador de pesca: persona natural o jurídica que organiza expediciones turísticas para realizar actividades de pesca recreativa, con fines de lucro.


j) Pesca submarina: captura de fauna íctica marina, mediante buceo deportivo apnea y el empleo de uno o más arpones de elástico o de aire comprimido.

k) Repoblación: acción que tiene por objeto introducir especies hidrobiológicas a un cuerpo de agua, en el cual se encuentren o se hayan encontrado anteriormente, con la finalidad de aumentar o reestablecer poblaciones originales. 


l) Servicio: el Servicio Nacional de Pesca.


m) Siembra: acción que tiene por objeto introducir, en un área determinada, especies hidrobiológicas sin presencia natural en esa área.


n) Subsecretaría: la de Pesca.


ñ) Consejo o Consejos: el o los de Pesca Recreativa.


o) Plan de manejo del área preferencial o plan de manejo: conjunto de medidas que regulan las actividades de pesca recreativa y otras actividades compatibles en un área preferencial.


p) Medidas de garantía reproductiva de las especies de interés recreativo: Es el conjunto de medidas que garantizan la viabilidad y continuidad de los procesos reproductivos de las especies recreativas.

TÍTULO II

CONDICIONES GENERALES PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA


Artículo 4º.- Los aparejos de pesca. Las actividades de pesca recreativa deberán realizarse exclusivamente con aparejos de pesca de uso personal. Por decreto del Ministerio, previo informe técnico de la Subsecretaría, se establecerán los aparejos de pesca de uso personal que calificarán a estos efectos como propios de la pesca recreativa, considerándose a los demás como de pesca artesanal o industrial. Las actividades que se realicen con artes o aparejos de pesca no definidos en el reglamento respectivo, se regirán por las disposiciones de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Se prohíbe la realización de actividades de pesca recreativa mediante el uso de sistemas o elementos tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas, electricidad.


Artículo 5º.- Prohibición de comercialización. Se prohíbe la comercialización de las especies capturadas con aparejos de pesca de uso personal.


Artículo 6º.- Licencia de pesca recreativa. Toda persona natural, nacional o extranjera, que realice actividades de pesca recreativa o pesca submarina en aguas terrestres, aguas interiores, mar territorial o zona económica exclusiva, deberá estar en posesión de una licencia otorgada por el Servicio.


La licencia de pesca recreativa será personal e intransferible, deberá portarse durante la práctica de la actividad y el transporte de especies capturadas, y exhibirse junto con la cédula de identidad o pasaporte, según corresponda, a los fiscalizadores de la presente ley, cuando lo requieran.


La licencia habilitará para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, y tendrá una vigencia anual. El monto de los derechos para la licencia de pesca recreativa será de 0,7 unidades de fomento para nacionales y extranjeros residentes y 1,5 unidades de fomento para turistas extranjeros.


Quedarán exentos del pago de derechos, pero no del porte de la licencia, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley Nº 19.284, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.


El Servicio deberá proporcionar al interesado, junto con la licencia de pesca recreativa, información sobre las medidas de administración vigentes que regulan la actividad. Deberá también mantener una base de datos de las licencias que ha entregado, la que será de acceso público.

TÍTULO III

DE LAS MEDIDAS GENERALES DE ADMINISTRACIÓN


Artículo 7º.- Medidas de conservación para la pesca recreativa. En la regulación de las actividades de pesca recreativa que se realicen en aguas marítimas y terrestres, podrán adoptarse las medidas de administración contempladas en la Ley General de Pesca y Acuicultura y las medidas especiales de conservación que se regulan en el presente artículo.


En las aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva, dichas medidas serán adoptadas por resolución fundada de la Subsecretaría. En las aguas terrestres, las medidas serán adoptadas por resolución fundada del Director Zonal, respecto de las regiones comprendidas en la zona respectiva.


Las medidas especiales de conservación para la pesca recreativa son las siguientes:


a) Límites diarios de captura por pescador, expresados en número de ejemplares o peso total de ejemplares, los que podrán ser fijados por área y por especie;


b) Talla o peso máximo o rango de tallas o pesos permitido en la captura, de una especie en un área determinada;


c) Prohibición de captura en áreas vulnerables;


d) Prohibición de pesca embarcada en un área determinada;


e) Establecimiento de horarios para el ejercicio de la pesca recreativa;


f) Establecimiento del método de pesca con devolución en un área determinada o para una especie en un área determinada, y


g) Regulación de las dimensiones y características de los aparejos de pesca de uso personal, incluyendo sus elementos complementarios y carnadas.


Con el objeto de asegurar una protección eficaz a las especies cuyo ciclo vital se desarrolle tanto en aguas terrestres como marítimas, las medidas de administración que se adopten a su respecto deberán establecerse con la debida coordinación de las autoridades correspondientes. Si en el sector de aguas terrestres han sido declaradas una o más áreas preferenciales, de conformidad con lo dispuesto en el Título IV de esta ley, las autoridades correspondientes deberán dictar para las demás áreas, en el más breve plazo, las medidas de administración que complementen las contempladas en el plan de manejo respectivo.


Artículo 8º.- Medidas de conservación de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en el ejercicio de la pesca recreativa deberán respetarse las prohibiciones y medidas de administración aplicables a la pesca extractiva, adoptadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 9º.- Medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes. El Ministerio, mediante decreto supremo, previa consulta al Ministerio de Relaciones Exteriores, podrá, en conjunto con los organismos que corresponda de los países limítrofes, establecer medidas de administración en áreas fronterizas sobre especies hidrobiológicas compartidas.


Artículo 10.- De los campeonatos de pesca. Los campeonatos de pesca, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser comunicadas previamente al Director Regional del Servicio que corresponda y en ningún caso podrán contravenir las medidas de administración vigentes.


En todo caso, los participantes en campeonatos de pesca deberán dar cumplimiento a las condiciones generales establecidas en el Título II de la presente ley y sin perjuicio de las demás autorizaciones que corresponda otorgar a otros organismos en el ámbito de su competencia.


Artículo 11.- La repoblación y la siembra. Un reglamento del Ministerio regulará la forma y condiciones en que se podrán efectuar la siembra y repoblación de especies hidrobiológicas para fines de pesca recreativa, de modo de asegurar la debida protección del patrimonio sanitario y ambiental, en especial la biodiversidad.


Las personas naturales o jurídicas interesadas en realizar actividades de siembra o repoblación, deberán solicitar autorización a la Subsecretaría o al Director Zonal, según corresponda, acompañando los antecedentes que establezca el reglamento.


La Subsecretaría o el Director Zonal se pronunciará sobre la solicitud mediante resolución fundada y documentada, la que deberá ser publicada en extracto en el Diario Oficial por cuenta del interesado, dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde su fecha.

TÍTULO IV

AGUAS ESPECIALMENTE REGULADAS PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA

Párrafo 1º

De las áreas preferenciales


Artículo 12.- Autoridad competente para declarar un área preferencial. Las áreas preferenciales serán declaradas por resolución del gobierno regional en cuya jurisdicción se encuentre el respectivo curso o cuerpo de agua terrestre.


Artículo 13.- Procedimiento previo a la declaración de área preferencial. El intendente, previa elaboración de uno o más estudios técnicos a que se refiere el artículo siguiente y previa consulta al consejo de pesca recreativa de la región, a las autoridades públicas que, de acuerdo a sus competencias, deban emitir un pronunciamiento, y a la municipalidad de la o las comunas en que se ubique el área, identificará una o más secciones de curso o cuerpos de aguas terrestre susceptibles de ser declaradas áreas preferenciales.


Los pronunciamientos solicitados por el intendente deberán ser emitidos en el plazo de sesenta días corridos. Transcurrido dicho plazo se prescindirá del pronunciamiento respectivo.


En ningún caso podrán ser propuestas como áreas preferenciales las que no sean aprobadas como tales por la Subsecretaría de Marina, en el caso de ríos o lagos navegables por buques de más de cien toneladas, o en los que no siéndolo, siempre que se trate de bienes fiscales, en la extensión en que estén afectados por las mareas.


Las áreas preferenciales propuestas conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores deberán ser publicadas en el Diario Oficial y en un diario de circulación local. Las personas jurídicas de derecho privado y las personas naturales podrán formular observaciones a la iniciativa dentro del plazo de treinta días corridos, contado desde la última publicación.


Una vez transcurrido el plazo indicado en el inciso precedente, dentro de los treinta días corridos siguientes a él, el intendente deberá emitir un informe que considere los pronunciamientos y observaciones a la iniciativa y convocar a sesión extraordinaria al consejo regional, adjuntando el informe respectivo. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria.


Artículo 14.- Estudios técnicos para la declaración de áreas preferenciales. Los estudios técnicos que sirvan de fundamento para la declaración de áreas preferenciales serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que deberán ser adjudicados previa licitación pública. No obstante, también se podrá acceder a financiamiento a través de otros fondos.


Los participantes en la licitación deberán ser consultores inscritos en el registro a que se refiere el artículo 55 de esta ley.


Artículo 15.- Declaración del área preferencial. Con los antecedentes indicados en los artículos precedentes, el consejo regional aprobará la declaración del área preferencial para la pesca recreativa por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes.


Una vez aprobada por el consejo, el intendente dictará una resolución que declare una o más áreas preferenciales para la pesca recreativa, por un período de veinte años o un máximo de treinta en el caso de las áreas degradadas, indicando su ubicación geográfica y deslindes. Además, deberá indicar el caudal mínimo del respectivo cuerpo o curso de agua y las medidas de garantía, según corresponda.

La resolución que declara el área deberá ser publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional.


Publicada la resolución que declara el área preferencial se producirán de pleno derecho lo siguientes efectos:


a) En el área preferencial sólo podrá realizarse pesca con devolución hasta la aprobación del respectivo plan de manejo;


b) La alteración del lecho del curso o cuerpo de agua y de su ribera deberá someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental y, cuando corresponda, deberá certificarse por la Autoridad Marítima que no afecta la libre navegación. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación; 


c) Se limitará el otorgamiento de los derechos de aprovechamiento de aguas en los términos establecidos en el artículo 16;


d) El área preferencial quedará bajo la tuición de la municipalidad o municipalidades en que se encontrare, y 


e) El Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, cuando corresponda, deberá abstenerse de otorgar su uso particular o de afectarla de cualquier forma, quedando sometida dicha área exclusivamente al régimen previsto en la presente ley.


La declaración del área preferencial no afectará las concesiones, cualquiera sea su naturaleza, destinaciones o los derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos en conformidad con la ley a la fecha de la declaración.


Artículo 16.- Caudal mínimo pesquero. En las áreas preferenciales existirá un caudal mínimo pesquero, que será fijado por la Dirección General de Aguas y establecido en la resolución que declara el área preferencial.


La Dirección General de Aguas deberá determinar dicho caudal de acuerdo a la metodología que para estos efectos se establezca por resolución de dicho organismo, previo informe técnico de la Subsecretaría.


Los derechos de aprovechamiento de aguas que se otorguen en el área preferencial no podrán afectar el caudal mínimo fijado de conformidad con los incisos anteriores, ni las medidas de garantía, según corresponda.

Artículo 17.- Elaboración y aprobación del plan de manejo. En cada área preferencial existirá un plan de manejo elaborado por un consultor inscrito en el Registro a que se refiere el artículo 55, el que deberá ser aprobado por el Director Zonal correspondiente, dentro del plazo de noventa días corridos, contado desde su presentación, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Los planes de manejo serán financiados con recursos provenientes del Fondo de Investigación Pesquera, los que serán adjudicados previa licitación pública, sin perjuicio del financiamiento al que se pueda acceder a través de otros fondos. Corresponderá a la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique toda o parte del área preferencial presentar el proyecto al Fondo de Investigación Pesquera. Para estos efectos, las municipalidades de las comunas correspondientes podrán constituir o integrar asociaciones municipales, de conformidad con la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. 


El plan de manejo deberá ser elaborado y aprobado en el plazo máximo de dos años contados desde la publicación de la resolución que declara el área como preferencial.


Este plan se someterá al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en conformidad con lo dispuesto en la letra p) del artículo 10 de la ley Nº 19.300.

Artículo 18.- Contenido del plan de manejo. El plan de manejo contendrá, como mínimo, los siguientes aspectos:


a) Antecedentes generales del ecosistema, incluyendo zonas vulnerables, potenciales áreas de pesca y otras actividades desarrolladas en el área;


b) Identificación de las especies hidrobiológicas principales y secundarias presentes en el área, con indicación de su composición y abundancia;


c) Antecedentes o estudios previos realizados en el área, si los hubiere, acompañando copia de los informes o publicaciones;


d) Objetivos principales y secundarios del plan que incluyan una descripción de la metodología de intervención y mecanismos de verificación de indicadores de eficiencia;

e) Descripción y justificación de las acciones, prohibiciones y medidas de administración necesarias para el cumplimiento de los objetivos del plan;


f) Programa de seguimiento del estado de las especies hidrobiológicas; 


g) Acciones de repoblación, si corresponde, las que deberán dar cumplimiento a las disposiciones del reglamento a que se refiere el artículo 11;

h) Actividades compatibles con el ejercicio de la pesca recreativa;

i) En el caso de áreas degradadas, el plan de manejo deberá comprender un plan de restauración, que tendrá por objeto la recuperación del hábitat de las especies hidrobiológicas de dicho lugar, con la finalidad de incrementar la abundancia y tamaño de los ejemplares de la población, y


j) Acciones de formación y educación relacionadas con la pesca recreativa y el medio ambiente.


Además, el plan de manejo podrá limitar el número de pescadores que podrán desarrollar la actividad cada día y contemplar la prohibición o limitación de otras actividades deportivas que puedan realizarse en el área. La no afectación de la libre navegación deberá ser certificada por la Autoridad Marítima. 


En el caso que se considere la alteración del lecho o las riberas para el manejo de las especies hidrobiológicas presentes en el área, se requerirá la autorización que para estos efectos exige el Código de Aguas. En todo caso, las alteraciones a que se refiere el presente párrafo, bajo ninguna circunstancia podrán afectar a la libre navegación.


El plan de manejo y las modificaciones que surjan a partir de los resultados del programa de seguimiento, serán aprobados por el Director Zonal, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa.


Un extracto del plan de manejo y sus modificaciones será publicado en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. Dicho extracto deberá contener las medidas de administración, limitaciones y prohibiciones establecidas para el ejercicio de las actividades de pesca recreativa y otras actividades deportivas. La publicación será complementada mediante mensaje radial de un extracto de ésta, en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.

En las áreas preferenciales no se aplicarán las prohibiciones y medidas de administración adoptadas en conformidad con el Título III de la presente ley, rigiendo exclusivamente las consideradas en el respectivo plan de manejo.


Artículo 19.- Administración del área preferencial. Aprobado el plan de manejo en la forma indicada en los artículos anteriores, la municipalidad o municipalidades en cuyo territorio se ubique toda o parte del área podrá asumir directamente o en asociación con otros municipios su administración, cuando corresponda, o entregarla, mediante licitación, a personas naturales o jurídicas de derecho privado, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Artículo 20.- Licitación para la administración del área preferencial. La municipalidad podrá licitar la administración del área preferencial. Para estos efectos deberá aprobar las bases de la licitación que deberá considerar, como mínimo, los siguientes contenidos:


a) Duración del convenio.


b) Requisitos que deberán cumplir los participantes.


c) El monto fijo que el adjudicatario deberá pagar a la municipalidad con el objeto de compensar los gastos en que se haya incurrido para efectuar la licitación, y el porcentaje del permiso especial de pesca que se entregará a la municipalidad.


d) Criterio de evaluación de las ofertas técnicas y económicas.


e) Identificación de los sectores liberados de pago del permiso especial, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.


f) Beneficios que deberán otorgarse a los residentes ribereños al área preferencial.


g) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato.


h) Lugar, fecha y hora de cierre de la recepción de las ofertas técnicas y económicas y apertura de ambas.


Las multas señaladas en la letra g) se duplicarán en caso que el incumplimiento se produzca dentro de los dos últimos años del contrato.


Un extracto del decreto alcaldicio se publicará en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y será complementado mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente.


Artículo 21.- Participación en la licitación. Podrán participar en la licitación las personas naturales chilenas o extranjeras y las personas jurídicas de derecho privado constituidas en Chile, con o sin fines de lucro, incluidas las asociaciones de guías de pesca y clubes de pesca.


Si en una misma región se declararen dos o más áreas preferenciales la administración no podrá entregarse a una misma persona natural o jurídica o a personas vinculadas a ella, entendiéndose por tales las personas naturales que tengan entre si la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive; los socios de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona natural vinculada o persona jurídica; las sociedades de las personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente y las sociedades de capitales filiales o coligadas a que se refiere el título VIII de la ley Nº18.046 sobre Sociedades Anónimas, más del 50% de las áreas preferenciales declaradas en la región.


Los participantes deberán presentar, en el lugar, fecha y hora que indiquen las bases, los siguientes antecedentes:


1. La oferta económica deberá contener el monto de los derechos para la obtención del permiso especial a que se refiere el artículo 27 y su modalidad de reajuste, el sistema de oferta pública de permisos;


2. Indicar y acreditar la vía de acceso al área preferencial, y


3. Los demás antecedentes que señalen las bases.


Artículo 22.- Adjudicación. El día y hora fijados en las bases de la licitación y con la asistencia de un notario público, se levantará acta de las ofertas que se hubieren recibido.


Las ofertas técnicas serán entregadas al Director Zonal de la región correspondiente quien deberá calificarlas técnicamente previa consulta al Director Regional de Turismo, en el plazo de veinte días corridos, conforme a los criterios objetivos señalados en las bases. Las ofertas económicas no serán abiertas y serán entregadas en custodia al notario público.


El día y hora fijados en las bases, el notario público procederá sólo a la apertura de las ofertas económicas cuyas ofertas técnicas hayan sido aprobadas por el Director Zonal.

Se adjudicará la administración del área al licitante cuyo permiso especial tenga el menor precio diario. Para estos efectos, no se considerará el monto de los derechos establecidos para la adquisición de permisos por extranjeros no residentes. En todo caso, no se aceptarán ofertas que excedan el precio diario máximo fijado por la municipalidad en un acto anterior a la apertura de las ofertas.


Artículo 23.- Convenio de administración. El convenio de administración deberá considerar a lo menos los siguientes aspectos:


a) Individualización del administrador;


b) Duración del convenio;


c) Monto del precio diario máximo del permiso especial de pesca, el que no podrá ser aumentado durante la vigencia del convenio, sin perjuicio de su reajustabilidad de acuerdo al sistema que se designe en el mismo. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27;


d) Sistema de oferta pública del permiso especial de pesca;


e) Obligación de dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área; 


f) Multas que se aplicarán por incumplimiento de las obligaciones del contrato, y


g) Otros que las partes acuerden.


Artículo 24.- Licitación de la administración del área preferencial por el gobierno regional. El gobierno regional deberá licitar la administración del área preferencial cuando ésta se ubique dentro del territorio jurisdiccional de dos o más municipalidades y concurra alguna de las siguientes circunstancias:


a) Si transcurrido un año desde la declaración del área preferencial ninguna de las municipalidades en cuyo territorio jurisdiccional se ubique el área hubiere encargado la elaboración del plan de manejo, o


b) Si transcurridos dos años desde la declaración del área preferencial no se hubiere aprobado el plan de manejo.


La atribución indicada en el inciso anterior podrá ser ejercida de oficio o a petición de uno o más concejales de la comuna o comunas respectivas o de cualquier interesado en la administración del área preferencial. En este último caso, el interesado deberá entregar una boleta bancaria de garantía para asegurar su participación en la licitación. La boleta de garantía deberá ser equivalente al monto que sea fijado para estos efectos por el gobierno regional y no podrá ser superior al monto fijo que deba establecerse para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20.


La licitación de la administración del área preferencial se realizará de conformidad con los artículos 20 y siguientes, con las modificaciones que se indican:


i. El gobierno regional deberá, previamente, encargar la elaboración del plan de manejo, cuando corresponda;


ii. El proceso de licitación será realizado por el intendente y la adjudicación será aprobada por el consejo regional;


iii. El convenio de administración será aprobado por resolución del intendente, y


iv. El monto fijo para la compensación de los gastos de la licitación a que se refiere la letra c) del artículo 20, será de beneficio del gobierno regional.


En estos casos, el porcentaje de permisos especiales de pesca que el adjudicatario debe entregar de conformidad con el artículo 20 letra c), será distribuido entre las municipalidades en que se ubique el área preferencial en forma proporcional a los ingresos generados en el territorio jurisdiccional de cada una de ellas.


Las multas que se apliquen por incumplimiento de las obligaciones del convenio de administración del plan de manejo y supervigilancia del área serán impuestas por el municipio en donde se ubique el área preferencial de pesca recreativa y serán de beneficio de la comuna.

Artículo 25.- Obligaciones del administrador del área preferencial. El administrador del área preferencial, o el adjudicatario, deberá cumplir las siguientes obligaciones:


a) Mantener debidamente señalizada el área;


b) Mantener el orden y limpieza del área;


c) Dar cabal cumplimiento al plan de manejo aprobado para el área;


d) Informar a los usuarios las prohibiciones, limitaciones y las medidas previstas en el plan de manejo y fiscalizar su cumplimiento;


e) Supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se desarrollen en el área preferencial, de acuerdo al plan de manejo; 


f) Informar a los usuarios el monto de los derechos para la obtención del permiso especial para realizar la actividad de pesca recreativa en el área;


g) Ejecutar el programa de seguimiento establecido en el plan de manejo a través de un consultor inscrito en el registro a que se refiere el artículo 55. El administrador no podrá estar vinculado con el consultor encargado del programa de seguimiento en alguna de las formas establecidas en el artículo 21;


h) Entregar los permisos especiales de pesca a que se refiere el artículo 27 y cobrar los derechos para su obtención, debiendo asegurar un sistema de oferta pública que asegure el acceso de los interesados, e


i) Adoptar todas las medidas que aseguren la debida protección del área.


La municipalidad tendrá la responsabilidad de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el convenio.


El administrador deberá fiscalizar las medidas de administración previstas en el plan de manejo a través de personas que revistan la calidad de inspectores ad honorem designados en conformidad con la ley Nº 18.465 o inspectores municipales, en la forma en que se determine en el convenio de administración. 


Cuando la administración recaiga en el adjudicatario, éste deberá informar a la municipalidad acerca del o los inspectores ad honorem habilitados para ejercer la función de fiscalización en el área preferencial.


El adjudicatario responderá, en la forma que prescribe el artículo 28 de la presente ley, de los delitos e infracciones cometidos por el inspector ad honorem habilitado de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad de este último y de las facultades de fiscalización que corresponden a los funcionarios del Servicio y al personal de Armada y Carabineros.


En los casos en que los organismos fiscalizadores constaten infracciones graves a la ejecución del plan de manejo o a otras obligaciones establecidas en el convenio de ejecución, deberán comunicarlo a la o las municipalidades que corresponda a fin de que se adopten las sanciones contempladas en el convenio, cuando así proceda.


Artículo 26.- Condiciones para desarrollar pesca recreativa en áreas preferenciales. Para realizar actividades de pesca recreativa en un área preferencial, el pescador deberá cumplir los requisitos generales establecidos en el Título II de esta ley, respetar las medidas de administración establecidas en el plan de manejo correspondiente, y estar en posesión del permiso especial otorgado por el administrador del área.


Artículo 27.- Permiso especial de pesca en el área preferencial. El administrador deberá exigir un permiso especial personal e intransferible para el ejercicio de actividades de pesca recreativa en el área preferencial.


El administrador tendrá derecho a cobrar por los permisos especiales. Sin embargo, deberá siempre permitir el acceso liberado de pago en un tramo previamente determinado en las bases de la licitación, que corresponderá al menos al 20% del área en que sea posible el ejercicio de la pesca recreativa dentro del área preferencial; para estos efectos otorgará diariamente un número determinado de permisos especiales incluidos en el respectivo plan de manejo.

Deberá establecerse un sistema de oferta pública de los permisos especiales que garantice el acceso igualitario al área correspondiente. Para estos efectos, el administrador podrá celebrar convenios para la venta de los permisos especiales. Asimismo, el administrador deberá reservar el 10% de los permisos especiales para ser vendidos el mismo día de su vigencia. Tratándose de los permisos especiales liberados de pago, éstos serán entregados por orden de prelación, de acuerdo a la fecha de solicitud del permiso. 


Podrán fijarse montos diferenciados de derechos para turistas extranjeros, salvo que, aplicando el principio de reciprocidad internacional, deba otorgarse a los nacionales de un país extranjero el mismo tratamiento que a los chilenos. Además, podrán establecerse beneficios para la adquisición de permisos especiales por parte de los chilenos residentes en la comuna en que se ubique el área preferencial, guías de pesca certificados en la región respectiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40, y pescadores que ejerzan la actividad frecuentemente en el área. 


El monto de los derechos podrá ser modificado para una o más temporadas de pesca, con el acuerdo del concejo municipal, respetando en todo caso la sección liberada de pago y el precio máximo fijado en el proceso de licitación.


No podrá exigirse la posesión de un permiso especial para el ejercicio de la pesca recreativa en el área preferencial mientras no se hubiere aprobado el plan de manejo.


Artículo 28.- Término del convenio de administración. Son causales de término del convenio:


a) La quiebra o fallecimiento del administrador o disolución de la persona jurídica;


b) El incumplimiento del plan de manejo aprobado por el Director Zonal. En este caso, contra la resolución del Director Zonal que declare el incumplimiento procederá el recurso de reclamación ante el Subsecretario de Pesca;


c) Establecer cualquier obligación o requisito para el acceso al área con objeto de realizar pesca recreativa u otras actividades, con excepción de las expresamente previstas en esta ley o en el convenio de administración, cuando corresponda, o no dar cumplimiento al sistema de oferta pública de permisos especiales establecido en el convenio;


d) El incumplimiento negligente de la obligación de supervigilar y fiscalizar las actividades de pesca recreativa que se realicen en el área preferencial. Para estos efectos, se considerará que ha existido incumplimiento negligente si han sido sancionadas cinco infracciones graves cometidas en el área en un año calendario, denunciadas por funcionarios del Servicio, inspectores municipales o por el personal de la Armada o Carabineros;


e) Haber sido sancionadas tres infracciones o delitos cometidos por uno o más de los inspectores ad honorem en el ejercicio de la fiscalización del área preferencial en un período de tres años;


f) El cumplimiento del plazo;


g) El acuerdo mutuo de la municipalidad o el gobierno regional, según corresponda, y el administrador; y


h) El incumplimiento grave de cualquier obligación establecida en el convenio.


Asimismo, el administrador podrá solicitar el término del convenio de administración por el acaecimiento de una fuerza mayor debidamente acreditada que haya modificado significativamente las condiciones naturales del área que se tuvieron en consideración al momento de elaborar el plan de manejo.


Un Reglamento del Ministerio de Interior determinará el procedimiento para poner término al convenio en los casos indicados en el inciso primero.


Si se pone término a un convenio por un hecho imputable al administrador, éste no podrá adjudicarse la administración de ningún área preferencial por el término de cinco años, contado desde la resolución respectiva.


En el caso que la administración hubiere sido licitada por el gobierno regional, previo al término del convenio deberá efectuar el correspondiente proceso de licitación para el nuevo período de administración, sin perjuicio de entregar la administración directa a las municipalidades correspondientes, previo acuerdo de todas ellas.


Artículo 29.- Cesión del convenio de administración. El convenio de administración podrá ser cedido a terceros que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley para la adjudicación del área preferencial, previa aprobación del concejo municipal respectivo. El cesionario deberá someterse a las condiciones y cumplir las obligaciones establecidas en el convenio original.


Con todo, no podrá cederse el convenio durante los tres primeros años ni el último año de su vigencia.


Artículo 30.- Término del área preferencial. Si en el plazo de 5 años, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que declaró el área preferencial, la municipalidad no hubiere llamado a licitación o ejercido la administración del área ni el gobierno regional hubiere entregado dicha administración a un tercero, quedará sin efecto por el sólo ministerio de la ley dicha afectación. Asimismo, si el área preferencial pierde las condiciones que determinaron su establecimiento, circunstancia que deberá ser certificada por el Director Zonal, su afectación quedará sin efecto por el solo ministerio de la ley. 


La desafectación del área será declarada, de oficio o a petición de parte, por resolución del intendente, la que deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional y cuando corresponda, notificarse al Ministerio de Defensa, Subsecretaría de Marina.


El área desafectada quedará sometida al régimen general previsto en el ordenamiento jurídico.


Artículo 31.- Renovación del área preferencial. Dos años antes del vencimiento de la declaración de un área preferencial, el intendente deberá iniciar el procedimiento de renovación del área. Para estos efectos, deberá consultar a los demás organismos públicos que participaron en el proceso de declaración del área y al Consejo de Pesca Recreativa. Con los antecedentes reunidos elaborará un informe y convocará al consejo regional a sesión extraordinaria, adjuntando el informe respectivo. La renovación del área preferencial deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los consejeros asistentes. La sesión extraordinaria deberá celebrarse no antes de quince ni después de treinta días corridos contados desde la convocatoria. La resolución del intendente que declare la renovación del área será publicada en el Diario Oficial y un diario de circulación regional.

Párrafo 2º

De los cotos de pesca


Artículo 32.- Construcción de un coto de pesca artificial. El Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría, dictará un reglamento donde se establecerán las medidas de protección del medio ambiente que deberán observarse en la construcción y funcionamiento de los cotos de pesca. Corresponderá al Director Regional de Pesca verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el mencionado reglamento, previo a su inscripción en el registro a que se refiere el artículo 35.


Artículo 33.- Condiciones de ejercicio de la pesca recreativa en cotos de pesca. Las personas que desarrollen actividades de pesca recreativa en los cotos de pesca estarán exentas del cumplimiento de  las condiciones generales establecidas en el Título II y de las medidas de administración adoptadas de acuerdo a lo dispuesto en el Título III de esta ley.

Artículo 34.- Siembra y repoblación en cotos de pesca. La siembra o repoblación de especies hidrobiológicas en los cotos de pesca será autorizada por el Director Zonal, en la forma establecida en el artículo 11 de la presente ley.


Artículo 35.- Registro de cotos de pesca. Los titulares de cotos de pesca deberán inscribirlos en un registro que llevará el Servicio Nacional de Pesca, por regiones. La inscripción constituirá una solemnidad habilitante para la explotación comercial del coto.

Párrafo 3º

De la pesca recreativa en aguas bajo protección oficial


Artículo 36.- Áreas de manejo. En las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos decretadas en conformidad con lo dispuesto en la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán realizarse actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que determine el reglamento que se dictará por decreto del Ministerio.


Artículo 37.- Reservas marinas. En las reservas marinas declaradas en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura que se encuentren bajo la tuición del Servicio Nacional de Pesca, se podrán realizar actividades de pesca recreativa y pesca submarina en la forma que se determine en el plan de administración respectivo.

Artículo 38.- Parques Nacionales. En los cursos de agua situados en los Parques Nacionales, cuya declaración de área preferencial de pesca no se haya decretado, no podrá realizarse pesca embarcada y sólo podrá realizarse pesca con devolución en lugares especialmente habilitados con dichos fines.


Artículo 39.- Otras aguas bajo protección oficial. Los planes de manejo que se elaboren para las áreas que se encuentran bajo protección oficial del Estado, deberán ser aprobados por la Subsecretaría o el Director Zonal, según corresponda, en lo que se refiera a las actividades de pesca recreativa autorizadas en el área.


Para el financiamiento de la elaboración del plan de manejo de un área bajo protección oficial que comprenda actividades de pesca recreativa, el organismo encargado de su administración podrá presentar proyectos al Fondo de Investigación Pesquera, sin perjuicio del financiamiento que pueda obtener a través de otros fondos.


Asimismo, y sin perjuicio de las facultades que le otorgue la normativa que rige la administración del área bajo protección oficial, el organismo encargado de su administración podrá exigir la posesión de un permiso especial de pesca recreativa, establecer el monto de los derechos para su obtención y celebrar convenios para su entrega y cobro de los derechos correspondientes.


En el caso de Parques Nacionales los planes de manejo deberán privilegiar el estricto mantenimiento de los equilibrios ecológicos y la preservación de los ecosistemas naturales.

TÍTULO V

DE LOS GUÍAS DE PESCA


Artículo 40.- Certificación de guías de pesca. Los guías de pesca podrán solicitar voluntariamente al Servicio Nacional de Turismo su certificación para el ejercicio de la actividad en una determinada región. Para estos efectos deberán acreditar el cumplimiento de los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Los extranjeros que no reúnan el requisito de residencia definitiva podrán solicitar la certificación bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos;


b) Ser mayor de edad;


c) Acreditar, en la forma que determine el reglamento, conocimientos sobre naturaleza, geografía e historia local, regulación de la pesca recreativa, seguridad y primeros auxilios, así como conocimientos y experiencia en la actividad.


Cumplidos los requisitos anteriores, el Servicio Nacional de Turismo otorgará una credencial personal e intransferible. El reglamento a que se refiere la letra c) de este artículo establecerá el monto de los derechos para la obtención de dicha credencial.


Artículo 41.- Cancelación de la certificación. La certificación de guía de pesca quedará sin efecto en los siguientes casos:


a) Por fallecimiento;


b) Por haber sido sancionado por infracción a las normas de la presente ley, y


c) Por sentencia judicial firme o ejecutoriada que hubiere establecido la responsabilidad penal o civil en el ejercicio de la actividad.

TÍTULO VI

DE LOS CONSEJOS DE PESCA RECREATIVA


Artículo 42.- Creación e integración de los Consejos. El Director Zonal creará, cuando proceda, en cada región de la zona correspondiente, un Consejo de Pesca Recreativa como organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen según lo establecido en el artículo 1º.


Los Consejos estarán integrados de la siguiente manera:


a) Por el Director Zonal de Pesca, quien lo presidirá;


b) Por el Director Regional de Turismo;


c) Por el Director Regional de Pesca;


d) Por un representante del gobierno regional designado por el intendente;


e) Por cuatro representantes de los agentes del sector de pesca recreativa, entendiendo por tales las organizaciones de operadores y guías de pesca recreativa, los clubes de pesca y las organizaciones sin fines de lucro que determine el intendente. Los representantes designados en esta letra serán elegidos directamente por las organizaciones legalmente constituidas que tengan domicilio en la región, en conformidad con el procedimiento de elección que establezca un reglamento del Ministerio, y


f) Por un representante de universidades de la zona, reconocidas por el Estado, vinculado a una unidad académica directamente relacionada con las ciencias del mar o limnología, el que será designado conforme lo dispuesto en el reglamento de esta ley.


Podrán ser invitados a participar en el Consejo el Secretario Regional Ministerial de Economía, cuando no lo integre, así como un representante de Carabineros de Chile, de la Armada de Chile, de las asociaciones municipales de la región y de las cámaras de turismo que tengan su domicilio en la región.


Los integrantes del Consejo no percibirán remuneración.


Artículo 43.- Funciones de los Consejos de Pesca Recreativa. Los Consejos deberán ser consultados sobre las materias que someta a su conocimiento el Director Zonal y, en particular, sobre las siguientes materias:


a) el decreto que establece los aparejos de pesca de uso personal.


b) el reglamento de siembra y repoblación a que se refiere el Título III.


c) las medidas de administración para la pesca recreativa.


d) el informe técnico para la declaración de las áreas preferenciales.


e) los planes de manejo de las áreas preferenciales de la región y de los resultados de sus programas de seguimiento.


Los Consejos podrán proponer al Fondo de Administración Pesquera prioridades de inversión para la pesca recreativa y presentar proyectos específicos para su financiamiento. Asimismo, los Consejos podrán presentar propuestas para la declaración de áreas preferenciales según lo establece la ley.

Los Consejos deberán emitir sus pronunciamientos en el plazo de treinta días corridos contados desde el requerimiento respectivo. Se podrá prescindir de dicho pronunciamiento si no es emitido en el plazo señalado.

TÍTULO VII

DE LA EDUCACIÓN Y DIFUSIÓN


Artículo 44.- Planes de estudio. Los textos didácticos de enseñanza de educación básica y media aprobados por el Ministerio de Educación, que sean atinentes a la materia, procurarán incluir guías para la identificación del mayor número posible de especies de la fauna íctica silvestre del país; resaltarán la trascendencia ecológica de su preservación, orientarán sobre las medidas concretas que deben adoptarse para la salvaguarda de su supervivencia y para el ejercicio responsable de la pesca recreativa.


Asimismo, los programas de educación de nivel básico y medio propenderán al contacto de los educandos con el medio natural que les permita conocer e identificar directamente la fauna íctica silvestre del país.


Artículo 45.- Manual de pesca recreativa. El Ministerio, dentro del plazo de un año contado desde la vigencia de la presente ley, deberá elaborar, directamente o mediante la contratación de servicios, un manual para el ejercicio responsable de la pesca recreativa, cuyo objetivo será incentivar la práctica de la actividad y difundir normas para su ejercicio responsable y seguro.

TÍTULO VIII

DE LA FISCALIZACIÓN, INFRACCIONES Y SANCIONES


Artículo 46.- Fiscalizadores de la presente ley. La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de la presente ley, y de las medidas de administración adoptadas conforme a ellas, será ejercida por los funcionarios del Servicio y personal de la Armada y Carabineros, según corresponda, dentro del ámbito de sus respectivas competencias.


Las calidades, atribuciones y facultades para el ejercicio de su función fiscalizadora se regirán por sus respectivas leyes orgánicas y por las disposiciones contenidas en la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Tendrán también la calidad de fiscalizadores de las actividades de pesca recreativa, los inspectores ad honorem designados por el Director Nacional de Pesca en conformidad con la ley Nº 18.465, así como los inspectores municipales y los guardaparques señalados en el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado (SNASPE), en la forma y condiciones que se establecen en el presente Título.


Artículo 47.- Inspectores municipales y guardaparques. Los inspectores municipales y guardaparques señalados en el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado (SNASPE) deberán rendir y aprobar un examen ante el Servicio Nacional de Pesca para acreditar conocimientos especializados o experiencia en materias de pesca recreativa. Deberán ejercer labores de fiscalización en la jurisdicción de la municipalidad respectiva o en las áreas silvestres protegidas, según corresponda, y tendrán en el ejercicio de sus funciones las facultades y obligaciones establecidas en el artículo 3º letras a), b), c), d), h) e i) de la ley Nº 18.465.


Artículo 48.- Infracciones menos graves. Son infracciones menos graves los siguientes hechos:


a) No inscribir el coto de pesca en el registro a que se refiere el artículo 35, y

b) Contravenir las prohibiciones o limitaciones establecidas para actividades distintas de la pesca recreativa en el plan de manejo de un área preferencial.


Artículo 49.- Infracciones graves. Son infracciones graves los siguientes hechos:


a) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6º;


b) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina con infracción a las medidas de administración establecidas en el Título III de esta ley;


c) Realizar actividades de pesca recreativa en aguas protegidas en contravención a la regulación que en cada caso se establece en el párrafo 3º del Título IV de esta ley; 


d) Cometer cualquier vejación injusta en contra de las personas, usar apremios innecesarios o exceder las atribuciones otorgadas por la ley Nº 18.465, en el ejercicio de las funciones de los inspectores ad honorem, en los casos en que dichas acciones no constituyan delito, y


e) Comercializar especies hidrobiológicas capturadas con aparejos de pesca de uso personal. En este caso, la sanción se aplicará por cada ejemplar capturado.

Artículo 50.- Infracciones gravísimas. Son infracciones gravísimas los siguientes hechos:


a) Realizar siembra o repoblación sin la autorización a que se refiere el artículo 11;


b) Realizar actividades de pesca recreativa en contravención a las medidas de administración acordadas con países vecinos, en cuerpos y cursos de agua limítrofes.


c) Realizar actividades de pesca recreativa con sistemas o elementos de pesca tóxicos o nocivos, tales como explosivos, armas de fuego, sustancias tóxicas o electricidad, en los casos en que no constituyan el delito tipificado en el artículo 136 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


d) Construir un coto de pesca sin cumplir con las medidas de protección al medio ambiente establecidas en el reglamento a que se refiere el artículo 32.


e) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales, sin el permiso especial a que se refiere el artículo 27.


f) Realizar actividades de pesca recreativa en áreas preferenciales en contravención al plan de manejo vigente.


Artículo 51.- Sanciones. Las infracciones menos graves serán sancionadas con multa de una a tres unidades tributarias mensuales.


Las infracciones graves serán sancionadas con multa de cuatro a diez unidades tributarias mensuales.


Las infracciones gravísimas serán sancionadas con multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


A las infracciones de esta ley que no tuvieren prevista una sanción especial se les aplicará una multa de una a treinta unidades tributarias mensuales.


Tratándose de las infracciones a que se refieren los artículos 49 y 50 el juez podrán imponer, como sanción accesoria, la prestación de servicios no remunerados en favor de la comuna. Dicha prestación no podrá exceder de cuatro horas diarias y deberá ser compatible con la actividad educacional o laboral que el infractor realice.

La sanción tendrá una extensión máxima de 120 horas.

Artículo 52.- Tribunales competentes y procedimiento. Las infracciones a las normas establecidas en la presente ley se conocerán y sancionarán de acuerdo al procedimiento establecido en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Asimismo, en lo no regulado en este título, se aplicarán las normas contenidas en el Título IX de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 53.- Destino de las multas. Las multas aplicadas en conformidad con la presente ley se destinarán en beneficio municipal de la comuna en la que o frente a cuyas costas o riberas se hubiere cometido la infracción.

TÍTULO IX

DISPOSICIONES VARIAS


Artículo 54.- Registros. Corresponderá al Servicio Nacional de Pesca llevar los siguientes registros:


a) Registro de cotos de pesca, y


b) Registro de consultores.


Asimismo corresponderá al Servicio Nacional de Turismo llevar un registro de operadores de pesca, por región.


Un reglamento del Ministerio determinará los antecedentes que deberán acompañarse para solicitar la inscripción en alguno de los registros antes indicados, así como los casos en que podrá dejarse sin efecto la inscripción.


Artículo 55.- Registro de consultores. En el registro de consultores se inscribirán las personas naturales o jurídicas habilitadas para elaborar los planes de manejo de áreas preferenciales y realizar los seguimientos de dichos planes y proyectos.


Podrán inscribirse las personas naturales que cumplan los siguientes requisitos:


a) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva. Los extranjeros que no reúnan el requisito de residencia definitiva podrán solicitar la inscripción bajo condición de reciprocidad de que en su país de origen se acuerde el mismo reconocimiento a los chilenos.


b) Estar en posesión de un título profesional en el área de las ciencias marinas o limnología con especialización o experiencia en biología pesquera.


c) Asimismo, podrán inscribirse las personas jurídicas que contemplen dentro de su objeto social la realización de investigaciones o estudios en algunas de las materias indicadas en la letra b) y que tengan uno o más socios o trabajadores que cumplan con los requisitos establecidos en las letras precedentes.


El reglamento determinará la forma en que deberán acreditarse los requisitos para solicitar la inscripción en el Registro de Consultores.


Artículo 56.- Convenios para entrega de licencias. El Servicio podrá celebrar convenios con personas naturales o jurídicas para la entrega de las licencias de pesca recreativa y el cobro de los derechos correspondientes.


Artículo 57.- Financiamiento. El presupuesto del Servicio deberá consultar anualmente recursos para financiar la impresión de las licencias de pesca recreativa, del manual de pesca recreativa y de los documentos informativos a que se refiere el artículo 6°.


Artículo 58.- Modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura en la forma que se indica:


1.- En el artículo 1º, sustitúyese la coma (,) que sigue a la palabra “acuicultura” por la conjunción “y”, y elimínase la expresión “y deportiva”.


2.- Derógase el título VIII.


3.- Derógase el artículo 121.


4.- Agrégase la siguiente oración final en el inciso primero del artículo 173:


“Asimismo, el Fondo tendrá por objeto financiar proyectos de investigación sobre especies hidrobiológicas de importancia para la pesca recreativa, restauración de hábitat y programas de promoción, fomento, administración, vigilancia y fiscalización de las actividades de pesca recreativa.”.


Artículo 59.- Modificaciones en materia de inspectores ad honorem. Modifícase la ley Nº 18.465 en la forma que se indica:


1.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 1º por el siguiente:


“Las denuncias efectuadas por los inspectores ad honorem constituirán presunción de la existencia de los hechos denunciados.”.


2.- Modifícase el artículo 2º en la forma que se señala a continuación:


a) Intercálase en el inciso primero la siguiente letra b) pasando las actuales b) a d) a ser c) a e), respectivamente:


“b) Ser chileno o extranjero con residencia definitiva.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“La postulación para inspector ad honorem se abrirá en los plazos que establezca el Servicio mediante resolución, la que determinará, además,  los antecedentes que deben proporcionarse en la solicitud de postulación.”. 


3.- Modifícase el artículo 3º en la forma que se indica:


a) Sustitúyese en la letra c), la expresión “juzgado de policía local” por la expresión “tribunal competente”.


b) Sustitúyese la letra d) por la siguiente:


“d) Incautar las especies hidrobiológicas y los elementos con los que se cometió la infracción, con el solo objeto de ponerlos de inmediato a disposición del tribunal competente.”.


c) Agrégase las siguientes letras h) e i):


“h) Registrar embarcaciones y vehículos utilizados por pescadores, e


i) Citar al infractor a la audiencia del siguiente día hábil, bajo apercibimiento de arresto.”.


4.- Agrégase al artículo 4º las siguientes letras c), d), e) y f):


“c) Vencimiento del período de nombramiento establecido en la resolución correspondiente, si el interesado no manifiesta por escrito, su deseo de continuar ejerciendo dicho nombramiento;


d) No realizar actividades de fiscalización en dos períodos cuatrimestrales consecutivos;


e) Incumplimiento grave de las obligaciones señaladas en la presente ley o en el reglamento, y


f) Por haber sido condenado por delito o infracción cometido en el ejercicio de su función.”.


Artículo 60.- Créanse, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, cinco cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, que para el solo efecto del artículo 7° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerarán equivalentes a los de Jefe de División.


Traspásase a la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, mediante nombramientos, sin solución de continuidad, a los cargos creados en el inciso precedente, los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley ocupen en calidad de titulares los cargos de Directores Zonales, grado 5° EUS, de la Planta de Directivos del Servicio Nacional de Pesca.


Los cargos de planta que queden vacantes en razón del traspaso dispuesto en el inciso anterior, se suprimirán de pleno derecho en la planta del Servicio Nacional de Pesca. Los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho, deberán ser traspasados desde el presupuesto del Servicio Nacional de Pesca al presupuesto de la Subsecretaría de Pesca.


Los traspasos de personal que se dispongan en conformidad a este artículo no serán considerados como causal de término de servicios, ni supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


La aplicación de lo dispuesto en el presente artículo no podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla mantendrá la misma imponibilidad que la de las remuneraciones contempladas en ella.


Los funcionarios traspasados conservarán el número de bienios que tengan reconocidos, como también el tiempo computable para uno nuevo. Para efectos del incremento por desempeño individual del artículo 7° de la Ley N° 19.553 que les corresponda percibir en la Subsecretaría de Pesca durante el año en que tenga lugar el traslado, conservarán el porcentaje que determinaron las últimas calificaciones ejecutoriadas a que estuvieron afectos en el Servicio Nacional de Pesca.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º.- Las medidas de administración que a la fecha de vigencia de la presente ley hubieren sido dictadas por la autoridad para el ejercicio de la pesca recreativa mantendrán su vigencia, mientras no sean modificadas, para una especie o área determinada, de acuerdo a los procedimientos que en cada caso establece la presente ley.


Artículo 2º.- El Ministerio, dentro del plazo de ciento ochenta días corridos contado desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, deberá dictar el reglamento de los registros a que se refiere el artículo 54.


Artículo 3º.- Dentro del plazo de noventa días corridos contado desde la publicación del reglamento a que se refiere el artículo anterior, los titulares de cotos de pesca que se encuentren en funcionamiento deberán solicitar la inscripción correspondiente.


Artículo 4º.- Redúcese en cinco cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Nacional de Pesca y auméntase en cinco cupos la dotación máxima de personal vigente de la Subsecretaría de Pesca.


Artículo 5°.- Mientras no se establezca el Registro de Consultores a que se refiere el artículo 55 de la presente ley, los términos técnicos de referencia de los proyectos que se liciten para la declaración de un área preferencial o para la elaboración de los planes de manejo de áreas preferenciales declaradas, deberán establecer los requisitos y condiciones que deberán cumplir los consultores.”.


Artículo 6º.- Mientras no exista un Director Zonal de Pesca exclusivo para la XI Región, corresponderá al Director Zonal de la XII Región ejercer en la XI Región las competencias en materia de pesca recreativa a que se refiere la presente ley.”.

- - -

Acordado en sesión de 11 de abril de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 17 de abril de 2007.

 (Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES LONGUEIRA, NOVOA, OMINAMI, PROKURICA Y SABAG, QUE PRECISA INFORMACIÓN QUE DEBE PROPORCIONARSE A CONTRIBUYENTES DE BIENES RAÍCES

(4473-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Longueira, Novoa, Ominami, Prokurica y Sabag.


A la sesión en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Subdirector de Avaluaciones del Servicio de Impuestos Internos, señor Ernesto Terán y la abogada del Departamento de Asesoría Jurídica, señora Paula Monserrat.
- - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: la indicación de S. E. la señora Presidenta de la República.

IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.

V.- Indicaciones retiradas: no hay.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
DISCUSIÓN

El Subdirector de Avaluaciones del Servicio de Impuestos Internos, señor Ernesto Terán, señaló que se presentó una indicación sustitutiva por parte del Ejecutivo, que esta modificación legal que busca dar mayor información a los contribuyentes no debe consignarse en el  rol de cobro de contribuciones que se emite semestralmente, porque esa no es una oportunidad en que los contribuyentes puedan reclamar, es un simple boletín de pago. 

Agregó que es más apropiado que la información se entregue en el momento en que se realicen los reavalúos y por ello proponen que la modificación se haga al artículo 5° y no al artículo 18.
En la indicación sustitutiva, que viene modificando el artículo 5° de la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, se propone ampliar la información que debe contener el rol de avalúo, que es la nómina que se exhibe en las municipalidades con las listas de la propiedades y sus respectivos avalúos.

La indicación formulada por S. E. la señora Presidenta de la República, es del siguiente tenor:
Para reemplazar el artículo único por el siguiente:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5º de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial:


1) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Se expresará respecto de cada inmueble, el número de rol de avalúo; el nombre del propietario; la ubicación o dirección de la propiedad o el nombre de ella si es agrícola; el destino; avalúo total; avalúo exento si procediere y el valor nominal de la cuota de impuesto territorial que corresponda pagar, y si el predio se beneficia con el incremento gradual de contribuciones establecido en el inciso cuarto del artículo 3º de esta ley, se indicará además el valor nominal de la cuota que incluya el monto total del impuesto determinado producto del reavalúo.”.
2) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, al efectuarse un reavalúo el Servicio de Impuestos Internos, con carácter informativo, pondrá a disposición de los propietarios, a través de medios electrónicos y durante el período de exhibición de los nuevos avalúos y de reclamos en contra de ellos, el detalle de la tasación de sus bienes raíces, de la determinación del nuevo avalúo y del monto de las contribuciones que graven sus propiedades. En este último caso, si la propiedad se beneficia con el incremento gradual de las contribuciones, se indicará el valor nominal de la primera cuota y de los incrementos sucesivos hasta alcanzar el total del impuesto determinado producto del reavalúo.


Asimismo, con ocasión de los reavalúos el Servicio de Impuestos Internos remitirá a los contribuyentes cuyos bienes raíces resulten afectos al cobro del impuesto o modifiquen su condición de afectos a exentos, una comunicación de carácter informativo que contendrá el número de rol de avalúo, el nombre del propietario, la ubicación o dirección de la propiedad o el nombre de ella si es agrícola, el avalúo y la superficie del terreno, el avalúo y la superficie de las construcciones si las hubiere, el avalúo total, el avalúo exento si procediere, la tasa del impuesto aplicable y el monto nominal de la contribución a pagar y de su aumento gradual, si correspondiere.”.”.

El señor Ernesto Terán indicó a continuación que esta indicación amplía la información que debe contener el rol de avalúo, y establece además la obligación del Servicio  de poner a disposición del contribuyente dicha información, no como hasta ahora que lo hace de modo facultativo, en el periodo de exhibición de los nuevos avalúos y en el periodo de reclamo.

Manifestó que se entregará una cantidad importante de información sobre cómo se realiza la tasación, cómo se determina el avalúo de cada propiedad y cómo se calcula el impuesto para cada inmueble en el sitio de Internet del Servicio; señaló además que a todos los contribuyentes afectos al pago de contribuciones como aquellos que de la condición de afectos pasen a calidad de exentos se les remitirá una comunicación con información detallada.

El Honorable Senador señor García propuso que en lugar de referirse en la indicación a que “la propiedad se beneficia con el incremento gradual de las contribuciones” sería conveniente señalar que “si al predio le correspondiere el incremento gradual de contribuciones” dado que si bien puede consistir en un beneficio, el contribuyente no verá dicho incremento de sus contribuciones como tal.

La Comisión estimó apropiada esta proposición y la acordó, asimismo, en el numeral 2) de la indicación.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Ominami y Sabag.

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo Único

Sustituirlo, por el siguiente:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5º de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial:

1) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“Se expresará respecto de cada inmueble, el número de rol de avalúo; el nombre del propietario; la ubicación o dirección de la propiedad o el nombre de ella si es agrícola; el destino; avalúo total; avalúo exento si procediere y el valor nominal de la cuota de impuesto territorial que corresponda pagar, y si al predio le correspondiere el incremento gradual de contribuciones establecido en el inciso cuarto del artículo 3º de esta ley, se indicará además el valor nominal de la cuota que incluya el monto total del impuesto determinado producto del reavalúo.”.

2) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:

“Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, al efectuarse un reavalúo el Servicio de Impuestos Internos, con carácter informativo, pondrá a disposición de los propietarios, a través de medios electrónicos y durante el período de exhibición de los nuevos avalúos y de reclamos en contra de ellos, el detalle de la tasación de sus bienes raíces, de la determinación del nuevo avalúo y del monto de las contribuciones que graven sus propiedades. En este último caso, si a la propiedad le correspondiere el incremento gradual de las contribuciones, se indicará el valor nominal de la primera cuota y de los incrementos sucesivos hasta alcanzar el total del impuesto determinado producto del reavalúo.

Asimismo, con ocasión de los reavalúos el Servicio de Impuestos Internos remitirá a los contribuyentes cuyos bienes raíces resulten afectos al cobro del impuesto o modifiquen su condición de afectos a exentos, una comunicación de carácter informativo que contendrá el número de rol de avalúo, el nombre del propietario, la ubicación o dirección de la propiedad o el nombre de ella si es agrícola, el avalúo y la superficie del terreno, el avalúo y la superficie de las construcciones si las hubiere, el avalúo total, el avalúo exento si procediere, la tasa del impuesto aplicable y el monto nominal de la contribución a pagar y de su aumento gradual, si correspondiere.”.”. (Indicación Ejecutivo, unanimidad 4-0)
- - -

En virtud de las modificaciones señaladas anteriormente, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5º de la ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial:

1) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“Se expresará respecto de cada inmueble, el número de rol de avalúo; el nombre del propietario; la ubicación o dirección de la propiedad o el nombre de ella si es agrícola; el destino; avalúo total; avalúo exento si procediere y el valor nominal de la cuota de impuesto territorial que corresponda pagar, y si al predio le correspondiere el incremento gradual de contribuciones establecido en el inciso cuarto del artículo 3º de esta ley, se indicará además el valor nominal de la cuota que incluya el monto total del impuesto determinado producto del reavalúo.”.

2) Agréganse los siguientes incisos cuarto y quinto:

“Sin perjuicio de lo dispuesto anteriormente, al efectuarse un reavalúo el Servicio de Impuestos Internos, con carácter informativo, pondrá a disposición de los propietarios, a través de medios electrónicos y durante el período de exhibición de los nuevos avalúos y de reclamos en contra de ellos, el detalle de la tasación de sus bienes raíces, de la determinación del nuevo avalúo y del monto de las contribuciones que graven sus propiedades. En este último caso, si a la propiedad le correspondiere el incremento gradual de las contribuciones, se indicará el valor nominal de la primera cuota y de los incrementos sucesivos hasta alcanzar el total del impuesto determinado producto del reavalúo.

Asimismo, con ocasión de los reavalúos el Servicio de Impuestos Internos remitirá a los contribuyentes cuyos bienes raíces resulten afectos al cobro del impuesto o modifiquen su condición de afectos a exentos, una comunicación de carácter informativo que contendrá el número de rol de avalúo, el nombre del propietario, la ubicación o dirección de la propiedad o el nombre de ella si es agrícola, el avalúo y la superficie del terreno, el avalúo y la superficie de las construcciones si las hubiere, el avalúo total, el avalúo exento si procediere, la tasa del impuesto aplicable y el monto nominal de la contribución a pagar y de su aumento gradual, si correspondiere.”.”.

- - -


Acordado en sesión de fecha 3 de mayo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente Accidental), José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 7 de mayo de 2007.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO DE TRANSPORTE AÉREO ENTRE CHILE Y PARAGUAY

(4285-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 18 de abril de 2006.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 3 de octubre de 2006, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores y por la Comisión de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitados, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jorge Frei, y el Jefe del Departamento Legal de esa Institución, señor Guillermo Novoa.

- - - -




Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - - -
ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Varsovia y Protocolo de la Haya de 1955, promulgados por decreto supremo N° 458, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 12 de junio de 1979, y publicado en el Diario Oficial de 13 de agosto de 1979.





d) Convenio de Chicago, promulgado por el decreto supremo N° 509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947 y publicado en el Diario Oficial de 6 de diciembre de 1957.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.-  Señala el Mensaje que el presente Convenio corresponde al tipo denominado de cielos abiertos. Añade que su celebración se enmarca en la política aerocomercial que ha seguido nuestro país desde hace varios años, con el fin de conseguir la mayor apertura de cielos con los demás países y así lograr los objetivos que informan dicha política, esto es: el libre ingreso a los mercados, la libertad tarifaria y la mínima intervención de la autoridad.




Cabe destacar que este Convenio no tiene cuadro de Rutas, pues ellas están completamente abiertas y las líneas aéreas de cada Parte pueden explotar los servicios aéreos en cualquier punto que lo deseen, con cualquier número de frecuencia y material de vuelo, sea propio, arrendado o fletado, lo que hace innecesaria la exigencia de un Cuadro de Rutas.




Finalmente, destaca que este Convenio es el más abierto que se ha negociado hasta la fecha y que se enmarca plenamente en los objetivos de la política aérea chilena.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 4 de julio de 2006, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana. 




Dicha Comisión estudió la materia en sesiones efectuadas los días 18 de julio y 1 de agosto de 2006 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Posteriormente conoció del proyecto la Comisión de Hacienda la que lo aprobó, también por unanimidad, con fecha 12 de septiembre del presente año.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 13 de septiembre de 2006, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 97 votos a favor y una abstención.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional consta de un Preámbulo y 18 artículos.




En el Preámbulo se consignan los motivos por los cuales las Partes decidieron adoptar el presente Convenio, esto es: promover un sistema de transporte aéreo basado en la libre competencia entre líneas en el mercado, con un mínimo de intervención y reglamentación gubernamental e igualdad de oportunidades; facilitar la expansión de oportunidades en el rubro del transporte aéreo; ofrecer a los usuarios una variedad de opciones de servicios a tarifas más bajas; y garantizar el grado más elevado de seguridad en el transporte aéreo, reafirmando su honda preocupación con respecto a actos o amenazas contra la seguridad de las aeronaves, que ponen en peligro la seguridad de las personas o de la propiedad, y que afectan adversamente las operaciones del transporte aéreo, socavando la confianza del público en la seguridad de la aviación civil.





El artículo 1, que trata de las “Definiciones”, contiene aquellas necesarias y usuales en esta clase de convenios, con el objeto de permitir una fácil comprensión e interpretación de las disposiciones del mismo.




El artículo 2, relativo a la “Concesión de Derechos”, contempla: los “Derechos de Tránsito” que corresponden a la 1ª libertad (sobrevuelo) y 2ª libertad (escala técnica); la 3ª y 4ª libertades (prestar servicios entre los territorios de ambos países); la 5ª libertad (prestar servicios entre territorio de la contraparte y un tercer país directamente); la 6ª libertad (prestar servicios entre el territorio de la contraparte y un tercer país, pero pasando por su propio territorio); la 7ª libertad (entre el territorio de la contraparte y un tercer país, sin comprender ningún punto de territorio de la Parte que designa la línea aérea); la 8ª y 9ª libertades (prestar servicios dentro del territorio de la contraparte; o cabotaje). Consagra, además esta norma, el principio del libre ingreso al mercado, al establecer que los servicios pueden explorarse sin limitaciones en cuanto a rutas, frecuencias, material de vuelo, sea propio o arrendado o fletado, con la mayor flexibilidad de operación.





El artículo 3, bajo el título “Designación y Autorización”, reconoce la múltiple designación de empresas y principios de celeridad administrativa en el otorgamiento de las autorizaciones, esto es, que cada Parte puede designar el número de empresas aéreas que desee, requisito básico para garantizar el libre acceso al mercado y la igualdad de oportunidad para competir.





El artículo 4, denominado “Revocación, Suspensión o Limitación de la Autorización”, establece el derecho de cada Parte Contratante de revocar, suspender o limitar las autorizaciones de operación o los permisos técnicos de una línea aérea designada por la otra Parte Contratante, si la línea aérea no está constituida ni tiene su oficina principal de negocios en el territorio de la otra Parte Contratante, o no ha cumplido con las leyes y reglamentos a que hace referencia el presente Convenio.





Los artículos: 5, “Aplicación de las Leyes”; 6, “Reconocimiento de los Certificados y Licencias”, y 7, “Seguridad”, están incorporados en todos los convenios bilaterales de transporte aéreos firmados por Chile, ya que corresponden a una normativa de aplicación internacional, amparada en el Convenio de Chicago.





El artículo 8, que alude a “Oportunidades Comerciales”, contiene todas las actividades que se consignan en este tipo de convenios de cielos abiertos (establecer oficinas, mantener personal propio, servicios de tierra, venta de transporte aéreo, remesas de excedentes a sus casas matrices, etc.). En especial la relacionada con acuerdos de cooperación conjunta, como los códigos compartidos, que se permiten tanto entre empresas de cualquiera de las Partes, como con empresas aéreas de terceros países.





Los artículos 9 “Derechos aduaneros”; 10 “Cargos al Usuario” también están incorporados en todos los convenios bilaterales de transporte aéreos firmados por Chile, ya que corresponden a una normativa de aplicación internacional.





El artículo 11, sobre “Competencia entre Líneas Aéreas”, consagra el principio de libre acceso al mercado y regulación de la oferta por las propias líneas aéreas de cada Parte. Las Partes contratantes se obligan a otorgar una justa y equitativa oportunidad para que sus empresas aéreas designadas compitan en el transporte aéreo internacional regulado en el Convenio; a adoptar medidas adecuadas para eliminar todo tipo de discriminación o prácticas de competencia desleal que afecten adversamente su relación competitiva; y a no limitar unilateralmente el volumen de tráfico, frecuencia, regularidad del servicio o tipo de aeronave operadas por las líneas aéreas de la otra Parte.





El artículo 12, referente a “Tarifas”, regula la libertad tarifaria mediante el sistema de doble desaprobación de las mismas. Ello significa que las líneas aéreas pueden cobrar las tarifas que deseen de acuerdo a las consideraciones comerciales del mercado y sólo pueden ser rechazadas, si ambas autoridades aeronáuticas están de acuerdo con ello.





El artículo 13 “Consultas y Enmiendas”; como ya se ha dicho, se incorpora en virtud de una normativa de aplicación internacional.





El artículo 14 sobre “Solución de Controversias” contempla que en caso de discrepancias en relación con la interpretación o aplicación del Convenio, las Partes tratarán de solucionarla mediante la negociación y en caso de no llegar a un acuerdo podrán someter la discrepancia a un tribunal arbitral. Las Partes se comprometen a acatar cualquier decisión adoptada por este tribunal y en caso de no hacerlo, la otra Parte Contratante podrá, mientras no se acate, limitar, impedir o revocar cualquier derecho o privilegio que haya sido otorgado en virtud de este Convenio a la Parte Contratante que no cumpla.





Finalmente los artículos 15 “Terminación”; 16 “Acuerdo Multilateral”, 17 “Registro en la OACI” y 18 “Entrada en Vigor” son los usuales en esta clase de convenios, incorporados en todos los convenios bilaterales de transporte aéreos firmados por Chile, ya que corresponden a una normativa de aplicación internacional, amparada en el Convenio de Chicago.

- - - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Muñoz Barra colocó en discusión el proyecto.





El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil (JAC), señor Jorge Frei, señaló que para tener un mercado aeronáutico eficiente, accesible, competitivo y de calidad, su Institución, dependiente del Ministerio de Transportes, tiene dentro de sus objetivos estratégicos obtener nuevas rutas para los operadores, a fin de generar una mayor competencia en el sector.




Expresó que uno de los instrumentos que utilizan para conseguir el fin antes citado, es la celebración de acuerdos aeronáuticos, ya sea para abrir los cielos con otros países o para profundizar los actuales.




A continuación, indicó las principales características del Convenio: profundiza nuestra relación aerocomercial, constituye un paso más en la integración y muestra coherencia y consistencia con las definiciones estratégicas en política aerocomercial.




Explicó que el Convenio negociado por la JAC, en el 2005, reemplaza al vigente, del año 1957. Añadió que el actual se caracteriza por ser de cielos abiertos totales. Agregó que es el más abierto negociado por Chile hasta la fecha, incluso con más libertades que el pactado con Uruguay, firmado el año 2004.





Manifestó que abre todas las libertades del aire, es decir, todas las combinaciones posibles de servicios aéreos, sin limitaciones en cuanto a rutas ni números de vuelos. Agregó que incluso existe apertura del cabotaje en sus dos modalidades: como continuación de un vuelo internacional y como operación autónoma. Especificó que es el sexto país con el cual Chile abre el cabotaje. Los otros son: Nueva Zelandia, Singapur, Brunei, Uruguay y Emiratos Árabes.





Indicó que el Convenio es, tal vez, el más abierto que exista en el mundo. Añadió que, como ya se dijo, es más abierto que el suscrito con Uruguay, ya que en este caso, suprime el requisito de que el control efectivo de las aerolíneas designadas esté en manos de nacionales. Por tanto, cada país puede designar aerolíneas pertenecientes a extranjeros y administradas por extranjeros, bastando que tenga su base de operaciones en el país que la designa. Así, una compañía de Estados Unidos puede constituirse en Paraguay y hacer cabotaje en Chile.




Señaló que los objetivos estratégicos de esta apertura total, son los siguientes: constituye un incentivo para que aerolíneas de ambos países puedan iniciar nuevas operaciones o aumentar las existentes; mejora la competencia, eliminando barreras de entradas para aerolíneas de ambos países, lo que redunda en una mayor oferta para los pasajeros y carga, y en una mayor cantidad de rutas a menor precio, y, finalmente, genera un efecto demostración en la región, pues sirve de precedente y ejemplo para negociar con otros países con mercados más grandes. Agregó que el Convenio en estudio fue el resultado de varios años de conversaciones con la autoridad aeronáutica paraguaya.




A continuación, el Honorable Senador Romero preguntó cuál es la realidad aeronáutica actual entre ambos países.





El señor Frei contestó que existe un sólo vuelo diario, operado por la empresa paraguaya TAM, en código compartido con Lan Chile.




Explicó, el señor Frei, que a principios de los años 90 operaban entre ambos países las aerolíneas Lan Chile, Ladeco, National y Líneas Aéreas Paraguayas, las que gracias a tarifas promocionales, principalmente de Ladeco, lograron crear un volumen de demanda de viajes que antes casi no existía, lo que significó que hubo hasta 4 vuelos diarios entre Chile y Paraguay.





Expresó que hoy las condiciones vuelven a ser favorables, ya que esta apertura total significa que los mercados aerocomerciales de ambos países han quedado unidos en un sólo mercado común, sin que haya ninguna línea divisoria ni barrera comercial que los separe. Añadió que el desafío actual de las aerolíneas de ambos países es aumentar esa expansión.





Precisó que promueven un sistema de transporte aéreo basado en la competencia entre líneas aéreas en el mercado, con un mínimo de intervención y reglamentación gubernamental, en un marco de igualdad de oportunidades. Añadió que quieren facilitar la expansión de oportunidades del transporte aéreo, para ello buscan que los operadores ofrezcan a los pasajeros una variedad de opciones de servicio y tarifas más bajas, que no sean discriminatorias ni que representen un abuso de posición dominante.





Por último, indicó que el Acuerdo mejora la conectividad en la región en forma concreta, ya que permite superar las barreras geográficas y facilita la integración.




A su vez, el Honorable Senador Pizarro consultó cuál es el objetivo inmediato que se persigue con el Convenio, en atención a que, considerado desde el punto de vista comercial, el mercado paraguayo no es atractivo.





El señor Frei respondió que permite mejorar la capacidad de negociación con otros países. Añadió que se pretende negociar apertura de cielos con Argentina y Brasil y que, en ese sentido, este Convenio es un paso.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Pizarro y Romero.

- - - -




En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el "Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Paraguay", suscrito en Santiago, Chile, el 5 de mayo de 2005.".
- - - -





Acordado en sesión celebrada el día 17 de octubre de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra (Presidente), Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 17 de octubre de 2006.

(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO DE TRANSPORTE AÉREO ENTRE CHILE Y PARAGUAY

(4285-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República.

- - -


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil, señor Jorge Frei. 

- - -


El proyecto en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores.


Cabe hacer presente que dicha Comisión por tratarse de un proyecto de artículo único, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación,  propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez.

- - -

DISCUSIÓN 

El Secretario General de la Junta de Aeronáutica Civil (JAC), señor Jorge Frei, señaló que las principales características del Convenio son: profundizar nuestra relación aerocomercial, dar un paso más en la integración y muestra coherencia y consistencia con las definiciones estratégicas en política aerocomercial.




Explicó que el Convenio negociado por la JAC, en el 2005, reemplaza al vigente, del año 1957. Añadió que el acuerdo en debate se caracteriza por ser de cielos abiertos totales. Agregó que es el más abierto negociado por Chile hasta la fecha, incluso con más libertades que el pactado con Uruguay.




Señaló que dentro de los objetivos estratégicos de esta apertura total, es que constituye un incentivo para que aerolíneas de ambos países puedan iniciar nuevas operaciones o aumentar las existentes; mejorar la competencia, eliminando barreras de entradas para aerolíneas de ambos países, lo que redunda en una mayor oferta para los pasajeros y carga, y en una mayor cantidad de rutas a menor precio, y, finalmente, genera un efecto demostración en la región, pues sirve de precedente y ejemplo para negociar con otros países con mercados más grandes.

Sometido a votación el artículo único del proyecto de acuerdo en informe, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag. 

- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 10 de abril de 2007, en lo pertinente, señala que:


“La aplicación del presente proyecto de acuerdo no tiene impacto en la recaudación fiscal.”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Relaciones, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Apruébase el "Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República del Paraguay", suscrito en Santiago, Chile, el 5 de mayo de 2005.".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 4 de abril de 2007, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medinal (Presidente), José García Ruminot, Jaime Gazmuri Mujica  y Hosaín Sabag  Castillo.


Sala de la Comisión, a 18 de abril de  2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y OMINAMI, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 164 DE LA LEY Nº 18.045, DEL MERCADO DE VALORES, EN MATERIA DE INFORMACIÓN PRIVILEGIADA

(4852-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto y Carlos Ominami Pascual.

- - -


Cabe hacer presente que vuestra Comisión  discutió la iniciativa sólo en general y propone a la Sala que sea discutido del mismo modo.

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DEL PROYECTO

El principal objetivo de la iniciativa en informe es otorgar el carácter de información privilegiada a los estados financieros de las empresas hasta treinta días después de entregados a la Superintendencia de Valores y Seguros.

- - - 

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Ley N° 18.045, de 1981, Ley de Mercado de Valores.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

Moción
Los autores señalan que la iniciativa se funda en las siguientes consideraciones:

Que el mercado de valores es muy importante para el país, al permitir el desarrollo de las empresas, a través de la incorporación de recursos, en tanto, representa, al mismo tiempo, una buena oportunidad para los inversores de rentabilizar sus capitales.

Que, sin embargo, aquél requiere de un funcionamiento adecuado, con estricto apego a la legislación y a normas éticas fundamentales que eviten conductas irregulares o desleales que impliquen el aprovechamiento de ventajas indebidas.

Que, con ese objeto, los países adoptan constantes perfeccionamientos a su regulación. Así por ejemplo nuestro país, como consecuencia del denominado Caso Chispas, aprobó la Ley 19.705 que estableció la Oferta Pública de Acciones y otras medidas tendientes a resguardar a los accionistas minoritarios estableciendo criterios de transparencia y equidad en la adquisición de títulos.

Del mismo modo, en los Estados Unidos de América los escándalos provocados por errores deliberados en los estados financieros de algunas grandes empresas y la falta de prolijidad de los informes contables motivaron la dictación, el año 2002, de la Sarbanes-Oxley Act que estableció significativas reformas al funcionamiento de los gobiernos corporativos y a los procesos de auditoría, estableciendo importantes restricciones, controles y penalidades.

Que, en nuestro país, se ha normado el uso de la información privilegiada como una grave anomalía, pues significa una distorsión en la igualdad de condiciones que deben tener los inversores, permitiendo a algunos de ellos tomar ventajas importantes con ocasión de informarse con antelación de antecedentes relevantes sobre la marcha de la empresa.

Que, en particular, el artículo 164 de la ley 18.045 define lo que debe entenderse por información privilegiada, en tanto el precepto siguiente dispone la existencia de tres infracciones a su respecto, consistentes en; divulgar la información privilegiada; usarla en beneficio propio o ajeno y adquirir para sí o para terceros los valores a que ella se refiera. 

Que tal regulación resulta insuficiente, no tanto en cuanto a su contenido y capacidad de sancionar las diversas situaciones posibles, sino especialmente en la dificultad probatoria que presentan algunas apreciaciones contenidas en la definición, tales como la no divulgación de ésta, cuando existen infinidad de medios que pueden significar atisbos mínimos de publicidad, pero no relevantes y que sea capaz de influir en la cotización, cuestión evidentemente subjetiva.

Que, con el objeto de evitar estas dificultades, otras legislaciones, como la norma estadounidense mencionada ha avanzado en establecer elementos más objetivos, al señalar plazos en los que estará vedada la adquisición de títulos por parte de los “insiders”, vale decir personas que tengan grados de responsabilidad en la empresa y que puedan, por tanto, contar con antecedentes respecto de su marcha que son desconocidos para el resto del mercado.

Que sería conveniente incorporar, también, en nuestra legislación elementos más objetivos para la determinación de responsabilidades de esta naturaleza, que sin alterar los tipos infraccionales vigentes, faciliten la prueba de las contravenciones. 

Que, por ello, creen conveniente establecer una norma especial que clarifique el período por el cual deben entenderse como información privilegiada los estados financieros, elemento de indubitada importancia para el devenir de las entidades cuyos valores se transan en el mercado, que esté en relación con su puesta a disposición del público a través de su entrega en la Superintendencia de Valores y Seguros.
DISCUSIÓN EN GENERAL


Al darse inicio al análisis de la iniciativa el Honorable Senador señor Ominami expresó que este es un asunto de gran significación, que este proyecto pretende dejar abierto  el tema y que luego en el segundo informe deben incorporarse otros aspectos. Pero manifestó que le parece importante dar una señal en el sentido que se aborde esta materia, aunque el Gobierno ha señalado su interés en tratarlo respecto del proyecto de Gobiernos Corporativos, pero dicha iniciativa puede demorar.

El Honorable Senador señor Novoa indicó que existe legislación comparada que debe considerarse para un estudio más acabado.


Las normas en esta materia han de ser restrictivas, para evitar que se produzcan interpretaciones ambiguas de las mismas.


Agregó que en el entendido que este proyecto no se vincula a un caso específico, le parece bien darle curso al mismo, sin embargo, es necesario hacer un estudio más largo y detenido, por lo que su sola aprobación en general permitirá en un informe posterior ahondar en sus consecuencias.


Sometido a votación en general el proyecto, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Novoa, Ominami y Sabag.

- - -


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“Articulo único: Incorpórese el siguiente inciso final al artículo 164 de la ley 18.045, sobre mercado de valores:

“Tratándose de los estados financieros, para los efectos de lo dispuesto en los artículos siguientes, éstos tendrán siempre el carácter de información privilegiada hasta treinta días después que hayan sido entregados a la Superintendencia de Valores y Seguros.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 2 de mayo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ominami Pascual (Presidente Accidental), José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 7 de mayo de 2007.

(Fdo.):Roberto Bustos Latorre,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES GIRARDI, GÓMEZ, NAVARRO, OMINAMI Y RUIZ-ESQUIDE, QUE PROHÍBE CONDICIONAR  LA ATENCIÓN DE SALUD O EXIGIR INSTRUMENTOS MERCANTILES PARA GARANTIZAR SU PAGO

(4269-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores Girardi, Gómez, Navarro, Ominami y Ruiz-Esquide.


A una o más sesiones en que la Comisión estudió este proyecto asistieron, además de sus integrantes, la Ministra de Salud, señora María Soledad Barría, y el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier.


Asimismo, asistieron, especialmente invitados por la Comisión: 


Del Ministerio de Salud, el Jefe del Departamento Jurídico, señor Sebastián Pavlovic, el Jefe del Gabinete de la Ministra, señor Alan Mrugalski, el asesor jurídico, señor Eduardo Díaz, y el asesor de la Ministra, doctor Patricio Cornejo.


 De la Superintendencia de Salud, el Superintendente, señor Manuel Inostroza, el Fiscal, señor Ulises Nancuentes y el Jefe de Estudios, señor Alberto Muñoz.


 De Fonasa, la Fiscal, señora Erika Díaz, y la Jefe  del Departamento Control y Calidad, señora Gladys Olmos. 

De Clínicas y Entidades de Salud Privadas A.G, la Gerente, señora Ana María Albornoz, la Gerente de Estudio, señora María Eugenia Salazar, y el abogado señor Juan Pablo Pomes.
- - -


Cabe tener presente que la Comisión discutió el proyecto tanto en general como en particular, luego de ser autorizada para tal efecto por los Comités, por acuerdo de 3 de abril de 2007, ratificado por la Sala en sesión de esa misma fecha.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO




En lo fundamental, proscribir la posibilidad de exigir dinero o  cheques en garantía de pago de las prestaciones de salud, pudiendo el prestador garantizar el pago por otros medios idóneos, tales como tarjetas de crédito, pagarés y letras de cambio. No obstante, se establece que quien voluntariamente desee efectuar el pago de una prestación de salud mediante un cheque, puede hacerlo.

- - -

ANTECEDENTES


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-Constitución Política de la República, principalmente el artículo 19, N° 9, que establece el derecho constitucional a la protección de la salud, y el artículo 20 que consagra el recurso de protección en caso de privación, perturbación o amenaza de, entre otros, el derecho a la protección de la salud.


- Decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado  del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes  N°s 18.933 y 18.469.


- Decreto supremo N° 896, de 2000, del Ministerio de Salud, que modifica el decreto supremo N° 369, de 1985, del Ministerio de Salud, que aprueba el reglamento de Régimen de Prestaciones de Salud que crea la ley N° 18.469.


B.- ANTECEDENTES DE HECHO


En la Moción con la cual los autores dan inicio al proyecto de ley en informe, desarrollan los siguientes considerandos:


En 1999 el Gobierno promulgó la ley N° 19.650 que reformó el sistema Fonasa, y buscó terminar con los abusos que se estaban generando con la solicitud de cheques en garantía para prestaciones médicas. Transcurridos 6 años de la publicación de esa ley, lejos de haberse superado la situación de abusos en la exigibilidad de cheques en garantía, se ha podido constatar con pesar que múltiples establecimientos de salud continúan exigiendo el instrumento mercantil con falta, abuso o fraude a la ley.


A efectos de aclarar la situación jurídica actual, conviene tener presente cual es la situación legal del cheque y su aplicación en materia de salud.


El cheque, en nuestra normativa legal, es una "orden de pago" que el librador estampa en un papel en el cual, por mandato previamente convenido, le indica al banco que pague al portador del documento la suma que en él se señala. No existe el cheque en garantía, el que según señala la moción no es más que un "artificio" generado por la astucia de algunos grandes operadores comerciales que han sabido valerse de las ventajas que presenta este instrumento para poner a resguardo y seguridad su patrimonio y acreencias.


El cheque en garantía, continúan, representa una práctica comercial que carece de amparo legal y jurisprudencial. Así, por ejemplo, la jurisprudencia de nuestros tribunales de justicia ha dicho sobre esta forma de pago, lo siguiente: "los cheques sólo pueden girarse en pago de obligaciones o en comisión de cobranza y no de otro modo, y menos girarse para la garantía de obligaciones o simplemente en garantía". (Fallo de la Corte Suprema de 4 de abril de 1984, y otros, en Revista Fallos del Mes de 1984 N° 305; Revista Derecho y Jurisprudencia 1992, Segunda Parte, y otros).


Por medio de la figura del cheque en garantía lo que se hace en consecuencia es convenir privadamente, entre el girador del cheque y el asegurado o garantizado, que se deje el instrumento en "garantía" del cumplimiento de otra obligación pecuniaria y para el evento de que ésta última no se solucione o cumpla, en circunstancias de que, por medio del documento, su girador se obliga incondicionalmente al pago.


Señalan que en el plano de la salud, el cheque en garantía ha sido masiva e indiscriminadamente utilizado por clínicas privadas y hospitales públicos, incluso bajo apariencias de legalidad, haciéndose suscribir a los afectados en momentos de apremio y angustia vital, documentos anexos al cheque que contienen mandatos o cartas de garantía general, todas ellas prácticas igualmente ilegales y arbitrarias. Otras veces derechamente solicitando el documento en blanco y sin mayores formalidades.


No resulta éticamente comprensible que instituciones dedicadas a salvar y dar vida, como debieran ser los recintos clínicos y médicos, puedan y hayan llegado en nuestro país a hacer justamente lo contrario: poner condiciones y requisitos previos de tipo comercial y patrimonial a la vida misma de quienes son sus usuarios.


Atendidas estas circunstancias es que mediante moción parlamentaria, el año 1998 se propuso eliminar totalmente la exigencia del cheque en garantía como condición para el otorgamiento de prestaciones médicas. Sin embargo, la moción precisa que fruto de la discusión parlamentaria, sólo se eliminó la exigencia del cheque para aquellos casos de "urgencia" o "emergencia" médica, quedando a criterio del respectivo centro médico la calificación de dicha situación, lo que ha podido comprobarse, ha sido la base de innumerables abusos y distorsiones que se siguen produciendo y generando.


En efecto, ley N° 19.650, conocida como "Ley de Urgencias", dejó circunscrita sólo a los casos de emergencias calificadas por un médico cirujano la no exigibilidad del cheque en garantía, lo que representa, por un lado, una barrera comercial para acceder a un derecho básico como lo es la salud en todos aquellos casos en que se requieren prestaciones médicas no urgentes y, por otro, ha degenerado en múltiples situaciones de abuso de los establecimientos de salud que, en muchos casos, a pesar de encontrarse ante evidentes emergencias médicas, siguen solicitando cheques, tarjetas de crédito u otras garantías comerciales.


Los autores de la moción se refieren a un problema adicional que puede observarse en estos casos. Señalan que lo que ocurre es que, aprovechándose de la seguridad de pago y cobro que genera el cheque, las instituciones privadas de salud en ocasiones "retienen" indebidamente a pacientes que han otorgado el instrumento en garantía, privándolos del derecho a ser derivados, bajo pretextos y abusando de la desinformación de los pacientes, aún después de que se encuentran estabilizados,  aumentando con el correr del tiempo sus ingresos y utilidades a costa del drama de vida en que se encuentran sus "clientes".


La ley debe prever esta situación y contemplar sanciones para  este tipo de prácticas, materia que también abordan en el proyecto que presentan a tramitación.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


En la primera sesión en que la Comisión abordó la materia en informe, el Honorable Senador señor Girardi presentó el proyecto, destacando sus aspectos más relevantes.  


Al respecto señaló que la principal motivación de la iniciativa, es brindar a todas las personas la seguridad de acceder a las prestaciones de salud que requieran en un momento dado, sin que ello esté condicionado a la exigencia de instrumentos mercantiles para garantizar su pago, particularmente cheques. 


Indicó que la lógica del proyecto gira en torno a evitar que alguien no sea atendido por la circunstancia señalada anteriormente, toda vez que lo que corresponde es que la persona que lo necesite sea debidamente asistida y luego sea requerida de pago.


Recordó que, años atrás, se logró terminar con la exigencia de cheques en garantía previos a la atención de urgencia. Sin embargo, agregó, tal modificación, que despertó tanto apoyo de todos los sectores, lamentablemente no generó los efectos esperados y, en la práctica, no ha servido, debido a que los centros asistenciales, principalmente las clínicas privadas, entienden que están frente a una situación de urgencia sólo cuando hay riesgo vital. Indicó, en su calidad de médico, que tal interpretación es sumamente restrictiva, se aparta del espíritu de las modificaciones que se hicieron en su momento y deja a los pacientes y a sus familiares en una situación de desprotección. 


A mayor abundamiento, existen numerosas urgencias que, por lo general, no importan un riesgo vital, como por ejemplo, una fractura. Asimismo, existe una delgada línea divisoria entre una situación de riesgo vital y otra que no lo es, porque un organismo puede descompensarse y caer en un compromiso múltiple con mucha rapidez.


En relación a la norma contenida en el artículo 2° de la moción que presentó junto a otros Honorables Senadores, que establece que en los casos en que una persona deba ser atendida de urgencia o emergencia, los beneficiarios tendrán siempre el derecho a ser trasladados a otro establecimiento de salud luego de su estabilización, y que el prestador tendrá la obligación de informar sobre ese derecho, sus condiciones y circunstancias y proceder a la derivación o traslado apenas ello sea factible, indicó que, tal como lo señala la disposición, la finalidad es que frente a una situación como la descrita el paciente antes que todo sea estabilizado y, luego, derivado al centro de salud que indique el paciente o su familia. En caso de incumplimiento de esta obligación corresponderá al prestador requerido ante una urgencia o emergencia asumir los mayores costos y cargos derivados de las prestaciones y atenciones médicas que se otorguen.


También expresó que, en su parecer, en las situaciones a las cuales se refiere el proyecto, tanto Fonasa como las Isapres podrían constituirse en avales de sus respectivos beneficiarios.


Finalmente, solicitó a representantes del Ministerio de Salud presentes en la sesión, estudiar mecanismos alternativos a los propuestos, que, en la misma línea de lo planteado en el proyecto, busquen perfeccionarlo.


La Honorable Senadora Matthei indicó que el tema que aborda el proyecto en estudio es muy complejo y que toca una infinidad de situaciones muy distintas entre sí, toda vez que, así como genera problemas como los planteados por el Honorable Senador señor Girardi, también da lugar a otras situaciones, como aquéllas en que pacientes terminales y sus familiares exigen de un recinto de salud determinado recibir todo tipo de atenciones, exámenes y tratamientos sin tener recursos económicos para responder por ellos.  


En suma, agregó, la idea es evitar llegar a cualquiera de esos extremos, pero que, en todo caso, lo que se exija al sector privado también debe ser exigido respecto del sector público.


Considera que lo planteado por el proyecto en estudio debería ser abordado como parte de un seguro catastrófico de salud y hace un llamado a estudiar su proposición siguiendo el ejemplo de los seguros en materia de previsión contemplados para el fallecimiento prematuro y para los casos de invalidez. Debería existir un seguro social catastrófico, reiteró, indicando que la situación debería ser analizada desde una perspectiva distinta y considerar otro tipo de soluciones. Dicho seguro sería de un precio muy razonable porque actualmente algunas de estas enfermedades están cubiertas por el AUGE y, por lo tanto, ellas no deberían estar incluidas en las enfermedades catastróficas. Pero, por ejemplo, un accidente grave, producto del cual una persona puede requerir cuidados intensivos por muchos días, es una catástrofe desde la perspectiva de su costo.


En otro orden de ideas, se manifestó contraria a lo planteado por el Honorable Senador señor Girardi en cuanto a que tanto Fonasa como las Isapres sean avales de sus respectivos beneficiarios. 


Asimismo, junto al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, recordó que desde la aprobación del Pacto de San José de Costa Rica, vigente en nuestro país desde 1991, está prohibida la prisión por deudas, y la legislación lo ha ido reflejando gradualmente. 


Es así como el nuevo Código Procesal Penal permite llevar a cabo este principio, aplicando por regla general sólo sanciones pecuniarias, y privilegiando la alternativa de pagar el valor del cheque en cuotas, por medio de un acuerdo reparatorio. La excepción a esto está dada por algunas situaciones que sí ameritan la intervención de un Fiscal, cuando existe un interés público comprometido en la persecución del delito de giro doloso. 


Por su parte, la señora Ministra de Salud indicó que el tema que aborda el proyecto es muy relevante para los usuarios del sistema de salud. Agregó que su impresión es que se ha utilizado el cheque en garantía de un modo un tanto excesivo.  


Para abordar el tema es necesario distinguir entre los siguientes elementos: uno es la denegación de atención, que no debiera ocurrir en casos de urgencia, y el otro, es el de carácter electivo, toda vez que los centros de atención buscan asegurar que les van a pagar por el servicio que prestan, aún cuando ello no sea con cheques. 


Por tal motivo corresponde diferenciar entre la atención de urgencia, donde la atención no debe estar condicionada y bajo ninguna circunstancia debería negarse la atención, con la atención electiva, buscando un instrumento distinto al cheque para su garantía y posterior pago.


Indicó que, con motivo de la moción, la Cartera a su cargo ha iniciado un estudio de la situación, y solicitó tiempo para abordarlo con más profundidad, concordando los distintos elementos en juego. Adelantó que existe un problema de representación en la idea surgida en el curso del debate según la cual las aseguradoras son las llamadas a intervenir en estas situaciones, considerando a Fonasa también en tal condición, ya que podría ocurrir que una persona, siendo beneficiaria de Fonasa, no se atienda en esa calidad. En este caso, esa persona tendría que pagar y no podría involucrar a Fonasa.


En suma, su interés es dar garantías que no exista denegación de atención de urgencia condicionada a asegurar su pago. Al respecto señaló que sería necesario redefinir los conceptos de urgencia y de emergencia para evitar la denegación de atención.


Un segundo aspecto es la manera según la cual los que otorgan atención se protejan con instrumentos distintos al cheque en garantía. Eso como un modo de restablecer la igualdad en la relación centro asistencial-paciente, porque no corresponde que la institución que brinda toda la atención tenga la posibilidad de llenar el cheque dejado en garantía, sin ninguna discusión ni posibilidad de oposición por parte del girador del documento. Además, no es una obligación tener cuenta corriente bancaria y por lo tanto cheques.


La tarea es buscar el instrumento apropiado que cumpla con la finalidad de cautelar que se pagará al prestador por la atención brindada.  A modo de ejemplo, podría considerarse dejar un depósito para tal fin. Lo anterior es válido tanto para los centros de atención privados y públicos, señaló.



En el marco de la discusión del proyecto, la Comisión escuchó la exposición de diversos actores relacionados con el tema.


En primer término, se oyó la exposición que, respecto a la materia, efectuaron los representantes de Fonasa, denominada “Emergencia riesgo vital y/o secuela funcional grave” (2001 – 2006), quienes comenzaron refiriéndose al fundamento y marco legislativo de la materia, esto es, a las normas sobre emergencias o urgencias dentro del régimen de prestaciones de salud de la ley N° 18.469.

Entre los fundamentos de las normas destacaron la necesidad de facilitar el acceso a prestaciones de salud en condiciones excepcionales de las personas y una mayor equidad en el acceso, al no exigirse garantías económicas. Asimismo uniformar conceptos de emergencias o urgencias regidas por esta normativa y garantizar la atención emergencia.


La modificación de la ley N° 18.469, contenida actualmente en el decreto con fuerza de ley N°1, del año 2005, del Ministerio de Salud, constituye una reforma legislativa que garantiza que las personas, independientemente de ser beneficiarios de Fonasa o Isapre, puedan acceder a una atención oportuna por una emergencia con riesgo vital y/o  secuela  funcional grave, sin que para ello se les exija dinero, cheques u otros instrumentos financieros para garantizar el pago o condicionar de cualquier forma su atención.


Para graficar lo anterior, enunciaron lo dispuesto en el artículo 141, incisos tercero y cuarto, del citado decreto con fuerza de ley, conforme a los cuales: “En los casos de emergencia o urgencia debidamente certificadas por un médico cirujano, el Fondo Nacional de Salud pagará directamente al prestador público o privado el valor por las prestaciones que hayan otorgado a sus beneficiarios, de acuerdo a los mecanismos dispuestos en el presente Libro y en el Libro I de esta ley. 


Asimismo, en estos casos se prohíbe a los prestadores exigir a los beneficiarios de esta ley, dinero, cheques u otros instrumentos financieros para garantizar el pago o condicionar  de cualquier otra forma dicha atención. El Ministerio de Salud determinará por reglamento las condiciones generales y las circunstancias bajo las cuales una atención o conjunto de atenciones será considerada de emergencia o urgencia.”.


El artículo 143, letra a), del mismo cuerpo legal,  contempla una norma que va en la misma línea, para el caso de la Modalidad Libre Elección, que permite la bonificación de entre el 60% y 90% de las prestaciones que deriven de atenciones de emergencia o urgencia debidamente certificadas por un médico cirujano, hasta que el paciente se encuentre estabilizado.


Estas normas sobre emergencias, continuaron, se complementan con el reglamento de normas sobre emergencia, decreto supremo N° 896 de enero 2000, que modificó el decreto supremo N° 369, de 1985, del Ministerio de Salud, reglamentario de la ley N° 18.469. Así, el artículo 3º del citado reglamento define los términos de emergencia o urgencia, atención médica de tal naturaleza, certificación de las mismas y paciente estabilizado.


En cuanto al arancel, se han codificado las prestaciones con la modalidad pago asociado a emergencia (PAE), que constituye una cuenta conocida previamente.

Las representantes de Fonasa presentaron distintos gráficos relativos, entre otros, a los siguientes aspectos: operación y comportamiento del sistema en casos de urgencia o emergencia;  diagnósticos de diversas enfermedades hasta los años 2004, 2005 y 2006;  comportamiento de la hospitalización entre el año 2000 y el 2005; frecuencia de prestaciones entre el año 2000 y el 2006; gasto observado PAES; gasto observado post estabilización; procesos de fiscalización entre los años 2000 al 2006, y otros, que se encuentran a disposición de los Honorables Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Luego precisaron algunas dificultades de operación observadas, entre ellas el aumento sostenido de la demanda y gasto; la capacidad limitada de control y fiscalización; la falta de suficiencia de camas críticas, rescates  y otras; sistemas de gestión no interrelacionados; poca claridad en la  información al beneficiario ya estabilizado; la programación de ingresos de urgencia; los traslados entre privados por incapacidad resolutiva del primero, y cuentas de alto costo, entre otras.


Por último, especificaron las funciones del establecimiento hospitalario privado, en caso de urgencia o emergencia, y precisaron cuales son los pasos a seguir, que son los siguientes:


-Informar al coordinador del Ministerio de Salud del ingreso, estabilización y egreso del paciente.


-Si la patología del paciente estabilizado requiere su continuidad, el paciente será trasladado al establecimiento público, iniciándose el proceso de solicitud de cama y traslado correspondiente. Esto a menos que el paciente o su familia opten por permanecer en el establecimiento privado, caso en el que se debe firmar una opción por la modalidad libre elección e ingresar una garantía de respaldo.


- En los restantes casos, el coordinador del Ministerio de Salud iniciará la búsqueda de una cama en el sector público para el traslado del paciente. Si no existe posibilidad de traslado, autorizará la permanencia del paciente en un establecimiento privado.


- Informar por escrito al beneficiario o a quien lo represente los problemas de salud AUGE.

Luego la Comisión escuchó la presentación del señor Superintendente de Salud, quien se refirió a las urgencias, al uso del cheque en garantía y a los reclamos por la denominada ley de urgencias. Al respecto citó estadísticas de la ley de urgencias y abordó algunos aspectos críticos en el análisis de la normativa.

En relación al primer punto, esto es, “Urgencias y Cheque en Garantía”, el señor Superintendente comenzó por definir qué es una condición de emergencia o urgencia, señalando que es toda condición de salud o cuadro clínico que implique riesgo vital o toda condición de salud o cuadro clínico que implique secuela funcional grave para una persona de no mediar atención medica inmediata e impostergable. Lo anterior se acredita por medio de una declaración escrita y firmada por un médico cirujano en una unidad de urgencia, pública o privada, que deja constancia que el beneficiario se encuentra en condición de salud o cuadro clínico de emergencia o urgencia y su diagnóstico probable.


Asimismo, señaló que un paciente se encuentra estabilizado cuando se encuentra en estado de equilibrio de sus funciones vitales, de modo que, aún cuando la patología no esté resuelta o parcialmente solucionada, está en condiciones de ser trasladado, dentro del establecimiento o a otro centro asistencial o a su domicilio, sin poner en riesgo su vida o la evolución de su enfermedad. 


Estas prestaciones de urgencia o emergencia, que cobra el establecimiento asistencial correspondiente, deben ser pagadas por la Isapre respectiva, y  de ser necesario, cuando el plan sea insuficiente, la Isapre otorgará un préstamo al afiliado para el pago de la parte que no cubre el plan, préstamo que pagará por medio de cuotas cuyo valor dependerá de su renta o pensión imponible y corresponderá a un máximo de: 5% de la renta imponible, en el caso de los cotizantes dependientes, independientes y pensionados, y en el caso del cotizante voluntario, el máximo corresponderá a la cotización pactada. Para el cálculo de reajustes e intereses mensuales, la Isapre considerará la variación que experimente el IPC y el interés corriente para operaciones reajustables.

Luego el señor Superintendente se refirió a los reclamos de beneficiarios de Isapres, y presentó varios gráficos al respecto:
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También presentó estadísticas asociadas a la aplicación de la denominada “Ley de Urgencias”:
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El señor Superintendente comentó luego la normativa vigente, formulando alcances y mencionando algunos aspectos críticos. Estimó que no debe asimilarse las atenciones de urgencia con las prestaciones electivas, pues naturalmente en las primeras el derecho a la vida e integridad física es más importante que el  derecho de propiedad. En cambio, en la atención electiva, sí parece válido que los prestadores puedan exigir garantías, o establecer determinadas condiciones, en resguardo de su interés patrimonial. 


En su opinión, en las atenciones electivas no se deben prohibir todos los mecanismos de garantía, sino sólo los ilícitos. Por tanto se deben aceptar los mecanismos lícitos de garantizar la deuda, y prohibir definitivamente situaciones que además de ilegales, efectivamente impidan el acceso a la atención de salud. En este sentido, se mostró a favor de  prohibir a los prestadores exigir la entrega de cheques en garantía, a cualquier título, sea en prestaciones electivas o no. Los mecanismos lícitos debieran permitirse en las atenciones electivas o en aquellas que han dejado de ser urgencias. Exigir instrumentos mercantiles en garantía claramente no es ilegal y tampoco configura una barrera de acceso a la atención de salud, le asegura y facilita al prestador el cobro de la deuda que se generará, agregó. Es así como no se advierte dificultad en la suscripción de un pagaré, por ejemplo.

En cuanto a la entrega de dinero, esto corresponde a un pago anticipado, sea total o parcial, y lícito, lo que para los beneficiarios de Isapre no presentaría inconvenientes, pues posteriormente se les reembolsa según el plan. El problema se presenta con los beneficiarios de Fonasa, en que el reembolso no está legalmente permitido.


Por último, manifestó que prohibir indiscriminadamente la imposición de condiciones es inconveniente, y especialmente perjudicial para los prestadores públicos, cuando otorgan atención a los beneficiarios de Isapres. 


En relación al proyecto en estudio, el Superintendente hizo un análisis crítico del nuevo artículo 12 bis que se propone agregar a la ley N° 18.469, hoy contenida en el decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio de Salud, del año 2005. En él se establece el derecho a traslado a otro establecimiento, una vez certificada la estabilización, lo que no es novedoso, y ya está consagrado, tanto para los beneficiarios de Fonasa como de Isapres.


Asimismo, el artículo propuesto establece como obligación del prestador, informar sobre el derecho a ser trasladado, sus condiciones y circunstancias, y a realizar efectivamente el traslado. Aunque la obligación de informar estas materias es propia del seguro respectivo, le pareció acertada reiterarla en los prestadores, quienes deben facilitar la información al seguro.

Por otra parte, propuso estudiar la posibilidad de hacer un símil con el tratamiento de las urgencias en las GES. Al respecto, sugirió que el prestador sea obligado a comunicar a la Superintendencia vía web los nombres de los pacientes en urgencias; que el seguro debe revisar si el paciente es beneficiario y ocuparse de manejar el caso; si el seguro estima que no es urgencia o que la estabilización del paciente se produjo antes de lo informado por el prestador, solicita intervención de la Superintendencia para resolver. La solicitud debe ser suscrita por un médico inscrito en la Superintendencia, y ante solicitudes reiteradamente injustificadas, la Superintendencia sanciona al seguro.

Esto sería un claro beneficio para el afiliado, pues no es él quien debe iniciar el procedimiento de reclamo, y también es un beneficio para el prestador, que evita posibles cuentas impagas por la negativa de pago del seguro. Ahora bien, si el prestador no inscribe el caso en la página web, debería asumir el mayor costo que significa para el paciente mantenerse allí.

Otra de las entidades cuya opinión fue considerada durante la discusión del proyecto, es la de Clínicas y Entidades de Salud Privadas A.G.


La Gerente, doña Ana María Albornoz, señaló que su exposición tiene por objeto abordar las consecuencias económicas y las objeciones legales que puede generar la eliminación de los mecanismos de garantía de pago de las prestaciones de salud.


Como es de conocimiento de la Comisión, continuó, las prestaciones de salud, de acuerdo a su urgencia, pueden diferenciarse en prestaciones de salud que implican riesgo vital, caso en el que se otorga la prestación sin exigencia de ninguna garantía de pago por parte del prestador de salud; y prestaciones de salud programables, las cuales tienen un tiempo de planificación que le permite al paciente hacer un esfuerzo de búsqueda del prestador de salud más conveniente. En este último caso, destacó que el mercado de prestadores de salud es un mercado competitivo con una amplia oferta de alternativas y precios.


Estimó que, entre los factores que debe considerar el paciente al momento de seleccionar un prestador de salud para prestaciones programables, se encuentran la confianza y capacidad técnica del prestador de salud y el costo estimado de la atención y tipo de cobertura de salud (Isapre, Fonasa, préstamos médicos, seguros de salud, complementarios y catastróficos, y seguros catastróficos).


En las prestaciones de salud programadas, el paciente debe entregar una garantía de pago, se trate de prestadores de salud del sistema público o  privado. En el caso de los prestadores de salud públicos esta garantía es una exigencia en atención institucional para los beneficiarios del grupo C y D (pagaré) y para todos los pacientes que se atiendan en pensionado (cheque en garantía).


Ahora bien, analizando la materia desde una perspectiva económica, cabe tener presente que la prestación de atenciones de salud es una actividad económica, que consume recursos y genera resultados. Los ingresos de esta actividad provienen en su totalidad del cobro por las atenciones de salud realizadas. En la operación de esta actividad, destacó, se produce una cadena de pagos relevante, donde el recurso humano es uno de los eslabones más significativos; existe una relación de obligatoriedad en el pago de los recursos, la cual no puede verse afectada por la incertidumbre en el cobro de los ingresos. A modo de ejemplo señaló: las remuneraciones del personal; los proveedores de insumos y equipos; los gastos de administración, y otros.


Estos pagos que deben efectuarse implican que los prestadores de salud deben buscar formas de garantizar el cobro. Para ello existen varias  alternativas, como las siguientes:


- Utilizar efectos de comercio para garantizar el pago. Esto presenta como ventaja que establece una relación directa entre el prestador de salud y quien recibió la prestación de salud.

- Exigir una carta de resguardo de los aseguradores. La desventaja de esta forma de garantizar el pago es que obliga a tramitaciones complejas, ya que el asegurador no asume en la mayoría de los casos la totalidad del costo de la prestación.


- Exigir un pago estimado anticipado. El problema es que ello obliga a las personas a disponer de la totalidad del costo de la prestación en forma previa. Por otra parte, se trata de un monto difícil de estimar a priori.


- Asumir un porcentaje de mora esperado y cargarlo en el precio. Ello afecta negativamente el precio de la mayoría de las personas que pagan sus obligaciones, encareciendo el sistema de salud.


En relación al pago de estas prestaciones de salud, la señora Albornoz precisó que aún cuando hoy existe la posibilidad de exigir documentos de garantía de pago, hay un porcentaje no menor de mora y latencia en el pago de las referidas prestaciones, el cual se asume que aumentaría si se liberara esta obligación.


En su opinión, la moción, en los términos que está planteada, generaría efectos negativos de mediano y largo plazo. Destacó que se envían al mercado señales de incertidumbre de ingresos, lo que genera un aumento de los precios; al aumentar los precios, se afecta la posibilidad de acceso de las personas, disminuyendo su capacidad de elegir y el mercado se restringe, haciéndolo menos atractivo para nuevos inversionistas.


Finalizada la exposición de la señora Albornoz, hizo uso de la palabra el señor Juan Pablo Pomes, abogado de Clínicas y Entidades de Salud Privada A.G, quien  efectuó comentarios de carácter jurídico a la iniciativa. 


En ese sentido, manifestó que toda actividad económica lucrativa puede establecer un pago por los servicios prestados y tomar las precauciones para garantizarlo. La ley regula extensamente las formas de garantizar el pago de servicios y bienes otorgados, pues el legislador siempre ha considerado legítimo el que se pueda garantizar el pago de un bien o servicio, antes de otorgarse el mismo. Es el caso de garantías tales como la prenda, fianza, hipoteca y otras.


La Constitución Política de la República, continuó, asegura a todas las personas el derecho a desarrollar una actividad económica, en el artículo 19 número 21, y a la no discriminación arbitraria en el trato que debe dar el Estado en materia económica, en el numeral 22 de la misma norma. En consecuencia, trato igualitario que no implique discriminación arbitraria. Por otra parte, el mismo artículo 19, en su número 2, asegura la igualdad ante la ley, ni la ley ni autoridad alguna pueden establecer diferencias arbitrarias. 


En su opinión, el impedir que un sector económico determinado pueda garantizar la prestación de sus servicios por los medios establecidos por la ley, importa una discriminación arbitraria frente a otros sectores económicos que si podrán hacerlo, vulnerándose con ello las garantías señaladas precedentemente. 


La ley, continuó, establece los efectos de comercio mediante los cuales se puede documentar el pago a plazo, entre ellos, el pagaré, letra de cambio y otros. Es completamente lícita y legal la utilización de estos efectos de comercio para documentar un pago a plazo. Impedir su utilización por los prestadores de salud, importa una gran arbitrariedad.


Por otra parte, la ley impone a todos quienes realizan una actividad económica, la obligatoriedad de cumplir con los pagos comprometidos con sus empleados y proveedores. Basta analizar la legislación laboral, previsional y comercial. No es eximente de esta obligación la mora o demora en la recaudación de los ingresos, por ende la imposibilidad de garantizar los ingresos no es correlativa con las obligaciones anteriores.

El proyecto de ley no se limita a impedir que se pueda garantizar el pago de una prestación de salud previo a su otorgamiento, incluso lo hace después de otorgada. Con ello, en el hecho, el pago y su oportunidad dependerán sólo de la voluntad del paciente. Ello haría inoperante la posibilidad legal de los prestadores de salud e incluso del Fonasa de otorgar créditos, pues de no poder documentarse el pago y garantizarse, no es posible otorgar un crédito.

Los Honorables Senadores hicieron presente a los representantes de Clínicas y Entidades de Salud Privada A.G que, durante la discusión del proyecto, la Comisión ha consensuado que la prohibición de exigencia de instrumentos mercantiles que garanticen el pago en el caso de prestaciones médicas que no sean consideradas de urgencia y/o emergencia, no puede ser total, y por eso se trabaja en una forma para sustituirlo por otros instrumentos mercantiles como la letra de cambio y el pagaré.


La señora Albornoz se mostró de acuerdo con dicha posibilidad, concordando que el cheque tiene connotaciones negativas de las que están exentos otros instrumentos de garantía.

Durante el debate del proyecto, la Comisión contó con el apoyo de representantes del Ejecutivo, y se analizaron distintas propuestas para sustituir sus normas.


El señor Pavlovic, Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Salud, señaló que, previo a realizar una propuesta en la materia, era conveniente obtener una información ya solicitada a la división de gestión de coordinación de redes, en cuanto a la posibilidad de no sólo recibir a los derivados del sector privado en el caso de urgencias o emergencias, sino también rescatarlos, que es uno de los elementos que de algún modo se incentivan al eliminar el cheque.


Por otra parte, indicó que la disposición del Ejecutivo va en la línea de perfeccionar la norma que se aplica en los casos de urgencia o emergencia, artículos 141 y 173 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, y también considerar que habría situaciones que no son de riesgo vital o secuela funcional grave o permanente, pero no obstante, para el afectado, atendido por ejemplo el nivel de dolor, sí tenían esta connotación. Por otra parte, analizar la posibilidad de ampliar los instrumentos de crédito que se pueden utilizar en el caso de las restantes situaciones, más que en el prohibir el cheque. Es decir, que igualmente se permita garantizar el pago, por ejemplo a través de letra de cambio o pagaré, que son bastante utilizadas actualmente en el sector público.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que, en su opinión, hay que distinguir dos situaciones. En el caso de urgencias y emergencias, la persona debe ser atendida de inmediato, dejando el problema financiero en un segundo plano. Es la vida la que está en juego, y la antedicha situación ya está resuelta en la ley. No obstante, tratándose de otras atenciones de salud, la situación es distinta. Naturalmente quien quiere acceder  a un determinado servicio, debe pagar por él, y el que lo presta tiene derecho a asegurar de alguna forma ese pago; si la persona carece de recursos, tendrá que pagar el Estado, o prestar el servicio a través de sus organismos, pero un prestador privado no puede ser obligado a dar un servicio gratuitamente cuando este servicio tiene un costo.


El Honorable Senador señor Girardi precisó que el proyecto no busca favorecer el no pago de las prestaciones, más aún, en el seno de la Comisión se ha barajado la posibilidad de favorecer la suscripción de otros instrumentos mercantiles. Ello pues el cheque tiene connotaciones particulares, como son:


- Mucha gente que requiere atenderse en hospitales o clínicas privadas no tiene cuenta corriente, y por tanto cheques;


- Se exige, antes de otorgar la prestación, la entrega de un cheque en blanco, en garantía, cheque que va a ser llenado unilateralmente por el hospital o clínica, con posterioridad, dificultando hasta casi hacer imposible la posibilidad de reclamar si existen cobros indebidos; y


- Existe adicionalmente la presión de poder privar al girador del cheque de la libertad, en determinadas hipótesis de no pago del cheque. 


El Honorable Senador señor Ruiz- Esquide, por su parte, señaló que quien contrae una obligación de pago tiene que cumplirla. No obstante, es dable reconocer que la salud no es un bien al que pueda darse el mismo tratamiento que los restantes. Es por ello que el artículo 141 del decreto con fuerza de ley N° 1, del año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado  del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469, en su artículo 141, proscribe la exigencia de cheque en el caso de urgencia o emergencia, pero una vez que el paciente está estabilizado, en su opinión es legítimo que el prestador exija un instrumento para garantizar su pago. Y en este sentido, es necesario prever un sistema, o perfeccionar el actualmente contemplado, que garantice que el paciente deje la clínica u hospital privado, y sea trasladado a un servicio de salud estatal, tan pronto sea posible.


Manifiesta lo anterior haciendo presente que su aspiración es a una salud de calidad y gratuita para todos, y que el cheque le parece un instrumento peligroso. Pero dada la situación actual del país, no puede prohibirse la exigencia de un instrumento mercantil para asegurar el pago.


En la sesión se debatió la posibilidad de sustituir el cheque como garantía de pago, por otro instrumento mercantil, como una tarjeta de crédito, letra de cambio o pagaré, idea que compartieron los Honorables Senadores integrantes de la Comisión. Se tuvo presente que en el caso de estos dos últimos, previo a hacer efectivo el cumplimiento forzado se requiere una actuación judicial de preparación de la vía ejecutiva, salvo el caso que las firmas hayan sido autorizadas ante Notario. Asimismo ellos carecen de la amenaza de privación de libertad que existe en el caso del cheque. En consecuencia, al tiempo de prohibir en el caso de prestaciones de salud que no sean de urgencia o emergencia, la exigencia del cheque como garantía de pago, se abre este abanico de posibilidades alternativas de instrumentos mercantiles que sí podrán ser exigidos por el prestador.


Por otra parte, a iniciativa de la Honorable Senadora señora Matthei, se acordó contemplar la posibilidad que quien voluntariamente, sin mediar presión ni coacción de ninguna especie, desee garantizar el pago de las prestaciones médicas mediante un cheque, está autorizado a hacerlo.
APROBACIÓN EN GENERAL


--En votación, la Comisión aprobó la idea de legislar sobre el proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel y Ominami.



Aprobado en general el proyecto, y recogiendo las ideas vertidas y consensuadas durante el debate, los Honorables Senadores señora Matthei, y señores Girardi, Kuschel y Ominami, presentaron una indicación, para sustituir el texto del proyecto. En su redacción contaron con la colaboración de los asesores jurídicos del Ministerio de Salud. El texto de la indicación es el siguiente:





“Artículo único. Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763 de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, de la siguiente forma:





1.- Incorpórase el siguiente artículo 141 bis:




"En ningún caso los prestadores de salud podrán exigir, como garantía de pago por las prestaciones que reciba el paciente, el otorgamiento de cheques o dinero efectivo. En estos casos, el establecimiento de salud podrá garantizar el pago mediante otros medios idóneos, tales como el registro de la información contenida en tarjetas de crédito, o mediante letras de cambio o pagarés, los que se sujetarán a las normas de la ley N° 18.092. 





Sin perjuicio de lo anterior, el paciente podrá, voluntariamente, efectuar el pago de las citadas prestaciones por medio de un cheque correspondiente a la cuenta corriente bancaria de la que sea titular.”.





2.- Incorpórase el siguiente artículo 173 bis:




“En ningún caso los prestadores de salud podrán exigir, como garantía de pago por las prestaciones que reciba el paciente, el otorgamiento de cheques o dinero efectivo. Sin perjuicio de lo anterior, el establecimiento de salud podrá garantizar el pago mediante otros medios idóneos, tales como el registro de la información contenida en tarjetas de crédito, o mediante letras de cambio o pagarés, los que se sujetarán a las normas de la ley N° 18.092. 





Sin perjuicio de lo anterior, el paciente podrá, voluntariamente, efectuar el pago de las citadas prestaciones por medio de un cheque correspondiente a la cuenta corriente bancaria de la que sea titular.




En los casos de atenciones de emergencia debidamente certificadas por un médico cirujano, regirá lo prescrito en el inciso séptimo del artículo anterior.”.”.


-- En votación, la Comisión aprobó la indicación, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel y Ominami.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Salud os propone aprobar el proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:


PROYECTO DE LEY





“Artículo único. Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1 de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763 de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, de la siguiente forma:





1.- Incorpórase el siguiente artículo 141 bis:




"En ningún caso los prestadores de salud podrán exigir, como garantía de pago por las prestaciones que reciba el paciente, el otorgamiento de cheques o dinero efectivo. En estos casos, el establecimiento de salud podrá garantizar el pago mediante otros medios idóneos, tales como el registro de la información contenida en tarjetas de crédito, o mediante letras de cambio o pagarés, los que se sujetarán a las normas de la ley N° 18.092. 





Sin perjuicio de lo anterior, el paciente podrá, voluntariamente, efectuar el pago de las citadas prestaciones por medio de un cheque correspondiente a la cuenta corriente bancaria de la que sea titular.”.





2.- Incorpórase el siguiente artículo 173 bis:




“En ningún caso los prestadores de salud podrán exigir, como garantía de pago por las prestaciones que reciba el paciente, el otorgamiento de cheques o dinero efectivo. Sin perjuicio de lo anterior, el establecimiento de salud podrá garantizar el pago mediante otros medios idóneos, tales como el registro de la información contenida en tarjetas de crédito, o mediante letras de cambio o pagarés, los que se sujetarán a las normas de la ley N° 18.092. 





Sin perjuicio de lo anterior, el paciente podrá, voluntariamente, efectuar el pago de las citadas prestaciones por medio de un cheque correspondiente a la cuenta corriente bancaria de la que sea titular.




En los casos de atenciones de emergencia debidamente certificadas por un médico cirujano, regirá lo prescrito en el inciso séptimo del artículo anterior.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 3 de octubre, 7 de noviembre, 13 y 19 de diciembre, todos de 2006, y 6 de marzo, 3, 10 y 17 de abril, de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Carlos Ominami Pascual ( Alejandro Navarro Brain)  y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a  24 de abril 2007.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA SISTEMA DE OTORGAMIENTO DE CONCESIONES DE RADIODIFUSIÓN SONORA

(4740-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. la Presidente de la República.
- - - - - -


Se deja constancia de que vuestra Comisión, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó proponer a la Sala discutir sólo en general este proyecto de ley, no obstante ser de artículo único.

- - - - -


Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pablo Bello; del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Fernando Abarca; del Fiscal de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Francisco González y de la Asesora Legislativa de dicha Subsecretaría, señora Vitalia Puga.

- - - - - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Introducir diversas modificaciones a la Ley General de Telecomunicaciones, aplicables a las radios comerciales, que tienen por finalidad perfeccionar el sistema de otorgamiento de concesiones para los servicios de radiodifusión sonora, buscando hacerlo más expedito y equitativo, por una parte y, por otra, se pretende preservar la implantación regional y local de la radiodifusión y que dicha implantación no sucumba ante una excesiva concentración de este mercado en unas pocas manos. 


El contenido del proyecto es el siguiente:

1.- Incorpora nuevos criterios de asignación de las concesiones de radiodifusión sonora


La iniciativa incorpora criterios distintos al poderío económico para dirimir las situaciones de igualdad técnica en los concursos de radiodifusión sonora.


Para tal efecto propone establecer el criterio de antigüedad en la plaza, esto es, existirá una preferencia en los concursos de radiodifusión sonora en frecuencia modulada para aquel postulante que a la fecha del llamado a concurso público posea, con una antelación suficiente, una concesión en amplitud modulada en la misma plaza, prefiriéndose al solicitante que posea la concesión más antigua, de existir más de una que cumpla con esta calidad.


En caso de no poder aplicarse este criterio para dirimir la situación de igualdad, se propone aplicar el sorteo público.

2.- Se limita el número de solicitudes


Con la finalidad de garantizar la buena fe en la postulación a los concursos públicos, evitando también la toma indebida de ventaja por parte de los grandes consorcios en la eventualidad de un sorteo público, el proyecto contempla la limitación a una del número de solicitudes que en un mismo concurso puede presentar una empresa y sus filiales, coligadas o relacionadas.

3.- Exigencia de implementación previa del proyecto


En la actualidad, existe cierta especulación impropia, consistente en la transferencia de la concesión obtenida, sin implementar el proyecto técnico comprometido en la postulación y sin prestar servicio alguno a la comunidad.


Para tal efecto, el proyecto exige que, previamente a la transferencia, se haya implementado materialmente el proyecto comprometido.
ANTECEDENTES


1.- De hecho


El Mensaje de S.E. la Presidente de la República señala que actualmente la Ley General de Telecomunicaciones establece que en los concursos públicos para la obtención de una concesión de radiodifusión sonora, ésta se asigna al postulante cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del concurso, ofrezca las mejores condiciones técnicas que aseguren una óptima transmisión o excelente servicio, reconociéndose un derecho preferente al actual concesionario que concurse para renovar su concesión, siempre que iguale la mejor propuesta técnica. En el evento de no existir un postulante con derecho preferente, la igualdad de condiciones técnicas entre los postulantes, se dirime finalmente mediante una licitación entre éstos, asignándose la concesión al postulante que efectúe la mayor oferta económica.


El sistema precedentemente descrito genera algunas distorsiones.


En primer lugar, produce una fuerte asimetría entre los distintos postulantes, al sustentar sólo en su capacidad económica el mecanismo de desempate ante una situación de igualdad técnica.


De esta asimetría surge de inmediato otro desequilibrio aún más importante entre empresas o consorcios de radiodifusión de alcance nacional e incluso internacional, y los interesados en operar una estación de alcance regional o local.  Estos últimos tienen una orientación en su vocación, contenidos, capacidad de generación de empleo, etc. ajustada también a este alcance. Sin embargo, el mayor poderío económico radica, casi invariablemente, en los grandes consorcios o cadenas y no en los emprendedores locales.


Asimismo, la aplicación del actual régimen legal ha ido consolidando paulatinamente el aumento de los niveles de concentración en esta actividad, con el consiguiente desmedro de la radiodifusión local y regional que viene a satisfacer necesidades de comunicación y de arraigo e identidad cultural, que no necesariamente se corresponden con el modelo de negocio de las grandes cadenas radiales.


2.- Jurídicos

Introduce diversas modificaciones  a  la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, entre otras, al artículo 13, 13 A, 21 y 36.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO 


El proyecto se encuentra estructurado en un artículo único que introduce, por intermedio de cuatro letras, modificaciones a la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones. 


Su letra a) reemplaza el inciso cuarto del artículo 13, por los siguientes:



“La concesión será asignada al postulante, cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del concurso, ofrezca las mejores condiciones técnicas que aseguren una óptima transmisión o excelente servicio.


En toda renovación de una concesión, la concesionaria que la ostentaba tendrá derecho preferente para su asignación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que asegure una óptima transmisión o excelente servicio, según el caso.


En caso de que dos o más concursantes ofrezcan similares condiciones, y siempre que no se aplique el señalado derecho preferente, la concesión se asignará a aquel postulante que acredite contar con una mayor antigüedad en la plaza.


Se entenderá que se encuentra en la situación señalada, el postulante que al momento del llamado a concurso de radiodifusión sonora en la banda de frecuencia modulada, se encuentre en posesión de una concesión de radiodifusión, a lo menos por cinco años, para la misma plaza en la banda de amplitud modulada.


La identidad de plaza entre la concesión que posea el postulante y la sometida a concurso público se producirá cuando la ciudad o localidad con mayor número de habitantes comprendida dentro de la zona de servicio de ambas, sea la misma.


De no poder aplicarse los criterios anteriores, o de subsistir la igualdad una vez aplicados, el concurso se resolverá por sorteo público entre los postulantes que lleguen en igualdad.


En todo caso, una misma empresa y sus empresas filiales, coligadas o relacionadas no podrán presentar más de una solicitud para una misma localidad, en un mismo concurso. De hacerlo, ninguna de las solicitudes será considerada en el concurso.”.


La letra b), reemplaza el inciso quinto del artículo 13 A, por el siguiente:


“El Ministro, cumplidos los trámites precedentes, asignará la concesión o declarará desierto el concurso público, o convocará a sorteo público de existir solicitudes que hayan llegado en igualdad una vez aplicados los mecanismos indicados en los incisos cuarto y siguientes del artículo 13.  Resuelto el sorteo, el Ministro dictará la resolución respectiva.  Esta se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría, por una sola vez, en el Diario Oficial. Además, se publicará en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste, de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones y equipos técnicos de la emisora.”.


La letra c), reemplaza el inciso segundo del artículo 21, por el siguiente:


“En caso de transferencia, cesión, arrendamiento o otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, de concesiones y permisos, se requerirá la autorización previa de la Subsecretaría, la que no podrá denegarla sin causa justificada.  En el caso de concesiones de radiodifusión sonora, la autorización no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones de la concesión hayan sido autorizadas de conformidad con el artículo 24 A.  El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que el concesionario o permisionario, en su caso.”.


La letra d), agrega en el Nº 4 del artículo 36, que establece las causales de caducidad de la concesión o permiso, a continuación de la letra g), la siguiente letra h), nueva:


“h) Transferir, ceder, arrendar u otorgar el derecho de uso a cualquier título de una concesión de radiodifusión sonora, sin la previa autorización de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”.
DISCUSIÓN EN GENERAL

Durante la discusión en general el señor Subsecretario de Telecomunicaciones reiteró los fundamentos de este proyecto de ley, señalando que esta iniciativa legal se inspira en la Moción del Honorable Senador señor Cantero y en un proyecto de ley formulado por el Honorable Senador señor Letelier y apunta a la misma preocupación de política pública que tiene que ver con el fenómeno de la concentración del mercado radial, particularmente en la banda FM.


Indicó que este proyecto de ley tiende a establecer, dentro de los mecanismos de asignación de nuevas concesiones de radio FM, una modificación en los criterios de asignación. 


Actualmente, en la Ley General de Telecomunicaciones vigente, se privilegian en el momento de la asignación, aquellos proyectos técnicos que sean de mejor calidad. Habitualmente hay un empate en términos de las características técnicas de los proyectos y el paso siguiente es resolver el empate a través de una licitación por dinero. Por ello se produce el fenómeno de la concentración ya que los grandes operadores tienen mayores recursos económicos que los operadores locales y, en este proceso de licitación, regularmente lo que ocurre es que las grandes cadenas van ampliando su red y los pequeños operadores tienen menores espacios para ingresar.


El proyecto plantea cuatro elementos fundamentales en el proceso de asignación.


El primero, es establecer un criterio de derecho preferente basado en la antigüedad. Dado un empate técnico en los proyectos presentados ante un llamado de concurso se privilegiará aquél que tenga una historia de transmisiones en otra banda en la misma plaza, ciudad o grupo de ciudades aledañas. Es decir, si hay empate entre algunos de los postulantes, aquél que tenga una presencia previa en la Región, no en la banda FM sino en la banda AM, que es una banda que en los últimos años ha tenido un declive muy importante, por razones técnicas y por razones de la calidad del servicio. El que está en la banda AM tiene un privilegio para poder pasar a la banda FM que es la banda, hoy día, más cotizada y en donde hoy día es más difícil poder ingresar porque la competencia radial, en este momento, está en la banda FM y no en la banda AM.


Lo que se busca a través de este proyecto de ley es darle preferencia a quien ya está en la zona versus de aquél que viene de una zona distinta.


Destacó que hay muchos operadores de radio en la banda AM que estarían interesados en poder pasar a la banda FM, particularmente en algunas Regiones y, por tanto, lo que se pretende con esta iniciativa es establecer un primer criterio de preferencia. 


El segundo criterio que se establece es que en caso de igualdad o de carencia de aplicación de este primer criterio se reemplaza la licitación por dinero por un sorteo. Cree que un sorteo da condiciones de igualdad superiores a lo que puede significar una licitación económica. 


Adicionalmente, para evitar que el sorteo sea distorsionado se establece una limitante o restricción absoluta respecto de la presentación de solicitudes por parte de empresas operadoras relacionadas, que es lo que ocurre en otros ámbitos de la Ley de Telecomunicaciones en los cuales hay sorteos y es que empresas crean filiales o empresas  relacionadas para llegar a la fase de sorteo y tener una probabilidad más alta de que el azar les permita se les asigne la concesión.


Estos tres elementos: el establecer como un derecho preferente la antigüedad en la plaza, el establecer como criterio de desempate el sorteo por sobre la licitación y la limitación al número de solicitudes que cada operador o interesado pueda realizar, cree que contribuye en forma significativa a evitar la creciente concentración de medios.


Adicionalmente han detectado que en muchos de estos concursos se produce un fenómeno de especulación. Es decir, hay algún actor interesado que logra ganar una licitación y que no desarrolla el proyecto técnico comprometido sino que se lo transfiere a un tercero antes de hacer las inversiones correspondientes.


También este proyecto establece una prohibición expresa para que se puedan transferir proyectos sin haber realizado la inversión correspondiente.


Estos son los cuatro elementos que este proyecto de ley contempla. Es un proyecto de ley simple y que el Ejecutivo espera recoja las preocupaciones que los Honorables Senadores señores Cantero y Letelier han planteado en sus iniciativas, con las cuales comparte el espíritu pero tienen más bien una dificultad práctica.


Señaló que el proyecto del Senador señor Cantero apunta a eliminar la posibilidad de tener cadenas nacionales. El Ejecutivo considera que es bueno que existan cadenas pero que ello debe combinarse con la existencia de radios regionales y radios locales.


Agregó, que este proyecto de ley posiblemente no contiene la solución que plantea el Honorable Senador señor Cantero pero sí persigue objetivos similares, ya que el de Su Señoría pretende evitar el fenómeno de concentración de la cadenización radial y el proyecto de ley del Ejecutivo, de alguna manera, pretende defender el desarrollo de las radios regionales y de las radios locales frente a una tendencia muy fuerte, particularmente en los últimos meses, de compra por parte de cadenas radiales, de las radios regionales. Por lo tanto, tienen un punto en común. 


El Honorable Senador señor Pizarro consultó si  este procedimiento está establecido sólo para el otorgamiento de nuevas concesiones o también para las actuales concesiones que terminan por el transcurso del tiempo y se renovarán en el año 2010.  Sobre esta materia, destacó que cuando una radio termina su concesión se llama a un proceso de adjudicación, aunque se tenga un derecho preferente, y puede llegar otro oferente y hacer técnicamente una propuesta mejor.  Si hay empate, vale la antigüedad. 


Los actuales concesionarios que terminan su concesión por el transcurso del tiempo (2010), van a estar sometidos al nuevo sistema de adjudicación que fijará este proyecto de ley. Recordó que años atrás se modificó la legislación para poder fijar un período en el cual se volvieran a concesionar todas las radios o, por lo menos, que se generara una condición de competencia. Consultó si este proyecto de ley afectará a los antiguos concesionarios.


A su vez, la Honorable Senadora señora Matthei consultó  acerca de cómo se determina o decide cuál es la mejor propuesta técnica que asegure una óptima transmisión o excelente servicio. Cree que hay dos criterios de asignación distintos y quiere saber cómo deciden. La mejor propuesta técnica puede ser una más moderna pero la transmisión o el servicio puede que sean parecidos y que tenga otras ventajas. Pero cuando hay algo que es una mejor propuesta técnica y ambas aseguran una óptima transmisión o excelente servicio qué hacen.


El señor Subsecretario señaló que se trata de un derecho preferente consagrado en la ley que dice que en igualdad de condiciones para este nuevo concurso sobre la misma concesión ya otorgada previamente el que la tenía anteriormente se la adjudica. Agregó que tener diferencias desde el punto de vista de los puntajes técnicos cuando ya hay una radio preexistente es muy difícil porque la zona de cobertura la determina la radio que ya existe.


Lo que va a ocurrir con el proceso de término de concesiones y de nuevo concurso el año 2010 será que la gran mayoría de las veces se renovarán las mismas emisoras que hay hoy en día, de acuerdo al procedimiento que está regulado en la ley.


El Honorable Senador señor Muñoz Barra hizo presente que este proyecto de ley debería evitar la venta de la concesión y así terminar con su comercialización. La persona que obtiene una concesión, que es un derecho que entrega el Estado que es dueño del espectro, debería cumplir con determinadas reglas que eviten ese hecho, por ejemplo, que la persona que obtiene la concesión funcione un determinado tiempo bajo la razón social que presentó el proyecto de esa frecuencia, de lo contrario el proyecto de ley no tiene ningún sentido.


Señaló que se está entregando en concesión un bien común, que es el espectro, que no es lo mismo que la adquisición de un bien raíz, y el concesionario lo utiliza sólo para hacer un negocio en forma inmediata sin poner a disposición una vocación de radiodifusión. Lo considera grave. Es partidario de colocar alguna disposición que amarre al concesionario para que no la venda y, además, que sean obligados los concesionarios legalmente a que durante dos ó tres horas al día, tengan emisiones directas desde el lugar donde se dio la concesión.


Añadió que la frecuencia que se da en cada localidad es diferente, por lo tanto, si se da una frecuencia en una localidad determinada, esa frecuencia tiene que tener también una responsabilidad de compromiso con el medio donde va a funcionar el servicio, que es el planteamiento del Senador señor Cantero. 


Además, manifestó que esta materia tiene efectos colaterales en lo laboral.  Hoy día nos encontramos con una cantidad grande de técnicos, radiotécnicos, locutores, periodistas y secretarias de regiones que no tienen trabajo, porque las radios locales han sido vendidas a las cadenas y éstas las incorporan por vía satelital y dejan sin trabajo a toda esta gente. En cambio si se les obligara a transmitir como las otras radios no habría esta cesantía.


Las grandes cadenas se llevan toda la publicidad y el que tiene la radio en regiones y es radiodifusor chico no puede competir. También en regiones hay una distribución de la publicidad pública y privada que no favorece el espectro de la radiodifusión en regiones. Las radios locales estimulan y aportan al desarrollo regional. 


Reiteró la necesidad de establecer una cláusula que obligue a las cadenas que tienen frecuencias localizadas a través del país a tener una transmisión de una determinada cantidad de horas en directo de las regiones en donde esté ubicada. 


Cree que debe establecerse esto por ley, no impedir que las cadenas se tomen todo el mercado pero que también hagan cultura y desarrollo de lo que es la vida regional, de lo que son las aspiraciones de las regiones y de lo que la gente quiere decir.


Por otra parte, señaló que cuando se habla de la mejor calidad técnica de un proyecto se suele producir una confusión, ya que no es la mejor calidad técnica aquella que tiene la mayor amplitud, porque ocurre que el alcance de las emisoras está determinado taxativamente por la potencia que se le da y lo que se acota es que llegue a ese límite en la mejor calidad, porque puede que un equipo de transmisión tenga una amplitud muy buena pero se sale de las normas que establece el proyecto.


Al respecto, propone que para poder transferir la concesión transcurra un determinado plazo de funcionamiento de la radio.



El señor Subsecretario manifestó que la modificación que propone este proyecto de ley dice relación con establecer que la concesión debe ser recepcionada, es decir, el proyecto técnico debe ejecutarse. El principio de no denegación de la facultad que tiene todo empresario a transferir un activo, tiene que ver con el derecho de propiedad. Añadió que se resguarda el hecho de que las inversiones se realicen. No se puede limitar en extremo el derecho de propiedad que tiene un concesionario que ha hecho una inversión. Señaló que la autorización a que hace referencia el artículo 24 A de la ley es la recepción de obras, la instalación de la planta.


Señaló que es cierto que hay escasez en el espectro radio eléctrico de las grandes ciudades, pero con las bandas que se abrirán en el futuro para la radio digital este es un proyecto de ley que estará vigente.


Agregó, respecto de las cadenas, que hay dos tipos de cadenas. Lo que ocurre es que las concesiones radiales se dan por zona de servicio y éstas están condicionadas por las características geográficas. Entonces las concesiones radiales son pequeñas zonas diversas y existe la tecnología para enlazarlas y uno puede enlazar más de alguna de estas zonas de servicio y puede tener las mismas transmisiones en estas zonas de servicios. Esto per ce no es malo porque puede permitir tener una comunicación integrada dentro de estas zonas de servicios que están enlazadas. Cuando uno lleva esto al extremo se producen las cadenas nacionales que lo que hacen es agrupar muchas de estas pequeñas concesiones locales y zonales y ahí es donde apunta el proyecto del Senador señor Cantero a restringir aquello.


Manifestó que la lectura jurídica que tienen de la ley es que en absoluto es restrictiva la forma en la cual se asignan las concesiones que tienen un sentido técnico y geográfico con la posibilidad de enlazar transmisiones o no, consideran que no se ha vulnerado ni se está vulnerando la ley en la existencia de cadenas radiales como las que tenemos hoy en Chile. Comparten lo planteado por el Senador señor Cantero en términos de que este fenómeno de la cadenización ha ido restándole espacios a las radios regionales y es por ello que les parece importante mejorar una regulación para proteger aquéllo.


El Honorable Senador señor Novoa recordó que la moción del Senador señor Cantero plantea: primero, que las cadenas nacionales están ahogando a las radios locales; segundo, que jurídicamente cuando se otorga una concesión se da para un área de servicios determinada, por lo tanto, la cadena viene en cierta forma a infringir la norma jurídica; tercero, que las programaciones locales deberían ser de un 50%, solucionándose así el problema de los efectos de las cadenas en las radios locales y de la programación local.



Por otra parte, señaló que reconoce el problema que se crea en las regiones y que el propósito que persigue el proyecto de ley del Honorable Senador señor Cantero es compartido por todos. Lo importante es ver y definir cuál es el mejor sistema. Recordó que se están discutiendo materias importantes en estos momentos relativas a banda ancha e Internet, entre otras, y tal vez, en aras de un mayor  y mejor desarrollo de la telefonía local,  se podrían estar prohibiéndolas. 


En relación al proyecto de ley del Ejecutivo sustituye la licitación por un sorteo y otras normas para la transferencia de la concesión, pero el tema central planteado en la moción del Senador señor Cantero que era el problema de los efectos de las cadenas en las radios locales o el tema de la programación local, no están resueltos en el proyecto del Ejecutivo.


Añadió que el proyecto del Ejecutivo va en la línea de evitar el fraude ya que se establece la idea de que no se pueda transferir la radio sino hasta que la instalación de las obras hayan sido recepcionadas. Eso significa haber desarrollado la inversión. Añadió que esta disposición podría mejorarse estableciendo un plazo de ejercicio de la concesión de 6 meses o más.


Finalmente manifestó que esto tiene una solución legislativa. No sabe si será conveniente o no. El área de servicios que tiene un contenido técnico podría también tener un contenido programático. Si uno dijera que la mitad de las transmisiones deberán ser efectuadas desde una determinada localidad y que las transmisiones o programación deberán ser en vivo. Puede que sea una mala decisión hacerlo así, pero eso buscaría el propósito que persigue el Senador señor Cantero con lo cual no se prohiben las cadenas, pero si se les establece una obligación o un requisito que va implícito en la concesión de que si se pide una frecuencia en un lugar determinado, el concesionario sabe que tiene que tener disponibilidad para 4 ó 6 horas de transmisión desde ahí.



El Honorable Senador señor Cantero señaló que ha habido una evolución en el país  desde el momento en que se presentó su proyecto hasta ahora. Al principio se miró con un criterio economicista y se le señaló que inhibe la libertad de comercio, más menos en términos generales. Qué ha ocurrido con el tiempo. Lo que ha ocurrido es que en realidad la sociedad empieza a reconocer una cierta segmentación del espectro con una base territorial. Hay empresas mediáticas y no sólo a la radio sino que también a la televisión y es esta última la que ha potenciado la idea de que hay un efecto nacional que está en el marco de una competencia global, pero también hay una identidad local y la necesidad de potenciar esa identidad y, en consecuencia, algún sentido tuvo el legislador en su momento cuando estableció que las concesiones tienen una clara residencia local. Incluso hay procedimientos de postulación, de llamado a concurso que tienen que ver con la localidad. No se hace un concurso nacional. 


En esencia, de lo que se trata, es de evitar una transculturización, una pérdida de identidad local por la vía de recibir sólo mensajes de Santiago. Esto sucede no sólo en el ámbito de la televisión sino que de la radio también. Si la ley dice que hay que tener un locutor en Antofagasta, ciertas condiciones técnicas de antena, etc. y una emisión para levantar la señal, lo que se está buscando es cautelar que esa zona tenga la posibilidad de usar el espectro.


En su opinión si no se cautela el espectro se estará afectando el principio de la diversidad y de la pluralidad, porque siendo restringido el espectro necesito cautelar la diversidad y pluralidad, de lo contrario los sectores locales no van a poder expresarse. En resumen, de lo que se trata es que la legislación reconozca aquello y reserve para emisiones locales o haga obligatoria una emisión local, ya sea por la vía de reservar concesiones o de establecer obligatoriedad de emisión local de la programación que se emita a través de esta señal.


Señaló que el proyecto de ley que presentó lleva un buen número de años -5- pendiente y no se imaginó la velocidad con que la revolución tecnológica iba a cambiar el escenario existente teniendo su proyecto hoy día sólo un efecto testimonial que debe orientar el manejo de la televisión digital y de la radio digital. Tiene la impresión de que respecto de lo que hay hoy, en la frecuencia AM, que es la que le gustaría que se regulara, ya no se puede porque está agotada, y respecto de la televisión abierta que se va a regular si no hay espacio en el espectro que hoy día se pueda disponer para este propósito entonces al final de la jornada para qué sirve este proyecto, para orientar cómo regular la televisión digital y no cometer los mismos errores que se han cometido, ya que por la vía de abrir los espacios de competencia han terminado ahogando la posibilidad de expresión de las comunidades locales que han perdido identidad o que quedan subyugadas. 


El segundo criterio, que también es un llamado enérgico al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en general, es que debemos cautelar muy bien el tema del espectro y su uso, particularmente todo lo que está ocurriendo con la banda de difusión de Internet, el Wi Max, el Wi Fi e Internet, porque por ejemplo, en el tema de los diarios, estos tienen cada día menos peso porque la gente lee más lo que es gratuito en el Internet. Viene una tendencia nueva, que debemos previsualizar de manera de abrir los espacios y agilizar todo este proceso de la manera más acelerada posible. Mientras más nos adelantemos será mejor.


Reiteró que su proyecto de ley es eminentemente testimonial, porque cuando se presentó no contaban con los precedentes que hoy día están y que la Subsecretaría los tiene claros. Agregó que Francia confrontó a la organización mundial de comercio, le señaló que no era contrario a las normas de competencia el que ellos regularan porque los que estaban tomando el espectro eran angloparlantes y los obligaron a que se transmitiera en lengua francesa. Ahí se abrió el precedente y hoy día en Francia se regula que al menos el 50% de las emisiones tienen que ser en lengua francesa y, además, desde Francia.



Finalmente solicitó que su proyecto se archivara. Y solicitó a la Subsecretaría que la doctrina que han establecido y que han concordado quede consignada con un criterio de memoria técnica. 

APROBACIÓN EN GENERAL



Cerrado el debate y sometida a votación la idea de legislar, vuestra Comisión procedió a aprobarlo en general, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero, Muñoz Barra, Novoa y Pizarro.

- - - - - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general, el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones:


a) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 13, por los siguientes:


“La concesión será asignada al postulante, cuyo proyecto, ajustándose cabalmente a las bases del concurso, ofrezca las mejores condiciones técnicas que aseguren una óptima transmisión o excelente servicio.


En toda renovación de una concesión, la concesionaria que la ostentaba tendrá derecho preferente para su asignación, siempre que iguale la mejor propuesta técnica que asegure una óptima transmisión o excelente servicio, según el caso.


En caso de que dos o más concursantes ofrezcan similares condiciones, y siempre que no se aplique el señalado derecho preferente, la concesión se asignará a aquel postulante que acredite contar con una mayor antigüedad en la plaza.


Se entenderá que se encuentra en la situación señalada, el postulante que al momento del llamado a concurso de radiodifusión sonora en la banda de frecuencia modulada, se encuentre en posesión de una concesión de radiodifusión, a lo menos por cinco años, para la misma plaza en la banda de amplitud modulada.


La identidad de plaza entre la concesión que posea el postulante y la sometida a concurso público se producirá cuando la ciudad o localidad con mayor número de habitantes comprendida dentro de la zona de servicio de ambas, sea la misma.


De no poder aplicarse los criterios anteriores, o de subsistir la igualdad una vez aplicados, el concurso se resolverá por sorteo público entre los postulantes que lleguen en igualdad.


En todo caso, una misma empresa y sus empresas filiales, coligadas o relacionadas no podrán presentar más de una solicitud para una misma localidad, en un mismo concurso. De hacerlo, ninguna de las solicitudes será considerada en el concurso.”.

b) Reemplázase el inciso quinto del artículo 13 A, por el siguiente:


“El Ministro, cumplidos los trámites precedentes, asignará la concesión o declarará desierto el concurso público, o convocará a sorteo público de existir solicitudes que hayan llegado en igualdad una vez aplicados los mecanismos indicados en los incisos cuarto y siguientes del artículo 13.  Resuelto el sorteo, el Ministro dictará la resolución respectiva.  Esta se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría, por una sola vez, en el Diario Oficial. Además, se publicará en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste, de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones y equipos técnicos de la emisora.”.

c) Reemplázase el inciso segundo del artículo 21 por el siguiente:


“En caso de transferencia, cesión, arrendamiento o otorgamiento del derecho de uso, a cualquier título, de concesiones y permisos, se requerirá la autorización previa de la Subsecretaría, la que no podrá denegarla sin causa justificada.  En el caso de concesiones de radiodifusión sonora, la autorización no podrá solicitarse antes que las obras e instalaciones de la concesión hayan sido autorizadas de conformidad con el artículo 24 A.  El adquirente quedará sometido a las mismas obligaciones que concesionario o permisionario, en su caso.”.

d) Agrégase en el Nº 4 del artículo 36 a continuación de la letra g), la siguiente letra h), nueva:


“h) Transferir, ceder, arrendar u otorgar el derecho de uso a cualquier título de una concesión de radiodifusión sonora, sin la previa autorización de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”.
- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 7 de marzo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Roberto Muñoz Barra, Jaime Orpis Bouchon y Jorge Pizarro Soto; 14 de marzo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Cantero Ojeda (Presidente), Roberto Muñoz Barra, Jovino Novoa Vásquez y Jaime Orpis Bouchon y 2 de mayo de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jovino Novoa Vásquez (Presidente accidental), señora Evelyn Matthei Fornet, Carlos Cantero Ojeda, Roberto Muñoz Barra y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 4 de mayo de 2007.
(Fdo.):ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA,
Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE CREA EL INSTITUTO NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS

(3878-17)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, calificación con “suma urgencia”.



En relación con esta iniciativa de ley, vuestra Comisión escuchó, en su sesión del 17 de enero de 2007, los planteamientos de la entonces Ministra Secretaría General de la Presidencia, doña Paulina Veloso, quien asistió acompañada del titular de la Dirección de Relaciones Políticas e Institucionales, don Patricio Rosende, y del asesor de ésta, don Pablo Berazaluce.  Posteriormente, concurrió especialmente invitado el actual Ministro del ramo, don José Antonio Viera-Gallo, acompañado por el Subsecretario, don Edgardo Riveros y por la Abogada de la División Jurídico-Legislativa doña Susana Rioseco.

- - - 
Cabe dejar constancia que vuestra Comisión acordó, en su oportunidad, requerir la opinión de dos distinguidos juristas, para mejor ilustrar la naturaleza jurídica del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

En particular, se solicitó a don Enrique Silva Cimma, especialista en Derecho Administrativo, informar si, efectivamente, por la naturaleza material de las funciones consignadas en el texto aprobado en el primer trámite constitucional, el Instituto sería un órgano autónomo de la Administración del Estado, y si las funciones y potestades que el decreto supremo Nº 1.005, de 1977, del Ministerio del Interior, que ejerce, actualmente, el Programa de Derechos Humanos, de dicho Ministerio, pueden ser transferidas a un órgano que no forme parte de la Administración del  Estado y, en caso de serlo, si la norma que autorice el traspaso de competencias sería materia de una ley común o de una norma legal de rango orgánico constitucional, como asimismo, especificar cuál sería la naturaleza jurídica y las características de dicha entidad autónoma en el ordenamiento jurídico administrativo.


A su vez, a don Francisco Cumplido Cereceda,  especialista en Derecho Constitucional, su opinión referente a si una corporación de derecho público con las características  que el Mensaje de S. E. el Presidente de la República, y del articulado del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, le asignan a aquél, requeriría de una habilitación constitucional para su creación, y, en caso de no necesitarla, cuál sería la naturaleza jurídica de dicho órgano.

La Comisión, con posterioridad a la aprobación en general del proyecto, tomó conocimiento de los informes antedichos, acordando anexarlos al presente informe y consignar que el Subsecretario General de la Presidencia, señor Riveros expuso que el Gobierno se siente interpretado por el informe emitido por el ex Senador señor Silva Cimma.  Asimismo, estimó que el proyecto, por su mérito, concitará un amplio apoyo, motivo por el cual, si la Sala estimara procedente votarlo con un quórum más alto, no advierte inconveniente. 
ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presentes los siguientes antecedentes:


A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Constitución Política de la República, en especial sus artículos 1°, 5° inciso segundo, 6°, 7°, 8°, 19 y 38. 


- Código Civil, artículo 547, inciso segundo.


- Decreto con fuerza de ley N° 1-19653, Ministerio Secretaria General de la Presidencia, de 2000, fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


- Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de diciembre de 1948.


- Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada "Pacto de San José de Costa Rica"; promulgada por el decreto supremo Nº 873, de Relaciones Exteriores, de 1990, publicado en el Diario Oficial de 5 de enero de 1991.


- Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966, promulgado por el decreto supremo Nº 778, de Relaciones Exteriores, de 1976, publicado en el Diario Oficial de 29 de abril de 1989.


- Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de la ONU, en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966; promulgado por el decreto supremo Nº 326, de Relaciones Exteriores, de 1989, publicado en el Diario Oficial de 27 de mayo de 1989.


- Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas mediante la resolución 39/46, del 10 de diciembre de 1984; promulgada por el decreto supremo N° 808, de Relaciones Exteriores, de 1988, publicado en el Diario Oficial del 10 de diciembre del año precedentemente indicado.


- Ley N° 19.123, crea Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de personas que señala.


- Decreto supremo N° 1.005, Ministerio del Interior, de 1997, reglamenta funciones asumidas por el Ministerio en materias que indica, de competencia de la ex Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación que creó la ley N° 19.123.


- Decreto Supremo N° 1.040, Ministerio del Interior, de 2003, crea Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, para el esclarecimiento de la verdad acerca de las violaciones de derechos humanos en Chile.


- Ley N° 19.992, establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica

- Decreto supremo N° 533, Ministerio del Interior, de 2006, crea Comisión Presidencial para la Formulación y Ejecución de las Políticas de Derechos Humanos.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


En él se señala que el Gobierno, al recoger la propuesta de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura de crear el Instituto de Derechos Humanos, asume un compromiso internacional del país, a la vez que satisface una carencia de nuestra institucionalidad. 


Explica que la referida Comisión estimó indispensable sancionar institucionalmente medidas para promover la educación, el respeto a los derechos humanos y la custodia del patrimonio y de la confidencialidad de la información acumulada en Chile desde los archivos de la Vicaría de la Solidaridad, hasta el trabajo que ella misma realizó.  Previene que la propuesta del Instituto no afecta al proyecto de reforma constitucional que crea el Defensor del Ciudadano, como un organismo autónomo, con personalidad jurídica de derecho público y patrimonio propio, encargado de velar por la defensa y promoción de los derechos e intereses de las personas ante actos u omisiones de los órganos de la Administración del Estado, en lo relativo a la satisfacción de las necesidades públicas, iniciativa, a la sazón, en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados. 


Se refiere, también, a la existencia, entre los años 1992 y 1996, de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, servicio público al que se le encargó la misión de coordinar, ejecutar y promover las acciones necesarias para el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación; tarea que con posterioridad ha sido asumida, en lo medular, por el Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del Interior. 


Precisa que el Instituto materia de la iniciativa persigue un objetivo más amplio que el Defensor del Ciudadano y el de aquella Corporación, y que en América Latina sólo Brasil, Chile y Uruguay no disponen de una institución nacional de derechos humanos, cuyo establecimiento fue promovido, en 2002, por el Comité Sobre los Derechos del Niño.


Al analizar la institucionalidad comparada, el Mensaje consigna  una diversidad de modelos:  las comisiones nacionales de derechos humanos, instituciones dirigidas generalmente por un consejo o cuerpo colegiado con amplia representatividad de la sociedad civil, a las que se les confiere un mandato que comprende la investigación de denuncias, la educación en derechos humanos y el estudio de eventuales proyectos de ley en la materia (Indonesia, India, Sudáfrica, Camerún y Uganda, entre otros); las comisiones consultivas de derechos humanos que también cuentan con un consejo colegiado de amplia representación, pero cuyo mandato no las habilita para investigar denuncias sino que se circunscribe al asesoramiento al gobierno en política de derechos humanos (Francia y Marruecos), y finalmente, las comisiones nacionales anti-discriminación cuya esfera de atribuciones se circunscribe al objeto de su denominación (Canadá, Australia y Nueva Zelanda y también, aunque con un mandato más específico, la Comisión de Igualdad de Oportunidades de Inglaterra).

Menciona, asimismo, el modelo ombusdman, institución que, a diferencia de las anteriores, descansa en una sola persona y no en un cuerpo colegiado; tiene su origen en Suecia y generalmente su mandato es específico y circunscrito  a la “mala administración”, temas de discriminación étnica, discriminación por género y derechos de la infancia y cuyo trabajo opera dentro de un sistema en que se interrelacionan un conjunto de instituciones.


Finalmente, el defensor del pueblo abarca, en una sola institución, diversos mandatos que generalmente serán asumidos por distintos ombudsman. El modelo tiene su origen en España, y en Latinoamérica ha sido ampliamente adoptado (Procurador de Derechos Humanos de Guatemala y la Comisión de Derechos Humanos de México, no obstante su denominación).


Concluye que aquellos modelos dan cuenta de organismos cuyas funciones consisten en la promoción y protección de los derechos humanos y que incluyen, entre sus potestades, el examen periódico de la política y la normativa de los respectivos Estados. No se trata de organismos ni judiciales ni legislativos; tampoco de organizaciones no gubernamentales o administrativas, pues tienen un carácter independiente y están integrados por miembros que representan a la sociedad civil.


Pasa revista a las recomendaciones de la Organización de Naciones Unidas, en particular al Encuentro de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, realizado, en 1991, como resultado del cual se acordó el documento conocido como “Los Principios de París”, sancionado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en 1993. 


Explicita que aquellos principios han servido como el marco de evaluación de los institutos nacionales: independencia, pluralismo, autonomía y estabilidad para dichas instituciones; además de competencia y modalidades de funcionamiento que le permitan realizar sus tareas.


El Mensaje desarrolla los distintos principios, y señala la importancia del que se refiere a la competencia mínima, que sugiere un mandato amplio (promoción y protección de los derechos humanos), claramente enunciado en un texto constitucional o legislativo.  


Particulariza que sus atribuciones deben incluir, entre otras, la elaboración de informes sobre la situación nacional en materia de derechos humanos en general o sobre cuestiones más específicas; llamar la atención del Gobierno en las situaciones de violación de los derechos humanos en cualquier parte del país, proponer medidas encaminadas a poner término a esas situaciones y, en su caso, emitir un dictamen sobre la posición y reacción del gobierno;  promover y asegurar que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los instrumentos internacionales de derechos humanos en los que el Estado sea parte, y que su aplicación sea efectiva.


Consigna, además, que le corresponde alentar la ratificación de esos instrumentos o la adhesión a esos textos y asegurar su aplicación; contribuir a la elaboración de los informes que los Estados deban presentar a los órganos y comités de las Naciones Unidas, así como a las instituciones regionales; cooperar con las Naciones Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de otros países que sean competentes en las esferas de la promoción y protección de los derechos humanos; colaborar a la elaboración de programas relativos a la enseñanza y la investigación en la esfera de los derechos humanos y participar en su aplicación en el ámbito escolar, universitario y profesional.


Respecto de las modalidades de funcionamiento, “Los Principios de París” postulan que en el marco de sus actividades, la institución nacional deberá examinar libremente todas las cuestiones comprendidas en el ámbito de su competencia que le sean sometidas por el gobierno o particulares o que decida conocer en virtud de sus atribuciones; recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia; mantener la coordinación con los demás órganos de carácter jurisdiccional o de otra índole encargados de la promoción y protección de los derechos humanos (en particular, ombudsman, mediadores u otras instituciones similares) y, finalmente, establecer relaciones con organizaciones no gubernamentales que se ocupen de la promoción y protección de los derechos humanos.


En relación con el proyecto, especifica que toma en cuenta los modelos comparados y se ciñe estrictamente a los Principios de París y a la historia reciente.


Describe la naturaleza jurídica del Instituto Nacional de Derechos Humanos como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio lo que le permite ejercer potestades públicas.  Con todo, no es un órgano de la Administración del Estado, colaborador del Presidente de la República con su tarea de gobierno y administración.  Por el contrario, es una entidad autónoma del Gobierno, no sujeta, por lo tanto, a controles jerárquicos, ni de supervigilancia o tutela. Tampoco necesita recurrir a la personalidad jurídica del Fisco para actuar en el mundo del derecho. La disponibilidad de un patrimonio propio, compuesto por los recursos que anualmente ponga a su disposición la Ley de Presupuestos, por los aportes de la cooperación internacional, los bienes inmuebles o muebles que se le transfieran o adquieran y, finalmente, por las donaciones, herencias y legados que el organismo acepte  le habilita para actuar como sujeto de derechos y obligaciones.  Estas características de autonomía se refuerzan con la forma de designación de los miembros de su órgano directivo, la que les garantiza su inamovilidad, salvo en caso de remoción con acuerdo del propio Consejo.


Según los términos del Mensaje, su estructura consta de tres órganos.  En primer lugar, un Consejo, que ejerce la dirección superior, integrado por siete consejeros. De éstos, uno lo designa la Cámara de Diputados, otro el Senado, otro es designado por los decanos de las facultades de derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores o de las Universidades autónomas; el cuarto Consejero es designado por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos. Los otros tres consejeros son designados por el Presidente de la República. Los consejeros duran seis años en sus cargos.  Le corresponde aprobar los planes y programas de acción del Instituto, pronunciarse acerca de los informes anuales que deba emitir y resolver las materias que sean necesarias para el adecuado desarrollo de la competencia del Instituto.


En segundo lugar, se encuentra el Director del Instituto. Este es elegido por el Consejo de entre los tres consejeros que designa el Presidente. Al Director le corresponde representar judicial y extrajudicialmente al Instituto, así como ejercer su representación internacional. También le cabe presidir las sesiones del Consejo, dirigir administrativamente el Instituto y realizar todas las acciones que el Consejo le encomiende.


En tercer lugar, el Instituto tiene un Consejo Consultivo Nacional. En él deben estar representados todos los organismos sociales y académicos dedicados a la promoción y defensa de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Le corresponde prestar su asesoría al Consejo en todas aquellas cuestiones de su competencia en que, para una adecuada resolución, se requiera el pronunciamiento de la sociedad civil.


Defiere a los estatutos , todo lo demás que se refiera a su estructura interna y a sus procedimientos.


El proyecto le asigna al Instituto una serie de características destinadas a darle flexibilidad operativa;  las prestaciones de servicios en el Instituto se regirán por los contratos de trabajo y por la legislación laboral común; los actos que celebre o ejecute el Instituto también se rigen por las normas del derecho privado; para el ejercicio de sus atribuciones, el Instituto podrá solicitar colaboración de los distintos órganos de Estado y recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia; habilitación para celebrar convenios con instituciones o corporaciones sin fines de lucro, destinadas a prestarle asistencia profesional conducente a cumplir con los fines del Instituto; en su estructura interna y sus procedimientos, se regirán por sus estatutos. 


Lo anterior consulta dos excepciones cuya finalidad es asegurar el debido uso de los recursos públicos: en primer término, somete al Instituto a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos y, en segundo lugar, ordena que la información del movimiento financiero y presupuestario del Instituto se ajuste a las normas establecidas en el decreto ley Nº 1263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.


Se establece, como regla general, que las actuaciones del Instituto y sus recomendaciones son públicas, facultándose a su Consejo para determinar que ciertas actuaciones, antecedentes o documentos sean reservados, caso en el cual los consejeros y funcionarios estarán obligados a guardar sigilo.


Asimismo, está concebido que sus órganos le aseguren representatividad a la sociedad civil; así, en su Consejo habrá representantes de instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos, y en su Consejo Consultivo Nacional deben estarlo los organismos sociales y académicos dedicados a dichas funciones.


Al Consejo se le fijan dos tipos de funciones. En primer lugar, una genérica, que consiste en la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile, lo que marca la diferencia con el Defensor del Ciudadano, tal como se propuso en el proyecto de reforma constitucional en actual trámite, pues su tarea es mucho más amplia que defender a las personas de los actos ilegales y arbitrarios de la Administración.  Especifica el Mensaje que se entiende por derechos humanos, aquellos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y que se encuentran establecidos en las normas constitucionales y legales chilenas, así como en los tratados internacionales que hubieren sido ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Además de la anterior, se le asignan funciones específicas susceptibles de ser agrupadas en cinco grandes categorías: 


a) las de constatación, que apuntan a la elaboración por el Instituto de un informe anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional y al Presidente de la Corte Suprema, sobre la situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto.  Asimismo, en el ámbito de sus atribuciones, colabora con el Ministerio de Relaciones Exteriores y demás servicios públicos relacionados, en la elaboración de los informes que el Estado deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales;


b) las de representación, para hacerle presente al Gobierno y a los órganos públicos que estime convenientes, las situaciones, prácticas o actuaciones de violación de los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país; 


c) las de proposición, en cuya virtud se pone en conocimiento de otros entes dotados de poder de decisión, las medidas que estime deban adoptarse para favorecer la protección y la promoción de los derechos humanos; en el mismo sentido, promoverá que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los instrumentos internacionales de derechos humanos en los que el Estado sea parte;


d) las de promoción, destinadas a difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respecto a los derechos humanos en el país, y 


e) las vinculadas a la traumática experiencia reciente en materia de violaciones a los derechos humanos, que le posibilitan la promoción de acciones tendientes a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas que no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no han sido ubicados, establecidas en el artículo 6° de la Ley N° 19.123, y que fueron reconocidos como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación; el depósito de los antecedentes reunidos por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, el Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del Interior, y por la Comisión de Prisión Política y Tortura creada por D.S. Nº 1040, de Interior, del año 2003, y, finalmente, requerir, reunir y procesar el conjunto de la información existente en poder de entes públicos, así como solicitarla a entes privados, que diga relación con las violaciones a los derechos humanos o la violencia política a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación.


En el ánimo de darle continuidad a esta tarea, el proyecto establece que el Instituto sea el continuador de las funciones y de los recursos asignados al Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del Interior. En tal sentido, por ejemplo, puede seguir siendo parte en los procesos que tiene a su cargo esta unidad.


La iniciativa contiene una serie de limitaciones al actuar del Instituto para evitar interferencias en el rol de los tribunales.  Las mismas consisten en que al Instituto no le cabe pronunciarse, en caso alguno, acerca de denuncias ante los tribunales que se susciten por contiendas entre particulares; tampoco podrá conocer denuncias motivadas por cuestiones en las cuales esté pendiente resolución judicial y, por último, le está vedado pronunciarse sobre la responsabilidad que, con arreglo a las leyes, pudiere caber a personas individuales ni sobre el derecho que pueda asistirle a determinada persona a recibir alguna reparación. No obstante, si en el cumplimiento de sus funciones tuviere conocimiento de hechos que revistan caracteres de delito, debe ponerlos, sin más trámite, en conocimiento de los Tribunales de Justicia.


Deja a salvo, sin embargo, que lo anterior no obsta a que el Instituto pueda emitir su opinión respecto de prácticas judiciales o precedentes jurisdiccionales que impliquen una violación a los derechos humanos de acuerdo con la legislación nacional o internacional.  


Incluye disposiciones transitorias referentes a la primera designación de consejeros y a la oportunidad en que se entenderá legalmente constituido el Instituto Nacional de Derechos Humanos. 


- Oficio de ley de la Cámara de origen.

El proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional consta de cuatro títulos, que agrupan diecisiete artículos permanentes. Considera, también, cinco transitorios.


El Título I se refiere al ámbito y funciones del Instituto de Derechos humanos y lo componen siete artículos.


El artículo 1° crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo domicilio será la ciudad de Santiago.


En el artículo siguiente define el objeto de aquél: la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile. Prescribe que su organización interna se regirá por las disposiciones de esta ley y por sus estatutos.


Materia del artículo 3° es la atribución de competencia del Instituto en los términos y en la forma que señalen esta ley o sus estatutos, para dedicarse a la promoción y protección de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y que se encuentran establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados y convenciones internacionales que hubieran sido suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, así como los emanados del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Humanitario Internacional.


El artículo 4° detalla las funciones del mismo, en dieciséis numerales, las que corresponden a las funciones de constatación, representación, proposición, promoción y vinculadas a la traumática experiencia reciente en materia de violaciones a los derechos humanos.  


De importancia es consignar que en el debate legislativo durante el primer trámite se aprobaron varias enmiendas relativas a aquellas funciones.  En particular, respecto del informe anual sobre la situación nacional en materia de derechos humanos y las recomendaciones pertinentes, se dispone que el mismo, además de ser presentado a los tres Poderes del Estado, lo será, también, a Naciones Unidas, a la Organización de Estados Americanos y a las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas en el registro que dispone la ley, encomendándose al Consejo que adopte todas las medidas destinadas a otorgarle publicidad en la comunidad.   


Le cabe, asimismo, comunicar al Gobierno y a los órganos públicos que estime convenientes, su opinión respecto de las situaciones, prácticas o actuaciones que infrinjan o sean contrarias a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país, facultándosele, en el ejercicio de esta función, para que solicite del organismo o servicio de que se trate un informe sobre las situaciones, prácticas o actuaciones de violación que puedan constituir un incumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos; 


También se le encomienda hacer presente todo acto que importe discriminación fundado en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social;



En lo que toca a la armonización de la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales con los instrumentos internacionales de derechos humanos, se especifica que aquélla debe darse, igualmente, respecto de los principios.


Hay, por último, dos funciones nuevas que fueron incorporadas en el primer trámite constitucional: por una parte, la de promover la aprobación, suscripción y ratificación de declaraciones, tratados y convenciones internacionales de derechos humanos en discusión o ya aprobados por órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales, y, por la otra, la de deducir querella y ejercer las demás acciones legales respecto de hechos que sean constitutivos de crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra. La misma obligación recaerá sobre crímenes y simples delitos que deban ser investigados y sancionados según los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

El artículo 5º habilita al Instituto para que, en el ejercicio de sus atribuciones, solicite la colaboración de los distintos órganos de Estado. Podrá asimismo, recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.


Su inciso segundo lo faculta para que comisione a uno o más consejeros, al Director o a su personal para ingresar a recintos públicos donde una persona esté o pueda estar privada de libertad.


Con el artículo siguiente se establece el principio de publicidad de sus actuaciones y recomendaciones. Sin perjuicio de lo anterior y de lo señalado en el artículo 15 de la ley Nº 19.992, el Consejo a que hace referencia el artículo 8º, podrá determinar que ciertas actuaciones, antecedentes o documentos sean reservados, lo que genera la obligación de guardar sigilo para los consejeros y funcionarios del Instituto.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará respecto de los nombres de los agentes del Estado que participaron en los hechos delictivos, cuando un juez o fiscal recabe dicho antecedente en el marco de una investigación judicial. 


Concluye el Título I, con un precepto que en sus dos primeros incisos le prohíbe pronunciarse acerca de casos determinados cuya resolución se encuentre pendiente ante los tribunales de justicia, o sobre la responsabilidad que, con arreglo a las leyes, pudiere caber a personas individuales ni sobre el derecho que pueda asistirle a determinada persona a recibir alguna reparación. 


El inciso tercero declara que el Instituto podrá emitir su opinión respecto de doctrinas contenidas en resoluciones judiciales firmes o ejecutoriadas que, en su opinión, impliquen una violación a los derechos humanos de acuerdo a la legislación nacional o internacional sobre la materia.


El Título II, en los artículos 8° a 12 de la iniciativa en examen, sienta las reglas orgánicas. 


El artículo 8° prescribe que la dirección superior del Instituto le corresponde a un Consejo, integrado de la siguiente manera: dos consejeros designados por el Presidente de la República, de distintas regiones del país; un consejero designado por el Senado; un consejero designado por la Cámara de Diputados; un consejero designado por los decanos de las Facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas; y dos consejeros designados en la forma que establezcan los estatutos, por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos que gocen de personalidad jurídica vigente, inscritas en el registro respectivo que llevará el Instituto.


En su inciso segundo. la disposición en mención establece que los consejeros cuya designación le corresponda a las ramas del Congreso Nacional deberán serlo por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.


La regla del inciso tercero concierne a la elección, por mayoría absoluta de sus integrantes, de un Director, que lo será también del Instituto.


En el inciso consecutivo, establece, como requisito de consejeros el hecho de ser personas de reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos, y la duración sexenal de su período. 


Los incisos quinto a octavo regulan las inhabilidades, causales de cesación en el cargo y el reemplazo de los consejeros y remuneración de los consejeros.  


Concluye la disposición con el establecimiento de reglas de quórum de adopción de sus decisiones del Consejo.


En la redacción de este precepto se introdujeron  enmiendas que amparan, en forma directa, la autonomía del Instituto Nacional de Derechos Humanos.  La de mayor relieve, consiste en disminuir el número de miembros del Consejo que podría designar el Presidente de la República de tres a dos, a la vez que suprime la norma que hacía obligatorio designar a uno de ellos como su Director.  También, apuntan a similar objetivo, la eliminación de la facultad acordada al Presidente de la República para solicitar la remoción de los consejeros y el establecimiento de inhabilidades para ser elegidos como consejeros, que afectan a los diputados, senadores, alcaldes, concejales, consejeros regionales, jueces, fiscales del Ministerio Público,  funcionarios de la Administración del Estado y miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


El artículo 9º enuncia las atribuciones del Consejo: dictar los Estatutos de la Corporación y sus modificaciones; presentar su informe anual a las autoridades de la República, organizaciones internacionales e instituciones vinculadas a la promoción de los derechos humanos; pronunciarse acerca de las consultas que el Presidente de la República, el Congreso Nacional o los Tribunales de Justicia le hagan, en el marco de sus competencias; hacerlo, asimismo, en relación con las materias indicadas en la presente ley; aprobar los planes y programas de acción del Instituto; solicitar de los ministerios, servicios y organismos de la administración del Estado la información y antecedentes necesarios para conocer sobre una cuestión de su competencia; comisionar a uno o más consejeros o al Director para recibir, fuera de su lugar de asiento, informaciones relativas a su competencia, entre otras materias.


Los artículos 10 a 12 complementan el marco organizacional al enumerar las atribuciones del Director: facultar al Consejo para establecer comisiones internas de trabajo, cuyos acuerdos tendrán el carácter de recomendación para el Consejo o el Director y sancionar la existencia de un Consejo Consultivo Nacional, con representación de los organismos sociales y académicos dedicados a la promoción y defensa de los derechos humanos y las libertades fundamentales, de carácter asesor en todas aquellas cuestiones cuya adecuada resolución requiera el pronunciamiento de la sociedad civil. 


El Título III agrupa las disposiciones referidas a la gestión del Instituto.


El artículo 13 dispone que las personas que presten servicios en el Instituto se regirán exclusivamente por los respectivos contratos de trabajo y por la legislación laboral común, mientras que el siguiente sujeta a los actos que celebre o ejecute aquél a las normas del derecho privado.


El artículo 15 innova respecto del Mensaje en las reglas de control de gestión, al exigir la rendición de una cuenta anual del uso y destino de los fondos que le sean asignados o transferidos por ley y de los aportes a que se refiere el N° 4 del artículo 16, además de disponer que aquélla se efectuará mediante un estado de ingresos y gastos que se presentará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos, dentro del primer trimestre del año siguiente, copia del cual misma será remitido, en el mismo plazo a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. 


Cierra las disposiciones de carácter permanente el Título IV concerniente al patrimonio de la entidad materia del proyecto.


El artículo 16 prescribe que el mismo estará formado por: los aportes que anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación pudiere contemplar; los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Instituto o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes; las donaciones, incluidas las del artículo 3º de la ley Nº 19.992, herencias y legados que el Consejo acepte, y los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.


Las donaciones en su favor no requerirán del trámite de insinuación judicial y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecidas en la ley N° 16.271.


En tanto el artículo 17, norma incorporada en la Cámara de origen, tiene por objetivo la creación del Premio Nacional de los Derechos Humanos, destinado a resaltar y valorar cada dos años una persona de nacionalidad chilena, hombre o mujer, que se haya distinguido por su esfuerzo para cultivar la memoria histórica de la Nación chilena.  El premio será discernido por el Consejo.


Las normas transitorias conciernen, respectivamente, a la oportunidad para efectuar la primera designación de consejeros y a la legal constitución del Consejo (artículo 1°); al procedimiento para dicha primera designación, en el caso  de los consejeros nombrados por las instituciones vinculadas a la defensa y protección de los derechos humanos (artículo 2°); a la facultad que se entrega al Consejo para, excepcionalmente y por el término de un año, a contar de la publicación de la ley, calificar casos de desaparición forzada de personas y ejecutados políticos en que aparezca comprometida la responsabilidad del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio y que no hubieren sido calificadas como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación ni por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, así como a la calificación de casos de tortura o prisión política que no se hubiesen presentado a la Comisión sobre Prisión Política y Tortura (artículo 3°); a la facultad que se otorga al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, y por decreto expedido a través del Ministerio del Interior, suscrito, además, por los ministros de Hacienda y Justicia, apruebe los estatutos que el Consejo le proponga (artículo 4°), y a la habilitación, durante 2006, con el propósito de realizar aportes al patrimonio del Instituto para efectuar los traspasos que resulten necesarios entre las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público de ese año, pudiendo al efecto crearse, suprimirse o modificarse las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes (artículo 5°).

DISCUSION EN GENERAL


Vuestra Comisión tuvo presente las opiniones relativas al proyecto en informe vertidas por representantes del Ejecutivo, así como el debate subsiguiente, los que se resumen, en lo fundamental, a continuación:


En la oportunidad que fue invitada a exponer ante esta Comisión, la entonces Ministra Secretaria General de Gobierno, doña Paulina Veloso hizo presente que el proyecto en estudio fue presentado durante el Gobierno del ex Mandatario, don Ricardo Lagos, y que su objetivo esencial es el establecimiento del Instituto Nacional de Derechos Humanos.  Recordó que la iniciativa formaba parte de las propuestas consignadas en el Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, compromiso que también fue asumido por S. E. la señora Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet en su programa de Gobierno, y reiterado en el Mensaje Presidencial del 21 de mayo pasado.


Destacó que al proponer la creación de este Instituto se tuvo como fundamento, por una parte, la historia reciente de nuestro país en materia de violaciones a los derechos humanos, y por otra, la comprobación de que en la historia de otros países, ante experiencias similares, ha sido necesario crear esta institucionalidad, para lo cual se tomó en consideración la elaboración doctrinaria de los “Principios de París”, documento de la Asamblea General de la ONU que postula que estos institutos deben ser independientes, pluralistas, autónomos y estables. 


Precisó que para que este organismo pueda asumir efectivamente las tareas de defensa y promoción de los derechos humanos, debe tener independencia respecto de las autoridades políticas transitorias; ser pluralista y no acoger en su seno a un sector político, filosófico o religioso determinado.


En cuando a la organización del Instituto, informó que se trata de una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que no constituye, por lo tanto, un órgano de la Administración del Estado.


Destacó que el objetivo general es la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile; asimismo, tiene por misión representar al Gobierno y a los órganos públicos su opinión sobre situaciones, prácticas o actuaciones que sean contrarias a los derechos humanos que ocurran en el país.  Al respecto, señaló que también tiene funciones y objetivos ligados a las violaciones que se produjeron con anterioridad.


En esta materia, precisó que durante el estudio de la iniciativa en la Cámara de Diputados se le incorporó una nueva atribución, cual es, calificar en un plazo determinado nuevas víctimas de violaciones de los derechos humanos, específicamente, de prisión política y tortura o de desaparición y muerte que no hubieren sido reconocidas como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.


En cuanto a su organización, subrayó que la Dirección Superior del Instituto le corresponde a un Consejo, el cual está integrado de una manera mixta.  En efecto, la designación de los consejeros es la siguiente:  dos por el Presidente de la República; uno por el Senado; uno por la Cámara de Diputados; uno por los Decanos de las Facultades de Derecho de las universidad integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas, y dos por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de  los derechos humanos inscritas en el registro que crea esta ley.


Puntualizó que los consejeros designados por el Senado y por la Cámara de Diputados requieren las cuatro séptimas partes de los miembros en ejercicio de la Cámara respectiva.


Observó que el Consejo es un órgano colegiado, y no de designación presidencial.  Se establecen los requisitos y duración de los consejeros y las inhabilidades correspondientes.


Informó que también se crea el Consejo Consultivo Nacional, en el cual se pretende que participe la sociedad civil representada por los organismos sociales y académicos dedicados a la promoción y defensa de los derechos humanos y a las libertades fundamentales.


Refiriéndose a la naturaleza del vínculo de los trabajadores que se desempeñarán en el Instituto, indicó que aquéllos se regirán exclusivamente por los respectivos contratos de trabajo y por la legislación común.


Por otra parte, informó que el proyecto establece el Premio Nacional de Derechos Humanos, asimilado a los premios nacionales, fijando los requisitos y el modo de otorgarlo.


Finalmente, hizo presente el anhelo que tiene el llamado mundo de los derechos humanos en la creación de este Instituto.  Del mismo modo, manifestó que para el Gobierno los derechos humanos no son un tema del pasado, sino que requieren una mirada permanente y constante del conjunto de la sociedad.  Observó que existen hechos que, aun cuando están fuera de la aceptación de la conciencia universal por resultar atentatorios contra los derechos humanos, muchas veces suelen ocurrir en los países.  Por ello, afirmó, resulta altamente conveniente tener un Instituto de estas características, que va más allá de los gobiernos de turno y que tiene funciones de tanta envergadura.


El Honorable Senador señor Naranjo valoró el planteamiento hecho por el Ejecutivo en orden a crear el Instituto Nacional de Derechos Humanos, por considerar que esta iniciativa es una gran contribución.  Al respecto, recordó que tuvo la oportunidad de conocer en Sudáfrica el funcionamiento de uno de estos organismos y pudo constatar el proceso pedagógico que generan.


En relación al articulado del proyecto, en particular el artículo 15, manifestó su conformidad respecto a que el Instituto rinda cuenta a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados. No obstante, observó, que también debiera ejercer esa función ante las Comisiones de Derechos Humanos de cada rama del Congreso Nacional, en particular, sobre sus actividades en la promoción y defensa de los derechos humanos.  Precisó que la relación del Instituto con el Parlamento no debería ser meramente presupuestaria, por lo que anunció que presentará una indicación en ese sentido.


Al respecto, la señora Ministro Veloso informó que el artículo 4º número 1º del proyecto establece que el Instituto deberá elaborar un informe anual el cual deberá se presentado, entre otras autoridades, al Congreso Nacional.  Al respecto, Su Señoría apuntó que la norma se refiere sólo a una entrega del documento y que sería conveniente una exposición del mismo.


Continuó, el Honorable Senador señor Naranjo, haciendo presente que el plazo de un año, que se establece en el artículo 3º transitorio, para que el Instituto pueda calificar nuevas víctimas de violaciones de derechos humanos, es muy restrictivo; a su entender, debiera ser un plazo indefinido, considerando que el quórum que se requiere para acreditar esa calificación, es bastante alto, las tres quintas partes del Consejo, y sugirió, por tanto, su ampliación.


La Ministra señora Veloso manifestó, respecto al plazo de calificación, que se trata de una materia opinable que fue bastante discutida durante su primer trámite constitucional.  Precisó que, inicialmente, el Ejecutivo no presentó este tema y que como, efectivamente, se trata de hechos ocurridos en el pasado, estimaron que no es aconsejable mantener un plazo permanente.  Puntualizó que respecto de la Comisión Rettig, los casos que podrían eventualmente calificar son muy pocos, menos de 50.  En cambio, respecto de la Comisión Valech, según antecedentes proporcionados por la Corporación de Promoción y Defensa de los Derechos del Pueblo, Codepu, se estima una cifra de 2.800 aproximadamente.  Enfatizó que mantener, en forma indefinida, un plazo abierto, generaría una situación compleja que promueve expectativas, lo que se estima inconveniente.  Indicó que la voluntad del Ejecutivo es que sea un período relativamente breve; además, agregó, cabe considerar que se trata de personas que pudieron haber calificado en alguna de esas dos Comisiones ya mencionadas y que no lo fueron por distintos motivos.  


El Honorable Senador señor Ávila hizo presente que, a su juicio, en condiciones de plena normalidad democrática no debería existir un instituto especial llamado a promover y proteger los derechos humanos.  Argumentó que esa misión le corresponde al Estado en su conjunto: es más, precisó, no debería existir ninguna institución que escape a la obligación de todos de salvaguardar estos principios y valores.


Consultó en materia de derecho comparado, los países que cuentan con una institución de estas características, las circunstancias en que se crearon y la experiencia que han tenido en su desarrollo.  Lo anterior, señaló, por cuanto una institución de esta índole se justifica para terminar de reparar los estragos producidos en ese ámbito por una determinada experiencia histórica, pero una vez cumplido ese propósito, teóricamente no tendría razón su existencia, en la medida que un Estado democrático no puede escapar al estricto cumplimiento de estos criterios en todas sus instancias.  Llamó a reflexionar sobre el particular.


Absolviendo la consulta de si una sociedad democrática plena requiere un instituto de este tipo, la Ministra señora Veloso respondió que la misma es afirmativa, absolutamente; fundó su argumento en que la violación de derechos humanos es aquella que comete el Estado y que, a veces, incluso, los más democráticos, incurren en esas conductas; además, agregó, el sistema democrático a pesar de ser más perfecto que cualquier otro sistema no necesariamente repara en ello.  


Destacó la necesidad de contar con un organismo independiente, que no esté conectado con la autoridad política y que, por consiguiente, pueda tener independencia para: visualizar, realizar en su informe cuestionamientos y representarlos a los organismos, y trabajar en la promoción y en la defensa de estos derechos.  Afirmó que para nuestro país, que tiene una historia democrática y política pequeña, es un organismo que hace bien, pues aunque nunca se logre alcanzar una democracia plena, sí es posible avanzar una estación más; por ello, apuntó, se dice que la democracia no es una estación definitiva de llegada.


Hizo presente que se tiende a mirar esta institución desde el punto de vista de nuestra historia, donde hubo violaciones sistemáticas y permanentes de los derechos humanos, sin embargo este instituto está pensado, también, para crear conciencia del tema a futuro.


Respecto de la forma en que los países han asumido este sistema, informó que existen muchos modelos:  algunos han creado una especie de comisión especializada; otros, como Sudáfrica, India e Indonesia, tienen una comisión nacional de derechos humanos, que sería lo más semejante a lo que se pretende crear mediante este proyecto; los hay en que existen comisiones consultivas de derechos humanos, Francia y Marruecos;  en otros, como España y México, esta institución se mezcla con los tipos de defensorías;  también existen aquéllos que ubican sólo un tipo de violación de derechos humanos, la discriminación, como Canadá, Australia y Nueva Zelanda; una institución especial es la Comisión de Igualdad de Oportunidades de Inglaterra, por último, señaló a Perú y Argentina, que cuentan con una defensoría con múltiples funciones.  Se comprometió a proporcionar, en una próxima oportunidad, antecedentes de países con mayor precisión y claridad para ser analizados por la Comisión.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó   que es positiva la creación de un instituto en términos de que la tarea de promoción y difusión de los derechos humanos no se agota en el tiempo y tampoco en las instituciones, sino que debe ser una acción permanente.  No obstante, estimó necesario plantear algunas ideas, sin perjuicio que su análisis se haga en la discusión particular.  En primer lugar, apuntó, el mayor valor de crear una institución de este tipo está dado porque se construya pensando en que colabora a lograr que la vigencia, la defensa y la promoción de los derechos humanos sea un patrimonio cultural de todos; desde esa perspectiva, indicó, se debiera poner un énfasis fuerte en una mirada que apunte en esa dirección, de presente y de futuro, sin perjuicio de que pueda recoger situaciones del pasado, pero no cabe, puntualizó, confundir un instituto con un memorial.  Lo importante, agregó, es acentuar que la perspectiva del instituto no sea una memoria  histórica, aun cuando obviamente aquélla debe ser recogida.


En segundo lugar, respecto al articulado, llamó la atención a que en él se mezclan funciones entre lo que puede ser un instituto propiamente tal, con las de una superintendencia o de un organismo con acciones jurisdiccionales, una especie de fiscalizador de la función legislativa, que es curiosa, acotó.  Continuó señalando que existen diversos organismos que hoy día tienen vigencia sobre estas mismas materias, como el Ministerio del Interior que tiene facultades en los juicios de derechos humanos, y sugirió la necesidad de analizar dónde quedarían radicadas esas funciones. 


Hizo presente, además que el proyecto original del Ejecutivo era más preciso, y consultó si el texto aprobado por la Cámara de Diputados cuenta con el patrocinio del Ejecutivo ya que la mayoría de sus normas son de iniciativa exclusiva.  Sobre el particular, la representante del Ejecutivo respondió que efectivamente durante su tramitación se le formularon indicaciones las cuales fueron aprobadas.  


Finalmente, el Honorable Senador señor Chadwick preguntó si en el caso de las víctimas de los derechos humanos se entienden incorporadas a las víctimas de las acciones terroristas, como por ejemplo el caso del ex Senador señor Jaime Guzmán ¿es parte de una iniciativa de este instituto?; en aquel caso, enfatizó, ¿se entiende que hubo una violación de derechos humanos o no? 


En relación con lo planteado por Su Señoría, la señora Ministra Veloso concordó en que se debe asumir con una visión pluralista y que no se podría pensar que el tema de los derechos humanos hoy día tiene que ser acogido sólo por el Gobierno o por los adherentes de él, sino que por todos, materia que se traduce en la propuesta del Consejo que contempla el proyecto y que es la perspectiva del instituto, lo cual se irá produciendo cada vez más a medida que transcurra el tiempo.


Respecto de las víctimas de los actos terroristas, indicó que es un tema complejo.  Desde un punto de vista conceptual la violación a los derechos humanos está ligada a que es un acto del Estado, eso es lo que lo distingue y lo que lo hace grave.  En el ámbito internacional se entiende también que hay violación cuando existe omisión del Estado.  Al respecto, citó como ejemplo algunos países de África, en los cuales no es el Estado el que ordena una violación de derechos humanos, como  sería el caso de las mutilaciones a las mujeres, pero sí permite u omite el mecanismo o los instrumentos, y deja por tanto que esa práctica siga ocurriendo, en definitiva, hay una responsabilidad del Estado por acción, y también, en algunos casos, por omisión. 


Otro caso, ejemplificó, sería si hay organismos terroristas y el Estado, como política, los deja actuar, también ese acto queda incorporado dentro de las violaciones de los derechos humanos, y se convierte en una actividad propia de observar del instituto.  Precisó que esta reflexión no es una idea del Gobierno o de la Concertación sino que forma parte de la doctrina actual de los derechos humanos, la cual  se ha extendido a la omisión  mencionaba precedentemente.


Insistió, en que se trata de la actividad del Estado, y señaló que toda la concepción de los derechos humanos tuvo un cambio radical en Naciones Unidas, en el sistema multilateral y en el sistema de los tratados, ya que estos últimos se suscribían entre los Estados y normaban un conjunto de obligaciones, y resulta que los tratados de derechos humanos le imponen obligaciones al Estado, no obligaciones al ciudadano que forma parte de la legislación interna.  El origen de esta concepción de derechos humanos que se aboca a transformar en normas positivas el conjunto de costumbres internacionales que había en la materia, atiende a la consideración de cuán grave es la conversión del Estado, organizado justamente para defender al ciudadano, en el perseguidor del ciudadano violando sus derechos; este es el matiz que hace  la diferencia conceptual y que origina este tema de derechos humanos, enunció.  


Al respecto, señaló que políticamente algunos pudieran argumentar que la existencia de una víctima, también es parte de la violencia política, pero considera importante entender la diferencia ya que el instituto no se crea para eso, es decir, si surge un grupo violentista, el tratamiento es la policía y lo que tiene que resguardar el instituto es que la policía, a propósito de perseguir a los terroristas, no viole los derechos humanos; son ámbitos distintos, acotó.


El Honorable Senador señor Chadwick hizo notar que si bien se trata de un tema de doctrina y de complejidad jurídica que está en desarrollo, el punto por el cual la doctrina internacional ha ido determinando que las violaciones a los derechos humanos recae, fundamentalmente, en la acción del Estado, es por la gravedad social que involucra.  El homicidio de una persona particular, es, en sí mismo, una violación de un derecho humano pero cuya gravedad social es menor porque se da dentro de un ámbito particular. Así, agregó, las acciones terroristas, precisamente, por la gravedad que tienen o han tenido, determinan conductas sociales;  influyen en decisiones políticas y generan convulsión social, por lo tanto, como potencialidad, son elementos que debido a su gravedad, un instituto, preocupado de la promoción y de la defensa de los derechos humanos debiera incorporar en su ámbito de acción.  Si se mira la creación del instituto en relación a la historia de Chile, se puede apreciar dicha observación, por ello, señaló, como es una doctrina que se va construyendo, se puede aportar a la formación de ésta.


Continuó sus observaciones y expresó que no es tan cierto que el tema de la violación de los derechos humanos esté siempre referido a la acción del Estado.  Hay toda una concepción, una generación nueva en esta materia que son, precisamente, los actos de discriminación.  Reparó que en esta materia no hay simetría, el proyecto le entrega al instituto atribución frente a todo acto de discriminación cometida por una empresa, por un empleador, u otros, es decir, su competencia está referida a todos, en cambio, cuando se trata de los derechos humanos, le incorpora como agente único el Estado. 


Sobre el particular, la señora Ministro Veloso indicó que tanto la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de las Naciones Unidas, suscrita en Chile en 1989, como la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, la denominada Convención de Belem do Pará, contienen normas específicas del tipo expuesto por Su Señoría.  En ellas, se entiende que la obligación es para el Estado, y no se contemplan sanciones para el particular, sino que es el Estado quien debe preocuparse que esos actos de discriminación no existan, y el instituto, por su parte, representarlo al Estado.  


El Honorable Senador señor Chadwick consultó si no podría el instituto representar al Estado todo acto que signifique una violación de los derechos humanos por el ejercicio de la violencia.  Ejemplificó con el fenómeno de la violencia de la zona sur del país, si podría aquél señalar al Estado que no está actuando debidamente frente al tema mapuche para promover determinados derechos humanos.  En todo caso, en relación con la memoria histórica del país, estimó que la violencia terrorista, por la gravedad que tuvo esta connotación, debiera estar incorporada dentro de las violaciones a los derechos humanos.


La señora Ministra respondió que ello está comprendido y señaló que si un grupo de descendientes indígenas se organizara e impidiese la actividad de campesinos o agricultores y el Estado no hace nada, es muy limitado o toma políticas inadecuadas, el instituto dentro de sus facultades generales puede representarlo, ahora bien, pretender incorporar esas víctimas en la Comisión Valech o Rettig no parece posible.  


Cabe señalar que con motivo de haber sido citada la Comisión para pronunciarse sobre la idea de legislar sobre la materia, y en atención al nombramiento, en el intertanto, de un nuevo Ministro Secretario General de la Presidencia, se estimó necesario invitarle para que expusiera sus planteamientos particulares sobre la iniciativa.

El Ministro Secretario General de la Presidencia señor Viera-Gallo manifestó, en este contexto, que la materia de derechos humanos es prioritaria para el Gobierno, motivo por el cual, S. E. la señora Presidenta de la República le ha encargado transmitir la vital importancia de que este proyecto sea aprobado con la mayor rapidez, porque el Instituto está llamado a asumir no sólo la función de conservar la memoria de la violación de los derechos fundamentales de las personas sino a mantener una actitud de permanente vigilancia del respeto y protección de estas garantías constitucionales, tal como lo indican sus atribuciones.  


Hizo notar que con cierta periodicidad distintos organismos, en especial de Naciones Unidas, evalúan la situación de los derechos humanos en el país, y que, en particular, el informe más reciente incluye aspectos particularmente negativos para Chile, en aspectos muy precisos, como lo son, por ejemplo, la representación de un retraso notorio de la legislación chilena en materia indígena y la administración de justicia tributaria.  Especificó que los derechos humanos, en su concepto amplio, incorporan, también, a los derechos colectivos y al debido proceso.  Entonces, tanto para el Gobierno como para la sociedad, es de suma importancia la existencia de un organismo nacional, plural, dotado de fuerza suficiente para hacer presente las situaciones, misión que le ha sido encomendada por el artículo 4° N° 1, en cuanto se refiere a la elaboración del informe anual que deberá presentar a las autoridades más altas de la República y a las organizaciones internacionales sobre la situación nacional en la materia, y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto.


Destacó que no se trata sólo de que el país sea evaluado desde el exterior sino de que tenga su propia instancia, de carácter preventivo, para hacer las correcciones que fueren menester.  Refirió que se está muy centrado en los hechos que ocurrieron en el pasado, como puede haber sido lógico en cierto momento, pero es necesario abrirse a las cosas que ocurren en distintos campos de la vida colectiva.  Resaltó la importancia de que se conforme un consenso parlamentario que dé respaldo a una institución de esta naturaleza.


Planteó que si bien los programas de derechos humanos existentes están al amparo de la Presidencia de la República o del Ministerio del Interior, se hace necesario fortalecerlos y asegurarles la estabilidad que trae consigo la ley.  Admitió que el traspaso al Instituto, del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, encargado de llevar todos los juicios sobre la materia, materia consultada en el Mensaje, da lugar a una controversia razonable.  Actualmente, aseveró, el proyecto no lo contempla en su articulado, pero podría interpretarse que, como dicho programa tuvo su origen en la potestad reglamentaria, esa misma vía podría ser idónea para traspasar aquél a la nueva institución.  Estimó que la conveniencia o inconveniencia de hacerlo deberá ser sopesada con mucha prudencia porque, evidentemente, el sentido del Instituto Nacional de Derechos Humanos es configurar una institución plural cuya idoneidad para emitir juicios sobre una materia tan delicada no pueda ser puesta en cuestión o impugnada.  Enfatizó que el Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior es, por definición, conflictivo porque, obviamente, su propósito es perseguir las responsabilidades jurídicas de lo que ocurrió en el pasado.  Reiteró que el articulado del proyecto no ha zanjado aquel punto.


También, hizo referencia al programa que desarrolla la Comisión Asesora Presidencial para la Formulación y Ejecución de las Políticas de Derechos Humanos, originado, igualmente, en un decreto supremo, materia cuya inclusión en el Instituto debería estudiarse.


Concluyó diciendo que el Ejecutivo está conforme con el contenido actual del proyecto, aunque en algún momento se haya considerado la posibilidad de presentar en el Senado una indicación tendiente a incorporar en aquél una especie de Ombudsman, idea que, aclaró, no concita consenso parlamentario, por lo que intentar introducirla en el debate podría entrabar su progresión.  Solicitó que se preste aprobación en general a la iniciativa y sugirió, si la Comisión así lo estimare, que para la discusión en particular se invite a las señoras Raquel Mejía, del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, y María Luisa Sepúlveda, de la Comisión Asesora Presidencial para la Formulación y Ejecución de las Políticas de Derechos Humanos.   


El Honorable Senador señor Naranjo consideró que si el Gobierno es partidario de incorporar las modificaciones a que ha hecho mención el señor Ministro, lo razonable es que formule una indicación en tal sentido, por tratarse de una materia cuya iniciativa le está reservada a S. E. la señora Presidenta de la República.


El Subsecretario señor Riveros señaló que el proyecto de ley se ajusta plenamente a los denominados Principios de París que fueron establecidos para instituciones de esta naturaleza, como los de transparencia, autonomía, pluralismo, competencia debidamente delimitada, entre otros aspectos, dado que éstos son los que ponderan las instancias internacionales en las cuales Chile se ha comprometido a establecer estándares de cumplimiento de la normativa internacional, en particular, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y refirió que uno de los puntos de los que hubo que dar cuenta, en fecha reciente, al comité correspondiente fue el concerniente al estado de avance de la aprobación legislativa de este proyecto.

En lo que se refiere al punto del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, reafirmó lo dicho por el señor Ministro en orden a que consiste en una materia que no forma parte del articulado, pero al cotejar las funciones de aquel programa con las que se le asignan al Instituto, lo cierto es que muchas de ellas son coincidentes.  Respecto de los otros temas, como el del Ombudsman, existe una opinión formada en el Ejecutivo de que no tienen cabida en este proyecto.


El Honorable Senador señor Naranjo confirmó su apreciación de que las funciones de los programas a que se ha hecho mención  queden incorporadas en el Instituto, pero dada la fuente de iniciativa que se requiere es conveniente que el Ejecutivo exprese si hay un planteamiento preciso sobre el particular.



La Abogada de la División Jurídico-Legislativa del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Gallegos, complementó la explicación del señor Ministro, en el sentido de aclarar que el proyecto, en su versión original, consideraba una disposición transitoria que establecía que el Instituto sería el continuador legal del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior.  En la Cámara de Diputados esa norma transitoria no fue aprobada, motivo por el cual el texto ahora aparece como incompleto, pero la lógica del proyecto y de las funciones que se le otorgan al Instituto presuponen las funciones que hoy día le son asignadas al programa mencionado.  En consecuencia, precisó, en función de la decisión que se adopte, cabría agregar o no la disposición transitoria en comento.


El señor Ministro puntualizó que este es el único asunto controvertido, respecto del cual existen opiniones distintas en las diversas organizaciones de derechos humanos.


El Honorable Senador señor Chadwick planteó la idea de solicitar un informe a especialistas en la materia, respecto a cuál es la naturaleza jurídica de la entidad que se está creando porque si bien el Mensaje la define como una corporación autónoma de derecho público, lo real es que se le asignan una serie de funciones y atribuciones que son potestades públicas, propias de un servicio público.  Esto implicará que se presente un punto de constitucionalidad en relación con la naturaleza jurídica del organismo, para efectos de determinar el quórum que va a requerir la aprobación en particular de sus normas, porque, como se sabe, la cuestión no se resuelve por la calificación que postule el proyecto, puesto que las cosas son de acuerdo con la naturaleza jurídica que tienen, y en este predicamento de análisis hay muchas funciones que conciernen a lo que es un servicio público, y si se llega a la conclusión de que sí lo es, o si los informes indicaran que se está en presencia de un servicio público, podría plantearse el requerimiento de un quórum constitucional distinto porque se estaría modificando la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


El señor Ministro concordó en que será necesario examinar en profundidad el punto planteado por Su Señoría porque, probablemente, se planteará un debate similar en relación con el Instituto de Evaluación de las Políticas Públicas o respecto del instituto llamado a velar por el acceso a la información pública.


En mérito al planteamiento efectuado por el Honorable Senador señor Chadwick, se solicitó la opinión al ex Senador, don Enrique Silva Cimma, tratadista de Derecho Administrativo y  al ex Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda, tratadista de Derecho Constitucional.

- Cerrado el debate y tras haber concluido el intercambio de opiniones respecto de los objetivos generales del proyecto y de haber escuchado los planteamientos previamente consignados, vuestra Comisión acordó aprobar la idea de legislar, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores   Ávila, Chadwick y Naranjo.

La Comisión, con posterioridad a la aprobación en general del proyecto, tomó conocimiento de los informes solicitados, acordando  con el voto de los Honorables Senadores señores Naranjo, Sabag y Vásquez adjuntarlos como anexo al presente informe, acuerdo que se consigna al inicio de este documento.

En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recomienda aprobar, en general, el proyecto de ley, en los términos que lo despachó la Honorable Cámara de Diputados, cuyo tenor es el que sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

ÁMBITO Y FUNCIONES


Artículo 1°.- Créase el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en adelante también “el Instituto”, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Su domicilio será la ciudad de Santiago.


Artículo 2º.- El Instituto tiene por objeto la promoción y protección de los derechos humanos de las personas que habiten en el territorio de Chile. En su organización interna se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos.


Artículo 3°.- El Instituto tendrá competencia, en los términos y en la forma que se señalen en esta ley o en sus estatutos, para dedicarse a la promoción y protección de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y que se encuentran establecidos en las normas constitucionales y legales, en los tratados y convenciones internacionales que hubieran sido suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes así como los emanados del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Humanitario Internacional.


Artículo 4°.- Le corresponderá especialmente al Instituto:


1.- Elaborar un Informe Anual, que deberá presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional, al Presidente de la Corte Suprema, a las Naciones Unidas, a la Organización de Estados Americanos y a las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas en el registro a que se refiere el artículo 8°, letra e) de esta ley, sobre sus actividades, la situación nacional en materia de derechos humanos y hacer las recomendaciones que estime convenientes para su debido resguardo y respeto. Su Consejo deberá adoptar todas las medidas pertinentes destinadas a otorgar publicidad a dicho informe a la comunidad;


2.- Comunicar al Gobierno y a los distintos órganos públicos que estime convenientes, su opinión respecto de las situaciones, prácticas o actuaciones que infrinjan o sean contrarias a los derechos humanos que ocurran en cualquier parte del país. Para el ejercicio de esta función, podrá solicitar al organismo o servicio de que se trate un informe sobre las situaciones, prácticas o actuaciones de violación que puedan constituir un incumplimiento de las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos; 


3.- Hacer presente todo acto que importe discriminación fundado en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social;


4.- Proponer a los poderes públicos las medidas que estime deban adoptarse para favorecer la protección y la promoción de los derechos humanos;


5.- Promover que la legislación, los reglamentos y las prácticas nacionales se armonicen con los instrumentos y principios internacionales de derechos humanos y que su aplicación sea efectiva;


6.- Promover la aprobación, suscripción y ratificación de declaraciones, tratados y convenciones internacionales de derechos humanos que sean sometidos a discusión o aprobados por órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales;


7.- Deducir querella y ejercer las demás acciones legales respecto de hechos que sean constitutivos de crímenes de genocidio, de lesa humanidad y de guerra. La misma obligación recaerá sobre crímenes y simples delitos que deban ser investigados y sancionados según los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes;


8.- Promover acciones tendientes a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas que, no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no hubieren sido ubicados, establecidas en el artículo 6° de la ley N° 19.123, y que fueron reconocidos como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.


En el cumplimiento de este objetivo, deberá recopilar, analizar y sistematizar toda información útil a este propósito; asimismo deberá hacerse parte o coadyuvar en los procesos criminales relacionados con los casos mencionados en el párrafo anterior de este número; también podrá solicitar información acerca del funcionamiento de los mecanismos reparatorios e impulsar, coordinar y difundir acciones de orden cultural y simbólico destinados a complementar el respeto a los derechos humanos y a reivindicar a las víctimas y a preservar su memoria histórica;


9.- Custodiar y guardar en depósito los antecedentes reunidos por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, el Programa de Derechos Humanos dependiente del Ministerio del Interior, y por la Comisión de Prisión Política y Tortura creada por el decreto supremo Nº 1.040, del Ministerio del Interior, del año 2003;


10.- Solicitar, reunir y procesar el conjunto de la información existente en poder de entes públicos o privados, que diga relación con las violaciones a los derechos humanos o la violencia política a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación;


11.- Colaborar, en el ámbito de sus atribuciones, con el Ministerio de Relaciones Exteriores y demás servicios públicos relacionados, en la elaboración de los informes que el Estado deba presentar a los órganos y comités especializados de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como de las demás instituciones regionales. El informe final no obligará ni comprometerá al Instituto;


12.- Cooperar con las Naciones Unidas, las instituciones regionales y las instituciones de otros países que sean competentes, en la promoción y protección de los derechos humanos; 


13.- Difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas Armadas, de Orden y de Seguridad Públicas, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país, pudiendo al efecto celebrar convenios con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros;


14.- Prestar su asesoría, en materias de su competencia, a organismos públicos y privados que lo soliciten; asimismo, desarrollar la cooperación, asesoría técnica e interlocución con corporaciones, fundaciones y demás organizaciones privadas, nacionales y extranjeras, cuyos objetivos se relacionen con las funciones del Instituto, y celebrar con ellas convenios para ejecutar proyectos o acciones de interés común;


15.- Mantener, debidamente actualizado, el registro de instituciones a que se refiere el artículo 8°, letra e) de esta ley, y


16.- Las demás funciones que la ley le otorgue.


Artículo 5º.- Para el ejercicio de sus atribuciones, el Instituto podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos de Estado. Podrá asimismo, recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.


De igual modo, podrá comisionar a uno o más consejeros, al Director o a su personal para ingresar a recintos públicos donde una persona esté o pueda estar privada de libertad.


Artículo 6º.- Las actuaciones del Instituto y sus recomendaciones serán públicas. Sin perjuicio de lo anterior y de lo señalado en el artículo 15 de la ley Nº 19.992, el Consejo a que hace referencia el artículo 8º, podrá determinar que ciertas actuaciones, antecedentes o documentos deben ser reservados, estando obligados en este caso los consejeros y funcionarios a guardar sigilo.


Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará respecto de los nombres de los agentes del Estado que participaron en los hechos delictivos, cuando un juez o fiscal recabe dicho antecedente en el marco de una investigación judicial. 


Artículo 7°.- El Instituto no podrá pronunciarse acerca de casos determinados cuya resolución se encuentre pendiente ante los tribunales de justicia. 


Tampoco podrá pronunciarse sobre la responsabilidad que, con arreglo a las leyes, pudiere caber a personas individuales ni sobre el derecho que pueda asistirle a determinada persona a recibir alguna reparación. 


Con todo, el Instituto podrá emitir su opinión respecto de doctrinas contenidas en resoluciones judiciales firmes o ejecutoriadas que en su opinión impliquen una violación a los derechos humanos de acuerdo a la legislación nacional o internacional sobre la materia.

TÍTULO II

DE LA ORGANIZACIÓN


Artículo 8°.- La Dirección Superior del Instituto corresponderá a un Consejo, integrado de la siguiente manera:


a) Dos consejeros designados por el Presidente de la República, quienes deberán ser de distintas regiones del país;


b) Un consejero designado por el Senado;


c) Un consejero designado por la Cámara de Diputados; 


d) Un consejero designado por los Decanos de las Facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas;


e) Dos consejeros designados en la forma que establezcan los estatutos, por las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos que gocen de personalidad jurídica vigente, inscritas en el registro respectivo que llevará el Instituto.


Los consejeros señalados en las letras b) y c) deberán ser elegidos por las cuatro séptimas partes de sus miembros en ejercicio.


El Consejo elegirá, por mayoría absoluta de sus integrantes, un Director, que lo será también del Instituto.


Los consejeros deberán ser personas de reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos y serán nombrados por un período de 6 años. 


No podrán ser consejeros los diputados, los senadores, los alcaldes, los concejales, los consejeros regionales, los jueces, los fiscales del Ministerio Público, los funcionarios de la Administración del Estado, ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


Serán causales de cesación en el cargo la renuncia aceptada por el Consejo, la inhabilidad o incompatibilidad sobrevinientes que se establezcan en los estatutos y la remoción, solicitada por alguno de los Consejeros, y acordada por las dos terceras partes del Consejo.


Producida una vacante, el reemplazo será proveído por el mismo órgano al que representaba el consejero que la produjo y por el período que le restaba por cumplir. 


Los consejeros, exceptuado el Director, que será remunerado en la forma que determine el Consejo, tendrán derecho a percibir una dieta por su asistencia a sesiones de Consejo o comisión, cuyo monto será fijado anualmente por el Consejo, en la forma que establezcan los estatutos. La dieta no podrá superar el equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, de Consejo o comisión, con un máximo por cada mes calendario de cinco sesiones mensuales. 


El Consejo adoptará sus decisiones por acuerdo de la mayoría de los consejeros en ejercicio, salvo las señaladas en los números 1 y 2 del artículo 4° y en el inciso final del artículo 7°, que requerirán de los dos tercios de los consejeros en ejercicio.


Artículo 9º.- Corresponderá al Consejo:


1) Dictar los Estatutos de la Corporación y sus modificaciones;


2) Presentar al Presidente de la República, al Congreso Nacional, al Presidente de la Corte Suprema, a las Naciones Unidas, a la Organización de Estados Americanos y a las instituciones vinculadas a la defensa y promoción de los derechos humanos inscritas en el registro a que se refiere el artículo 8 letra e) de esta ley, el informe anual establecido en el artículo 4°, N° 1;


3) Emitir pronunciamiento acerca de las consultas que el Presidente de la República, el Congreso Nacional o los Tribunales de Justicia le hagan, en el marco de sus competencias; 


4) Emitir su pronunciamiento en relación con las materias indicadas en la presente ley;


5) Aprobar, a proposición del Director, los planes y programas de acción del Instituto para el cumplimiento de su cometido;


6) Solicitar de los ministerios, servicios y organismos de la administración del Estado la información y antecedentes que sean necesarios para el conocimiento sobre una cuestión que pertenezca especialmente a su competencia; 


7) Comisionar a uno o más consejeros o al Director para recibir, fuera de su lugar de asiento, informaciones relativas a su competencia;


8) Pronunciarse acerca del informe de gestión presupuestaria que anualmente deberá presentar el Director, y


9) Dictar todas las normas internas para su funcionamiento, incluidas las relativas a su organización interna, y resolver todo asunto que sea necesario para el adecuado desarrollo de la labor del Instituto.


Artículo 10.- Corresponderá al Director: 


1) Dirigir administrativamente el Instituto;


2) Presidir las sesiones del Consejo; 


3) Representar judicial y extrajudicialmente al Instituto, así como ejercer su representación internacional; 


4) Dictar las resoluciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos del Consejo; 


5) Elaborar una propuesta del Informe Anual establecido en el artículo 4, N° 1 y de los demás informes a que se refiere esta ley y presentarlos a la aprobación del Consejo;


6) Realizar todas las acciones que el Consejo le encomiende, y


7) Las demás que le señale la ley.


Artículo 11.- Para el desarrollo de sus tareas, el Consejo podrá establecer comisiones internas de trabajo, que se encargarán de tareas o materias específicas que sean propias del Instituto.


Cada comisión será presidida por un miembro del Consejo y se podrá invitar a participar de ellas a personas destacadas y de probada experiencia en la materia de que se trate. Los miembros del Consejo podrán participar en todas las comisiones que se formen, sin limitación alguna.


Los acuerdos de las comisiones referidas tendrán el carácter de recomendación para el Consejo o el Director.


Artículo 12.- Un Consejo Consultivo Nacional, en el que estarán representados los organismos sociales y académicos dedicados a la promoción y defensa de los derechos humanos y las libertades fundamentales, prestará su asesoría al Consejo en todas aquellas cuestiones de su competencia que requieran, para su adecuada resolución, del pronunciamiento de la sociedad civil. 


Un reglamento interno, aprobado por los dos tercios del Consejo, establecerá su integración y determinará los casos y la forma en que se prestará dicha asesoría.

TÍTULO III

DE LA GESTIÓN


Artículo 13.- Las personas que presten servicios en el Instituto se regirán exclusivamente por los respectivos contratos de trabajo y por la legislación laboral común.


Artículo 14.- Los actos que celebre o ejecute el Instituto también se regirán por las normas del derecho privado.


Artículo 15.- El Instituto deberá rendir cuenta anual del uso y destino de los fondos que les sean asignados o transferidos por ley y de los aportes a que se refiere el N° 4 del artículo 16. La rendición de cuenta deberá efectuarse mediante un estado de ingresos y gastos que se presentará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos, dentro del primer trimestre del año siguiente. Copia de la misma deberá remitirse dentro de igual plazo a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Adicionalmente, el estado de ingresos y gastos deberá estar disponible en la página web del Instituto.

TÍTULO IV

DEL PATRIMONIO


Artículo 16.- El patrimonio del Instituto estará formado por: 


1.- Los aportes que anualmente la Ley de Presupuestos de la Nación pudiere contemplar;


2.- Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Instituto o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes;


3.- Las donaciones, incluidas las del artículo 3º de la ley Nº 19.992, herencias y legados que el Consejo acepte, y


4.- Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.


Las donaciones en su favor no requerirán del trámite de insinuación judicial a que se refiere el artículo 1.401 del Código Civil y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecidas en la ley N° 16.271.


Artículo 17.- Créase el Premio Nacional de los Derechos Humanos, con el propósito de cultivar una memoria histórica sana de la Nación chilena, a través de resaltar y valorar cada dos años una persona de nacionalidad chilena, hombre o mujer, que se haya distinguido en tal esfuerzo.


El monto del premio será el señalado en el artículo 17 de la ley N° 19.169 y le serán aplicables, en lo que resulte pertinente, los artículos 1°, incisos segundo y tercero, y 19 a 22 de la referida ley. 


El jurado será el Consejo que señala el artículo 8º de esta ley.

NORMAS TRANSITORIAS


Artículo 1º.- La primera designación de consejeros se hará a los sesenta días de la publicación de esta ley. 


El Consejo se entenderá legalmente constituido una vez que tenga su primera sesión válida.


Artículo 2º.- Para la primera designación de los consejeros nombrados por las instituciones vinculadas a la defensa y protección de los derechos humanos, el registro a que se refiere la letra e) del artículo 8º, lo llevará el Ministerio del Interior. 


Las instituciones correspondientes podrán inscribirse en ese registro desde el quinto día siguiente a la publicación de esta ley, y hasta el décimo día anterior a la oportunidad a que se refiere el artículo 1° transitorio.


La inscripción será gratuita, y no tendrá más formalidades que el constar por escrito la solicitud.


Sesenta días después de la publicación de esta ley, las instituciones inscritas en el registro pertinente se reunirán y procederán a la designación de sus representantes en el Consejo. Para estos efectos, los participantes deberán adoptar un mecanismo de selección que asegure la igualdad de oportunidades de las distintas instituciones.


En la reunión a que se refiere el inciso anterior sólo podrá participar un representante por cada institución. Cada elector tendrá derecho a un voto. Actuará como ministro de fe un funcionario del Ministerio del Interior designado por el Ministro.


El Ministerio del Interior deberá comunicar al Presidente de la República, al Senado, la Cámara de Diputados, y a los Decanos de las Facultades de Derecho de las universidades integrantes del Consejo de Rectores y de universidades autónomas, las designaciones que las instituciones hicieren.


Realizados todos estos procedimientos y constituido el Consejo, el Ministerio del Interior traspasará el registro pertinente al Instituto.


Artículo 3°.- El Consejo podrá excepcionalmente calificar casos de desaparición forzada de personas y ejecutados políticos en que aparezca comprometida la responsabilidad del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio y que no hubieren sido calificadas como tales por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación ni por la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación. Asimismo, podrá calificar casos de tortura o prisión política que no se hubiesen presentado a la Comisión sobre Prisión Política y Tortura.


Esta facultad se ejercerá en aquellas situaciones irrefutablemente comprobadas, con el voto favorable de las tres quintas partes del Consejo y dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley.


Artículo 4°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 9º, Nº 1, de esta ley, facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, y por decreto expedido a través del Ministerio del Interior, suscrito, además, por los ministros de Hacienda y Justicia, apruebe los estatutos que el Consejo le proponga.


Artículo 5º.- En el año 2006, para realizar lo señalado en el artículo 16, N°1, podrán efectuarse los traspasos que resulten necesarios entre las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público de ese año, pudiendo al efecto crearse, suprimirse o modificarse las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.”.

- - - 

Acordado en la sesión del miércoles 17 de enero de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Andrés Chadwick Piñera y Jaime Naranjo Ortiz;  del miércoles 4 de abril de 2007, a la que concurrieron los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente), Nelson Ávila Contreras y Andrés Chadwick Piñera, y del miércoles 2 de mayo, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Naranjo Ortiz (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Hosaín Sabag Castillo y Guillermo Vásquez Ubeda.

Sala de la Comisión, a 3 de mayo de 2007.

(Fdo.):XIMENA BELMAR STEGMANN,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE MISIONES DE PAZ

(S 958-12)

HONORABLE SENADO:

Mediante acuerdo adoptado en sesión 72a, ordinaria, de fecha 29 de noviembre de 2006, el Senado acordó crear una Comisión Especial encargada de evaluar la situación de las tropas y medios nacionales en Haití, y de proponer un marco legal regulatorio de la salida de tropas para futuras misiones de paz.


Cabe tener presente que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, al evacuar su informe de esa misma fecha, recaído en el oficio de S.E. el señor Vicepresidente de la República, mediante el cual solicitó el acuerdo de la Corporación para prorrogar la autorización de permanencia en Haití de tropas y medios nacionales (Boletín N° S 927-05), resolvieron solicitar a la Sala la creación de una Comisión Especial que se dedicara al estudio de las materias referidas.


Posteriormente, en sesión 75a, ordinaria, de 6 de diciembre del año recién pasado, la Corporación acordó nombrar como integrantes de la Comisión a los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia Reyes, Jaime Gazmuri Mujica, Roberto Muñoz Barra, Baldo Prokurica Prokurica, Sergio  Romero Pizarro y Adolfo Zaldívar Larraín.


La Comisión Especial se constituyó el día 20 de diciembre de 2006, y eligió como Presidente, por unanimidad, al Honorable Senador señor Romero, y de inmediato se abocó al estudio de su cometido.

 


El análisis de la materia encomendada a esta Comisión se efectuó en sesiones celebradas los días 20 de diciembre de 2006; 3, 4, 10, 11 y 17 de enero, 6 de marzo, 11 y 18 de abril, y 7 de mayo   de 2007.


Además, vuestra Comisión realizó un viaje a Haití, entre los días 22 y 24 de marzo próximo pasado, atendiendo a una invitación formulada por el Ministerio de Defensa Nacional, de la cual se da cuenta en el Capítulo correspondiente del presente informe.


A las sesiones en que se trató este asunto, concurrieron, además de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señores Kuschel y Pérez Varela. 


Asimismo, asistieron, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Ministro, señor Alejandro Foxley; el Ministro subrogante y Subsecretario, señor Alberto Van Klaveren y su Jefa de Gabinete, señora María del Carmen Domínguez; el Director Jurídico, señor Claudio Troncoso; el Director de Política Especial, señor Luis Winter; el Ministro Consejero, señor Hernán Mena y el Segundo Secretario, señor Juan Carlos Salazar; el Director para América del Norte, Centro América y El Caribe, señor Carlos Appelgren, y quien lo subrogó en una oportunidad, señor Alex Geiger; el Encargado de Asuntos de Haití, señor Jorge Schindler, y el Tercer Secretario, señor Iván Favereau. Del Ministerio de Defensa Nacional: el Ministro, señor José Goñi; la ex Ministra, señora Vivianne Blanlot; el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García; la Subsecretaria de Marina, señora Carolina Echeverría; el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, señor Iván Fabry, y el Jefe del Área de Defensa y de Relaciones Internacionales, señor Rodrigo Atria. 



Además, participaron como asesores de la Presidencia, los señores Ricardo Benavente, Gonzalo Wielandt y Rodrigo Yánez, a quienes la Comisión agradeció los aportes realizados.


El Honorable Senador señor Romero, al comenzar el estudio del tema, hizo entrega de una serie de antecedentes a la Comisión. También se contó con la colaboración de la Biblioteca del Congreso Nacional, que aportó informes de derecho comparado sobre misiones de paz, documentos que se encuentran a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


Los miembros de la Comisión coincidieron con su Presidente, en cuanto a que el encargo efectuado por la Sala recae sobre una materia que debe constituir una política de Estado y no sólo de Gobierno, por lo que acordaron estudiarlo desde una perspectiva del interés nacional, antes que atendiendo a sus visiones partidarias o de otro carácter.


En consideración a lo anterior, las propuestas y conclusiones de este informe son compartidas por la unanimidad de los miembros de la Comisión. Sin embargo, durante la discusión que se realice en la Sala, con ocasión de la presentación de este informe, cada señor Senador podrá exponer sus puntos de vista y matices personales sobre aspectos específicos.


Para facilitar el estudio de los temas comprendidos en el mandato de la Corporación, vuestra Comisión resolvió presentar sus propuestas y conclusiones separadamente respecto de cada uno de ellos.


En consecuencia, el presente informe comienza con una referencia al origen del encargo, para seguir con una introducción relativa a diversos aspectos de las misiones de paz.


Luego, en el primer Capítulo, aborda el tema de la institucionalidad nacional para la participación de tropas en operaciones de paz, presentando un análisis y observaciones iniciales de sus miembros, la propuesta de la Presidencia de la Comisión para una nueva política sobre el particular, la visión acerca de ésta del señor Ministro de Defensa Nacional, y los alcances efectuados respecto de ellas por Sus Señorías.


Por último, en esta parte, el informe ofrece una propuesta final de la Comisión a la Sala.


En el segundo Capítulo, vuestra Comisión efectúa una reseña de la visita de trabajo realizada a la República de Haití, y algunas  observaciones de Sus Señorías acerca de la participación de Chile en la MINUSTAH. Sus conclusiones y propuesta serán entregadas en la Sala, cuando se discuta el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de las tropas y medios nacionales en Haití (Boletín N° S 956-05).
- - -

ORIGEN DEL ENCARGO


Como se ha señalado, en sesión ordinaria de 29 de noviembre de 2006, la Sala acogió la solicitud de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, las cuales, junto con aprobar por mayoría de votos la prórroga de la permanencia de las tropas y medios nacionales en Haití, acordaron pedir a la Sala la constitución de una Comisión Especial, compuesta por igual número de Senadores de Gobierno y de Oposición, con el propósito de que se dedicara al estudio de dos temas: la evaluación de la situación de las tropas y medios nacionales en aquél país, y un marco que regule la salida de tropas para futuras misiones de paz. Además, dejaron constancia de que dicho órgano técnico debería trabajar en unión con los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, y evacuar sus conclusiones a fines de abril de este año.


Posteriormente, la Sala, a solicitud del señor Presidente de la Comisión, acordó prorrogar el mandato hasta el día 15 del mes en curso.

INTRODUCCIÓN

Las misiones de paz y Naciones Unidas





1.- Naciones Unidas: prohibición de guerra y concepto de seguridad colectiva.





La Carta de Naciones Unidas, documento por medio del cual se constituye el Organismo Internacional, contiene los propósitos y principios básicos que guían su actuación. Los propósitos o fines están descritos en el artículo 1, y se refieren al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales; al fomento de las relaciones amistosas entre los Estados, basadas en el respeto al principio de igualdad de derechos y al de libre determinación de los pueblos; al desarrollo de la cooperación internacional para subsanar problemas económicos, sociales, culturales o humanitarios; al respeto de los derechos humanos, y a servir de foro para alcanzar estos objetivos. Por su parte, el artículo 2 de la Carta señala que para la realización de los propósitos antes referidos, la Organización y sus Miembros procederán de acuerdo a una serie de principios, que enumera.





Tales principios fueron ampliados y desarrollados en la Resolución Nº 2.625 (XXV) de la Asamblea General, de 1970, que se denominó “Declaración sobre los Principios de Derecho Internacional Referentes a las Relaciones de Amistad y a la Cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.”. 





Los principios más importantes de esta Resolución -que a partir de entonces se consideran rectores del derecho internacional y son obligatorios para los Estados- son los siguientes: 

a) prohibición de la amenaza y del uso de la  fuerza; 





b) respeto de la soberanía territorial;





c) el principio de no intervención; 





d) igualdad jurídica de los Estados; 





e) solución pacífica de las controversias; y 





f) respeto del honor de los Estados.





La Resolución Nº 2.625, señaló que “los Estados, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas.”. 





Lo anterior se traduce en que los Estados están obligados a abstenerse de realizar actos de soberanía o de poder público dentro de territorios ajenos sin el consentimiento de estos últimos. 





A cambio de esta renuncia, el Organismo Internacional establece herramientas preventivas para la solución pacífica de los conflictos que se suscitan entre Estados y se constituye, además, en una fuerza reactiva que detenta la legitimidad monopólica de la fuerza armada
, que estructura un modelo centralizado e imparcial destinado a administrar el uso de la fuerza coercitiva en aquellos casos de excepción que puedan alterar en forma grave la paz y la seguridad internacionales.





De esta manera, la Carta de Naciones Unidas propone un sistema de seguridad colectiva, que aspira que los Estados “renuncien a la utilización de la fuerza con la garantía de que cualquier amenaza o ataque contra un Estado será contestado por la comunidad de naciones de manera conjunta.”.





No obstante, este esquema colectivo reconoce algunas excepciones a tal prohibición, y señala algunos casos en que sí se permite el uso de la fuerza:





- La legítima defensa que puede ejercer cada Estado ante una agresión ilegítima;





- El empleo de la fuerza de parte del propio Organismo, cuando se desempeña como garante de compromisos internacionales bajo el Capítulo VI de la Carta.





- El uso coercitivo de parte de las fuerzas de paz de Naciones Unidas, bajo el Capítulo VII de la Carta, en casos de amenaza o quebrantamiento de la paz.





- Una variación al ejercicio monopólico de la fuerza mediante la aplicación del Capítulo VIII de la Carta, que permite delegar su ejecución por terceros bajo el mando y control de Naciones Unidas.





2.- El principio de no intervención.





El principio de no intervención se establece en el artículo 2, párrafo 7 de la Carta, que señala: “Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará a los Miembros a someter dichos asuntos, a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII.”.





Este principio fue ratificado en 1970, por la  Resolución Nº 2.625, antes mencionada.





El principio de no intervención consiste básicamente en la prohibición que tiene todo Estado de inmiscuirse, presionar o injerir directa o indirectamente de cualquier manera y por cualquier motivo, en los asuntos internos o externos de otro Estado.





 Un concepto más preciso de este principio fue formulado por la Corte Internacional de Justicia en el asunto sobre Actividades Militares y Paramilitares en contra de Nicaragua: “El principio de no intervención implica el derecho de todo Estado soberano de conducir sus asuntos sin injerencia extranjera.”.





A pesar de su consagración, la globalización ha afectado este principio, así como el concepto de soberanía, relativizándolos. “Hoy en día la soberanía ya no es un concepto absoluto y el derecho de intervención en los asuntos de un estado se ha consolidado tanto en la práctica de las decisiones de las Naciones Unidas, como en la opinión pública internacional que, a partir de una información de los conflictos en tiempo real, exige su resolución, sobretodo en los casos de intervención humanitaria.”.





En efecto, la Carta de Naciones Unidas consagra el principio de no intervención, pero también la excepción al mismo, cuando en el párrafo 7 del artículo 2 explicita que “este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII.”. 





En consecuencia, los principios de soberanía y de no intervención pueden quedar sin efecto mediante la aplicación del Capítulo VII, el cual otorga al Consejo de Seguridad la facultad de adoptar medidas coercitivas, incluida el uso de la fuerza armada, contra un Estado que haya cometido una “amenaza a la paz”, “un quebrantamiento de la paz” o “un acto de agresión”. 





Estas posibles medidas coercitivas están orientadas a “mantener o restablecer la paz y la seguridad”, y constituyen el denominado “sistema de seguridad colectiva” de la Carta de Naciones Unidas.





Tras el fin de la Guerra Fría dicho sistema de seguridad colectiva ha experimentado dos cambios decisivos. Por un lado, si durante la Guerra Fría este sistema estuvo paralizado por el habitual recurso al derecho de veto de los miembros permanentes del Consejo de Seguridad (Estados Unidos de América, Reino Unido, Francia, China y Rusia), la superación de la rivalidad bipolar hizo posible su aplicación en varias ocasiones. 





Además, se ha afianzado la convicción de que las violaciones graves y sistemáticas a los derechos humanos fundamentales constituyen amenazas o quebrantamientos de la paz, básicamente por la proliferación de tratados internacionales sobre la materia, producto de su aceptación universal. Por ello, su trasgresión no puede ya ser considerada como un asunto exclusivamente nacional y que compete sólo al Estado soberano, si no que también al conjunto de la comunidad internacional. 





Producto de lo anterior, el Consejo de Seguridad, ampliando sus competencias sobre el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales, puede ahora, aplicando el Capítulo VII, autorizar acciones coercitivas contra un Estado con el objeto de frenar las violaciones de derechos humanos. Así lo hizo, por ejemplo, con ocasión de los conflictos de Somalia (1991), la ex Yugoslavia (1992) y Ruanda (1994).





3.- Consejo de Seguridad de Naciones Unidas y su función en materia de mantenimiento de la paz mundial.





El órgano de Naciones Unidas cuya responsabilidad primordial es el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales es el Consejo de Seguridad. Conforme a la Carta, los Estados Miembros están obligados a aceptar y a cumplir sus decisiones. Aunque las recomendaciones de otros órganos de Naciones Unidas no tienen el carácter obligatorio de las resoluciones del Consejo, pueden también influir en determinados casos, puesto que reflejan la opinión de la comunidad internacional.





Frente a una controversia, la primera medida del Consejo generalmente es recomendar a las partes alcanzar un acuerdo por medios pacíficos. En algunas situaciones el propio Consejo emprende actividades de investigación y de mediación. También puede fijar los principios para el arreglo pacífico y nombrar representantes especiales o solicitar al Secretario General que interponga sus buenos oficios. Cuando una controversia conduce a las hostilidades, la preocupación principal del Consejo es ponerle fin lo antes posible, pudiendo establecer directrices de cesación del fuego. En apoyo del proceso de paz, el Consejo puede desplegar observadores militares o una fuerza de mantenimiento de la paz en una zona de conflicto.





Conforme al Capítulo VII de la Carta, el Consejo de Seguridad tiene la facultad de adoptar medidas para hacer cumplir sus decisiones. “En conformidad con el artículo 40 de la Carta, el Consejo debe instar a los miembros a que apliquen sanciones económicas y otras medidas que no entrañen el uso de la fuerza con el fin de impedir o detener la agresión. También puede decidir la adopción de medidas coercitivas y sanciones económicas tales como los embargos de comercio o acciones militares coercitivas.”.





En algunos casos, el Consejo ha autorizado, conforme al Capítulo VII, el uso de la fuerza militar por una coalición de Estados Miembros o por una organización o agrupación regional. Sin embargo, toma tales medidas sólo como último recurso, cuando se han agotado las vías pacíficas para el arreglo de la controversia y luego de determinar que existe una amenaza a la paz, una violación de la paz o un acto de agresión.

4.- Operaciones de Paz.

 



“Una de las herramientas más socorridas y legitimadas por la comunidad internacional para el arreglo de controversias y la pacificación de regiones inestables, son las operaciones de paz, que constituyen importantes despliegues internacionales y multifuncionales destinados a estabilizar las zonas en crisis, separar fuerzas y reconstruir países y sociedades que han sufrido los efectos de las guerras. Para estas tareas complejas, se despliegan en terreno fuerzas de paz integradas por componentes militares, policiales y civiles.”.





El decreto supremo N° 68, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1999, que fija la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz, define estas intervenciones como “todo despliegue internacional de medios civiles o militares y de orden y seguridad pública que, bajo el mando y control de las Naciones Unidas o de un Estado o mando expresamente designado y autorizado por ésta, tiene por objeto directo contribuir a la consolidación de un cese de hostilidades.”.





El establecimiento de una operación de paz de Naciones Unidas, se efectúa con la participación de los tres órganos más importantes de la Organización: la Asamblea General, el Consejo de Seguridad y la Secretaría General.





La Asamblea General ejerce funciones políticas y doctrinales, consistentes en dictar las pautas y orientaciones generales para el conjunto de las operaciones de paz. Para ello cuenta con el Comité Especial de Operaciones de Mantenimiento de Paz, y dispone de las facultades presupuestarias que le confiere la Carta de Naciones Unidas.





El Consejo de Seguridad es el organismo que establece el mandato o resolución que define las líneas generales de la misión de paz, resuelve cuáles serán los niveles de fuerza y el concepto general de las operaciones. Además, ejerce la supervisión sobre la acción del Secretario General y de su Representante Especial en terreno.





El Secretario General, por sí o a requerimiento de parte, somete al conocimiento del Consejo de Seguridad un informe detallado en el que describe el problema, enumeran los esfuerzos efectuados para hacerle frente y formula una propuesta para que el Consejo decida.





Aprobado el diseño de una operación de paz, por el Consejo de Seguridad, se encarga al Secretario General ponerla en marcha y dirigirla por medio de su Representante Especial, que se convierte en el jefe de la misión. 





5.- Modalidades de Operaciones de Paz.





Las operaciones de paz de Naciones Unidas pueden adoptar alguna de las siguientes modalidades:





- Operaciones de Paz bajo el Capítulo VI: En términos generales, el Capítulo VI de la Carta de Naciones Unidas sobre “Arreglo Pacífico de Controversias”, autoriza la intervención del Organismo Internacional cuando es solicitada de común acuerdo por las partes beligerantes. Esta operación, con la multiplicidad de propósitos que pueda tener, se denomina de “peace-keeping” o de “mantenimiento” de la paz. 

 



Las operaciones bajo el Capítulo VI están normalmente destinadas a mantener una tregua negociada y a fomentar la promoción de condiciones que apoyen las actividades diplomáticas, con el fin de establecer una paz duradera en las áreas de conflicto. 





En dichas operaciones se permite el uso de la fuerza sólo en caso de legítima defensa. Además, las tropas de Naciones Unidas deben respetar dos principios fundamentales: la imparcialidad (igual trato a las partes en conflicto) y la neutralidad (ecuanimidad política y diplomática).





Las tareas del mantenimiento de la paz abarcan misiones que van desde conservar separadas a las partes enfrentadas en un conflicto, hasta ayudarlas a trabajar conjuntamente y de forma pacífica. Lo anterior implica contribuir a aplicar los acuerdos de paz, controlar los ceses de fuego, crear zonas de amortiguación y, cada vez en mayor medida, afianzar instituciones políticas y trabajar conjuntamente con las autoridades y Organizaciones No Gubernamentales, con el objetivo de proporcionar asistencia de emergencia, desmovilizar a los antiguos combatientes y reintegrarlos a la sociedad, limpiar el terreno de minas, organizar y dirigir elecciones y fomentar el desarrollo sostenible, en un ámbito de aplicación que bajo el Capítulo VI, se ha denominado de “reconstrucción de la paz” o de “peace-building”.





- El llamado Capitulo VI y medio: Son operaciones dispuestas por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en el marco del Capítulo VI, pero que implican eventualmente el uso de la fuerza. Se trata generalmente de situaciones con las siguientes características: a) área de misión inestable, b) acuerdos no respetados por todas las facciones en pugna, c) mayor amplitud para el uso de la fuerza, y d) posibilidad cierta de cambio de mandato a Capítulo VII. El antiguo Secretario General, Dag Hammarskjöld, afirmó que las operaciones de mantenimiento de la paz correspondían al “Capítulo VI y Medio” de la Carta, es decir, que se situaban entre los métodos tradicionales de solución pacífica de controversias del Capítulo VI, y las medidas coercitivas para el mantenimiento de la paz del Capítulo VII.




- Operaciones de paz bajo el Capítulo VII: El Consejo de Seguridad elabora un mandato sostenido en las atribuciones que le otorga el Capítulo VII de la Carta, denominado “Acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamiento de la paz o actos de agresión”, cuando el conflicto en  que va a intervenir constituye una situación de peligro que amenaza a la paz y la seguridad internacionales.

 



Los casos que ameritan la intervención forzada tienen muchas veces como escenario la falta absoluta de posibilidades de acuerdo entre las partes beligerantes, la imposibilidad de distinguir partícipes o facciones claramente identificables que dispongan de cierta capacidad negociadora y una situación de inseguridad generalizada. 





Esta operación, con todas las variantes que admite, se denomina de “peace enforcement” o de “imposición de la paz”.

 



En estos casos graves, no es necesario que exista el consentimiento de las partes para la intervención de Naciones Unidas, pero para la legitimidad del empleo de la fuerza es necesario que sólo se utilice como último recurso y después de haber agotado las vías pacíficas para el arreglo de la controversia. La fuerza debe ocuparse exclusivamente para la consecución del objetivo considerado indispensable para restablecer la paz y la seguridad de la región.





- Operaciones de paz bajo Capítulo VIII: En algunos casos, el Consejo de Seguridad ha recurrido a coaliciones de Estados Miembros, para que adopten las medidas militares necesarias para hacer frente a los conflictos, de acuerdo a las facultades establecidas en el Capítulo VIII de la Carta, artículo 52, número 1, que señala: “Ninguna disposición de esta Carta se opone a la existencia de acuerdos u organismos regionales cuyo fin sea atender en los asuntos relativos al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y susceptibles de acción regional, siempre  que dichos acuerdos u organismos, y sus actividades, sean compatibles con los Propósitos y Principios de las Naciones Unidas.”.





La tesis mayoritaria sostiene que la Carta no contempla la posibilidad de que organismos internacionales intenten válidamente una acción coercitiva, en forma “independiente” y ajena al Organismo, porque el Capítulo VIII, no es una excepción particular al principio de la prohibición de la fuerza
, que pueda marginarse de la necesaria autorización de Naciones Unidas. Estas operaciones coercitivas se hallan bajo la autoridad de Naciones Unidas y deben contar con la autorización del Consejo de Seguridad.





6.- Definiciones de Boutros Ghali.

 



El documento “Una Agenda para la Paz” (Agenda for Peace), subtitulado “Diplomacia preventiva, establecimiento de la paz y mantenimiento de la paz”, fue presentado el 30 de junio de 1992 por el entonces Secretario General de Naciones Unidas, Boutros Ghali, con la finalidad de proponer un cambio del rol de la Organización en el mantenimiento y preservación de la paz mundial.





En 1995, Boutros Ghali difundió el Suplemento de la Agenda, en el que adiciona algunas sugerencias a su informe de 1992. En él recomienda a los Estados Miembros hacer cabal uso de los instrumentos de acción preventiva, incluyendo los buenos oficios del Secretario General; el despacho de Enviados Especiales, y el envío, con el consentimiento de los países receptores, de misiones reducidas para llevar adelante diligencias de diplomacia preventiva y de pacificación. Su objetivo fue una mejor integración de los órganos de Naciones Unidas, las partes en conflicto y otras instituciones preparadas para asistir a la reconstrucción del país receptor de la ayuda internacional.





En síntesis, el documento expresa el análisis del Secretario General sobre las tareas y oportunidades de Naciones Unidas en el escenario posterior a la Guerra Fría, y formula sus recomendaciones respecto a los medios que pueden mejorar la capacidad y la eficiencia de la Organización en el ámbito de la paz y la seguridad internacionales, por medio de cinco instrumentos interconectados, que define: 





“a) Por diplomacia preventiva se entiende las medidas destinadas a evitar que surjan controversias entre dos o más partes, a evitar que las controversias existentes se transformen en conflictos y evitar que éstos, si ocurren, se extiendan.





b) Por establecimiento de la paz (peace-making) se entiende las acciones que se realizan una vez producido un conflicto, destinadas a lograr que las partes hostiles lleguen a un acuerdo, fundamentalmente por medios pacíficos, como los previstos en el Capítulo VI de la Carta de las Naciones Unidas.





c) Por mantenimiento de la paz (peace-keeping) se entiende el despliegue de medios de Naciones Unidas en el terreno, hasta ahora con el consentimiento de todas las partes interesadas y, como norma, con la participación de personal militar o policial de la Organización y, frecuentemente, también de personal civil. Las actividades de mantenimiento de la paz constituyen una técnica que aumenta las posibilidades de prevención de conflictos y establecimiento de la paz.





d) Por imposición de la paz se entiende la acción mediante la fuerza militar, para restablecer la paz por la fuerza cuando los intentos de mantenerla o establecerla fracasan, casi siempre de conformidad con un mandato internacional auténtico del Capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas. Sólo debe iniciarse si han fracasado todos los medios pacíficos.





e) Por consolidación de la paz se entiende las acciones que se realizan después de un conflicto, destinadas a individualizar y fortalecer las estructuras políticas, sociales y económicas que tiendan a reforzar y consolidar la paz a fin de evitar una reanudación del conflicto.”.

7. El informe Brahimi.





En marzo de 2000, el Secretario General de Naciones Unidas pidió a un grupo de expertos, encabezados por su asesor Lakhdar Brahimi, antiguo Ministro de Relaciones Exteriores de Argelia, que examinara las operaciones de paz, a fin de mejorar las actividades del Organismo en materia de paz y de seguridad.





El “Informe del Grupo sobre las Operaciones de Paz de las Naciones Unidas” -conocido como el Informe Brahimi- contiene una orientación acerca de los requisitos mínimos para que una misión de Naciones Unidas se considere fructífera. Ellos incluyen un mandato claro y concreto, el consentimiento de las partes en conflicto para el despliegue de la misión y los recursos adecuados.





Como resultado del Informe, la Organización y los Estados Miembros adoptaron una serie de medidas con el fin de perfeccionar las operaciones de Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz. Se autorizó al Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz a aumentar su personal en la Sede en apoyo de las misiones sobre el terreno. El Departamento fortaleció las oficinas de los asesores militares y de policía. Creó una Dependencia de Prácticas Recomendadas de Mantenimiento de la Paz para analizar la experiencia adquirida y asesorar a las misiones en cuestiones de género, la conducta del personal de mantenimiento de la paz, la planificación de los programas de desarme, desmovilización y reintegración, el imperio de la ley y otros asuntos. 





Además, se contempló un mecanismo de financiamiento anterior al establecimiento del mandato para garantizar el presupuesto al inicio de la nueva misión, y la base logística del Departamento de Operaciones de Mantenimiento de la Paz en Brindisi (Italia), recibió fondos para adquirir existencias para el despliegue estratégico. También se fortaleció el adiestramiento permanente para aumentar la capacidad de respuesta rápida. 





8. La Comisión de Consolidación de la Paz.





El Consejo de Seguridad y la Asamblea General de Naciones Unidas crearon, con fecha 20 de diciembre de 2005, una nueva Comisión, denominada de Consolidación de la Paz, para proponer estrategias encaminadas a lograr la rehabilitación de países afectados por conflictos armados.





El nuevo órgano tiene por función presentar recomendaciones para mejorar la coordinación de los diferentes actores involucrados en el otorgamiento de ayuda a esas naciones y contribuir a asegurar un financiamiento para las actividades de reconstrucción y  fortalecimiento de las instituciones estatales.





La Comisión reúne una amplia gama de capacidades y experiencia de Naciones Unidas en materia de prevención de conflictos, mediación, mantenimiento de la paz, respeto de los derechos humanos, imperio de la ley, asistencia humanitaria, reconstrucción y desarrollo a largo plazo.





Los propósitos principales de la Comisión son los siguientes:




- Agrupar a todos los agentes interesados para reunir recursos, proponer estrategias integrales de consolidación de la paz y recuperación después de los conflictos y ofrecer asesoramiento sobre esas estrategias, prestando especial atención a la reconstrucción, al fomento de las instituciones y al desarrollo sostenible en países que salen de conflictos. 





- Centrar la atención en las tareas de reconstrucción y de consolidación de las instituciones necesarias para la recuperación después de los conflictos y apoyar estrategias integrales para sentar las bases del desarrollo sostenible. 





- Formular recomendaciones y proporcionar información para mejorar la coordinación de todos los agentes pertinentes, tanto de Naciones Unidas como aquéllos ajenos a la Organización; concebir prácticas óptimas; ayudar a asegurar una financiación previsible para las actividades iniciales de recuperación y ampliar el período en que la comunidad internacional presta atención a la recuperación después de los conflictos.





Esta Comisión llenó un vacío en el sistema de Naciones Unidas, ya que, por primera vez, se reunió a todos los actores importantes en una situación determinada para examinar una estrategia de consolidación a largo plazo y adoptar decisiones al respecto. Ello significa que los recursos financieros se emplearán de mejor manera y que existirá un vínculo real entre las actividades que se realicen inmediatamente después de los conflictos, por una parte, y las actividades de recuperación y desarrollo a largo plazo, por la otra.





Si bien no existe un mecanismo concreto para hacer cumplir las recomendaciones de la Comisión, ésta será considerada como el órgano principal en lo concerniente a la difusión de asesoramiento sobre la reconstrucción y la recuperación, en tanto que la diversidad de los miembros que la componen le da la legitimidad necesaria para llevar a cabo su labor.





La Comisión de Consolidación de la Paz es un órgano subsidiario asesor de la Asamblea General y del Consejo de Seguridad, siendo el primero de dichos órganos el que tiene la función de examinar su labor mediante el debate de su informe anual.





La Comisión desempeña un papel importante en el asesoramiento del Consejo de Seguridad en relación con la planificación y el inicio de las actividades de consolidación de la paz, para lo cual trabaja con el Consejo Económico y Social para garantizar que la comunidad internacional y los donantes mantengan interés en un país que sale de una situación de conflicto, aun cuando haya dejado de ser noticia de actualidad.





El asesoramiento de la Comisión es de carácter público y está a disposición de los Estados Miembros de Naciones Unidas y de todos los órganos y actores pertinentes, incluidas las instituciones financieras internacionales.

ANTECEDENTES CONSIDERADOS POR LA COMISIÓN

I. Antecedentes Jurídicos

Nacionales 





1.- Constitución Política de la República.





Artículo 32, números 15° y 17°.





El mencionado artículo enumera las atribuciones especiales del Presidente de la República. 





El numeral 15° establece la conducción de las relaciones exteriores con potencias extranjeras y organismos internacionales.





El número 17° señala la disposición de las fuerzas de aire, mar y tierra, su organización y distribución, según las necesidades de la seguridad nacional.





Artículo 53 número 5).





Contempla, entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.





Agrega la norma que si la Corporación no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.





2.- Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.





Su artículo 4°, inciso primero, dispone que la salida de tropas nacionales fuera del territorio de la República deberá ser autorizada por decreto supremo, previo acuerdo del Senado e informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda, expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores.





El inciso segundo prescribe que en el referido decreto se fijará el objeto, plazo y modalidades de la salida de tropas.





El artículo 6° dispone que las autorizaciones que se otorguen en virtud de esta ley, deberán ser comunicadas, para su conocimiento, antes de la entrada o salida de las tropas al Senado y a la Cámara de Diputados.





En virtud de esta ley, el Senado, a solicitud del Presidente de la República, ha otorgado su acuerdo para la salida de tropas nacionales a Haití, o para prorrogar su permanencia, en las siguientes fechas: 2 de marzo, 19 de mayo y 1 de diciembre de 2004; 18 de mayo de 2005, y 17 de mayo y 11 de noviembre de 2006.





3.- Decreto N° 94, de 1996, del Ministerio de Defensa Nacional, que fijó la Política Nacional para la Participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.





4.-  Decreto N° 68, de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional, que modifica el decreto N° 94, de 1996, que aprobó la Nueva Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz.

Internacionales

Resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas respecto de la Misión de Paz en Haití





a) Resolución Nº 1.529, de febrero de 2004, que autoriza el despliegue inmediato de una Fuerza Multinacional Provisional en Haití, durante un período de tres meses. 





b) Resolución N° 1.542, de abril de 2004, que decide establecer la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un período inicial de seis meses, y con la intención de prorrogarla por nuevos períodos.





c) Resolución Nº 1.576, de noviembre de 2004, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 1 de junio de 2005, con la intención de renovarlo por nuevos períodos. 





d) Resolución N° 1.601, de junio de 2005, que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH hasta el 24 de junio de ese mismo año.





e) Resolución N° 1.608, de junio de 2005, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de febrero de 2006, con la intención de renovarlo por sucesivos períodos.





f) Resolución Nº 1.658, de febrero de 2006, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006, con la intención de renovarlo por sucesivos períodos.


g) Resolución Nº 1.702, de agosto de 2006, en la que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de febrero de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.


h) Resolución N° 1.743, de febrero de 2007, que prorroga de el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de octubre de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.
II. Antecedentes de Hecho


Para examinar sus cometidos, la Comisión consideró pertinente escuchar la opinión de diversas autoridades y especialistas, para que la ilustraran desde la perspectiva de sus experiencias y conocimientos.



En esta condición participaron:





El Comandante en Jefe del Ejército, General de Ejército, señor Óscar Izurieta, acompañado del Comandante de la División Escuelas, General de Brigada, señor Eduardo Aldunate; el Comandante en Jefe de la Armada, Almirante, señor Rodolfo Codina; el Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea, General del Aire, señor Ricardo Ortega, acompañado del Director de Operaciones de la Institución, General de Brigada Aérea, señor Roberto Sarabia; el General Director de Carabineros, señor José Alejandro Bernales, acompañado del Jefe de la Quinta Zona de Carabineros, General, señor Jaime Giacomozzi; el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de Aviación, señor Iván Fabry; el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, señor Arturo Herrera, acompañado de los Prefectos Inspectores, señores Alfredo Jiménez y Héctor Soto, y del abogado de la Institución, señor Iván Ortiz; el Director de la Agencia Nacional de Inteligencia, señor Gustavo Villalobos; el Director de la Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos (ANEPE), Contraalmirante, señor Enrique O’Reilly, acompañado del Director de la Cátedra de Operaciones de Paz, señor Ricardo Benavente; el Agregado de Defensa de Alemania, Teniente Coronel, señor Lothar Likus; el Agregado de Defensa de Francia, Capitán de Navío, señor Denis Guillaume; el ex Canciller y ex Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas en Haití, señor Juan Gabriel Valdés; el ex Embajador de Chile en Haití, señor Ismael Llona; el ex Ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet; el ex Senador, señor José Antonio Viera-Gallo; el Director de FLACSO, señor Claudio Fuentes; el Director de la Fundación América Solidaria, señor Juan Pablo Illanes y la Directora de Voluntariado, señora Andrea Rodríguez; y los abogados del Instituto Libertad, señores Guillermo Pattillo y Rodrigo Yánez.


La versión taquigráfica de las exposiciones y el material entregado por los invitados, se encuentran a disposición de Sus Señorías en la Secretaría de la Comisión.

CUESTIONES PRELIMINARES





En la primera sesión, el Honorable Senador señor Romero expresó que el propósito de la Comisión Especial relativa a Misiones de Paz fue definido por la Sala de la Corporación, y destacó la importancia de sentar las bases para establecer la normativa aplicable a este tipo de operaciones, toda vez que se trata de un tema de Estado.





Connotó que el plazo fijado para que la Comisión presente sus conclusiones, dispuesto para fines del mes de abril de 2007, es bastante exigente, por lo que llamó a fijar, desde ya, los objetivos, las bases del debate y un cronograma de trabajo.





Asimismo, el señor Presidente agradeció la presencia de representantes de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, ya que la labor encomendada por la Sala a la Comisión comprende el trabajo conjunto de los Poderes Ejecutivo y Legislativo.





Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar indicó que los objetivos de la Comisión son dos: evaluar la permanencia de las tropas chilenas en Haití y establecer una nueva normativa institucional sobre misiones de paz. Añadió que el plazo más inmediato es para el primer encargo, en tanto que el segundo podría demandar un período mayor.





Su Señoría propuso solicitar un estudio de derecho comparado que analice el funcionamiento de las misiones de paz en diversos países (grandes, medianos y pequeños) y requirió un informe político, de inteligencia y de evaluación de la situación actual en Haití, sin perjuicio de que la Comisión concurra a dicho país. 





Hizo presente que no se sentiría limitado por el plazo dispuesto por la Sala para evacuar las conclusiones de la Comisión, atendida la relevancia de su cometido.





El señor Subsecretario de Guerra puso a disposición de la Comisión Especial todo el material que el Ministerio de Defensa Nacional posee sobre la Misión en Haití, tales como las video conferencias semanales realizadas con el Batallón Chile; la concurrencia al Centro de Entrenamiento Conjunto para Operaciones de Paz (CECOPAC), que prepara a las fuerzas especiales para este tipo de misiones; la realización de un seminario sobre el tema, y las exposiciones de personas expertas en la materia.





Por su parte, el señor Director de Política Especial de la Cancillería ofreció toda la información privilegiada y la red de contactos internacionales que posee sobre Haití, que podrían constituir un aporte valioso para el cumplimiento de los objetivos encomendados a la Comisión.

° ° ° 

CAPÍTULO I

NUEVA POLITICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN EN MISIONES DE PAZ

A) OBSERVACIONES Y PLANTEAMIENTOS INICIALES FORMULADOS POR LOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN





El Honorable Senador señor Romero, en lo que respecta al rol de Naciones Unidas en las misiones de paz, sugirió estudiar la posición del Organismo Internacional en este ámbito, fundamentalmente en la definición de los propósitos y requisitos de aquéllas. Aconsejó abrir un debate que pudiera concluir, eventualmente, en un planteamiento ante dicha Organización.





Asimismo, el señor Presidente preguntó si sería necesaria una mayor precisión  sobre los objetivos establecidos por Naciones Unidas para las operaciones de paz, considerando que no existe una definición del concepto “inestabilidad” en situaciones de alteración de la paz. Además, consultó si el Gobierno chileno ha efectuado algunas observaciones a la posición del Organismo Internacional acerca del tema.





Advirtió, también, la conveniencia de analizar los mecanismos de estudio previo a los mandatos efectuados por dicha Organización, a fin de prevenir situaciones que excedan del ámbito territorial o de la disposición interna del país para participar en una determinada operación.





Su Señoría expresó que existen situaciones que  superan las competencias de Naciones Unidas, como la actuación de la OTAN, cuyos países miembros realizan intervenciones -en los Balcanes, por ejemplo-, que colindan o se confunden con sus atribuciones.





Hizo presente que está pendiente determinar si el tema de la inserción internacional tiene que ver sólo con un organismo multilateral, como Naciones Unidas, o bien si debe ser analizado desde un punto de vista estratégico, puesto que si los países vecinos incursionan como aliados ¿Chile observará sin actuar, o estratégicamente convendría asentar un parámetro de equilibrio, y participar también?. Puntualizó que estas interrogantes están comprendidas dentro de las materias que la Comisión deberá resolver.





El señor Director de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores explicó que las misiones de paz han evolucionado en el tiempo, pasando de ser instrumentos de resolución de conflictos interestatales a medios para deponer las luchas intestinas de una nación. Añadió que la postura de Naciones Unidas es intervenir en los países para restaurar el quiebre nacional interno, para lo cual se precisan respuestas oportunas, como ha sucedido en lugares del África, de Asia y del Medio Oriente.





El señor Presidente consultó la opinión de la Cancillería respecto de la Comisión de Consolidación de la Paz de Naciones Unidas.

 



La citada autoridad ministerial respondió que las misiones de paz, en un comienzo (a principios de los años cincuenta), fueron concebidas como operaciones de observación, para posteriormente convertirse en operaciones de establecimiento y de imposición de la paz, llegando, finalmente, a las misiones de consolidación de la misma.





Agregó que estas últimas nacieron porque se constató que la situación de inestabilidad que en algún momento generó la creación de una misión de paz en un lugar determinado, se repetía en el 90% de los casos, al cabo de 5 años de la intervención.





Hizo presente que la Comisión de Consolidación de la Paz tiene como objetivo analizar situaciones de alteración de la paz y entregar información que permita tomar decisiones adecuadas que eviten conflictos o su resurgimiento, a fin de crear las condiciones de renovación de la vida democrática en un determinado país, a modo de complemento de las misiones, proponiendo estrategias encaminadas a lograr la rehabilitación de países afectados por conflictos armados.

 



En lo que a política de defensa nacional se refiere,  el Honorable Senador señor Romero planteó definir si nuestro país debería estar disponible para participar en cualquier operación de paz, o bien acotar esta decisión a los intereses de Chile en una región determinada, como la Cuenca del Pacífico o el Asia Pacífico, por cuanto, en la práctica, a juicio de Su Señoría, está claro cómo entrar en una operación de paz, pero no siempre es fácil salir de ella, resolución que constituye un tema de Estado.





En una sesión posterior, el señor Presidente, agradeciendo la presencia de la señora Ministra de Defensa Nacional, recordó algunos temas preliminares planteados en el seno de la Comisión: la necesidad de analizar el enfoque que tiene Naciones Unidas sobre las misiones de paz, respecto de lo cual no hay una definición de fondo de sus propósitos y requisitos. Sobre el particular, señaló que muchas veces dicho Organismo Internacional se enfrenta a situaciones sin tener claro el alcance de sus propuestas.





Destacó la importancia de que los países receptores de las operaciones de paz estén de acuerdo con ellas, ya que podría suceder que acogida una misión, posteriormente, cambie el escenario original, y el país aceptante estime innecesaria su presencia.





Puso de relieve que Chile debe fijar ciertas bases para orientar sus intervenciones y añadió que éstas permiten a los gobiernos expresar las responsabilidades en ciertos asuntos internacionales y, además, percibir la influencia política de Naciones Unidas, que en ocasiones, escapa a nuestro país.





Asimismo, planteó que en materia de operaciones de paz debería haber una participación más activa del Congreso Nacional, en cuanto a contar con un sistema de información, por medio de los Comités, por ejemplo, sin lesionar las atribuciones constitucionales exclusivas del Presidente de la República en la conducción de las relaciones internacionales.





Para lo anterior, propuso contemplar en la ley un procedimiento que denominaría “sistema de preparación previa”, entendido como un proceso de información al Senado que permita una instancia de debate y de análisis del tema. 





Acotó que, considerando que en las misiones de paz está involucrada Naciones Unidas, además del Poder Ejecutivo y del Legislativo, sería interesante que el mecanismo de información que se proponga entre estos dos Poderes del Estado considere una instancia que analice anticipadamente los efectos que podría tener para Chile un determinado acuerdo adoptado por dicho Órgano Internacional.





Asimismo, sugirió disponer plazos limitados de duración para las misiones de paz y alternativas de retiro de tropas, lo cual, como ya lo señaló, puede ser una fase más compleja que su establecimiento.





Su Señoría preguntó a la señora Ministra de Defensa Nacional su pensamiento sobre la delimitación y ámbito territorial de la participación de Chile en operaciones de paz.





Finalmente, le consultó su parecer acerca de su proposición relativa a un  sistema de información previo al Senado.





La señora Ministra de Defensa Nacional explicó que la demarcación geográfica de la participación de Chile depende de los fines que se persigan al momento de tomar la decisión. Destacó que hay intereses concretos relacionados con los beneficios específicos del comercio internacional y la paz regional. Luego, existen utilidades intangibles, pero no por eso menos importantes, consistentes en la búsqueda y construcción de alianzas internacionales para crear situaciones de solidaridad con el país en un nivel que sobrepase el ámbito regional.





Acotó que, en el primer caso, le parece claro que en el mundo actual hay intereses tangibles que trascienden a América del Norte, Centro o Sur, debido a la expansión del comercio internacional hacia otras latitudes, como China e India. 





Añadió que los organismos multilaterales constituyen un lugar propicio de reunión para establecer alianzas y relaciones de solidaridad, bilaterales o multilaterales. En este contexto, explicó que Chile tiene fortalezas y debilidades geográficas, por lo que necesita cultivar la fraternidad con países que son actores internacionales importantes y que no necesariamente están en nuestra región. De acuerdo a esta visión, no tendrían cabida las delimitaciones territoriales previas.





Destacó que esto no quiere decir que el país intervenga en cualquier conflicto mundial simplemente porque Naciones Unidas lo solicite. Recalcó que la participación en una misión de paz debe ser objeto de un análisis profundo, desde el punto de vista de los intereses reales de cada nación.





En otro orden de ideas, la señora Ministra manifestó estar de acuerdo con un sistema o procedimiento que considere una mesa de diálogo con el Parlamento ante la cual se explique el interés del país en una región determinada, y su participación en una operación de paz. 





Asimismo, compartió lo expresado por el señor Presidente, en cuanto a que Chile debería involucrarse más con Naciones Unidas y hacer seguimientos de los conflictos internacionales, previendo la posible intervención del país en una misión de paz.





El Honorable Senador señor Romero reiteró la importancia de adoptar estas decisiones con un mecanismo de información previo, que permita el intercambio de opiniones y prevenga un eventual enfrentamiento político que afecte las relaciones internacionales de nuestro país. 





Finalmente, el Señor Presidente se refirió a la urgente necesidad de regular las llamadas Fuerzas Combinadas, donde podría existir un problema de cesión de soberanía. Propuso analizar este tema específico, considerando el caso futuro de las Fuerzas Conjuntas de Chile y Argentina.





Por su parte, el Honorable Senador señor Arancibia planteó que las misiones de paz deben responder a una política estatal, y destacó que Chile ha experimentado un proceso de desarrollo en este ámbito, desde las operaciones de establecimiento a las de imposición de la paz.





Agregó que dichas operaciones son antiguas dentro del ordenamiento de Naciones Unidas, y que no vislumbra una vía para solicitar a este Organismo la adopción de una posición clara en materia de intervenciones, toda vez que le acarrearía una serie de consecuencias como, por ejemplo, participar con esos mecanismos en países del África. 





En materia de política de defensa nacional, Su Señoría manifestó que éste es un tema de Estado que va más allá del gobierno de turno, por lo que debe constituir una expresión de todos los sectores políticos, tanto del Ejecutivo como de la Oposición (que eventualmente podría ser gobierno a futuro), por lo que es imprescindible un debate previo a su establecimiento.





Propuso definir distintos aspectos de las misiones de paz, como el geográfico o el de los intereses concretos del país, y sugirió determinar la participación en una misión de acuerdo a una cantidad de tropas especialmente destinadas para estos efectos, otorgando un margen amplio al Presidente de la República para la toma de decisión, que ajustada a un marco legal, se someta a fiscalización parlamentaria. 





Para lo anterior, planteó establecer, en forma urgente, un mecanismo que contemple el plazo, la cantidad de contingente, el presupuesto, y los recursos y objetivos de una misión específica, para que sea conocida por una Comisión del Parlamento por una sola vez, a fin de tomar una decisión única que perdure en el tiempo, independientemente de si Naciones Unidas renueva su mandato.





Aclaró que el estudio y análisis previo evitaría una serie de problemas, haciendo presente, no obstante, que pueden existir situaciones de carácter urgente que hagan necesaria la salida inmediata de tropas al extranjero.





Concluyó que una nueva regulación de este tipo de misiones es perentoria y necesaria en el ordenamiento jurídico nacional.





En lo referente al tema específico de la misión chilena apostada en Haití, el Honorable Senador señor Arancibia criticó el manejo de la tramitación de las autorizaciones para la salida de tropas nacionales, e hizo presente que percibió la decisión de intervenir como una reacción precipitada, salvo que se hayan ponderado antecedentes desconocidos por la opinión pública. 





Además, estimó imprescindible que la Comisión evacue un informe completo sobre la apreciación de la situación en Haití, en base al cual la Sala pueda decidir respecto del período de permanencia de las tropas chilenas en ese país. Criticó que en la etapa inicial de planificación de dicha operación no se haya considerado la opinión del Senado, organismo fundamental para la toma de la decisión definitiva sobre el tema. Finalmente, advirtió que el plazo de seis meses para el otorgamiento del permiso de salida de tropas nacionales es muy exiguo.





Reiteró que si la operación se planifica con la debida antelación y seriedad, corresponde fijar el objetivo de las mismas, un plazo determinado de duración y los medios que se utilizarán, antecedentes fundamentales para que el Senado se pronuncie.





Por su parte, el Honorable Senador señor Gazmuri, en materia de política de defensa nacional, estimó prudente estudiar la participación de Chile en misiones de distinto tipo, para lo cual propuso contar con un informe que analice la doctrina de Naciones Unidas sobre el particular.





Manifestó que el país está inserto en la comunidad y en el derecho internacional, y que Naciones Unidas es el eje central de nuestra política externa, por lo que, en su opinión, Chile debe intervenir en las operaciones de paz.





Agregó que el tema de la imposición de la paz es el más complejo, porque hay que fijar el límite y las circunstancias en que la comunidad internacional puede interponerse, habida consideración de los principios de no intervención y de autodeterminación de los pueblos.





Finalmente, propuso enmendar la ley N° 19.067, con el objeto de establecer un sistema de información en el proceso de toma de decisiones respecto de las misiones de paz, para evitar los problemas que se han presentado en el caso específico de la MINUSTAH.





En relación al tema de Haití, el Honorable Senador señor Gazmuri solicitó fijar una política común con el Gobierno respecto de la  permanencia de tropas en dicho país, ya que, a juicio de Su Señoría, lo más probable es que el Ejecutivo desee proseguir con esa Misión. 





Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Barra consultó por los lugares en que Chile tuvo y tiene misiones de paz, y cuáles son los otros países que han actuado en conjunto con el nuestro en esas operaciones.





El señor Subsecretario de Guerra respondió que actualmente Chile participa con contingente en 7 países, entre ellos: Bosnia, con 26 hombres; Chipre, con 32 hombres, y Haití, con 623 hombres. Por otra parte, añadió que el país tuvo presencia en Timor Oriental, Irak y Camboya, siendo la primera Operación de Estabilización en que Chile participó la de Irak, en el año 1992. Otras operaciones han sido de observación, como las de Pakistán, Cachemira, Siria y El Líbano.





El señor Senador manifestó que la participación de Chile en misiones de paz siempre se visualizó en el horizonte de las alianzas, que en un momento dado podrían ser muy trascendentes e importantes para el país. Planteó si frente a una evaluación de la estrategia de las alianzas, en función de los intereses de la Nación, la Comisión podría adoptar una conclusión sin invadir la potestad del Ejecutivo en el manejo de las relaciones internacionales.





El Honorable Senador señor Prokurica, en materia de política de defensa, formuló una serie de consultas que podrían orientar el trabajo de la Comisión: ¿tendrá Chile que participar en operaciones de paz?; ¿para qué y por qué?; ¿cómo se constituiría esta participación?; ¿qué procedimiento de autorización se debe utilizar?; ¿podría Chile actuar en este tipo de operaciones fuera del marco de las Naciones Unidas, como a nivel de tratados continentales, por ejemplo?.





Su Señoría expresó que, a su juicio, pareciera que la decisión para participar en una misión de paz se  adopta afectivamente, sin atender al tamaño del país y a nuestra escasa relevancia internacional; en cambio, en las grandes potencias, las mismas resoluciones se toman fríamente, analizando los intereses involucrados. Sugirió comenzar a introducir el elemento “interés” en este tipo de deliberaciones.





En lo que concierne a las tropas en Haití, el Honorable Senador señor Prokurica criticó la actuación del Ejecutivo a propósito de las solicitudes de autorización requeridas al Senado para tal efecto, reiterando que, desde un principio, el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, comprometió la cooperación chilena sin haber consultado previamente a esta Corporación; luego, la primera prórroga se aprobó estando el plazo de autorización vencido, y la tercera se remitió al Senado veinticuatro horas antes de su expiración. Destacó que estos hechos ponen de relieve la poca formalidad con la que se ha tratado el tema y una falta de respecto hacia el Parlamento.





Manifestó que, considerando las múltiples negligencias cometidas por el Gobierno en el caso de Haití, recomendaría disponer de un mecanismo de consulta, evitando la polémica pública y centrando el debate de  este tema de Estado al interior del Senado, que es el lugar propicio para ello.





Por último, indicó que sería conveniente implementar, para estos efectos, un procedimiento ante el Senado, similar al dispuesto para el nombramiento de los Ministros de la Corte Suprema.





Por su parte, el Honorable Senador señor Zaldívar expresó que es prioritario un cambio en la institucionalidad y en el marco regulatorio de las misiones de paz, ya que el sistema vigente es antiguo e insuficiente.





Señaló que existe un vacío legal importante en estas materias, lo que torna urgente una nueva normativa para dichas intervenciones, utilizando un criterio práctico que evite tomar decisiones románticas o sin sentido, como participar en una misión en la cual Chile no tenga ningún interés comprometido.





Expresó que es imprescindible que las operaciones de paz tengan un período de duración determinado, porque de lo contrario, podrían transformarse en fuerzas de ocupación. Agregó que la cooperación internacional puede materializarse por medio de otras vías, distinta a la militar.





Añadió que un tema complejo es definir, en forma realista, los intereses nacionales involucrados en una operación determinada, porque este concepto suele confundirse o estar influido por posiciones  ideológicas.





La señora Ministra de Defensa Nacional recogió las críticas sobre los procedimientos seguidos en el caso de Haití. Agregó que Chile es un país al que le cuesta adaptarse a los nuevos desafíos y acotó, como ejemplo, que la Cartera que dirige no posee una ley orgánica ni tampoco cuenta con una normativa sobre los mecanismos formales de discusión que regulen la toma de decisiones en materia de misiones de paz.





Subrayó que estos problemas se suscitan por la carencia de una estructura institucional, con la cual es imprescindible contar, debido a que los requerimientos de Naciones Unidas para participar en operaciones de paz han ido en aumento. Asimismo, acotó que la diplomacia de la defensa constituye una política de largo plazo que no puede obedecer a la contingencia del momento.





Por su parte, el señor Subsecretario de Guerra expresó que la institucionalidad sobre operaciones de paz está contenida en dos decretos supremos, de los años 1996 y 1999, respectivamente, por lo que sugirió, en primer término, elevar la jerarquía legal de los mismos, atendida la relevancia de las materias reguladas. 





Hizo presente que la legislación nacional es deficiente en operaciones de paz, y que constituye un desafío para esta Comisión la obtención de resultados legislativos concretos que perfeccionen y regulen en su globalidad este tema.





Explicó que la ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo, no distingue entre los diferentes tipos de salidas, siendo una de ellas las misiones de paz, las que tienen un perfil diverso a las operaciones que van en ayuda de un país vecino en caso de alguna catástrofe natural; tampoco regula materias como las tropas de despliegue, el establecimiento de los objetivos de la misión que se autoriza, la bandera de operación de las tropas nacionales, los plazos, la naturaleza de las fuerzas, el procedimiento de información de la operación, etcétera.





Añadió que, incluso, una nueva ley podría regular alguna fórmula de salida de contingente al extranjero, sin la autorización del Senado, en casos de excepción y bajo ciertos límites, como por ejemplo, el rescate de tropas nacionales asentadas en el exterior, cuya vida e integridad corriera peligro, considerando que esta es una facultad presidencial y que la imputación política de los hechos iría en directo detrimento de la máxima autoridad nacional.





El señor Subsecretario de Guerra adelantó que las futuras operaciones de paz traerán aparejadas una serie de dificultades jurídicas, como las presentadas a raíz de la conformación del batallón binacional chileno-argentino, respecto del cual han surgido una serie de interrogantes: cómo se autoriza la salida de un batallón binacional; qué clase de coalición constituye; qué tipo de remuneraciones deben percibir estas tropas; cuál es el status del personal militar, qué pasa si uno de ellos se involucra en un incidente de naturaleza común, etcétera. Señaló que estas situaciones generan espacios que deben ser normados, por lo que el Ministerio de Defensa Nacional propondrá un conjunto de medidas legislativas integrales.





Recalcó que el Ejecutivo desea discutir el nuevo marco legal dentro de un ambiente de consenso con el Parlamento.





Subrayó que el proyecto de ley que regule las materias relativas a operaciones de paz debe contener sólo los elementos esenciales de análisis, y no reglar todas las materias involucradas. Lo anterior, para efectos de no perder de vista el sentido instrumental de la ley, así como tampoco el interés manifiesto de nuestro país en una determinada operación.




En otro orden de ideas, advirtió que existen razones políticas, tácticas y estratégicas para que Chile participe en misiones de paz.





En cuanto a las decisiones tácticas, explicó que las Fuerzas Armadas deben estar preparadas para una respuesta rápida ante un requerimiento, de manera que puedan desplegarse a cualquier parte en menos de cuarenta y ocho horas. En este contexto, señaló, es importante desarrollar la capacidad de desplazamiento y de multioperatividad de estas fuerzas.





En materia de decisiones políticas, indicó que las misiones de paz se decretan en base a un compromiso de cooperación específico o de alianzas con ciertos países.





El señor Director para América del Norte, Centroamérica y El Caribe de la Cancillería destacó la importancia de las misiones de paz en la política exterior del país, y resaltó el despliegue efectuado en materia de cooperación técnica y de ayuda a las nuevas autoridades del Gobierno haitiano. Agradeció la formación de esta Comisión, por constituir una señal de dinamismo y de modernidad en el plano de las relaciones internacionales.





Resaltó, asimismo, la conveniencia de mantener vías de diálogo y de estructurar agendas con países que para Chile son prioritarios, tales como Canadá, Estados Unidos de América, algunos países europeos, y los latinoamericanos que conforman el ABC (Argentina, Brasil y Chile), que tienen un rol destacado en Haití. 





Ofreció los informes periódicos que se emiten sobre en Haití, enviados por la Embajada chilena acreditada en ese país.





Puntualizó que en el tercer informe enviado al Senado para la renovación del mandato en ese país, se establecen seis indicadores de progreso en las áreas comprometidas en cooperación, al margen del tema netamente militar. La satisfacción de estos parámetros, manifestó, contribuirá al fortalecimiento de la institucionalidad de dicho país, estimándose que tomaría un plazo de entre un año y medio y dos para su cumplimiento, lo que no implica, necesariamente, presencia militar durante ese período. 





Explicó que estos indicadores ponderan una serie de factores relevantes, que van desde el aspecto político institucional hasta la reinserción internacional de Haití; desde los avances en la seguridad y la reforma a la policía nacional, hasta la consolidación de un poder judicial y un sistema carcelario; desde el desarrollo del Plan de Desmovilización, Desarme y Reinserción hasta los logros en materia de canalización de la cooperación internacional en los distintos planos sectoriales. 





Por su parte, el señor Director de Política Especial de la Cancillería indicó, en primer término, que Naciones Unidas incumpliría su cometido de mantención de la paz mundial si no participara en operaciones para tal fin, siendo la Asamblea General y, específicamente, el Consejo de Seguridad, los órganos que deciden este tipo de asuntos. Advirtió que el tema está relacionado con el uso de la fuerza, materia que está entregada, exclusivamente, al mencionado Consejo.





Expresó que las operaciones de paz juegan un rol importante en la formulación de la política exterior de Chile. Subrayó que se trata de un asunto global que cobró relevancia a partir de los años noventa, debido al cambio en la estructura y en el sistema de funcionamiento de Naciones Unidas, producto de la transformación de la situación internacional. Ello determinó que las misiones de paz se orientasen hacia la fase de consolidación de la paz y la prevención de conflictos. 





Agregó que el país comenzó a comprometerse en las referidas operaciones desde hace unos 15 ó 20 años, formulando, por medio de decretos, algunos lineamientos generales sobre el particular. Luego, se suscribió un Memorando de Entendimiento con el Secretario General de Naciones Unidas, que establecía que Chile contribuiría al Sistema de Fuerzas de Reserva de esa Organización.





Advirtió que es primordial la formulación de una política general sobre operaciones de paz. Connotó que actualmente hay 9 países participando en la MINUSTAH, y que Chile forma parte de misiones en otros lugares del mundo, por lo que es imprescindible contar con un marco legal general.





Hizo presente que la política internacional del país es fundamentalmente principista, y que las decisiones en este ámbito se han adoptado recurriendo a los principios internacionales.





Refiriéndose al caso de Haití, acotó que éste es bastante particular, toda vez que se cumplió con la finalidad de lograr elecciones internas. No obstante, puntualizó, el objetivo de Naciones Unidas no es sólo otorgar seguridad. Mencionó que nuestro país cuenta con una herramienta importante, que es la renovación del mandato del Consejo de Seguridad, para fijar plazos a la verificación del cumplimiento de las etapas y objetivos planificados en una misión determinada.





Explicó que la decisión de participar en Haití ayudó, de alguna manera, a evitar la exposición del país hacia conflictos que no estaban directamente relacionados con Chile y que, además, eran contrarios a la política definida en ese momento. Finalmente, expresó que en la actualidad Naciones Unidas está debatiendo los mismos temas de esta Comisión, fundamentalmente en lo relativo a la evaluación de las operaciones de paz, para evitar la toma de decisiones precipitadas.





El señor Jefe del Área de Defensa y Relaciones Internacionales del Ministerio de Defensa Nacional destacó la importancia de las misiones de paz reguladas en la Carta de Naciones Unidas. Hizo presente que ellas implican un reconocimiento a la legítima defensa individual y colectiva, que siempre ha estado en discusión y que ha sido materia de un largo debate en las relaciones internacionales, al igual que el tema de los regímenes de seguridad colectiva versus los de defensa colectiva, en cuanto a la definición de quién es el agresor, o si deben existir fuerzas permanentes de Naciones Unidas a disposición de este Organismo.





Añadió que las operaciones desarrolladas en el marco de Naciones Unidas han variado en el tiempo. Explicó que después de la Segunda Guerra Mundial surgió la Guerra Fría, donde primaron las fuerzas de poder. En este contexto, hubo operaciones de paz que pudieron ser necesarias, pero que no se materializaron por considerarse que un país o zona era de influencia de una determinada potencia.





Posteriormente, apareció la teoría de la Guerra Justa, la cual, después de la Guerra Fría y del colapso de la Unión Soviética y del mundo bipolar, renace en el debate internacional debido a la necesidad de imponer la paz. En el campo de las Organizaciones No Gubernamentales se habla de una nueva terminología, referida a la responsabilidad de intervención, originando una valoración de la necesidad de que el mundo se involucre, de alguna manera, en situaciones de conflicto al interior de las propias sociedades, muchas veces producidas por razones étnicas.




Agregó que las operaciones de paz han evolucionado con una realidad regulatoria que permite variaciones e interpretaciones. En este contexto, se origina lo que los tratadistas llaman agujeros o vacíos en la normativa y en la seguridad internacionales, y se habla del “Capítulo VI y Medio” de la Carta de Naciones Unidas, para las operaciones que no son típicamente de establecimiento o de imposición de la paz, y que permiten márgenes de juego y de análisis.

B) PROPOSICIÓN INICIAL DE LA PRESIDENCIA DE LA COMISIÓN ACERCA DE UNA NUEVA INSTITUCIONALIDAD PARA LAS MISIONES DE PAZ




El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Sergio Romero, presentó un documento que propone una nueva política nacional para la participación en operaciones de paz.





El citado informe comienza con un acápite denominado “Generalidades”, que analiza el mandato de Naciones Unidas para la presencia internacional en Haití y la participación chilena en la MINUSTAH, para lo cual realiza un exhaustivo análisis cronológico de las resoluciones emanadas de dicho Organismo Internacional y de las distintas solicitudes y autorizaciones tramitadas en el Senado, agregando una breve reseña de la gestación de nuestra participación en la citada operación.





Hace presente el creciente interés de Chile por intervenir en este tipo de misiones, y enuncia una serie de observaciones a la actual política nacional de participación en dichas operaciones, sugiriendo su revisión. Plantea que se trata de aplicar las lecciones ya aprendidas a las futuras operaciones de paz, estableciendo un proceso objetivo de medición de los resultados obtenidos por las fuerzas nacionales y de los costos efectivos que éstas enfrentan.





Cuestiona, además, que los costos de este tipo de operaciones sean asumidos, principalmente, por los países en desarrollo y destaca las falencias del proceso decisorio de dicho Organismo Internacional, que los excluye mayoritariamente. 

 



En cuanto al conflicto haitiano, subraya la urgencia de crear un órgano ad-hoc que asuma políticas eficaces, considerando que el mandato original de la MINUSTAH, reiterado en sus sucesivas prórrogas, no ha cumplido con todos sus propósitos, connotando la necesidad de disminuir la cantidad de efectivos militares y de reorientar los objetivos de la cooperación otorgada.


 


El documento analiza la situación de “Chile en el contexto internacional”, tomando en consideración las exposiciones de los académicos en las audiencias públicas convocadas por esta Comisión, en base a las cuales se enuncian y explican algunas tendencias de la naturaleza de los conflictos que se enfrentarán en el futuro. 


 


En este aspecto, se concluye que es previsible una mayor conflictividad intra-estatal y un aumento en la cantidad de situaciones de ingobernabilidad, lo que exige una política clara que haga frente al crecimiento de demandas de acciones internacionales.


 


A continuación, el documento describe las tendencias de las distintas clases de conflictos y de las operaciones de paz, efectuando un análisis pormenorizado de cada una de ellas. Posteriormente, enuncia ciertas observaciones y carencias de nuestra legislación nacional sobre este tema.

 



La presentación, además, señala los compromisos asumidos por el Ejecutivo, a propósito de la última prórroga autorizada por el Senado para el caso de Haití, reunidos en el documento denominado “Criterios para la permanencia de las tropas chilenas en Haití”, entre los cuales se dispone la existencia de un mandato vigente de Naciones Unidas para las operaciones de paz; información permanente a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional del Senado, sobre el curso de la misión en ese país; encomendar a los citados Ministerios procurar el establecimiento de una normativa especial para este tipo de operaciones, y la posibilidad de terminar anticipadamente la citada misión en casos calificados.

 



El informe, resaltando la independencia que merece el caso de Haití, propone crear una nueva política nacional de participación en misiones de paz, para lo cual hace un análisis de las referencias legales que reglamentan este tipo de operaciones; de la adhesión al sistema de tropas Stand By o tropas de reserva de Naciones Unidas y los fundamentos de su creación; del Centro Conjunto para Operaciones de Paz de Chile (CECOPAC); del mecanismo de toma de decisiones y análisis de los criterios vigentes, y de los diferentes contenidos de la legislación, clasificándolos en político-estratégicos, operativos y gubernativos y administrativos.

 



La citada proposición, luego de analizar los antecedentes recientemente reseñados, concluye en la necesidad de reformar el actual sistema legal sobre operaciones de paz, con el objeto de otorgarle una mayor transparencia, ponderación y estabilidad a las decisiones que se tomen en estas materias, cuestiones que trascienden al Gobierno de turno.

 



En el ámbito de los criterios gubernativos y administrativos se proponen, entre otros, los siguientes cambios: una delimitación de las responsabilidades que le caben a todos los órganos involucrados en este tipo de decisiones; el establecimiento de un  mecanismo de evaluación de la gestión y una asesoría especializada de carácter técnico, jurídico, político y económico, que recaería, en forma permanente, en una Comisión de Análisis Interministerial de Operaciones de Paz; regulación y contenido del informe a que se refieren los artículos 1° y 4° de la ley N° 19.067; un análisis de los intereses comprometidos de nuestro país en cada misión en la que participa; la emisión de informes periódicos de estados de situación, respecto de cada operación; un procedimiento y plazos para la tramitación de las autorizaciones del ingreso de tropas extranjeras y salida de tropas nacionales, que requieran del acuerdo del Senado, y la forma de financiamiento de las operaciones de paz autorizadas, dejando a salvo el derecho que le asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de las obligaciones que pudieren demandar otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.

C) RESPUESTA DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL A LA PROPUESTA ANTERIOR



El señor Ministro de Defensa Nacional señaló que la Comisión Especial relativa a Misiones de Paz ha realizado un profundo proceso de análisis y debate sobre las materias de su mandato, trabajando para ello en conjunto con representantes de los Ministerios de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores. 



Indicó que la discusión ha sido extraordinariamente enriquecedora y expresó la satisfacción del Gobierno por la labor efectuada hasta la fecha, destacando que constituye un gran ejemplo del modo cooperativo que puede y debe adoptar el trabajo entre poderes del Estado en materias de relevancia nacional.



Manifestó que junto con identificar las áreas que es necesario perfeccionar e innovar, ha sido posible determinar múltiples aspectos en los que se evidencian claros acuerdos e, incluso, preocupaciones e inquietudes compartidas.





En este marco, agradeció las ideas y propuestas realizadas por miembros de la Comisión a la política nacional vigente sobre operaciones de paz y, específicamente, al caso de la MINUSTAH, destacando que hay varias sugerencias que quisiera recoger, porque son una contribución al trabajo común desarrollado entre el Gobierno y el Senado para dotar a Chile de un nuevo marco normativo sobre la materia.





Resaltando los aportes de la Comisión, el señor Ministro de Defensa Nacional observó que se ha identificado correctamente, a su juicio, la motivación del Estado en relación con este tipo de misiones internacionales. 





Agregó que Chile exhibe una política interesada en el incremento de su participación en operaciones de paz, como lo demuestra su evolución desde 1990 a la fecha. Subrayó que esta inclinación ha sido complementaria a la apertura de la economía nacional y a la ampliación del comercio exterior, hasta el punto de que cerca de dos tercios del ingreso de cada chileno deriva de esta nueva condición estructural. En consecuencia, dijo, más allá de la variedad de razones que explican o justifican el interés del Estado por ampliar su participación en operaciones de paz, hay una correlación positiva muy fuerte: a mayor dependencia del comercio exterior, existe más preocupación por generar las condiciones que permitan el desarrollo de esta actividad.





Añadió que lo anterior supone una conducta más activa en los foros mundiales, pero también implica asumir una parte de responsabilidad en la preservación de la paz y la seguridad internacionales, sin perder de vista que Chile es un país en desarrollo, con limitaciones evidentes para actuar en el escenario global. Sin embargo, expresó, el país debe aceptar que no puede transferir esa responsabilidad si es que desea participar en las decisiones internacionales, sobre todo en materias que son especialmente sensibles, y si es que aspira a mejorar su estatura político-estratégica, en un mundo donde las decisiones que pueden afectarnos se toman en instancias multilaterales. 





Manifestó que más allá de esta consideración general -que estima compartida-, es claro que el criterio de contribuir con tropas a una operación de paz determinada, según se satisfaga el interés nacional, resulta perfectamente atendible. En este sentido, expuso, existe razón al solicitar una mayor precisión de este concepto y, particularmente, en cómo se relaciona el interés nacional con la misión internacional a la que eventualmente Chile concurra. No obstante, el interés nacional es un concepto impreciso por definición, y entregado, por ello, a la decisión de instancias estatales con capacidad para comprometer recursos nacionales. 





En relación con la seguridad y la paz, prosiguió, el interés nacional fue un concepto que se intentó circunscribir recurriendo a criterios más o menos objetivos: proximidad, inmediatez o intensidad. Sin embargo, estos parámetros han evolucionado y su objetivación resulta cada vez más esquiva. Lo que era próximo en el pasado, no lo es en el mundo en red del presente. Lo inmediato de ayer, resulta un criterio estrecho hoy. Lo intenso de un conflicto, ya no justifica la ausencia del país en la solución. El interés nacional es, sobre todo, un concepto político y debe abordarse con este carácter.





El señor Ministro de Defensa Nacional subrayó que, por lo anterior, compartía la prevención en cuanto a que el sentido del interés nacional no debe nunca perderse de vista en el conjunto de fundamentos que respaldan la determinación de intervenir en una operación de paz.





Coincidió también en lo que dice relación con la inquietud por el tema de los costos y beneficios asociados a las operaciones de paz, toda vez que es evidente que una creciente participación en estas misiones implica una carga financiera para el país y, en este sentido, es posible trabajar en la perspectiva de disponer de instrumentos adecuados de medición de costos y de resultados.





No obstante, puntualizó, es necesario admitir que algunos beneficios son intangibles y, por tanto, difíciles de someter a evaluación, pero que existen. De la misma manera, debe reconocerse que es probable que el país deba incurrir en un cierto gasto, limitado, pese a que la responsabilidad del financiamiento de estas misiones internacionales corresponde a Naciones Unidas y que la capacidad de la Organización, a su vez, es de directa responsabilidad de los Estados Miembros. Chile no está entre los mayores contribuyentes financieros en el sistema de Naciones Unidas y, por lo mismo, a las propias misiones de paz. Señalo que, por lo demás, el gasto que asume el país debe calcularse en el contexto de una determinada operación de paz y el interés nacional involucrado.  





El señor Ministro de Defensa Nacional recordó que también se ha abordado la naturaleza del conflicto internacional contemporáneo. 





A este respecto, expresó, se ha sostenido la correlación entre la pobreza y la conflictividad, postulando la posibilidad de anticipar crisis internacionales en función de indicadores de pobreza y de subdesarrollo. Recalcó que puede haber casos en que instrumentos, como el Índice de Desarrollo Humano, sean útiles para fijar las fases y plazos de la participación en una operación de paz, porque no cabe duda de que los mencionados indicadores son una de las causas del conflicto. No obstante, dijo, ellos no agotan la explicación del fenómeno contemporáneo y, por lo tanto, índices como el señalado pueden ser limitados como instrumentos para calificar la evolución de una crisis o de una situación hostil fundada en variables no necesariamente socio-económicas, tales como las políticas, las religiosas, las étnicas y las ideológicas.





En consecuencia, manifestó, no existen parámetros precisos y absolutos para evaluar el desarrollo de las operaciones de paz, sino sólo criterios generales más o menos diversificados y complejos, que posiblemente requieran ser aplicados caso a caso. Sin embargo, compartió la inquietud de la Comisión, en el sentido de que esta es un área que puede trabajarse más, con el objeto de disponer de una mejor y más amplia gama de criterios o indicadores que midan o contrasten la participación del país en una operación de paz. 





Destacó que lo anterior podría contribuir a un debate más amplio y mejor informado sobre plazos y condiciones para terminar la participación nacional o el relevo de contingentes periódicamente. Sobre el particular, expresó que hay avances, los cuales constan en el IV Informe al Senado sobre la MINUSTAH, sin perder de vista que es posible hacer nuevos  progresos.





El señor Ministro de Defensa Nacional indicó que es más difícil influir en las decisiones del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas sobre el carácter de una operación de paz, su evolución y la eventual modificación del mandato, o para generar normas que permitan a la Organización programar el relevo de tropas internacionales. Primero, porque la incidencia de nuestra iniciativa en estas materias es limitada y, segundo, porque la disponibilidad de tropas internacionales es restringida. No obstante, prosiguió, Chile debe tener la imaginación y la habilidad necesarias para converger con otros Estados tras el mismo propósito, toda vez que se trata de un mecanismo que multiplica nuestra influencia. Por lo mismo, el país debe potenciar su capacidad para ser agente de esta convergencia, fortaleciendo una institucionalidad idónea para convertir la habilidad diplomática en lo que hoy los teóricos denominan “soft power” y también con la decisión de invertir en la misma. 





Sólo a título de ejemplo, señaló que la influencia de Chile fue determinante en la decisión de España de participar en una fase de la MINUSTAH. Observó que el país (junto a Brasil y Argentina, particularmente), ha tenido un papel muy destacado -gracias a su diplomacia y a la envergadura de su presencia militar en Haití-, en la resolución de otros países latinoamericanos de contribuir con tropas y medios a la operación en esa parte de la isla caribeña. La noticia más reciente al respecto es que los países miembros de la Conferencia de Fuerzas Armadas Centroamericanas están terminando de poner a punto una unidad militar combinada para incorporarse a la MINUSTAH.





También coincidió en que la integración del componente civil es una necesidad creciente. Precisó que muchos Estados han incorporado conceptos como el de instancias de cooperación civil-militar en operaciones de paz. El propio trabajo entre fuerzas militares desplegadas por Naciones Unidas y Organizaciones No Gubernamentales, que pueden encontrarse ya instaladas en los lugares de conflicto al momento del despliegue de fuerzas internacionales, ha tenido una importante evolución en el último tiempo. Agregó que la influencia del concepto de la “responsabilidad de proteger”, surgido de una ONG, es creciente en el debate internacional sobre operaciones de paz y puede, a la larga, cambiar el propio significado de “intervencionismo”. 





En consecuencia, expresó el señor Ministro de Defensa Nacional, hay un avance constante y profundo en materia de operaciones de paz, y el Gobierno está de acuerdo en que el Estado debe ir amoldándose a esta evolución y a su propia motivación de ampliar la participación nacional en ese tipo de misiones internacionales. Concordó con las ideas expuestas en esta Comisión, en cuanto a que las instituciones requieren adecuarse para dar fluidez a la adopción de políticas de Estado en relación con las operaciones de paz, mejorando las estructuras institucionales en esta materia. 





Puso de relieve que existe una inquietud legítima, compartida por los miembros de la Comisión, referida a la prerrogativa que la ley confiere al Senado para concurrir con su acuerdo a la decisión de participar en una operación de paz, entendiendo que la resolución final es facultad privativa del Presidente de la República. 





Al respecto, señaló que asiste plena razón a la Comisión en cuanto a que no es lógico que el Senado actúe como “buzón” del Ejecutivo. Por el contrario, si por ley la Corporación debe concurrir con su acuerdo, éste debe fundarse en, a lo menos, tres condiciones indispensables de observar: primero, un plazo prudente y adecuado para el conocimiento y el debate en las Comisiones y en la Sala; segundo, información suficiente y útil sobre todos los aspectos involucrados en una operación de paz a la que Chile desee concurrir o en una autorización de prórroga y, tercero, disponibilidad de canales técnicos y políticos expeditos y oportunos para evacuar consultas y opiniones en el proceso de conocimiento y debate en el Senado. Destacó que estas tres condiciones mínimas requieren del Ejecutivo la adopción de un conjunto de medidas de funcionamiento y de procedimiento que permitan satisfacerlas adecuadamente.




A continuación, el señor Ministro de Defensa Nacional, expuso algunos puntos de vista del Ejecutivo para considerar la participación de Chile en operaciones de paz.





En primer lugar, hizo presente que es necesario definir criterios y procedimientos precisos para tomar la decisión de participar en una misión y para su término, y fijarlo así en la política nacional sobre la materia. Reiteró que esto supone establecer claramente la necesidad de que las operaciones de paz correspondan a un interés nacional definido y cuenten con objetivos claros fijados por Naciones Unidas. Indicó que si bien este criterio está presente en la Política Nacional para la Participación del Estado en Operaciones de Paz, es necesario afinar aún más la metodología y los procedimientos que permitan explicitar estos contenidos a la hora de tomar la decisión de intervenir, y de perfeccionar el modo de articular el interés nacional involucrado con los objetivos perseguidos por la comunidad internacional.





Connotó que para ello es indispensable mejorar el modo en que la institucionalidad aplicable a las misiones de paz recoge las diversas manifestaciones que éstas pueden presentar, reconociendo las operaciones que se realizan bajo mandato o autorizadas por Naciones Unidas -ya sea que se trate de misiones del Capítulo VI o VII de la Carta-, y también la posibilidad de participar cuando sean llevadas a cabo por organizaciones internacionales regionales según el Capítulo VIII. Declaró que, además, deberá considerarse adecuadamente la de opción de intervenir en operaciones en conformidad con tratados internacionales de los que Chile es parte, y que contemplen la alternativa de misiones en zonas y en circunstancias específicas a las que el país esté obligado. Citó como ejemplo el caso de la Misión de Observadores Militares en la Frontera de Ecuador y Perú, en relación al Tratado de Río de Janeiro. Finalmente, estimó que también debe contemplarse la facultad de actuar a solicitud de un Estado afectado.





Hizo hincapié en que la institucionalidad debe reconocer y adaptarse a las distintas modalidades de participación en operaciones de paz, cuestión de gran relevancia a la hora de la autorización para la salida de las tropas nacionales, ya que el acuerdo del Senado se requiere para la modalidad de contingente, pero no es necesario cuando se trata de observadores o expertos. En consecuencia, es menester introducir un concepto explícito y amplio de “tropa”, extensible al personal policial. A este respecto, puntualizó, los debates sostenidos por la Comisión Especial, y la historia de la normativa vigente, resultarán de gran valor en la elaboración de dicho concepto.





Añadió que, asimismo, se advierten coincidencias, en el sentido de avanzar en el desarrollo de normas que establezcan períodos definidos para la participación de la tropas nacionales en misiones de paz, reconociendo la posibilidad de fijar plazos de término, incluyendo la prórroga de los mismos, o el otorgamiento del acuerdo hasta el fin de la misión, en función de las características de la operación de que se trate.





A este respecto, aclaró que, de modo general, le parece conveniente establecer que la participación de tropas nacionales en una operación de paz no podrá prolongarse más allá de un tiempo razonable, vinculado al mandato. Extraordinariamente, podrá excederse dicho plazo, si el interés nacional y de la propia misión así lo aconsejan. 





En segundo lugar, el señor Ministro de Defensa Nacional concordó en la importancia de revisar los contenidos y procedimientos para obtener el acuerdo del Senado para la salida de tropas a una misión de paz, y los mecanismos existentes en materia de información al Congreso Nacional.





Respecto a la solicitud del Presidente de la República al Senado, para que dé su acuerdo a la autorización de salida de tropas, subrayó que es preciso perfeccionar cómo se explicitan e informan los fundamentos de la misma, sobre la base de los siguientes criterios mínimos: a) una exposición del mandato de la Organización de Naciones Unidas o de la solicitud conforme a tratados vigentes o del Estado afectado; b) la expresión de los objetivos perseguidos con la misión y del interés nacional involucrado en la participación; c) la exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato o solicitud; d) la descripción de  las tropas nacionales a ser desplegadas; e) la organización del mando del contingente nacional, su equipamiento y material de apoyo; y f) una estimación global del costo financiero de la participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz, y las fuentes de su financiamiento.




Destacó que, además, deben corregirse los procedimientos para dicha solicitud y para la discusión de la eventual aprobación en el Senado. A este respecto, señaló que le parece posible avanzar en una fórmula que permita a la Cámara Alta contar con un plazo razonable para analizar la petición en sus Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y que, a su vez, faculte al Presidente de la República para introducir cambios a la propuesta original, si ello fuese requerido.





Añadió que uno de los aspectos que puede resultar de mayor impacto, para generar una mejor interacción entre el Gobierno y el Senado en esta materia, es el flujo de información que se envíe a esta Corporación para apoyar sus decisiones, resaltando que podría abarcar tanto informes de situación periódicos sobre las operaciones de paz, durante el plazo en que éstas se llevan a cabo -como ocurre en la actualidad-como informes prospectivos sobre la situación de las principales misiones de paz que la Organización de Naciones Unidas u otras instancias internacionales realizan en el mundo, con particular énfasis en las que eventualmente puedan afectar a Chile. También debería comprender informes que, una vez concluida la participación de tropas chilenas en una operación de paz determinada, detallen sus resultados, el nivel de logro de los objetivos propuestos, la situación del personal que fue desplegado, y los costos materiales y financieros efectivamente incurridos. 




Connotó que para facilitar esa línea de trabajo, los Ministerios de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores se constituirán en un Grupo de Trabajo y Análisis, convocado por el Presidente de la República, para cumplir la tarea de informar y de elaborar la documentación que requiera el Senado, para lo cual será necesario reformular la institucionalidad existente.





El señor Ministro subrayó que, si existe coincidencia en que los temas tratados y las propuestas hechas en la Comisión Especial corresponden al núcleo de una tarea común, estaría en condiciones de proponer un acuerdo marco que, sobre la bases de estos conceptos, permita al Ejecutivo elaborar un proyecto de ley acerca de una nueva institucionalidad nacional para operaciones de paz, e ingresarlo al Parlamento para su tramitación legislativa, en un plazo de 30 días. 





Antes de terminar su exposición, el señor Ministro reiteró que, desde el punto de vista de la política de defensa, las operaciones de paz son un instrumento privilegiado de cooperación en materias de seguridad internacional y de acción exterior de las propias Fuerzas Armadas. En ese sentido, puntualizó, las misiones constituyen una forma contemporánea, de uso cada vez más frecuente, de empleo de los medios militares, que en el caso de Chile corresponden a las facultades presidenciales de conducir las relaciones exteriores y de disponer de las fuerzas de aire, mar y tierra, en virtud de lo prescrito en el artículo 32, números 15° y 17°, respectivamente, de la Constitución Política de la República.





Destacó que no debe desdeñarse el efecto en la capacidad de disuasión, al permitir demostrar el nivel real de nuestras Fuerzas Armadas desde el punto de vista profesional y de la aptitud para desplegarse y operar a larga distancia y en tiempo corto. Las misiones de paz benefician directamente a estas Instituciones, generando experiencia operativa en escenarios reales, creando relaciones con sus contrapartes internacionales, muchas veces con algunas de las Fuerzas Armadas más avanzadas del mundo, o en otras situaciones, pertenecientes a países que, como en el caso de nuestros tres vecinos: Argentina, Perú y Bolivia, representan la posibilidad de incrementar la confianza y el conocimiento mutuo. Remarcó que las operaciones de paz permiten al país adquirir prestigio y ganar experiencia en el uso de armamento, planificación, mando, control y sistemas logísticos.





Agregó que, asimismo, posibilitan la comparación con otros sistemas de defensa en el mundo, y la identificación de algunos aspectos en los que sea necesario mejorar e innovar, o de algunas fortalezas en las que persistir. Las  misiones de paz requieren desarrollar capacidades específicas en las Fuerzas Armadas: personal entrenado, manejo de idiomas extranjeros, equipo especializado, medios de transporte de capacidad estratégica, unidades especializadas y telecomunicaciones, entre otros. Exigen, además, obtener  información específica y detallada de regiones o países muchas veces muy alejados de Chile, lo que obliga a sofisticar nuestras capacidades de inteligencia y, por sobre todo, impone la necesidad de avanzar en el desarrollo conceptual y doctrinario que sustente todo lo anterior.  





Finalizó señalando que la globalización y la consiguiente expansión de mercados, están permitiendo al país crecer económicamente y mejorar las condiciones de vida de la población. Observó que este panorama debe ampliarse a todos los campos de la vida humana, en particular, a la seguridad y la paz mundial, para lo cual se requieren reglas claras que posibiliten que países relativamente más pequeños, como el nuestro, puedan y sepan moverse. En lo económico-comercial, precisó, hay que progresar en escenarios como la Organización Mundial de Comercio (OMC) y los Acuerdos de Libre Comercio, en tanto que en el plano político y de seguridad, las organizaciones internacionales, como Naciones Unidas, deben jugar un rol fundamental.

D) OPINIONES DE LOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN ACERCA DE LA INTERVENCIÓN DEL SEÑOR MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL Y DE LA PROPUESTA DE LA PRESIDENCIA





El Señor Presidente valoró que el señor Ministro de Defensa Nacional respondiera en forma concreta y positiva a su propuesta, subrayando que se abría un camino de colaboración para estructurar una política de Estado, comprensiva de los planteamientos de la Comisión y del Gobierno.





El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que en base al trabajo de la Presidencia y del Ejecutivo es posible elaborar una propuesta final. En este ánimo, expresó que Chile vive una nueva realidad que trasciende al extranjero, lo cual acarrea ventajas y también obligaciones, como el deber de participar en misiones de paz. Lo importante, a juicio de Su Señoría, es definir cómo y dónde intervenir. 





Indicó que la próxima resolución para intervenir en una operación no puede ser tomada en forma unilateral por el Gobierno, sino que la decisión presidencial deber ser sólidamente adoptada, tomando en consideración el parecer de esta Corporación.





Hizo hincapié en que la integración de la Comisión de Análisis Interministerial de Operaciones de Paz será vital, puntualizando que debería reunir a representantes de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, incluido el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional.





Asimismo, indicó que la citada Comisión debe tener su origen en la ley, sin perjuicio de que posteriormente un decreto supremo regule diversos aspectos de la misma.





Finalmente, Su Señoría declaró que el Mensaje que presente el Ejecutivo debería contener un reconocimiento al trabajo de la Comisión Especial relativa a Misiones de Paz.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra recalcó que, sin perjuicio de intercambiar opiniones con el Ejecutivo, es imprescindible tomar todos los resguardos para no interferir en las atribuciones exclusivas del Presidente de la República en la conducción de las relaciones exteriores.





El Honorable Senador señor Prokurica destacó la relación de colaboración entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo para elaborar una política de Estado en materia de misiones de paz.





Respaldó el análisis del señor Ministro de Defensa Nacional acerca del rol de Chile en el mundo actual. Puntualizó que en ciertas ocasiones es difícil situar al país adecuadamente, ya que si bien hay que cumplir un papel en el mundo globalizado, no somos una gran potencia. Sin embargo, señaló, Chile no puede firmar tratados internacionales y sustraerse de la obligación de participar en misiones de paz.





Realzó que el país debe atender a sus intereses, pero también a principios y a valores que deben ser respetados.





En cuanto a las propuestas de la Presidencia de la Comisión, Su Señoría, junto con elogiar el trabajo realizado, compartió en general sus planteamientos, efectuando tres alcances a la misma: diferenciar entre la autorización para la salida de tropas y las prórrogas para que éstas permanezcan fuera del territorio de la República; agregar un mecanismo de activación rápida o Fast Track, para casos excepcionales de salida de tropas, y discutir la posibilidad de contemplar procedimientos para repatriar las fuerzas que se encuentren en el exterior, tomando en consideración algunas experiencias de países europeos que participaron en operaciones de paz.





En relación al mecanismo de activación rápida, precisó que tiene gran valor y efecto demostrativo para las demás naciones movilizar a las tropas en cuarenta y ocho horas y no en un mes, por ejemplo, cuidando de establecer quórum altos de aprobación para su utilización, a fin de evitar que el Ejecutivo use esta vía en forma ordinaria.





Con respecto a la Comisión de Análisis Interministerial y su rol, suscribió la existencia de ella, y puntualizó que también debería estar representada la Agencia Nacional de Inteligencia (A.N.I.), pues en la creación de este organismo se tuvo en vista su vinculación con los intereses comerciales del país en el exterior.





El Honorable Senador señor Gazmuri señaló que el aporte de la Presidencia de la Comisión y las observaciones del señor Ministro de Defensa Nacional, entregan los elementos necesarios para construir un gran acuerdo respecto de la importancia de las operaciones de paz en la política internacional de Chile.





Hizo presente que existe consenso en que el país tiene responsabilidades en el mantenimiento de la paz mundial, que debe cumplir por medio de los instrumentos que contempla la Carta de Naciones Unidas. Precisó que la participación de Chile debe ser adecuada a su  dimensión y estatura estratégica, puesto que somos un país medio, con muchos intereses internacionales. Valoró, como otras ventajas de las operaciones de paz, la inserción con países cercanos, el nivel demostrado por nuestras Fuerzas Armadas y el rol disuasivo que cumplen.





Resaltó que el gran mérito de la nueva política para la participación en misiones de paz, es que se tratará de la opinión de dos Poderes del Estado, y por tanto, tendrá carácter nacional y no de Gobierno.





Puntualizó que el trabajo de la Comisión Especial debe dar como fruto una ley, elaborada en conjunto por el Senado y por el Gobierno, sin perjuicio de que la iniciativa para su presentación corresponda a este último.





Expresó que la nueva ley deberá mejorar la institucionalidad del Ejecutivo, integrando de mejor manera las atribuciones de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, puesto que las misiones de paz son un instrumento esencial de la política internacional -y por tanto de competencia de la Cancillería-, a pesar de que la parte operativa pertenece a la Secretaría de Estado encargada de la defensa.





Por último, hizo presente que la normativa también deberá contemplar plazos y procedimientos de vinculación con esta Corporación.





El Honorable Senador señor Pérez Varela señaló que la posición del Ministerio de Relaciones Exteriores es esencial, ya que la participación en una misión de paz es ante todo una decisión política del Poder Ejecutivo, que en el ámbito internacional se expresa por medio de la Cancillería.





El señor Senador concordó en la necesidad de mejorar la institucionalidad de las operaciones de paz, en base a la propuesta de la Presidencia y de las observaciones del Ejecutivo.





Destacó que esta Comisión Especial se creó por los disensos entre el Senado y el Gobierno, no en temas de política internacional, en los que hay coincidencia, sino que en su aplicación práctica, debido a la inexistencia de plazos y cauces adecuados para la discusión pertinente, producto de la carencia de información.





Su Señoría estimó que la participación del Ministerio de Relaciones Exteriores es fundamental y prioritaria, ya que a éste le compete informar si Naciones Unidas cumple con su cometido. Indicó que pareciera que la Organización no es rigurosa en el cumplimiento de sus mandatos, generando consecuencias políticas, que deben ser evaluadas permanentemente por la Cancillería.





Recalcó que otro elemento a considerar, es la existencia de canales políticos y técnicos, que estén abiertos a la discusión y a disposición del Senado. Señaló que es evidente que corresponde al Presidente de la República la conducción de las relaciones internacionales, y que más que los temas operativos, a cargo del Ministerio de Defensa Nacional, lo esencial es la decisión política, que pertenece al Ministerio de Relaciones Exteriores.





El señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante destacó el gran consenso que existe entre la Cancillería y el Ministerio de Defensa Nacional, respecto de la nueva institucionalidad para las misiones de paz, señalando que en este ámbito hay una responsabilidad compartida.





Valoró el documento de la Presidencia de la Comisión, y señaló que ambas Secretarías de Estado coincidían en sus lineamientos generales, destacando que serviría como base para elaborar una doctrina en fuerzas de paz.





Manifestó que, si bien el documento recoge fundamentalmente la situación de Haití, no hay que olvidar que Chile ha participado en otras misiones, como  Bosnia, Camboya, Timor Oriental y El Salvador, por lo que es importante que la doctrina recoja todas estas experiencias.





Recordó el carácter dinámico y fluido que tienen las decisiones en este ámbito, señalando que a comienzos de los años noventa la política se orientaba a participar en operaciones fuera del ámbito de América Latina, para evitar involucrarse en temas internos de países de la región. Indicó que este criterio obedeció a una reflexión que tuvo vigencia en un determinado contexto, que ha sido superado. Por ello, reiteró que al momento de elaborar una doctrina, es importante la fluidez y amplitud para considerar el tema.





Expresó que las misiones de paz representan una dimensión fundamental de la política multilateral, por el interés de Chile en materias de paz y seguridad internacionales, de democracia y de derechos humanos. También son un instrumento de la política exterior, y dan una estatura distinta al país en el contexto regional.





Recordó que existe un mecanismo de análisis, contemplado en el decreto supremo N° 68, de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional, que puede ser reestructurado según los lineamientos señalados en esta Comisión Especial, sobre la base de que los pilares básicos son los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional y que pueden ser incorporados expertos en defensa y seguridad internacional. Subrayó que debe ser un órgano asesor y no ejecutivo.





Por último, expresó que sería altamente recomendable que en la Ley de Presupuestos de la Nación los recursos para misiones de paz permitan una coordinación mayor entre los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, para integrar de mejor manera el componente militar con el civil, ya que uno de los problemas actuales de la Cancillería es la imposibilidad de atender todos los requerimientos en cooperación civil, por la carencia de un sustento presupuestario. 





No obstante lo anterior, subrayó que las fuerzas de paz tienen siempre un componente militar, y que éstas no pueden convertirse en una fuerza de cooperación al desarrollo. 

E) SUGERENCIAS DE LOS MIEMBROS DE LA COMISIÓN





El  Honorable Senador señor Romero sugirió abrir un plazo para que los miembros de la Comisión formularan observaciones y sugerencias concretas a la propuesta de la Presidencia.





El Honorable Senador señor Zaldívar presentó las siguientes observaciones.





En relación a los “Nuevos criterios gubernativos y administrativos para la toma de decisiones sobre la participación nacional en misiones de paz”: 





a) En el número 1), sobre la responsabilidad de la evaluación de las peticiones de operaciones de paz, y la proposición posterior a S. E. el Presidente de la República por parte de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, el Honorable Senador propuso comenzar este numeral destacando, en primer lugar, que la decisión final sobre el envío de fuerzas nacionales a una operación determinada la adoptará, S. E. el Presidente de la República, de acuerdo al artículo 32, números 15° y 17° de la Carta Fundamental, que disponen, como atribuciones presidenciales exclusivas, la conducción de las relaciones exteriores con potencias extranjeras y organismos internacionales, y la disposición de las fuerzas de aire, mar y tierra, su organización y distribución, según las necesidades de la seguridad nacional. 





Como esta facultad presidencial exclusiva está considerada en el numeral 15) de la propuesta, sugiere trasladar dicho acápite al inicio del número 1), recientemente reseñado.

 



b) En el número 2), concerniente a las modalidades de participación en misiones de paz, ya sea de contingente o de experto u observador, Su Señoría, a propósito de lo dispuesto en relación a las fuerzas combinadas, recomendó establecer con claridad que Chile podrá igualmente realizar la misión, si así lo decidiera soberanamente, en la eventualidad de que el otro Estado no autorice la salida de sus tropas para integrar la citada alianza.  

 



c) En el número 3), relativo a las responsabilidades de los órganos involucrados en la toma de decisiones para participar en una determinada misión de paz, el Honorable Senador sugirió añadir que, en definitiva, es el Ejecutivo el responsable de las decisiones concernientes a este tipo de materias. 





d) En el número 8), referente al interés nacional que debe estar involucrado en este tipo de operaciones, Su Señoría coincidió plenamente con este elemento y solicitó otorgarle un sentido amplio y la debida relevancia dentro de la nueva legislación que se propondrá sobre la materia. 





e) En el número 9), propuso aumentar de tres a seis meses el plazo dispuesto para evacuar los informes de estado de situación que deberá emitir la Comisión de Análisis Interministerial de Operaciones de Paz. 





f) En el número 13), relativo a los casos en que sin previo acuerdo del Senado el Presidente de la República podrá disponer la salida de tropas bajo ciertas exigencias (Fast Track), recomendó invertir el orden de los literales a) y b) del citado numeral, para otorgar la debida jerarquía a los casos allí señalados, comenzando por el rescate de nacionales que se encuentren en una zona de conflicto, situando a continuación, el literal referente al caso en que Naciones Unidas solicite a los Estados Miembros el envío urgente de tropas para evitar daños en la población civil en casos de conflictos armados.





g) Sugirió eliminar el vocablo “Interministerial” de la denominación utilizada en el documento para la “Comisión de Análisis Interministerial de Operaciones de Paz”.





h) Propuso establecer como integrantes de la citada Comisión, a dos ex Senadores que hayan ejercido el cargo de Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores o de Defensa Nacional de la Cámara Alta.





Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Barra presentó las siguientes sugerencias: 





En cuanto al acápite de las “Generalidades” del documento:





a) Sugirió establecer que la cooperación no se puede concebir como un factor de prevención o de apoyo a la acción militar, ya que ella tiene un carácter más amplio, de ayuda a las directrices generales de la política exterior chilena, que comprende la acción civil y militar.
 



b) Propuso aclarar que los objetivos de la MINUSTAH se han ido cumpliendo, lo que ha provocado que los motivos para prorrogar la permanencia de las tropas también han ido cambiando.





Lo anterior, por cuanto Su Señoría no compartió lo dispuesto en el documento, en cuanto señala que el mandato original de la MINUSTAH, reiterado en las sucesivas prórrogas, no ha satisfecho sus propósitos.




En relación a los “Nuevos criterios gubernativos y administrativos para la toma de decisiones sobre la participación nacional en misiones de paz”, el Honorable Senador señor Muñoz Barra, observó lo siguiente: 





a) En el número 2), referente a las modalidades de participación en una operación de paz, específicamente, en cuanto a las fuerzas combinadas con terceros países, que requieren del acuerdo del Senado sujeto a la condición suspensiva de que los otros Estados autoricen la salida de sus propias tropas, Su Señoría destacó que podría producirse una situación de statu quo, si cada Estado depende de la autorización del otro para otorgar el acuerdo pertinente.





b) En el número 5), relativo a la duración de una operación de paz, el Honorable Senador sugirió disponer que la participación no podrá exceder de dos años, y que si sobrepasara dicho plazo, se requerirá el quórum especial allí dispuesto (tres quintas partes de los Senadores en ejercicio). 




c) En el número 13), que trata el caso del Fast Track o disposición rápida de tropas en casos justificados, sin autorización del Senado, Su Señoría recomendó definir qué se entiende por “unidad fundamental”, si es que ésta se refiere a una sección (alrededor de diez hombres), una compañía (casi 100 hombres) o un batallón (agrupación de compañías). Además, según su opinión, esta autorización igualmente debería contar con el acuerdo de la Cámara Alta.
 



Por su parte el Honorable Senador señor Gazmuri presentó las siguientes sugerencias:





a) En primer término, expresó que el objetivo central de la Comisión Especial no es evaluar la conducción, implementación y resultados de la MINUSTAH en general ni los criterios y políticas de Naciones Unidas en operaciones de paz en el mundo. 

 



Hace presente que se puede aludir a la participación chilena en Haití como una experiencia y como un proceso de aprendizaje relevante, lo cual no conviene confundir con las políticas sobre operaciones de paz del citado Organismo, y con la nueva política chilena permanente sobre las mismas.

En cuanto al acápite “Generalidades”:

 



b) En el párrafo relativo a la necesidad de revisar la política nacional de participación en misiones de paz y la medición de sus resultados, Su Señoría propuso eliminar la última parte, ya que, de acuerdo a su entender, los mecanismos de evaluación son de difícil formulación, y, además, se estaría disponiendo una suerte de matriz para este tipo de operaciones, lo que no sería conveniente. Recomendó contemplar un sistema de evaluación de cumplimiento de metas, de acuerdo a los objetivos específicos asignados a cada misión de paz en particular.

 



c) En el párrafo referente a la legitimidad de la participación en misiones de paz de Naciones Unidas, sugirió suprimir la última parte, que hace alusión a la injusticia de que el financiamiento de estas operaciones descanse, principalmente, en los países en desarrollo. De acuerdo a su opinión, en esta materia se debe tratar de buscar un sistema que disponga un equilibrio en los aportes realizados por cada nación, de acuerdo a sus capacidades.

 



d) En el párrafo que dice relación con las críticas existentes al proceso decisorio de Naciones Unidas en materia de operaciones de paz y con los recursos asignados por los países en desarrollo para las mismas, el Honorable Senador propuso eliminar el párrafo en su totalidad, ya que mezcla dos temas distintos e independientes entre sí.

 



e) Sugirió suprimir el párrafo concerniente a la consideración de plantear una reducción de los efectivos militares de las operaciones de paz.

Bajo el subtítulo  “Chile en el contexto internacional”

 



f) No vislumbró el objetivo de incluir en el informe el listado de conflictos posibles que se enfrentarían en el futuro, los cuales, no están vinculados a Chile en forma específica, además de que no todos podrían desembocar en una operación de paz.

 



g) En el párrafo 1) Operaciones de Paz y Estados Fallidos, sugirió no utilizar la denominación de “Estados Fallidos”, por ser un concepto impreciso, discutible y sujeto a realidades que pueden cambiar rápidamente y que son difíciles de interpretar. Hizo presente que no es claro, como lo establece el numeral, que sólo el nivel de desarrollo humano sea el índice adecuado para declarar el sistema como fallido.

 



Bajo el subtítulo “Compromisos asumidos en el Congreso durante la última prórroga”: 

 



h) Recomendó relativizar la afirmación que se hace en el segundo párrafo del número 4), referente a la gestión de relevos en la MINUSTAH, en donde se pregunta por el rol realizado por los Ministerios involucrados.

Bajo el título “Propuestas a Internalizar en una Nueva Política Nacional de Participación en Operaciones de Paz”

Subtítulo  “Fundamentos de su creación”:

 



i) En el párrafo que define el concepto de “Mantenimiento de la Paz (peacekeeping)”, aconsejó agregar que este término es uno de los instrumentos disponibles e importantes para la resolución de conflictos, y no el único.

 



j) En el párrafo siguiente, que dice relación al término de la Guerra Fría, sugirió disponer que ésta, más que incrementar los conflictos, ha cambiado su naturaleza.

Bajo el título “El mecanismo de toma de decisiones vigente”, subtítulo  “Político-estratégicos”:

 



k) En el número 2), que indica que las operaciones de paz deben obedecer a un mandato de Naciones Unidas, párrafo segundo, el Honorable Senador expresó que, según su parecer, Chile sólo debe participar en operaciones de paz bajo el mandato de ONU.

 



l) En el número 3), que establece que el mandato de ONU debe definir los alcances de las operaciones y su duración, en su segundo párrafo, Su Señoría propuso eliminar el plazo de 7 a 14 días dispuesto para el envío de tropas Stand-by, si no estuviera establecido en el Memorando del Entendimiento respectivo. El señor Senador estimó que el país debe resolver la forma y plazo del empleo de la fuerza, de acuerdo a sus normas internas.

 



m) En el quinto párrafo del número 3), que expresa que el mandato de Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración, hizo presente que no corresponde volver al caso de Haití cuando el objetivo de esta parte del informe es fijar las políticas del país para participar en operaciones de paz, en general.

 



n) Recomendó eliminar el número 5), en cuanto a la ponderación de los costos de las operaciones de paz involucrados en una operación de paz, por estimar que en las evaluaciones que son necesariamente políticas, simplemente no es posible desarrollar un elemento que mida la relación con todos los países.

Bajo el título “Propuestas apara una nueva política nacional de participación en operaciones de paz”:

 



o) En el número 8), sobre el interés nacional, Su Señoría recomendó establecer que los intereses permanentes del país, que deben ser el factor determinante para decidir la participación en operaciones de paz, no pueden reducirse solamente a los sistemas de seguridad.





La Comisión se abocó al conocimiento de las observaciones anteriores, las que se recogen en la propuesta final de este Capítulo del informe.

F) PROPUESTA FINAL DE LA COMISIÓN ESPECIAL RELATIVA A MISIONES DE SOBRE UNA NUEVA POLÍTICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN EN OPERACIONES DE PAZ





Vuestra Comisión Especial, en consideración al trabajo realizado y a todos los antecedentes expuestos, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Gazmuri, Prokurica, Romero y Zaldívar, os recomiendo aprobar la siguiente Propuesta sobre una “Nueva Política Nacional para la Participación en Misiones de Paz”:

“ I.
MANDATO DE NACIONES UNIDAS PARA LA PRESENCIA INTERNACIONAL EN HAITÍ: LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA MINUSTAH

Generalidades


 


La Resolución Nº 1529, aprobada por unanimidad en el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, el domingo 29 de febrero de 2004, atendiendo el llamado del mandatario interino de Haití, Boniface Alexandre, y actuando en consideración al Capítulo VII de la Carta del Organismo, autorizó "el despliegue inmediato de una Fuerza Multinacional Provisional durante un período de tres meses", con el objeto de que contribuyera a crear un entorno de seguridad, facilitara la prestación de asistencia humanitaria y coordinara las actividades requeridas para promover y proteger los derechos humanos en Haití.


 


La misma Resolución, en su considerando Nº 3, pide a los Estados Miembros de Naciones Unidas, con carácter urgente, que aporten el personal, los equipos y los recursos financieros y logísticos necesarios para la Fuerza Multinacional Provisional (FMP), requiriendo que los gobiernos comunicaran al Secretario General, su intención de participar.


 


Con posterioridad al despliegue de la FMP, tuvo lugar la decisión del envío de tropas chilenas con motivo de la sucesora de esta primera campaña: la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), aprobada por unanimidad, mediante la Resolución N° 1542, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), de 30 de abril de 2004. Actualmente, la Resolución vigente es la N° 1743, que extiende dicha misión hasta el 15 de octubre de 2007. 


 


El mandato original de Naciones Unidas de la Resolución N° 1542 tiene por objetivos fundamentales crear un entorno seguro y estable para que se pueda desarrollar el proceso político y constitucional en Haití, apoyando en todo lo necesario para ese fin, cooperando con la creación de policías, con el fortalecimiento y reforma del Poder Judicial, la organización de elecciones de alcaldes, parlamentarios y Presidente, entre otros, que llevan en definitiva a construir las bases de un Estado sólido, sustento esencial para una mínima prosperidad y estabilidad social, institucional y económica, que perdure en el tiempo.


 


La participación chilena en Haití fue decidida por el ex Presidente, señor Ricardo Lagos, y sometida, de conformidad a la normativa vigente, al acuerdo del Senado, por vez primera, el 18 de mayo de 2004. En dicha oportunidad  se obtuvo el acuerdo de la Corporación para el envío de tropas chilenas hasta el 1º de junio de 2005. 


 


El compromiso contraído por Chile involucra contribuir en forma activa con el despliegue internacional de medios civiles y militares. Sin embargo, los nuevos desafíos que surgen para el Estado de Chile en un mundo cada vez más integrado, encuentran a un país sin los suficientes mecanismos decisionales. Existe la voluntad, más no la formalidad adecuada para participar en misiones de trascendencia internacional.


 


Las páginas anteriores, dan cuenta de una política nacional interesada en el incremento de la participación en las operaciones de mantenimiento de la paz. En efecto, se destinó un Oficial Superior a la Misión de Chile ante la ONU, como coordinador para este tipo de operaciones, en las que se observa también una creciente participación de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile.


 


Otra expresión de lo anterior, es la adhesión al Sistema de Fuerzas Stand – By, que obligará a perfeccionar y/o adquirir capacidades que permitan una participación eficiente de los medios cuando se resuelva su despliegue y empleo.


 


Sin embargo, es importante considerar que la creciente participación chilena, aún cuando recibe apoyo de la ONU y de otros países, implica un costo para el país.


 


Ahora bien, es a propósito de la reciente campaña en Haití (MINUSTAH) y su prolongada duración, que se hace necesario revisar dicha política de participación y sus resultados, con tal de aplicar las lecciones aprendidas a futuras operaciones. En esencia, es fundamental establecer un sistema de evaluación del cumplimiento de objetivos por las fuerzas nacionales.

 


La decisión del Presidente señor Ricardo Lagos de enviar efectivos militares a Haití, se realizó durante la vigencia de los principios hoy válidos y fundamentados en antecedentes oficiales de carácter público dados a conocer en ambas ediciones del Libro de la Defensa Nacional, como asimismo, en el decreto supremo Nº 68, de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional. Las solicitudes al Senado han motivado sendos proyectos de acuerdo, tramitados de conformidad a la ley (Boletines Nº S-733-05, S-852-05 y S-794-05).


 


No obstante la legitimidad que tiene la participación en las misiones de paz de Naciones Unidas, debe tenerse presente la magnitud de las operaciones asumidas, versus el tamaño de los países involucrados. 

 


La capacidad de la Organización para mantener la paz y la seguridad internacionales, en el caso de las operaciones de paz, guarda relación directa con el financiamiento de las mismas, por lo que es esencial aclarar estos aspectos y proveer a las Naciones Unidas con los recursos y los medios necesarios para la creación y mantenimiento de las misiones de paz.  


 


Sin embargo, tal y como en el pasado se expresó por el Secretario General, respecto de la necesidad de cambios de políticas operacionales y organizacionales, se hace necesario identificar los principales problemas políticos y administrativos de las misiones de mantenimiento de la paz y presentar propuestas para reformarlas. Tras revisar de forma exhaustiva el trabajo de Naciones Unidas en la esfera de operaciones de paz, el grupo designado por el Secretario General y presidido por el Embajador Brahimi, presentó recomendaciones concretas que merecen un estudio cuidadoso por todos los Estados Miembros.


 


En relación con los principios de financiamiento de las operaciones de paz, se debe señalar que los miembros permanentes del Consejo de Seguridad tienen responsabilidad especial y acrecida respecto a estas operaciones, en tanto que los países económicamente menos desarrollados tienen una capacidad relativamente limitada al financiamiento de ellas.


 


También existen críticas al proceso decisorio relativo a las operaciones de paz de Naciones Unidas, pues excluye a la mayor parte de los países en desarrollo. Incluso, esos países, que están circunstancialmente representados en el Consejo de Seguridad, cuando nuevas misiones son establecidas, no participan en el proceso en condición de igualdad con los miembros permanentes. La colaboración de los países para financiar las operaciones de paz, debería ser de acuerdo a su capacidad de contribución. 


 


El rol que podría asumir Naciones Unidas, especialmente por medio de su recién creada Comisión de Consolidación de la Paz, en reemplazo de la MINUSTAH, es interesante, especialmente, si se dispusiera la creación de un Comité concreto para Haití. Ya existen para Sierra Leona y Burundi. 





Atendida la envergadura del conflicto haitiano, urge que un órgano ad-hoc asuma políticas eficaces en este conflicto, el cual se vislumbra que podría responder a los objetivos planteados para esa Comisión y que ya han sido expuestos. Ello, porque el mandato original de MINUSTAH no ha tenido, en algunos casos, los resultados esperados.




Es necesario evaluar, tan pronto sea posible, una reducción ordenada y programada de los efectivos militares, con un retorno hacia objetivos más limitados de este tipo de misiones, como la vigilancia del cese de hostilidades dentro o entre Estados, o el establecimiento de la paz, lo que este tipo de operaciones de la ONU puede hacer muy bien.





Sin embargo, en términos generales, la acción de la cooperación (civil o militar) no se puede concebir de manera útil, tanto en sus objetivos inmediatos, como en sus consecuencias ulteriores, tales como la proyección política o el apoyo a la economía nacional, en el sólo marco de una operación de paz. La cooperación tiene un sentido de apoyo a las directrices generales de la política exterior chilena, que comprende tanto la acción civil como militar.





Una buena señal fue el reciente anuncio para Haití de US$ 98 millones, para el establecimiento de servicios básicos, gobernabilidad política y recuperación económica. Participan en este programa el PNUD, el Programa Mundial para la Alimentación (WFP), la Organización Mundial de la Salud (OMS), la Organización Panamericana de la Salud y la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO). 

 



No obstante, la administración y el contexto institucional que debe existir para la implementación de estos programas y reconstruir el país, puede ser tal vez un órgano como la Comisión de Consolidación antes referida, y no una misión como la MINUSTAH.

Chile en el contexto internacional





En base a lo señalado por académicos durante las audiencias públicas a que dio lugar el trabajo de esta Comisión, algunas tendencias respecto de la naturaleza de los conflictos que se enfrentarán en el futuro, podrían ser esbozadas en los siguientes cinco puntos:





1) Conflictos limítrofes interestatales tienden a disminuir: en América Latina se constatan 10 conflictos limítrofes activos, y entre los años 1990 y el 2001, se produjeron 16 disputas militarizadas por conflictos limítrofes. No obstante, se ha producido una significativa disminución de la recurrencia de este tipo de conflictos.





2) Conflictos interestatales por el acceso y control de tecnología: esta tendencia nos acompaña por siglos, en especial, las disputas ligadas al desarrollo militar. Hoy esto se traduce en el control del acceso a la tecnología nuclear y, más recientemente, a la tecnología para la manipulación genética. 




3) Conflictos por acceso a recursos naturales: Naciones Unidas acaba de publicar un informe donde se señala que en el futuro estos temas pueden ser recurrentes.





4) Guerra civil dentro de un Estado: Un cuarto tipo de conflicto se refiere a las guerras civiles, ya sean de naturaleza étnica, religiosa, política o derivadas de otras controversias de índole económica, social o cultural, que enfrenta a una fuerza que pretende disputar el control del poder estatal a los que están en el poder. 




5) Estados en Crisis: son característicos en países donde se observa la falta de un Estado que organice elementos básicos de la convivencia nacional. Se trata de situaciones donde existe violencia prolongada entre facciones de la sociedad, una crisis institucional severa que se traduce en que las organizaciones del Estado son incapaces de brindar seguridad, así como sus servicios básicos (salud, vivienda, educación, justicia), y un cuestionamiento profundo a la legitimidad del Estado. Una de las características que define a este tipo de conflicto se vincula a la pérdida de control del uso de la fuerza por parte del Estado.





Aquel escenario está relacionado con importantes niveles de pobreza, redes de tráfico de drogas y armas, y la desintegración de organizaciones sociales básicas en una sociedad. 




Es previsible una creciente conflictividad intra-estatal y mayor cantidad de situaciones de ingobernabilidad, lo que exige la existencia de una política clara que haga frente al aumento de demandas de acciones internacionales.





Respecto del tipo de operaciones de paz, es previsible que se den dos tendencias:

 



1) Operaciones de paz y Estados en Crisis: en este tipo de conflictos de carácter intra-nacional, las instituciones básicas del Estado se desintegran y conforman “naciones sin ley ni orden”. Se trata del futuro producto de la profundización de controversias, “nuevas guerras” ligadas a la brecha entre países ricos y pobres, al acceso y control de recursos naturales, a problemas étnicos y religiosos, y a la incapacidad del sistema internacional de atenderlos preventivamente. 

 



Los mayores niveles de interdependencia global, la mayor sensibilización de la sociedad, respecto de las condiciones de vida de la población y el rol de los medios de comunicación, promoverán intervenciones de imposición de la paz en países colapsados.

 



2) Operaciones de paz civiles-militares: una segunda tendencia que se desprende del análisis, es la integración cada vez mayor de un componente civil en operaciones de paz, que solían ser exclusiva o principalmente militares. Es una tendencia que se observa desde hace una década, pero en la cual Chile participa, por primera vez, en forma activa en Haití. En el caso que el objetivo de las operaciones sea la reconstrucción del Estado, es factible que surja una necesidad inmediata de involucrar a civiles desde el planeamiento inicial de la operación. 

 



Dicha participación involucrará una asesoría en temas de implementación y gestión de políticas públicas, asesoría para el establecimiento de sistemas electorales, planificación policial, creación de una infraestructura básica, etc, todo lo cual, debiera ser definitivamente asumido por un órgano que trabaje transversalmente en sus distintos ámbitos, en el que pueda intervenir el Senado con una técnica suficiente para evaluar y evacuar un análisis para las autoridades que toman las decisiones en este ámbito.

 



Por otro lado, es también necesario discutir qué decisiones de política interna se deben adoptar para coadyuvar en el cambio de sentido que deben tener las misiones de paz, especialmente la de Haití. Ello, porque tampoco se han cumplido los criterios definidos por el decreto supremo Nº 68, de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional, cuyo artículo 7°, dispone que la determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerando, entre otros, el siguiente criterio operativo:


 


“7.1. Se deberá establecer con claridad el tipo de  operación en que se participará, el país y la zona de él  en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a  comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada.” 

 



Un ejemplo de legislación comparada interesante, es el caso de Australia, que en su Libro Blanco, dispone que el Gobierno debe considerar un listado de circunstancias para determinar si es pertinente la participación de las FDA en misiones de paz de las Naciones Unidas, a saber:


 



1. Cuando la misión tiene un mandato claro, objetivos y fecha de término.

 



2.    Perspectiva de ser una misión exitosa.

 



3. Puede haber involucrados intereses australianos  estratégicos, humanitarios, políticos y de alianzas.

 



4. Costos de la participación australiana, incluyendo los efectos en la FDA de participar en otras misiones, al mismo tiempo.

 



5. Entrenamiento y otros beneficios para la FDA.

 



6. Riesgo del personal.

 



Estas consideraciones han sido establecidas, recogiendo criterios que el mismo Gobierno australiano ha planteado en el pasado.

 



Hasta la fecha, la Misión en Haití se entrega a los requerimientos del mandato de la MINUSTAH. Es cierto que solicita autorizaciones por períodos limitados, pero detrás de ellas no existen señales de fijar con precisión la duración de la participación chilena en general, de manera tal que sería útil discutir la inclusión, en nuestra legislación interna, del establecimiento de plazos más ciertos o acotados para la participación en misiones de paz de Naciones Unidas o internalizar verdaderamente criterios más claros, como lo hace la ley australiana, que, de alguna manera, den una señal política internacional  sobre los esfuerzos que se deben hacer para el relevo de tropas en este tipo de misiones, de manera que no sea sólo un grupo de países los que asuman permanentemente el destino de la misión.

 



Debe existir coherencia entre los objetivos y los plazos definitivos, no parciales, como hoy ocurre, siendo también interesante plantear esto en las reuniones del 9 x 2 de los países que participan en Haití.

Compromisos asumidos en el Congreso durante la última prórroga:


 


Finalmente, se debe también recordar al Ejecutivo, los compromisos asumidos, luego de la prórroga otorgada a mediados del año 2006, establecidos en el documento “Criterios para la Permanencia de las Tropas Chilenas en Haití”. Ellos son:

 



1) Existencia de un mandato vigente de Naciones Unidas para las operaciones de paz en Haití. 

 



A este respecto, cabe señalar que el mandato original de la Resolución N° 1542, ha sido sucesivamente renovado desde ese entonces por las Resoluciones Nº 1658 (2006), 1608 (2005) y 1576 (2004). La renovación vigente, contenida en la Resolución N° 1743, de 15 de febrero pasado, expira el próximo 15 de octubre de 2007. 

 



2) Establecer que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional del Senado, unidas, sean informadas permanentemente por el Gobierno, por medio de los Ministerios respectivos, del curso de la situación derivada de la Misión Chilena en Haití y que considerará, especialmente, los siguientes puntos: 

 



- Panorama geoestratégico de la región, la incidencia de la situación haitiana, y la importancia para Chile. 

 



- Niveles de seguridad y salud de nuestras tropas y evolución de la situación general en Haití. 

 



- Costos de la operación, directos e indirectos. 

 



- Avances en la definición y ejecución del Programa de Desarrollo de Haití, en especial de la creación de una policía reforzada. 

 



A este respecto, es importante la continuación de una información detallada sobre la evolución de la situación política, económica y social de Haití como, asimismo, de la creación de una fuerza propia haitiana que asuma la seguridad de la población. Debe indagarse más sobre el estado de las medidas que puedan auto sustentarse en ese país.

 



Especial atención merece la siguiente:

 



3) Encomendar a los Ministerios de Relaciones Exteriores  y de Defensa Nacional, procurar el establecimiento de una normativa en misiones de Naciones Unidas que considere un relevo de tropas internacionales en Haití oportunamente programadas. Quedó constancia en las actas del Senado, por parte del Honorable Senador señor Romero, que la solidaridad debe ser expresada por las distintas naciones y que no sólo algunas deben soportar el peso de esa acción- "a fin de acotar la permanencia de nuestras tropas en el tiempo y comprometer la cooperación financiera internacional en Haití”. 

 



4) De existir los fundamentos reales ante un cuadro de incremento de riesgos, así como el cumplimiento anticipado de objetivos, el Gobierno podría solicitar el eventual término anticipado de la Misión, aun cuando esté vigente la autorización otorgada por el Senado. 

 



Frente a lo anterior, especialmente en lo relativo a la gestión de relevos en la MINUSTAH, nuestra política exterior debería orientarse a mejorar la participación y cooperación de las mayores potencias con Haití.

 



Por otra parte, la participación de Chile en la MINUSTAH corresponde a una política de participación en operaciones de paz que lamentablemente sólo está contemplada en una directiva presidencial (decreto supremo) y se describe en las dos ediciones de los Libros de la Defensa Nacional. Existe también un Centro de Entrenamiento para Operaciones (CECOPAC), con un edificio y staff permanente.

 



Conveniente sería la existencia de una ley que estableciera la política nacional en este campo, según los términos antes señalados, con especial atención en las condiciones de retorno. Hoy se sabe bien cómo ingresar a una misión, pero no cómo regresar.

 



Recalcando la independencia que merece el análisis de la situación de Haití, con la formulación de nuevos criterios para una política permanente del país, a continuación se formularán algunas propuestas.

II. PROPUESTAS A INTERNALIZAR EN UNA NUEVA POLÍTICA NACIONAL DE PARTICIPACIÓN EN MISIONES DE PAZ

Antecedentes

Ley Nº 19.067

 



A pesar de no tratar específicamente las misiones de paz, a partir de la ley Nº 19.067, el envío de tropas chilenas al exterior se encuentra regido por ese estatuto, que establece normas permanentes sobre la entrada de tropas extranjeras en el territorio de la Republica y la salida de tropas nacionales del mismo (decreto supremo previo acuerdo del Senado e informe o a propuesta de la Institución de la Defensa Nacional que corresponda y con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores). Es importante destacar que su artículo 1°, inciso segundo, dispone que “en el decreto aludido en el inciso anterior se fijará el objeto, plazo y modalidades de la salida de tropas”.

D.S Nº 94, de 1996 y N° 68, de 1999, ambos del Ministerio de Defensa Nacional

 



El establecimiento de una política nacional para la participación del Estado en operaciones de mantenimiento de la paz, se reguló en los años posteriores a la ley Nº 19.067, por medio de dos decretos supremos. El primero de ellos, el D.S. Nº 94, de 1996, publicado el 8 de mayo de 1999, establece la Política Nacional para la Participación de Tropas Chilenas en Operaciones de Mantenimiento de la Paz (operaciones contenidas en el Capítulo VI de la Carta de Naciones Unidas). En octubre de 1999, y en consideración a que se estimó conveniente ampliar la participación del Estado chileno a Operaciones de Imposición de la Paz (operaciones contenidas en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas), se modificó el decreto original por medio del D.S. Nº 68, de fecha 14 de octubre de 1999, publicado en el Diario Oficial, el 10 de noviembre de ese año.

 



Las líneas generales de la Política de Defensa del Estado de Chile fueron también plasmadas en ambas ediciones del Libro de la Defensa Nacional, recogiendo el aporte de variados sectores, entre ellos, académicos, políticos y militares. 

 



Dicha política, en lo referente a la participación de Chile en operaciones de paz, si bien entregó la decisión final de comprometer el esfuerzo nacional al Presidente de la República, teniendo en consideración que el Estado evaluaría con sus equipos técnicos, cada vez que se originara una petición por parte de Naciones Unidas, no modificó el acuerdo del Senado que debe concurrir al efecto, de manera tal que si así la ley hoy lo dispone, es lógico que la Cámara Alta no actúe simplemente como “buzón” del Ejecutivo, pues en realidad, se trata de un procedimiento compartido.

 



Cabe señalar ciertos criterios contenidos en la normativa recién expuesta y que suponen exigencias para la participación nacional en este tipo de operaciones, que se desarrollarán y criticarán más adelante.

Adhesión a sistema de tropas Stand-By: Tropas de Reserva de la ONU.

 



En el funcionamiento de este marco jurídico, es posible señalar como otro de los pasos dados para ampliar la participación chilena en misiones de paz, la adhesión en el año 1999 al Sistema de Fuerzas Stand – By de las Naciones Unidas para misiones de paz (tropas de reserva de ONU, preparadas para un pronto despliegue si son enviadas a alguna misión de ese Organismo).

 



Los medios destinados a este sistema se encuentran contenidos en un Anexo del “Memorando de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y las Naciones Unidas sobre las aportaciones al sistema de acuerdos de fuerzas de reserva de las Naciones Unidas”, firmado en Nueva York, el 11 de noviembre de 1999.

 



Fundamentos de su creación:

 



El concepto de Mantenimiento de la Paz (peacekeeping), es uno de los instrumentos importantes y disponibles de la comunidad de naciones, para resolver conflictos y establecer acuerdos con miras a lograr la paz internacional.

 



La finalización de la Guerra Fría ha cambiado la naturaleza de los conflictos de todo tipo alrededor del mundo, requiriendo de Naciones Unidas una pronta respuesta para su solución.

 



La demora resultante de los procedimientos y acciones por parte de Naciones Unidas fue un factor gravitante para que los problemas presentados desembocaran en situaciones más graves que las iniciales, mientras la Organización se encontraba preparando aún los elementos necesarios para su despliegue inicial.

 



Para solucionar lo anterior, el señor Secretario General ha propuesto un sistema de "Acuerdos Stand - by", que permite a Naciones Unidas tener una mayor flexibilidad y agilidad para responder a una situación de empleo de fuerzas, dentro de límites de tiempo razonables.

 



El sistema de elementos en "Stand-by" está basado en establecer acuerdos con los países miembros para los efectos de proveer elementos, equipos, recursos financieros o servicios con un tiempo de alistamiento o respuesta aceptables.
 



Los países que no pueden proveer las organizaciones completas, dispuestas en las guías respectivas, pueden hacerlo en forma parcial de acuerdo a sus propias posibilidades. 

 



Los elementos en "Stand-by", mientras permanezcan en sus propios países, están bajo la responsabilidad de sus respectivos gobiernos. Su entrenamiento, por lo tanto, es de responsabilidad nacional, sin perjuicio de que ONU debe proveer la doctrina básica para la ejecución del entrenamiento, con miras a lograr uniformidad de criterios en el área operativa, en los procedimientos habituales y en las funciones logísticas.

Establecimiento del Centro Conjunto para Operaciones de Paz de Chile (CECOPAC).

 



A partir del informe Brahimi
, y a la luz de la Política Nacional de Participación en Operaciones de Paz, se establece este Centro que surge como una respuesta a los esfuerzos que realiza nuestro país en pos de la mantención de la paz mundial y en la profundización de la cooperación internacional, y en particular, en la evolución y mejoramiento de las capacidades para la participación con medios militares, policiales o civiles en operaciones de paz de ONU.

 



El CECOPAC se constituye en un Centro de carácter conjunto, considerando los ámbitos civil, militar y policial del país, en forma integrada.

 



Según D.S. Nº 2.200/114, del Ministerio de Defensa Nacional, de 15 de julio 2002, las funciones del CECOPAC son:

 



1) Preparar y entrenar al personal de las  Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, y a civiles que deban participar en operaciones de paz. El Centro podrá además, cumplir esta función respecto del personal extranjero, bajo modalidad de financiamiento externo.

 



2) Brindar asesoría al Ministro de Defensa Nacional en todas aquellas materias referidas a las operaciones de paz y efectuar estudios e investigaciones relacionados con dichas misiones.

 



3) Llevar y mantener un registro que sistematice y efectúe un seguimiento de los acuerdos e iniciativas internacionales, en materia de operaciones de paz, que sean de interés para el Ministerio de Defensa Nacional.

El mecanismo de toma de decisiones vigente:

 



La participación chilena en la MINUSTAH, no ha estado exenta de dificultades cuando ha correspondido adoptar las autorizaciones de las prórrogas respectivas, pues aún falta que las instituciones involucradas se adecuen para dar fluidez a la adopción de políticas de Estado, en relación con este tipo de actividades, aspecto que hasta la fecha, el actual sistema no favorece.

 



El D.S. Nº 68, de 1999, del Ministerio de Defensa Nacional, según se ha adelantado, contiene una serie de criterios político-estratégicos, operativos, gubernativos y administrativos, que deben ser tomados en consideración para adoptar la decisión de concurrir a participar en operaciones de paz. Sin embargo, ellos contienen ciertas deficiencias que impiden la formulación clara de políticas de Estado, al prácticamente excluir del mecanismo de toma de decisiones al Senado de la República, aún en carácter informativo. 

 



Si bien dicha política se inspira en la atribución del Presidente de la República de conducir las relaciones exteriores del país, incluyendo la preservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República, no es menos cierto que el ordenamiento jurídico exige el acuerdo previo de la Cámara Alta como pre-requisito para dictar los decretos supremos respectivos, de manera tal, que debe concebirse este mecanismo con mayores prerrogativas e información para el Senado, cuando adopte dicho acuerdo.

 



Por otro lado, la política actual adolece de defectos de distinto tipo, relacionados con el análisis de los mandatos de Naciones Unidas en cuanto a discernir con claridad la verdadera naturaleza y alcance de su contenido, estableciendo proyecciones más certeras de evolución de escenarios y fechas de fin del conflicto o de retiro de la misión, involucrando y considerando responsables para realizar dichos análisis en el marco de etapas y secuencias previamente dispuestas en la ley.

 



A continuación, se exponen los criterios vigentes, contenidos en el decreto antes señalado:

Político-estratégicos:

 



1) Las operaciones que involucren fuerzas chilenas deben satisfacer el interés nacional, el cual se relaciona, según la norma, entre otros aspectos, con los compromisos que nuestro país ha adquirido con Naciones Unidas; con la preocupación de Chile por los problemas de la paz y, sobretodo, con las situaciones de conflicto en zonas geográficas, cuya estabilidad afectan a los intereses nacionales. 

 



A propósito de este criterio, se hace necesario un mayor desarrollo sobre qué se entiende por intereses nacionales y de qué manera se relacionan con el conflicto en particular. Asimismo, es interesante seguir el debate, aún en formación, sobre la visión de los bienes públicos globales, que es necesario promover y defender.


 


En el caso de Haití, se ha señalado como ejemplo de nuestros intereses en dicho conflicto, la dependencia del comercio internacional y la seguridad del tránsito de barcos por el Canal de Panamá, del cual Chile es su cuarto mayor usuario en el mundo, como aspecto relevante a la hora de apoyar la estabilidad de Haití. Sin embargo, ello parece ingenuo, ya que se olvida que, no obstante nuestra importante condición de cuarto usuario de ese paso interoceánico, dicha posición (19 millones de toneladas largas al año), dista mucho en magnitud de los tres primeros (EEUU, con 150 millones, China con 45 millones y Japón, con 33 millones).De esos países, al menos, no se escuchan preocupaciones especiales o mayores compromisos en relación con Haití. 
 



2) Estas operaciones deben obedecer a un mandato del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas. Sin embargo, no se formarán ni se pondrán contingentes a disposición de dicho Organismo o de un Estado en particular, para que éste determine autónomamente su despliegue. 

 



3) El mandato de Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración.


 


En relación con los criterios 2) y 3), es necesario señalar que la práctica ha arrojado ciertas deficiencias y conflictos en su aplicación. El primero de ellos, se refiere a la colisión con la voluntad de poner tropas Stand-By a disposición de Naciones Unidas, pues no obstante señalarse en el Memorando de Entendimiento respectivo, que la decisión definitiva sobre el despliegue efectivo de los recursos por el Gobierno de la República de Chile será una decisión nacional, en la práctica, al no existir mecanismos anticipados de estudio e información que involucren verdaderamente a quienes se relacionan con una “decisión nacional”, sumado a la prontitud que este sistema contempla para el envío de las tropas, se obtiene como resultado que esta decisión no cuenta con la debida y amplia maduración o análisis de los entes involucrados, viéndose naturalmente presionada por la urgencia del envío, para el cual ya existe dicha carta de intenciones y de coordinación (el Memorando de Entendimiento). Ello, sin considerar que esta modalidad de tropas tampoco es coherente con los criterios actualmente existentes en la ley.  


 


En relación con el segundo de los criterios comentados en el párrafo anterior, efectivamente existe un problema con el contenido de los mandatos de Naciones Unidas, respecto de los cuales, frecuentemente se discute si aquéllos contienen operaciones contempladas en el Capítulo VI o VII de la Carta de Naciones Unidas o una fusión de los dos, o bien, van más allá. 

 



En otras palabras, lo que corresponde es discernir y reconocer con certeza los objetivos de la misión, pues estos pueden ser finalmente de: seguridad, reconstrucción, desarrollo de la democracia o asuntos humanitarios, debiendo establecerse una respuesta para cada una de esas situaciones. Esto, especialmente, cuando la intervención de Naciones Unidas en el futuro promete darse, principalmente, en la resolución de conflictos internos, aumentando por ese motivo su complejidad, tornándose necesario considerar una redefinición de estas operaciones, para concebirlas de tipo civil-militar, y donde el acento en la construcción de capacidades institucionales estatales se transforme en el eje de atención de ellas.


 


En relación con conflictos que excedan la mantención o imposición de la paz y de la seguridad, no tiene sentido seguir socavando la credibilidad de esta clase de operaciones, pidiéndoles que hagan lo que no está a su alcance, como la construcción o la consolidación de la paz. Ello, porque el mandato original de MINUSTAH no ha tenido, en algunos casos, los resultados esperados.
 



4) Las partes involucradas en el conflicto deben haber solicitado la intervención de fuerzas de paz, salvo el caso de operaciones de imposición de la paz, donde no se requiere dicha solicitud. Cabe agregar que dicho requisito es esencial, para evitar el intervencionismo.

 



5) Deberán tenerse en cuenta siempre los costos que las operaciones de paz involucran y los efectos que el país obtiene, de manera que exista una conveniente relación entre ambos aspectos. 

 



6) Cada solicitud de Naciones Unidas se evaluará en forma separada, a la luz de todos los criterios señalados en los párrafos precedentes y siguientes. Cabe señalar que en este aspecto, se deben enfatizar los cambios antes referidos, pues permitirán una adecuada ponderación de dicho mandato.

Operativos:

 



1) Establecer con claridad el tipo de operación en que se participará, el país y la zona en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada. 

 



Señala la norma que, en concreto, toda participación nacional en operaciones de paz supone definir oficial y formalmente el ámbito de actuación de las fuerzas chilenas. Con tal objeto, y tratándose de Fuerzas Armadas y/o de Orden y Seguridad Pública, la autorización correspondiente para la salida de las tropas debería indicar, con referencia a la enumeración de tareas contenida en el punto 3 de este instructivo, el ámbito preciso de la autorización. A este respecto, es necesaria una precisión mayor sobre el concepto de “ámbito de actuación”.
 



2) Las operaciones deben contribuir al perfeccionamiento de las instituciones participantes. Esto debe manifestarse en la obtención de experiencias, entrenamiento de personal, adquisición y reposición de material y equipo.

 



3) Los medios participantes deben estructurarse utilizando como referencia, el listado de contribuciones de medios incorporados al sistema de fuerzas de reserva de Naciones Unidas y mantenerse permanentemente operativos.


 


Para lograr lo anterior, el Estado de Chile deberá contar con establecimientos dedicados a la instrucción y preparación del personal destinado a participar en operaciones de paz.

 



4) En estas operaciones sólo se comisionará personal profesional, civil o militar, preferentemente voluntario, no pudiéndose completar los cuadros con personal de la conscripción obligatoria.

Gubernativos y administrativos:

 



1) La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición y la proposición posterior a S. E. el Presidente de la República será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, en conjunto.

 



2) La responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos referidos a una operación de paz será del Ministerio de Defensa Nacional; la organización de la fuerza que participe, de la institución que proporciona los medios; y el control, de Naciones Unidas.

 



3) Para proporcionar la asesoría especializada se constituirá en forma permanente un Grupo de Análisis en el Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor de la Defensa Nacional), el cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional. Este grupo estará autorizado para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia.

 



4) Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuestos contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la preparación y la participación de fuerzas o personal chileno en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa Nacional.

 



5) La decisión final sobre el envío de fuerzas chilenas a una operación de paz la adoptará S. E. el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores.

 



6) Será responsabilidad del Ministerio de Defensa Nacional desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas que se emplearán en operaciones de paz en materias inherentes a éstas.

 



7) Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren dimanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.

II.-PROPUESTAS PARA UNA NUEVA POLÍTICA NACIONAL DE PARTICIPACIÓN EN OPERACIONES DE PAZ
 



El marco antes expuesto, dotado de criterios político-económicos, operativos, gubernativos y administrativos, adolece de serios defectos que atentan y dificultan el establecimiento de una política de Estado en relación a la participación nacional en operaciones de paz de Naciones Unidas. 

 



Para ello, deben concurrir transversalmente otras fuerzas políticas con representación parlamentaria, que en este caso ejercen funciones públicas y de representación popular en el Senado de la República, el cual, en virtud de la ley Nº 19.067, tiene la atribución de manifestar o no su acuerdo para la salida del país de tropas nacionales, como requisito previo a la suscripción del decreto supremo del Presidente de la República que así lo disponga. Esto, con el objeto de dotar de la mayor transparencia, ponderación y estabilidad a las decisiones del país que trascienden al gobierno de turno, pues aplican políticas de Estado que deben guardar continuidad a lo largo del tiempo.

 



En el ámbito de lo que la ley actual señala como criterios gubernativos y administrativos, se proponen los siguientes cambios, radicados fundamentalmente en el aspecto gubernativo y administrativo, tomando como base el marco jurídico vigente.

Recomendaciones de la Comisión Especial relativa a Misiones de Paz, sobre nuevos criterios gubernativos y administrativos para la toma de decisiones sobre la participación nacional en operaciones de paz, como expresión de una política de Estado:
 



1) La decisión sobre el envío de tropas nacionales a una operación de paz será adoptada por el Presidente de la República, quien, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 32, números 15° y 17° de la Carta Fundamental, tiene como atribuciones exclusivas, la conducción de las relaciones exteriores de la República y la disposición de las fuerzas de aire mar y tierra, su organización y distribución, según las necesidades de la seguridad nacional.

 



La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición, y la proposición posterior a S. E. el Presidente de la República será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, en conjunto, los cuales deberán proceder al estudio de una solicitud de Naciones Unidas o en el marco de acuerdos o tratados entre Estados, según el mecanismo expuesto a continuación, debiendo informar permanentemente y por anticipado a los actores que la ley asigna la toma de este tipo de decisiones, de todo eventual escenario internacional que requiera de la presencia de una operación de paz, en sus ámbitos e implicancias, según el protocolo expuesto a continuación, siempre teniendo en vista para su implementación, una estrategia global que reúna los aspectos militar, político, económico, social y cultural.

 



2) La participación en operaciones de paz distinguirá dos modalidades: (i) de contingente y (ii) de  experto u observador, aplicando sólo en el primero de los casos el procedimiento descrito en este Título. 




Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de fuerzas combinadas con terceros países, el acuerdo del Senado se otorgará sujeto a la condición suspensiva de que esos Estados autoricen la salida de sus propias tropas destinadas a integrar la fuerza combinada. Mientras no se cumpla dicho supuesto la autorización del Senado penderá en su eficacia. No obstante, y de conformidad con el mecanismo dispuesto en esta normativa, el Ejecutivo, considerando el acuerdo del Senado, podrá igualmente adoptar la decisión de participar soberanamente en dicha operación de paz.
 



3) Constituye una responsabilidad exclusiva del Ejecutivo la decisión del envío de tropas al extranjero. Sin embargo, el Senado de la República, en vista del acuerdo exigido por la ley para proceder al envío de tropas nacionales al extranjero, deberá ponderar escenarios con anticipación en base a la información disponible en virtud de esta ley, de manera de fundar sus decisiones en este ámbito. No obstante lo anterior y sin perjuicio del análisis hecho por esa Cámara para manifestar su posición, respecto del envío de tropas nacionales a una operación de paz determinada, la responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos militares y policiales involucrados, la organización de la fuerza que participe y de la institución que proporciona los medios, será del Ministerio de Defensa Nacional, y el control, de Naciones Unidas o del órgano que corresponda en el marco de acuerdos o tratados entre Estados; en tanto que los de participación y cooperación civil internacional, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

 



4) Las operaciones de paz en que participará Chile serán aquéllas autorizadas bajo mandato de Naciones Unidas, contenidas en los Capítulos VI, VII y VIII de su Carta fundacional. Esto es, tanto en operaciones de mantenimiento como de imposición de la paz, con posibilidad de uso efectivo de la fuerza, como en aquéllas llevadas a cabo por organizaciones internacionales dentro del marco de Naciones Unidas. Se considera, también, la participación nacional en misiones desplegadas de conformidad con acuerdos o tratados internacionales, fuera del ámbito de Naciones Unidas. 

 



5) La participación de tropas nacionales en una operación de paz no podrá prolongarse más allá de cuatro años desde su autorización inicial. Excepcionalmente, en casos calificados como esenciales para el interés nacional, podrá excederse dicho plazo, pero la aprobación de su autorización y de sus eventuales prórrogas requerirán el voto favorable de la mayoría de los senadores en ejercicio.

 



6) El seguimiento estratégico de las realidades internacionales que ameriten la formación de una operación de paz con sus múltiples dimensiones, así como la optimización de la relación costo beneficio de la participación en ellas, obliga al establecimiento de un mecanismo de evaluación de la gestión y una asesoría especializada de carácter técnico, jurídico, político y económico, que recaerán, en forma permanente, en una Comisión de Operaciones de Paz, la cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, debiendo generar informes regulares, al menos de carácter trimestral, los que serán distribuidos simultáneamente a los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional. Asimismo, el Ejecutivo pondrá a disposición del Senado dichos informes, por medio de su Presidencia. 




La Comisión de Operaciones de Paz se compondrá de un Consejo Político y de un Comité Técnico, relacionándose con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional o de Relaciones Exteriores. Un decreto supremo determinará los miembros de dicha Comisión, su forma de designación y sus atribuciones. Sin embargo, se sugiere incluir en ella a dos ex Senadores que hayan ejercido el cargo de Presidente de las Comisiones de Relaciones Exteriores o de Defensa Nacional de la Cámara Alta.


 


La solicitud de autorización remitida al Senado, deberá necesariamente recaer en operaciones de paz incluidas dentro de las orientaciones ministeriales antes señaladas. La Comisión de Operaciones de Paz estará autorizada para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia. 

 



7) El informe a que se refieren los artículos 1º y 4º de la ley N° 19.067, esto es, aquél que tiene lugar formulado un requerimiento para el ingreso de tropas extranjeras o para la salida de tropas nacionales, respectivamente, será de responsabilidad de la Comisión de Operaciones de Paz y tendrá el carácter de reservado, conteniendo los elementos necesarios para adoptar una decisión. Deberá ser remitido en esa misma calidad y simultáneamente a los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional. Además, el Ejecutivo pondrá a disposición del Senado dichos informes, por medio de su Presidencia. 

 



Dicho informe, según corresponda, deberá discernir y reconocer con exactitud esos elementos, a partir del requerimiento de Naciones Unidas o del órgano que corresponda en el marco de acuerdos o tratados entre Estados, pudiendo ser de seguridad, reconstrucción, desarrollo de la democracia o de asuntos humanitarios. 

 



También, deberá incluir una referencia precisa a la suficiencia de la información disponible y de aquélla entregada por el organismo requirente de la participación nacional, para determinar con certeza los plazos, condiciones, costos y beneficios para el país de involucrarse en la operación de paz respectiva. 

 



De ser suficiente, deberá entonces expresar el objeto concreto a alcanzar, señalando un estado final deseado y el modo de alcanzarlo; el plazo global de participación para el logro de los objetivos buscados, según el marco establecido por esta ley de permanencia y las modalidades de la salida de tropas, propuestas al Presidente de la República. Estos aspectos, si bien deberán privilegiar el ingreso desde las primeras fases de las crisis, deberán también considerar el pronto regreso de las tropas desplegadas.

 



8) El interés nacional constituye un elemento esencial para la adopción de una normativa de Estado en esta materia. Para determinar la concurrencia de este elemento en el caso particular, se deberá siempre atender a los intereses permanentes de la patria y, especialmente, al grado de importancia que una situación de conflicto puede tener para la seguridad nacional, debiendo la magnitud de la participación nacional ser directamente proporcional a dicha relevancia, que debe ser siempre comprobable y justificable. Es ineludible vincular la seguridad nacional al interés nacional, dado el rol que la Constitución Política de la República establece, tanto para las Fuerzas Armadas, como las de Orden y Seguridad. 

 



9) Toda participación nacional en operaciones de paz sujeta al mecanismo de autorización dispuesto por la presente ley, deberá generar informes de estado de situación cada seis meses, los que deberán ser emitidos por la Comisión de Operaciones de Paz,  y en carácter de reservados, ser remitidos en esa misma calidad y simultáneamente a los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional. Asimismo, el Ejecutivo deberá ponerlos a disposición del Senado,  por medio de su Presidencia.

 



10) Finalizada la participación de tropas chilenas en una operación de paz determinada, la Comisión de Operaciones de Paz deberá enviar, dentro de 60 días y simultáneamente, un informe a los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, en que se detallen sus resultados, el nivel de logro de los objetivos propuestos, la situación del personal que fue desplegado, y los costos materiales y financieros efectivamente incurridos. Además, el Ejecutivo deberá ponerlo a disposición del Senado, por medio de su Presidencia.

 



11) Toda autorización de ingreso de tropas extranjeras y salida de tropas nacionales que requiera del acuerdo del Senado deberá materializarse en un oficio del Ejecutivo y ser remitido a dicha Corporación, la que analizará la solicitud en sus Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y tendrá un plazo de 30 días corridos, contados desde la fecha de recepción del oficio, para considerarlo, entendiéndose que lo aprueba, en el caso de no pronunciarse dentro de dicho término. 

 



Salvo la exigencia de un quórum especial, el acuerdo del Senado deberá ser adoptado por la mayoría de sus miembros presentes y solamente podrá aceptar o rechazar la solicitud del Presidente de la República en los términos y condiciones en que fue presentada, sin introducirle enmiendas o condiciones. 

 



Habiéndose rechazado la solicitud del Presidente de la República, en el caso de existir o acreditarse nuevos antecedentes que lo justifiquen, éste podrá remitir una nueva solicitud, de conformidad al procedimiento establecido por esta ley. 

 



En el caso de los oficios del Ejecutivo solicitando prórrogas de acuerdos vigentes del Senado, dicho plazo será también de treinta días, junto al cual deberá acompañarse un informe de la Comisión de Operaciones de Paz, que incluirá un análisis detallado sobre el estado de situación de las tropas nacionales en el exterior o de las tropas extranjeras en el país, según corresponda, debiendo en los informes para solicitar prórrogas de salida de tropas nacionales hacer referencia expresa al cumplimiento del objeto preciso encomendado, las razones para extender el período total de permanencia, la expresión de un nuevo y definitivo plazo, así como las modalidades de salida de las tropas, ajustadas a ese último término. 

 



La solicitud contenida en el oficio deberá tomar en consideración el informe que al respecto se elabore por la Comisión de Operaciones de Paz y se fundamentará, a lo menos, en: 

 



a) Una exposición del mandato de la Organización de Naciones Unidas o de la solicitud conforme a tratado vigente o del Estado afectado;

  



b) La explicitación de los objetivos perseguidos con la misión, así como del interés y, por tanto, la amenaza a la seguridad nacional involucrados en la participación en la misma;

  



c) La exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato o solicitud;

  



d) La descripción de  las tropas nacionales a ser desplegadas;

  



f) La organización del mando del contingente nacional y su equipamiento y material de apoyo;

  



g) Una referencia expresa, en base a la información disponible y procesada por el informe antes señalado, del plazo global de participación para el logro de los objetivos buscados, según el marco establecido por esta ley; y

  



h) Una estimación indicativa del costo financiero de la participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz, y las fuentes de su financiamiento.

 



12) La autorización inicial del Senado será válida por hasta el término de doce meses, sin perjuicio de que atendiendo a la modalidad de participación y las características de la misión pueda también otorgar su acuerdo hasta el fin de la misión, con el voto favorable de las mayoría de sus miembros presentes.
 



13) Con la finalidad de enfrentar oportunamente graves crisis humanitarias ocasionadas por conflictos armados, y sólo en los dos casos explicitados más adelante, el Presidente de la República podrá disponer la rápida o inmediata salida del territorio de la República de una fuerza de tamaño reducido, no mayor de una unidad fundamental (una compañía de Ejército o su equivalente para las otras Fuerzas Armadas), sin el previo acuerdo del Senado y por un plazo no superior a 45 días. 
 



El Presidente informará al Senado de la salida de estas tropas dentro de las 24 horas siguientes a producida. De producirse la necesidad de una prórroga de dicho plazo, deberá necesariamente contarse con el acuerdo del Senado.
 



Todo lo anterior sólo se podrá adoptar en conformidad con las normas y tratados internacionales vigentes y únicamente en los siguientes casos:

 



a) 
Cuando se trate de proteger, rescatar o evacuar a personas no combatientes ni armadas de nacionalidad chilena que se encuentren en una zona de conflicto armado con peligro inminente para sus vidas, y

 



b) 
Cuando la Organización de Naciones Unidas haya solicitado a sus Estados Miembros enviar con urgencia tropas para impedir graves daños a la población civil en una zona de conflicto armado.

 



14) Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Defensa Nacional y/o de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuestos contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la gestión de la Comisión de Operaciones de Paz, así como la preparación y la participación de fuerzas o personal chileno en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa Nacional y/o de Relaciones Exteriores. Los gastos que irrogue la aplicación de la nueva ley se financiarán con cargo al presupuesto vigente de las respectivas instituciones.

 



15) El envío de tropas chilenas a operaciones de paz debe ser la expresión de una política de Estado, y sin perjuicio del acuerdo con que debe concurrir el Senado, la decisión final sobre el envío de fuerzas a una operación de paz, tal como se ha señalado anteriormente, la adoptará el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores, por medio de la Comisión de Operaciones de Paz.

 



16) Será responsabilidad del Ministerio de Defensa Nacional desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas militares y civiles que se emplearán en operaciones de paz, en materias inherentes a éstas, considerando, en lo que corresponda, el rol coordinador del Ministerio de Relaciones Exteriores.

 



17) Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren emanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional.”.
° ° °

CAPITULO II

EVALUACIÓN DE LAS TROPAS Y MEDIOS NACIONALES EN HAITÍ


Vuestra Comisión Especial relativa a Misiones de Paz, en lo que respecta a esta parte del encargo efectuado por la Corporación, ofrece en el presente Capítulo una reseña de la visita de trabajo realizada a la República de Haití.


También contiene algunas observaciones de Sus Señorías acerca de la participación de Chile en la MINUSTAH.


Finalmente, acordó insertar el discurso del señor  Canciller en las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, con ocasión de la última solicitud de prórroga de la MINUSTAH, por estar directamente relacionado con el mandato de la Corporación a esta Comisión.


Sus conclusiones y propuesta serán entregadas en la Sala, cuando se discuta el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de las tropas y medios nacionales en Haití (Boletín N° S 956-05).

I. Visita de trabajo a la República de Haití de la Comisión Especial relativa a Misiones de Paz



La Comisión, respondiendo a una invitación extendida por el Ministerio de Defensa Nacional, realizó una visita de trabajo a Haití, entre los días jueves 22 y sábado 24 de marzo de 2007.


En la ocasión, se reunió con el Representante del Secretario General de Naciones Unidas en Haití, señor Edmond Mulet; con el Presidente de dicho país, señor René Préval; con el Primer Ministro, señor Jacques Edouard Alexis y algunos Ministros de Estado; con los Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados, señores Joseph Lambert y Erick Jean-Jacques, respectivamente, y con el grupo Parlamentario de Amistad Chile-Haití.



Además, tuvo la oportunidad de entrevistarse con representantes de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones que participan en la MINUSTAH. Asimismo, visitó el Batallón Brasil y el Batallón Chile, y las Unidades de Ingenieros y de Helicópteros con asiento en esa parte de la isla. 



Concurrieron los Honorables Senadores señores Romero, Gazmuri, Prokurica y Zaldívar, en compañía del Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Alberto Van Klaveren, de la Subsecretaria de Marina, señora Carolina Echeverría, del Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, señor Iván Fabry, del General de Brigada (A), señor Carlos Pabst, y de la Secretaría de la Comisión.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Romero, en una sesión posterior a la estadía en Haití, agradeció la invitación, señalando que constituyó un trabajo intenso y fructífero, toda vez que permitió a los miembros de la Comisión tomar contacto directo con la realidad que vive ese país.


Los antecedentes recopilados en la visita se encuentran a disposición de Sus Señorías en la Secretaría de la Comisión.

Exposición de Carabineros de Chile e Investigaciones.


La visita de trabajo comenzó con una exposición de los representantes de Carabineros de Chile e Investigaciones en la MINUSTAH. En la ocasión, el Coronel señor Daniel Morales expresó que Carabineros cumple un rol de consejero técnico en la Misión, desarrollando tareas de asesoría a la Policía Nacional de Haití (PNH), dentro del ámbito de sus competencias.


Explicó que estas funciones se despliegan básicamente en las siguientes áreas: investigación, relación policía-comunidad, educación, inteligencia, planificación y desarrollo de programas, proceso de selección y técnicas policiales.

 
Destacó que Carabineros, conforme al Memorandum de Entendimiento de 1999, participa bajo la categoría de “Expertos en Misión”, y que en la actualidad existen 11 efectivos uniformados desempeñándose en la MINUSTAH (5 en Puerto Príncipe, 5 en Cabo Haitiano y uno en Gonaives).


En materia de instrucción policial, señaló que se está asesorando el proceso de formación y de selección de la Policía Nacional Haitiana, por medio de la dictación de cursos de perfeccionamiento, y de la elaboración de un plan de reforma de la Institución y del proceso de postulación a la misma. 

 
En este contexto, indicó que el contingente nacional también ha apoyado la formación de instructores de las unidades en materia de mantenimiento del orden público, técnicas de control de tránsito, planificación y coordinación del desarrollo de las operaciones conjuntas de la Policía Nacional Haitiana (PNH), UNPOL y militares de la región del norte.


El Coronel señor Morales manifestó que el método de formación policial chileno -similar al modelo español y al francés- es distinto del anglosajón, en cuanto al tiempo de duración del entrenamiento. Puntualizó que la policía anglosajona insiste en una instrucción de tres meses, período que está en contradicción con el criterio chileno, originando graves inconvenientes en el logro de una correcta formación policial. 

 
Agregó que existiría un acuerdo para cursar la formación policial haitiana en un plazo de 10 meses, pero que no hay garantía de que este período se mantenga, debido al constante cambio de mando y de criterio en la Misión respecto de esta materia.


Por su parte, el Teniente Coronel señor Tapia connotó la gran interacción que se ha logrado con la comunidad haitiana, destacando la reciente formación de la Brigada de Protección del Medio Ambiente, en coordinación con la Embajada de Chile en dicho país. 

 
Hizo presente el trabajo en terreno de los Consejeros Técnicos en la “Escuela Chile”, donde crearon una brigada y un plan de prevención de accidentes de tránsito, además de dictar charlas sobre cultura chilena y otorgar ayuda solidaria. 


Señaló que el personal policial de nuestro país tuvo un rol muy importante en las elecciones municipales efectuadas recientemente en la isla.


Expresó que el contingente de Carabineros en Haití representa a la Institución y al país en una acción benéfica de cooperación internacional, permitiendo, además, la obtención de experiencia en la resolución de problemas policiales.


El representante de la Policía Civil, Subcomisario de Investigaciones, señor Raúl Muñoz, manifestó que la participación de su Institución en esta Misión constituye un compromiso del Estado con la comunidad internacional, por medio de un despliegue diplomático que posiciona al país a nivel mundial, estimulando la creación de una policía de calidad, transfiriendo conocimientos profesionales y experiencia técnica. 

 
Indicó que la calidad de “Expertos en Misión” permite el desarrollo profesional, al intercambiar experiencias que garantizan estándares internacionales en materias policiales y de derechos humanos.


Manifestó que el rol fundamental de Investigaciones consiste en la asesoría en la investigación criminalística de los delitos, en especial, de aquéllos de mayor connotación social, tales como homicidios, delitos sexuales y secuestro, insertos dentro del Plan Minerva, que constituye un proyecto de cooperación bilateral con la Policía Nacional Haitiana.


Destacó el soporte técnico e informático que otorga la Institución en el registro, análisis y administración de información referida al conteo de los Policías y Empleados Civiles de la PNH, y de la unidad central que almacena, administra y gestiona toda la base de datos de las demás unidades.


Explicó que la Unidad de Vetting constituye un brazo investigativo encargado de la determinación de las potencialidades y debilidades de la PNH, por medio de una investigación individual de cada miembro, siendo sus líneas de acción la anticorrupción y la depuración.


Señaló, como otra de las labores desempeñadas por su Unidad, la asistencia docente en la selección de Aspirantes a la Academia Nacional de la Policía; la instrucción a oficiales de la PNH en aspectos de la investigación criminalística y la supervisión del desarrollo de los procesos eleccionarios.


Como conclusión, el Coronel señor Morales connotó que la participación de Chile en Operaciones de Paz responde a un compromiso del Estado con la comunidad internacional, y que el rol de “Expertos en Misión” permite detectar debilidades y fortalezas del sistema. No obstante lo anterior, hizo presente que existe cierta disconformidad en la policía chilena por las contradicciones en los métodos de formación del personal, al no existir un estándar intermedio entre las policías que participan en la MINUSTAH, debido a la falta de un manual policial único, o bien, de un patrón mínimo común.

 
La autoridad policial añadió que con el método anglosajón de formación no se soluciona la corruptibilidad y la falta de ética de la policía. 

 
Destacó que la variedad de actores policiales internacionales lleva consigo la dispersión de objetivos, por lo que sería conveniente una negociación con Naciones Unidas, para que los países con métodos similares de formación policial reformen y fortalezcan la PNH.


Consultados por miembros de la Comisión, los representantes de ambas Instituciones estimaron que la consolidación de la institucionalidad policial haitiana aún no se ha logrado, y siendo ese su principal objetivo, no sería conveniente abandonar en estos momentos su cometido. En este aspecto, reiteraron que unificar la política policial dentro de la MINUSTAH es imprescindible, ya que la participación de diversos países en la misma dificulta su unidad y cohesión.

Reunión con Parlamentarios del Grupo de Amistad Chile- Haití.


La Comisión recibió la visita de los Honorables Diputados haitianos señores Jean-Claude Lubin y Casimir Michelet,  integrantes del Grupo de Amistad Chile-Haití.


Los citados parlamentarios agradecieron la presencia de Senadores chilenos, conjuntamente con la participación de nuestro país en la MINUSTAH, destacando su rol en esta Misión.


Asimismo, solicitaron colaboración para fortalecer el nivel de desarrollo del Parlamento, indicando que la población haitiana confunde sus funciones con las de otras instituciones, como las municipalidades. En materia de cooperación, demandaron ayuda en alimentos y apoyo en las áreas de educación y de salud, y en la creación de programas para paliar la cesantía. También propusieron alternativas de inversión, principalmente en el área del desarrollo del turismo.


El señor Presidente de la Comisión, por su parte, agradeció la conformación de este Grupo de Amistad y ofreció intercambiar experiencias entre parlamentarios y funcionarios de ambos países, con la finalidad de otorgarles capacitación en el manejo del sistema informático de última generación que posee nuestro Congreso Nacional, así como todo tipo de asesoría o ayuda que les sea necesaria en materias legislativas.

Primer Ministro de la República Haití


La Comisión fue recibida por el Primer Ministro haitiano, señor Jacques Edouard Alexis, en compañía de los Ministros de Estado de Salud, de Seguridad y de Educación, entre otros. Todos ellos destacaron la ostensible mejora en el tema de la seguridad, como resultado del esfuerzo de las autoridades en la reforma del Estado.



El Primer Ministro hizo presente que en esta materia ha existido un avance significativo, porque la MINUSTAH tomó la decisión de combatir a los grupos subversivos y delictuales haitianos, capturando a muchos cabecillas que estaban operando en las distintas poblaciones, particularmente en Cité  Soleil, una de las localidades más convulsionadas del país, a la que hasta hace poco tiempo no ingresaban las fuerzas de paz.



Manifestó estar muy agradecido de la participación de nuestras Fuerzas Armadas y del pueblo de Chile en la MINUSTAH, subrayando el respeto que debe guardar siempre la Misión por la idiosincrasia del pueblo haitiano, guardando una relación de colaboración y no de imposición.



En lo que respecta a la variable político-institucional, añadió que existen avances que han permitido una cierta consolidación del sistema democrático, en especial de los procesos electorales como el presidencial y el municipal, en los cuales la presencia de la MINUSTAH ha sido determinante.


Finalmente, consultado por la oportunidad para terminar con la Misión, expresó que el retiro debe ser programado, modificando la composición de la fuerza -con más agentes de desarrollo que militares-, focalizando la cooperación en la formación y protección de recursos humanos y en el desarrollo agrícola productivo.

Presidente de la República de Haití, señor René Préval

 
Durante el encuentro con la máxima autoridad de Gobierno, la delegación abordó el tema de la situación institucional del país caribeño y la importancia de la cooperación internacional.



El Presidente René Préval manifestó estar muy agradecido del aporte de Chile y de sus Fuerzas Armadas en la estabilización de Haití.



Por su parte, los Honorables señores Senadores expresaron su convencimiento de que la MINUSTAH debe adaptarse a los nuevos desafíos, para lo cual debería ir cambiando progresivamente la participación militar por una colaboración institucional y civil en distintos rubros, como la educación, la salud y la reforma del Estado.



El Presidente Préval indicó que la estabilidad política existente en Haití le ha permitido iniciar una campaña para financiar la construcción de la estructura básica del país, como carreteras, puentes y edificios públicos. Advirtió, además, que se están dando las condiciones propicias para la inversión privada.



Hizo presente que la ayuda ofrecida por países como Venezuela, en materia de electricidad y combustible, y de Cuba, en el área de la salud, traerán grandes progresos para su país.




Indicó que la debilidad del Estado haitiano, conjuntamente con la falta de agilidad en la administración pública y la burocracia, han hecho que la ayuda ofertada por otros países se materialice en forma lenta.



Sobre el tema de drogas en la isla, el Presidente, señor Préval señaló que sostendría una reunión con los Gobiernos de República Dominicana, Venezuela y Colombia, países que constituyen el corredor de drogas hacia EE.UU, nación que, junto con Europa, son los mayores demandantes de este tipo de sustancias. Connotó que Haití es sólo un lugar de tránsito y no de consumo de estupefacientes.



Por último, subrayó la importante labor que está ejerciendo el Parlamento haitiano en un contexto de transparencia y legalidad, citando como ejemplo la actual tramitación del proyecto de ley sobre declaración patrimonial de los congresistas.

Representante Especial del Secretario General de ONU: Embajador Edmond Mulet.



Los Honorables Senadores fueron recibidos en la residencia del señor Mulet, ocasión en la cual se conversaron temas propios de la MINUSTAH.

Congreso Nacional de la República de Haití



La Comisión fue recibida por el Honorable Senador señor Joseph Lambert y por el Honorable Diputado señor Erick Jean-Jacques, Presidentes del Senado y de la Cámara de Diputados de Haití, respectivamente, quienes manifestaron que la intervención de las fuerzas militares de la MINUSTAH es estrictamente temporal, y que es fundamental que Naciones Unidas entienda que el mandato tiene que modificarse progresivamente, con la finalidad de alcanzar la cooperación civil.


Los parlamentarios caribeños agregaron que el Gobierno haitiano intenta solucionar los problemas del país y que la comunidad internacional confía en este propósito. Resaltaron que Haití podría considerarse un Estado en construcción y viable, por lo que es necesario ayudar a ese objetivo. Pusieron de relieve que Chile ha sido un factor importante en los logros conseguidos, y que sería difícil abandonar en forma precipitada la Misión, sin perjuicio de que se fijen las bases para poner fin, al menos, a la parte militar de ella.

Batallón Brasil


El Batallón Brasil, comandado por el Coronel Barroso Magno, recibió a la Comisión y realizó una breve reseña  de la labor que cumple su Unidad en la MINUSTAH, resaltando el gran profesionalismo del contingente chileno.


En la ocasión, se destacaron las actividades operativas en desarrollo, particularmente las referidas a los patrullajes diurnos y nocturnos en la ciudad de Puerto Príncipe, las revisiones vehiculares en distintos puntos del Departamento, las patrullas de largo alcance a localidades más distantes, el calendario de relevos y otras materias inherentes a los aspectos de seguridad, logísticos y también algunos de orden administrativo.


Seguidamente, la Comisión visitó Cité Soleil, uno de los barrios más inseguros de la Capital, escoltada por los Cascos Azules. En la oportunidad, el Coronel Barroso hizo presente que desde hace poco tiempo las tropas militares pueden entrar al lugar, ya que allí se radicaban las bandas delictuales armadas más peligrosas de Haití, con alta preparación paramilitar, y que fueron desarticuladas por la MINUSTAH.

Batallón Chile (Cabo Haitiano)

 
El Comandante del Batallón Chile, Capitán de Fragata (IM) Frederick Pollmann, realizó una exposición sobre la labor desempeñada por el contingente chileno destacado en el Batallón Chile. Esta es una Unidad conjunta integrada por efectivos del Ejército y de la Infantería de Marina de la Armada. 

 
En la ocasión, se explicaron las actividades de carácter operativo, de instrucción y de apoyo comunitario realizadas por el Batallón en el Departamento Norte de la isla, con la finalidad de brindar seguridad a la población y de generar un ambiente de tranquilidad, que permita al país reconstruir sus instituciones jurídico-políticas.


El Comandante mostró las dependencias médicas y administrativas del lugar, y se realizó una breve visita a la ciudad y a los Cuarteles Carrera y O’Higgins.

Unidad de Ingenieros

 
El comandante de la Compañía de Ingenieros, Teniente Coronel de Ejército Andrés Cáceres, recibió a la delegación realizando una exposición sobre las labores ejecutadas, subrayando el carácter combinado de la Unidad, al estar conformada por 87 militares del Ejército de Chile y 66 del Ecuador.


Esta repartición realiza, entre otras, labores de mejoramiento vial según lo dispuesto por la MINUSTAH, nivelación y reparación de caminos, compactación y levantamientos topográficos, construcción, mejora de cuarteles y traslado de material de construcción, apoyo al movimiento de contenedores, tratamiento y purificación de agua, y distribución de la misma.

 
Conjuntamente con lo anterior, expresó que la Unidad binacional ha adquirido un compromiso permanente con el pueblo haitiano, en especial con sus niños, quienes, producto del abandono y de la situación que vive hoy el país, se encuentran viviendo en diversos orfanatos, que no cuentan con los recursos necesarios para su mantención. Por ello, otorgan ayuda solidaria a los orfanatos Israel, El Buen Samaritano y Rosemine de Diegue, de la ciudad de Puerto Príncipe, administrando vitaminas y atención sanitaria y, semanalmente, agua potable, con el fin de mejorar la calidad de vida de los menores.


Reiteró que la Compañía de Ingenieros presta diferentes servicios como una forma de potenciar sus recursos en beneficio de la comunidad, efectuando ininterrumpidamente trabajos de ingeniería.


Por último, la autoridad militar señaló algunos problemas que se han detectado en la ejecución de programas de Naciones Unidas. Por otra parte, explicó que el contingente chileno carece de los medios de difusión necesarios para socializar y difundir la labor realizada por ellos en Haití.

Unidad de Helicópteros


El Coronel de Aviación (A), José Luis Valenzuela, Comandante de la Unidad integrada por cuatro helicópteros UH-1H, recibió a la Comisión, y explicó que en la Base, ubicada a un costado del Aeropuerto Internacional Toussaint Louverture, los UH-1H que la Fuerza Aérea de Chile tiene desplegados en la isla, recorren distintos puntos del país efectuando reconocimientos, transporte de tropas y evacuaciones aeromédicas civiles y militares, tanto en condiciones diurnas como nocturnas, además de realizar patrullajes, operaciones de inteligencia, traslados logísticos, misiones de comando y control y captura de delincuentes.


La Unidad está constituida por pilotos, mecánicos, ingenieros, médicos y enfermeros de combate, los cuales contribuyen a la realización de una tarea integral dentro del ámbito aéreo de la MINUSTAH.


Como estadística, resaltó que se han realizado más de 712 horas de vuelo y alrededor de 17 evacuaciones aeromédicas.


Al respecto, el Coronel Valenzuela expresó que las aeronaves chilenas son las únicas que tienen capacidad nocturna de vuelo dentro de la MINUSTAH, mediante el empleo de visores especiales, requiriendo entrenamiento periódico de la tripulación, situación que ha sido reconocida en forma permanente por las máximas autoridades de la Misión.

II. Planteamientos formulados por miembros de la Comisión


El Honorable Senador señor Romero destacó la gran capacidad y el profesionalismo de las Fuerzas Armadas nacionales apostadas en la MINUSTAH, circunstancias que fueron ampliamente corroboradas por las distintas autoridades que recibieron a la Comisión durante la visita efectuada a Haití.

 

Hizo presente que dichas autoridades señalaron, como algunos de los problemas que aquejan a esa nación, el tránsito de droga, la carencia de instituciones y servicios básicos y la cesantía.



En materia de ayuda internacional, manifestó que de acuerdo a lo reseñado por el Presidente Préval, el Estado haitiano es débil y no cuenta con suficientes funcionarios expertos y calificados para dirigir una serie de complejas y dificultosas relaciones con donantes, quienes demandan resultados concretos para materializar su contribución.

 

Su Señoría expresó que, considerando las dificultades  antes reseñadas, sería conveniente cambiar el giro de la MINUSTAH, pasando de una cooperación militar a una civil, ya que el desarrollo de la estructura del Estado haitiano es fundamental para la reconstrucción del país.



Reiteró la idea planteada en el documento de la Presidencia de la Comisión, sobre la Nueva Política Nacional para la Participación en Operaciones de Paz, en el sentido de que es necesario crear un órgano especial que asuma políticas concretas para solucionar el conflicto haitiano, ya que la MINUSTAH no ha podido cumplir con todos sus propósitos.



Advirtió que la cooperación no puede ser concebida sólo en el marco de una misión de paz, toda vez que la ayuda tiene distintos objetivos, dependiendo de las etapas de la crisis. Puso de relieve que en la actualidad Haití tiene un gobierno elegido democráticamente, y que en consecuencia, la naturaleza de la colaboración requerida excede a los objetivos de la Misión, la cual, si no cambia su rumbo, corre el peligro de tornarse permanente. 

 

Concluyó que la clave para el éxito de la intervención en Haití es tener una estrategia de salida bien estructurada, con planes y objetivos claros, pudiendo utilizarse para ello la experiencia adquirida en el retiro de tropas de otras operaciones de paz.


El Honorable Senador señor Zaldívar indicó que es preciso programar el retiro de las tropas nacionales, y destacó que la MINUSTAH ha permitido acercamientos con países que para Chile son fundamentales, como Argentina y Brasil. 

 
Manifestó que es partidario de prorrogar la permanencia de nuestro contingente en Haití por el plazo de un año, y que la Comisión de Análisis que deberá crearse en la ley relativa a una nueva institucionalidad para las misiones de paz, evalúe la forma de retiro definitiva.


Asimismo, resaltó el trabajo realizado por la cooperación civil en ese país, particularmente, por algunas Organizaciones No Gubernamentales, y señaló que la participación de estas entidades debe enmarcarse dentro de una política nacional definida.


El Honorable Senador señor Prokurica adelantó que era igualmente partidario de prorrogar la permanencia de las tropas nacionales en la isla, puesto que un éxodo intempestivo constituiría un error que podría generar nuevamente una situación de inestabilidad. No obstante, puntualizó que es imprescindible preparar y programar la salida de las tropas, comprometiendo, dentro de lo posible, a las naciones que tienen más responsabilidades en la situación que vive ese país, desde el punto de vista histórico y económico.


Expuso que es necesario reorientar la ayuda internacional a las áreas de infraestructura y de policía. Respecto de esta última, subrayó que los esfuerzos deben enfocarse a crear una institución policial en base a un modelo único y permanente que responda a una orientación clara en el tiempo, evitando su variación, tal como ocurre en la actualidad.


El Honorable Senador señor Gazmuri manifestó que notó un cambio positivo en la última visita a ese país con respecto a la anterior: había un Gobierno muy precario, que hoy se siente legitimado y con respaldo ciudadano. La situación de seguridad también ha mejorado, como lo demuestra la presencia de la Comisión en Cité Soleil, barrio de Puerto Príncipe, al que hasta hace poco tiempo era impensable ingresar.


Su Señoría expresó que la permanencia de fuerzas militares de apoyo durante un período determinado será indispensable. Sin embargo, compartió la opinión de que la MINUSTAH debe ir cambiando de giro, dando paso a los temas de cooperación civil, económicos y sociales, que son cada vez más importantes. Coincidió también en que la creación de una policía nacional es fundamental y prioritaria desde el punto de vista institucional y de la seguridad.


Por último, destacó el carácter sudamericano de la Misión, y la necesidad de coordinar nuestras acciones con Argentina y Brasil.


El Honorable Senador señor Pérez Varela precisó que es impensable una salida de tropas en forma intempestiva de la isla, pero que no vislumbra una posición clara del Gobierno respecto de la decisión política de permanencia de la Misión para hacer viable el Estado haitiano. Puntualizó que antes de la próxima prórroga debe remitirse al Senado toda la información en forma clara y suficiente, para cumplir con la obligación de prestar el acuerdo correspondiente de manera seria, fundada y responsable.


El Honorable Senador señor Muñoz Barra señaló que el contingente chileno apostado en Bosnia tiene diversas especialidades, como sanidad y educación. Indicó que las tropas en Haití deberían seguir esta misma línea de acción para mejorar la calidad de vida de la población, ayudándola a crear una institucionalidad republicana.


El señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante destacó que el tema de la cooperación internacional es un aspecto prioritario en la experiencia de la Misión en Haití, carácter que la diferencia de las otras operaciones de paz. Señaló que Chile se sumó a la MINUSTAH porque le interesa mantener vínculos con naciones participantes, y porque esta cooperación tiene repercusiones en el campo de la política exterior y de la seguridad.


Señaló que cada vez que se renueva el mandato de Naciones Unidas en Haití hay un proceso de consultas, de concertación y de coordinación con otros países de América Latina. Primero, con los países del ABC (Argentina, Brasil y Chile), y luego, con los demás que participan en la Misión.


Con respecto a la consulta del Honorable Senador señor Muñoz Barra, expresó que una diferencia básica entre la operación de Bosnia y la de Haití, es el contexto en el que ambas se realizan. En efecto, mientras que en Bosnia hay un componente militar y civil dirigido por la Unión Europea, en el caso de Haití esto no existe. En consecuencia, ambas misiones no se pueden comparar, ni en el plano económico, ni en el político, lo que explica el mayor éxito relativo de la intervención en dicho país europeo.

III. Presentación del señor Ministro de Relaciones Exteriores ante las Comisiones de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas, para solicitar prórroga a la participación de Chile en la MINUSTAH.


La Comisión acordó insertar la citada exposición del señor Canciller en esta parte del informe, por considerar relevantes sus expresiones y directamente relacionadas con su cometido:


“Como es de conocimiento de los Honorables señores Senadores, esta es la segunda vez que me corresponde solicitar la prórroga de la permanencia en Haití del contingente nacional desde la posición que ocupo como Ministro de Relaciones Exteriores del Gobierno de la Exma. Sra. Presidenta de la República, señora Michele Bachelet.  


La primera vez, hace poco menos de seis meses, me pareció que la solicitud por un período tan breve no era adecuado a situaciones como la que vivía Haití, cuya Operación de Paz pertenecía a la competencia de Naciones Unidas, que en ella participaban varias naciones, que estaban en juego intereses superiores de la comunidad regional e internacional y en la que nuestro país se encontraba comprometido desde un comienzo.


De allí que la iniciativa del Honorable Senado en cuanto a formar una Comisión Especial para proponer una nueva normativa jurídica respecto a la participación chilena en Operaciones de Paz de Naciones Unidas y estudiar el caso de Haití, vino a constituir, a nuestro juicio, una necesaria y oportuna iniciativa que nos ha permitido en estos últimos meses reflexionar en conjunto sobre esta materia, sentar una doctrina para la participación nacional en Operaciones de Paz y establecer un marco jurídico que ponga al día los textos existentes, situando la Operación que se lleva a efecto en Haití dentro de él.

I. MARCO GENERAL


En efecto, el fenómeno globalizador acelerado de nuestros días, domina el accionar internacional, económico, financiero, comunicacional e incluso político. La paz y la seguridad se han transformado no solamente en un imperativo ético y político, sino también económico y financiero, en el que cualquiera alteración e incluso amenaza de alteración de la tranquilidad, sea por motivos provocados por el hombre o la naturaleza, afectan de manera más o menos importante los intereses y la situación de los países, y por ende de los individuos.


Hoy es casi imposible aislarse. Estamos lejos de la época en que podían adoptarse políticas que ignoraban la que realizaban otras comunidades. No se puede ser indiferente ni frente a los mercados globales ni a los principales desafíos mundiales. Es más, si no participamos de manera activa y decidida en ellos, estaríamos condenando a nuestros pueblos a vivir al margen de los beneficios que ofrece el mundo actual. 


De la misma manera como la participación de los diversos actores internacionales en los mercados globales les ha facilitado, junto a otros factores, el desarrollo, su participación activa en el campo internacional y, especialmente en el terreno de la paz y seguridad, les ha conferido influencia.


Pero tal como el desarrollo no depende hoy solamente de factores económicos,  la acción internacional exitosa tampoco confiere por sí sola influencia. Para ello es necesaria la colaboración, esto es, contribuir con el sistema internacional y participar activamente en los regímenes que institucionalizan acuerdos y compromisos.


En el caso de Chile, podemos mostrar una larga tradición en materia de cooperación para la paz y seguridad, la que se acrecienta a partir de 1991. La participación nacional tras la invasión a Kuwait por parte de Irak, constituyó el anticipo de una política de colaboración más profunda con la comunidad internacional, fundada tanto en la necesidad de buscar nuevos horizontes para nuestra economía, como en el interés de renovar nuestro rol de miembro activo de ella, una vez recuperada la democracia en el país. Esta política, que coincidió con el cambio global en curso, quedó reflejada cinco años más tarde, en 1996, en el decreto supremo N° 94, del Ministerio de Defensa Nacional, modificado en 1999 por el decreto supremo Nº 68, de la misma Secretaría de Estado. El contenido de ambos textos fue recogido y contextualizado en los libros de la Defensa Nacional de 1997 y 2002, respectivamente.


Esta política ha reflejado claramente la relación existente entre nuestra economía, abierta al exterior y nuestra política internacional, activa e intensa, que otorga gran importancia al campo de la seguridad y de la defensa, en su doble dimensión, global y nacional.   


En las últimas décadas hemos ido agregando valor al hecho de que, para un país como el nuestro, que depende en gran medida de su comercio exterior, no sólo es vital su propia seguridad, sino también que el mundo viva en paz.


Lo anterior, ha requerido aumentar prudentemente la intensidad de nuestra acción internacional, particularmente en los foros donde se adoptan las decisiones que pueden fortalecer o debilitar las condiciones que necesitamos para continuar nuestra senda de desarrollo. Y no cabe duda que una presencia más activa nos ha exigido asumir ciertas responsabilidades que, por lo demás, son también de nuestro interés.


Estoy convencido que debemos asumir estas responsabilidades de acuerdo a nuestras posibilidades, tanto desde el punto de vista de país en desarrollo cuanto con las limitaciones propias de nuestro tamaño, y ubicación geográfica.   


En este marco doctrinario se ubica la participación que nuestro país ha tenido en Operaciones de Paz y, concretamente la de Haití, que constituye la más importante y numerosa en que hemos participado hasta ahora.


Permítaseme, a continuación, Honorables Señores Senadores, referirme a la participación de Chile en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas para Haití, cuya prórroga por un año estoy solicitando, tal como expresé al comienzo de esta exposición 

II. CHILE Y LA MISIÓN DE ESTABILIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS PARA HAITÍ


La presencia de Chile en Haití responde al llamamiento en 2004 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas para integrar la Fuerza Multinacional Provisional y luego para participar en la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH). Desde mayo del 2005, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas ha extendido en varias oportunidades su mandato, el último el 15 de febrero pasado hasta el 15 de Octubre de 2007.


El proyecto en que Chile ha venido participando tiene por objeto sentar las bases para la “reconstrucción integral” de Haití, habiéndose cumplido exitosamente sus primeras etapas. Haití goza ahora de una relativa tranquilidad y cuenta con autoridades políticas y administrativas elegidas en procesos democráticos, con alta participación ciudadana. Si bien el proceso de reconstrucción institucional ha sido exitoso, su permanencia dependerá no sólo de una adecuada gestión gubernamental, sino también de la consolidación de las principales instituciones del Estado. 


En diversas oportunidades, el Consejo de Seguridad ha destacado la necesidad de “mantener la estabilidad durante el período inmediatamente después de las elecciones, incluso por medio de la presencia internacional y de asegurar que las instituciones fundamentales de Haití puedan funcionar de forma adecuada, especialmente las que promueven el imperio de la ley y el desarrollo”. 

III.  RAZONES QUE NOS LLEVARON A PARTICIPAR EN MINUSTAH


Las razones de Chile para participar en la MINUSTAH, han sido fundamentalmente nuestro compromiso con la Paz y la Seguridad Internacionales, con los valores democráticos y con los humanitarios, priorizando nuestra acción en la región.


Nuestro compromiso con la Paz y Seguridad Internacionales constituye, además de un imperativo ético, una necesidad vital. Requerimos de estabilidad global para conseguir nuestros objetivos.  Estamos cada día más integrados al mundo global, y de él obtenemos  beneficios. 


Es importante, entonces, contribuir a la paz y seguridad internacionales por medio de una participación activa y creciente en los regímenes multilaterales globales y regionales. Además, así colaboramos a la proyección internacional de nuestro país, aumentando su influencia.

Nuestro compromiso con los valores democráticos es parte integrante de nuestra política. De allí que consideremos un deber contribuir al pleno restablecimiento de la institucionalidad democrática en Haití. Sus elecciones fueron un paso fundamental en el gradual restablecimiento de su proceso político-democrático, que sólo estará completo cuando exista verdaderamente un Estado de Derecho y se haga realidad la reconciliación nacional, única vía para alcanzar una estabilidad a largo plazo.


Ello supone que la sociedad haitiana renuncie a toda forma de violencia y que la comunidad internacional contribuya con programas de desarrollo, dirigidos principalmente a combatir la extrema pobreza, las enfermedades crónicas, la falta de infraestructura y la degradación medio ambiental. 


Participamos también en Haití porque se trata de un país de la región, con lo cual cumplimos con nuestro compromiso de priorizar lo regional en nuestra política exterior. 


Allí hemos desarrollado un trabajo conjunto con Argentina y Brasil, lo que ha permitido no sólo reactivar al ABC, sino también perfilarlo como nueva instancia de cooperación que favorece la interacción con países que tienen una alta importancia para nuestra política exterior. Asimismo, debe destacarse la creación y funcionamiento del “Mecanismo 2 x 9”, que ha favorecido la labor coordinada entre las Cancillerías y los Ministerios de Defensa del ABC, más Bolivia, Ecuador, Guatemala, Paraguay, Perú y Uruguay.  Cabe mencionar que tanto Perú como Panamá ocupan hoy sendos asientos en el Consejo de Seguridad de la ONU. 


Nuestra experiencia haitiana nos ha permitido asumir un papel de facilitador para la comprensión de la crisis al interior de la Comunidad del Caribe (CARICOM), y la reincorporación de Haití a dicho esquema de integración subregional. 


Decidimos, del mismo modo, actuar en Haití porque en la MINUSTAH podíamos interactuar con fuerzas de numerosas nacionalidades, especialmente de la región. Y así ha sucedido con contingentes de Argentina, Ecuador, España, Brasil, Perú y Uruguay, entre otros. Este esquema de cooperación ha permitido, además, establecer un Batallón de Ingenieros militares  Chile-Ecuador y facilitar la creación de una Fuerza Conjunta Combinada con Argentina, la que en un futuro cercano, podría estar llamada a asumir responsabilidades en el marco de Naciones Unidas.


Creemos haber ganado importantes niveles de experiencia, confianza y prestigio, todo lo cual es posible considerar como importante logro de nuestra Política Exterior y de Defensa.

IV.  LAS TRES DIMENSIONES CON QUE CHILE ACTUA EN HAITI


Nuestro país ha sostenido un enfoque comprehensivo para la participación de la ONU en Haití a fin de consolidar una paz social estable y duradera. Por ello, entendemos nuestra misión en tres dimensiones, Seguridad, Económico-Social y Política.

En el campo de la Seguridad, como lo ha señalado el Consejo de Seguridad de la ONU, la evolución de la situación haitiana compromete la estabilidad y seguridad de América Latina. De allí que diversos países de la región y Chile entre ellos, se hayan involucrado con tanta intensidad. 


Tras la dramática situación que vivió Haití, en la actualidad impera un clima de mayor seguridad que ha superado los malos pronósticos iniciales y ha permitido que los ciudadanos retomen su vida normal. Esto se vio reflejado en la normal realización, durante el año pasado, de las referidas elecciones.  


En Cité Soleil, ha disminuido la acción de bandas criminales pero se ha advertido que parte de algunas pandillas armadas han emigrado a zonas rurales y provinciales, lo que refleja que falta camino por recorrer en el proceso de Desmovilización, Desarme y Reinserción de Naciones Unidas. 


En la localidad de Cabo Haitiano, donde se encuentra destacado la mayor parte del Batallón Chile, las condiciones de seguridad son mayores que en el resto de la nación existiendo sólo hechos aislados de violencia. Existen, asimismo, unidades militares que cumplen funciones en Puerto Príncipe
.


Asimismo, conviene tener presente que la ubicación de nuestro contingente en la frontera con República Dominicana,  ha permitido combatir el tráfico de armas, drogas y personas desde y hacia Haití. 


En lo económico-social nuestras Fuerzas Armadas están contribuyendo a mejorar la calidad de vida de muchos ciudadanos haitianos a través de programas específicos la labor de la Compañía Mixta de Ingenieros Militares Chileno – Ecuatoriana y los cursos de capacitación profesional que, a cargo de personal militar, se ofrecen a los ciudadanos.


En este mismo terreno, hemos identificado algunos proyectos de cooperación de impacto rápido y visible destinados a mejorar la calidad de vida de los haitianos. Algunos de ellos ya están siendo implementados bajo la conducción de la AGCI -como el programa “Desarrollo Rural Sostenible en Limonade y Cabo Haitiano”- constituyéndose en una importante ayuda para la población local. 


Del mismo modo continuamos promoviendo que las naciones donantes liberen sin dilaciones los montos de ayuda comprometidos. Así lo hemos planteado en las recientes reuniones realizadas en Buenos Aires (Enero de 2007), Washington D.C. (Febrero de 2006) y Lima (Febrero de 2007).


Finalmente otorgamos gran importancia a la dimensión política. La celebración de elecciones presidenciales y parlamentarias, constituyó para Chile un objetivo político prioritario que ha permitido un normal funcionamiento de los poderes ejecutivo y legislativo en Haití. 


No obstante, existen cuestiones pendientes como la debilidad y disfuncionalidad del sistema judicial haitiano. Por ello, dadas las características del momento político actual, continuaremos apoyando la consolidación de sus instituciones y la promoción de instancias de diálogo y concertación que el pueblo haitiano busque libremente construir.

V.  CONCLUSIONES


No creo necesario abundar en los elementos positivos que, a nuestro juicio, ha tenido la participación chilena  en MINUSTAH. Ella ha contribuido a posicionar a Chile en la región, ha mejorado nuestras capacidades de influir en temas regionales y globales entregándonos prestigio y credibilidad. El funcionamiento del Mecanismo 2x9 ha permitido consolidar la periódica interacción de las Cancillerías y de los ministerios de Defensa de los países latinoamericanos que participan en MINUSTAH. 


Asimismo, producto de la experiencia en terreno y de la necesidad de activar esquemas de cooperación con Haití, se ha revitalizado el grupo ABC que, a solicitud del gobierno haitiano, está prestando asistencia para el diseño y planificación de una estrategia de desarrollo coherente. Ha dado, además, consistencia a nuestros planteamientos para el tratamiento sistematizado en Naciones Unidas del postconflicto valorizándose nuestra presencia en la Comisión de Consolidación de la Paz de Naciones Unidas. 


Creo que hasta este momento, nuestro país ha contribuido, junto a otras importantes naciones, al éxito de una primera etapa de enorme importancia en el desarrollo del plan de reconstrucción de Haití.


Pero, la experiencia adquirida ha hecho necesario reflexionar sobre el futuro no solamente de nuestra participación en MINUSTAH sino también en otras Operaciones de Paz. Para ello, como señalé en un comienzo, estamos trabajando en la elaboración de una nueva ley conjuntamente con el Ministerio de Defensa Nacional en la Comisión Especial de Operaciones de Paz del Senado. 


Recientemente esta Comisión visitó Haití pudiendo comprobar, en terreno, cómo se han ido cumpliendo los objetivos de seguridad que hasta hace poco tiempo parecían difíciles de alcanzar. Ello me hace pensar que no deberíamos por el momento sustraernos al proceso de consolidación de una paz que es aún frágil y muy dependiente de la presencia y de la cooperación internacionales. 


Además, la acción conjunta y coordinada llevada a cabo en los últimos años por los participantes desde puntos de vista político y operativo, aconsejan coordinar nuestras acciones con cierta anticipación.


El futuro marco jurídico seguramente legislará, entre otros aspectos, sobre vacíos existentes, modalidades y plazos para la salida y regreso de tropas en Misiones de Operaciones de Paz, integración de civiles en ellas, la necesaria información entre el Senado y el Ejecutivo y, en este, entre los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional.

Ello nos permitirá elaborar una doctrina común de Estado sobre esta materia, aplicándola, tras una discusión conceptual y práctica en los pasos a seguir en la mayor Operación de Paz en que hemos participado en nuestra historia.

Honorables Senadores miembros de esta Comisión,  las razones de fondo y forma antes expuestas, me llevan a solicitar su acuerdo para prorrogar por un año la permanencia del contingente chileno que participa en MINUSTAH.”.
° ° °


Acordado en sesiones celebradas el 20 de diciembre de 2006; 3, 4, 10, 11 y 17  de enero, 6 de marzo, 11 y 18 de abril, y 7 de mayo de 2007 con asistencia de los Honorables Senadores señores Sergio Romero Pizarro, (Presidente), Jorge Arancibia Reyes (Víctor Pérez Varela), Jaime Gazmuri Mujica (Pedro Muñoz Aburto), Roberto Muñoz Barra (Guillermo Vásquez Úbeda), Baldo Prokurica Prokurica (Carlos Ignacio Kuschel), y Adolfo Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 8 de mayo de 2007.

(Fdo.):MILENA KARELOVIC RÍOS

Secretaria de la Comisión
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PROYECTO DEACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH, GARCÍA, NAVARRO Y ROMERO, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN LA APLICACIÓN DE UN CONJUNTO DE MEDIDAS EN RELACIÓN CON EL RESIENTE TERREMOTO OCURRIDO EN LE FIORDO DE AISÉN

(S 959-12)

HONORABLE SENADO:

Considerando que, durante los fenómenos relacionados con el enjambre sísmico, a partir del 23 de Enero de 2007, y posterior terremoto en la Región de Aysén el 21 de Abril de 2007, y en otras emergencias que se han producido en el país, como el caso de la creciente extraordinaria del río Bío Bío en el año 2006, se han observado las siguientes situaciones:

1.- Los informes profesionales técnicos competentes no fueron bien tomados en cuenta para informar del riesgo a la comunidad y para evaluar las áreas de riesgo.

2.- La autoridad competente de ONEMI habría filtrado o minimizado los informes técnico-científicos.

3.- Los documentos que hizo circular la ONEMI- Ministerio del Interior, a través de las autoridades regionales señalaban que no había riesgo para las personas.

4.- Se hizo más énfasis en calmar a la gente con apoyo psicológico y con declaraciones de prensa que en señalarles la verdadera situación de riesgo a que estaban expuestas.

5.- Profesionales y Científicos advirtieron a la autoridad y a ONEMI del riesgo sísmico y de los deslizamientos del fiordo con los oleajes a esperar.

6.- No se hizo todo el esfuerzo necesario para apoyar a los equipos técnicos y científicos según la magnitud de los hechos y el riesgo asociado.

7.- No se evacuó el área de riesgo según recomendaban algunos informes técnicos y científicos.

8.- Las explicaciones, acciones y omisiones de ONEMI no guardan relación con el fenómeno sísmico y la magnitud del riesgo.

9.- Los numerosos antecedentes que avalan estos considerandos, como:

Informes del Geofísico Luis Donoso que se presentaron a la Intendencia, y desde ésta a ONEMI en que claramente se advierte: Riesgos de deslizamiento en el fiordo y oleaje que se puede producir y conveniencia de su evacuación (24 Febrero 2007)

Documentos repartidos profusamente en la Región de Aysén realizados con apoyo de ONEMI. Bomberos de Puerto Aysén señala que fueron repartidos por la propia Directora Nacional de ONEMI en la Región.

Informes científicos – técnicos de organismos oficiales en que se señala los riesgos de la actividad sísmica en Aysén. No concuerdan con Informativo oficial y declaraciones de prensa de las autoridades.

Numerosas presentaciones en el Senado a autoridades de Gobierno relativas a sismos y necesidades producto de ello en la Región de Aysén.

Denuncia de irregularidades por concurso para nombramiento y Dirección  Nacional de ONEMI

Análisis preliminar de prensa escrita Regional

Recortes de Prensa:

1.- Autoridades señalan que la actividad sísmica no reviste peligro para los habitantes de Aysén. 23 de Febrero 2007

2.- Empresas señalan que no tienen informaciones que les indiquen riesgos para salir del área, 16 de Febrero 2007

 

3.- Expertos señalan que hay que enfrentarse a coyuntura sísmica de mayor magnitud para evitar hechos lamentables productos de un episodio sísmico, 22 de Febrero 2007.

 

4.- Directora Nacional de ONEMI en primera visita a la zona señala: No se han presentado emergencias en lo físico y en lo estructural, sino que han advertido síntomas de emergencia en lo psicológico y en lo emocional, 17 de Marzo 2007

5.- Dirección Nacional de ONEMI: “Grupo de psicólogos para chequear este estado emocional de la gente”, finalmente la directora Nacional de ONEMI Carmen Fernández señala que la situación sísmica más tarde que temprano se definirá, lo que tenderá a abrir y desaparecer o que se produzca la emergencia magmática y eso, en el peor de los casos dijo “los riesgos son muy mínimos”, 17 Marzo de 2007.

Sismo del 21 de Abril 2007:

1.- La Directora Nacional de ONEMI reconoce haberse informado de la magnitud y de los daños a través del geofísico Luis Donoso.

3.- Primer comunicado de ONEMI el día 21 de Abril, señala que no hay daños personales:


“Un sismo con intensidades en la Escala Mercalli entre los V y VI grados se registró hoy, a las 13:50 horas en la XI Región, de acuerdo al informe entregado a ONEMI por la Dirección Regional de Protección Civil  y Emergencia de la Intendencia Regional. El informe preliminar indica lo siguiente:

Puerto Aysén y Puerto Chacabuco VI grados

Coyhaique y Balmaceda V grados

Fueron reportados cortes de energía eléctrica en las zonas indicadas y desprendimiento de terreno en el sector del cerro Marchant, en Puerto Aysén, no informándose de desgracias personales ni materiales”

4.-
La explicación de la causa, según ONEMI, en la prensa lo atribuye a deslizamiento del cerro Marchant a 25 kilómetros del epicentro

5.-
El que Chile está conformado por placas tectónicas activas.

6.-
Que el país tiene una larga cadena de volcanes, muchos de ellos activos.

7.- La exposición prácticamente completa del país a las costas del Pacífico.

8.- Los procesos de erosión que bajan la capacidad de retención del agua.

9.- La ubicación de partes de poblados en orillas de ríos y áreas propensas a deslizamientos.

10.-El alza de la línea de isoterma, la variación de temperatura y precipitaciones, producto del cambio climático.

11- La conveniencia de reestructurar la Oficjna Nacional de Emergencia y cada ONEMI regional.

12.- E largo historial de terremotos y maremotos que ha sufrido el país, desde 1520 hasta la fecha.

13.- La necesidad de completar la red sismológica nacional. Al momento del inicio del sismo del 23 de Enero de 2007, esta red tenía un sismógrafo en Aysén, ninguno en Magallanes

Venimos en presentar el siguiente Proyecto de Acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado acuerda solicitar a S.E. la Presidenta de la República:

1.- Mantener búsqueda de personas desaparecidas por el tiempo que sea necesario en el fiordo Aysén.
2.- Indemnizar a los familiares de las víctimas y los daños que sufrieron los colonos, pescadores y quien corresponda.
3.- Analizar, investigar las acciones y omisiones de ONEMI y de otros organismos del Estado, y sancionar cuando corresponda.
4.- Investigar la asesoría que recibieron las autoridades regionales y provinciales por parte de ONEMI

5.- Reforzar la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior, otorgándole un equipo técnico-científico asesor con capacidad de previsión e identificación de riesgo.

6.- Reforzar las ONEMIS regionales, otorgándoles personal competente, atribuciones y medios.

7.- Completar a la brevedad la red sismológica nacional en cada una de las regiones.
8.- Apoyar el trabajo científico y técnico de los fenómenos sísmicos y volcanológicos en las distintas regiones de Chile. Primero en la Región de Aysén (instalando un geólogo residente) y en forma paralela en todas las regiones.

9.- Apoyar los sectores sociales más vulnerables de Aysén, la conectividad, comunicaciones y proyectos pendientes en la Región de Aysén, especialmente en la parte más afectada y con mayor riesgo. Además, apoyar a los colonos y pobladores, pescadores artesanales y trabajadores de las empresas que operan en el lugar.
10.- Definir las áreas de riesgo por deslizamientos más propensos dado el enjambre sísmico que vive la Región de Aysén. Especialmente sectores habitados y de la infraestructura física que garantice la conectividad, los suministros de agua potable, electricidad, comunicaciones y servicios y efectuar las evacuacioens correspondientes.
11.- Investigar el proceso del concurso público del nombramiento del Director Nacional de ONEMI, a través de la Alta Dirección Pública en el cual se han denunciado anomalías en el proceso.

12.- Confeccionar o completar, según sea el caso, los mapas que identifiquen las áreas de riesgo por deslizamientos, crecientes extraordinarias de los ríos, aluviones, corrientes de lava y áreas propensas a ser afectadas por tsunamis en el país.
Establecer la evacuación y prohibición de instalación permanente en ellas, incorporándolas dentro de los instrumentos de Ordenamiento Territorial.
(Fdo.):Antonio Horvath Kiss


José García Ruminot,
Senador




Senador

Alejandro Navarro Brain,



Sergio Romero Pizarro,




Senador
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� El 21 de agosto de 2000, bajo la dirección de Lakhdar Brahimi, antiguo ministro de Relaciones Exteriores de Argelia, el "Informe Brahimi" tiene por objeto elaborar una serie de recomendaciones sobre cómo mejorar todas las actividades de la Organización en materia de paz y seguridad.


� El total del contingente chileno, al 31 de marzo de 2007, es de 501 efectivos del Ejército, FACH e Infantería de Marina,  y 15 funcionarios policiales. El total general de las fuerzas de MINUSTAH es de 7.023 efectivos militares y 1.813 policiales.
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